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Da vid /b a rra y José Carlos Moreno-Brid 

Se anali za n los po sibl es ri esgos de es tabl ecer en Méx ico un aj unta monetaria o. de mane ra 
nHís extrema. emprender un a uni ón monetaria que co nduzca a l uso in·es tri cto de l dó lar 
como moneda única. Se conc lu ye qu e por e l mome nto e l sistema de fl otac ión del tipo de 
ca mbi o es la altern ati va menos cos tosa. 
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Jav ier Beristain l tu rbide 

Las tran sformacion es rec ie ntes en los ámbitos económi co y tec no lóg ico han fav orec ido 
e l desarro ll o de las c iudades. És tas conce ntran cada vez m:ís la riqueza humana y mate rial 
de los países y en consec ue nc ia afrontan retos formidab les. El autor rev isa la evolu c ión 
urbana en Méx ico y pl antea as pec tos re lac ionados que deben inc luirse en una política 
económica de Estado. 
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Boris Gra izbord y Crescencio Ruiz 

En es te artículo se exa mina n los efectos rea les de las po líticas económicas y de ape rtura 
comerc ial instrument adas en Méx ico de 1980 a 1993 en e l desarrollo reg ional del país, e n 
parti cular en la evolución de los sec tores producti vos y en la distri buc ión de la pob lac ión. 
Tras un ex hausti vo aná lisis, los autores co nc luyen que las tendenc ias migratori as. de 
urbanización y sec tori ales e n es te lapso son re lati vamente independi entes de las acc io nes 
de l Estado . pue s aq uéll as res ponden más a te ndenc ias es tru cturales de largo plazo. 
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Julia Carab ias y Fern ando Tude la 

La adhes ión al co ncepto de desa rroll o sustentabl e y los avances para e l es tab lec imi e nt o 
de l marco lega l res pectivo plantea n un gran desafío para e l Estado mex icano y sus in s­
tituciones. En es te artículo se rese1ian la proble máti ca de l deteri oro ambi ental y los es­
fue rzos real izados por la Semarnap para revertirl o. 
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Gabriel Quadri de la To rre 

Con base en un análi sis de la di sponibilidad de los rec ursos hídricos y del trata mie nto 
económ ico de l que han sido objeto hasta ahora en México, e l autor propone cambios 
in stituc ionales de fondo y la e laborac ión de políticas de carác ter interdi sc iplinario que , 
superando la simpl e ex pa nsión de la in fraes tru ctura y con la parti c ipac ión de in ve rs ión 
pri vada. inc lu yan panímetros e ince nti vos de ahorro y e fi c ienc ia. 
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Carlos Rui z. Sa cristán 

Tras de stacar la importanc ia de las co muni cac ione s y Jos tran spon es e n el crec imi ento 
econ ómico de un país. el titular de la SCT desc ribe la evo luc ión del sector en Méxi co. 
Enseg uida se ñal a Jos obj etivos y la s estrateg ias del aclll al rég imen para supe rar los rezagos 
y moderni za r el sec tor. en e l marco de un a nu eva polít ica de Estado. 
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Luis Téllez Ku enzler 

Se prese ntan Jos obj eti vos de política que sustentan la propues ta para el cambio es truc­
tural de la indu stria e léc tri ca mex icana . Luego de anali zar el dese mperio del sec tor eléc ­
tri co en el país y la expe rie ncia de reform a en otras nac iones, el autor expone Jos bene­
fi cios de una nueva estructura indu stri al que garantice de manera efic iente y compe titi va 
el abasto de e lec tric idad en el futuro. 
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José Andrés Casco Flores 

El autor analiza el comportami ento reciente del sector ag ropecuario en Méx ico y describe 
Jos rasgos di stintivos de las políti cas gubernamentales enca minadas a promo ver su desa­
n·o il o . El autor co nc luye que en un nue vo escenari o. carac terizado por la apertura co mer­
cia l y la inten sificac ión de las negnciaciones multilaterale s y bil ate rales , las políti cas 
gubernamental es de apoyo al sec tor deberán ser cada vez más diri gidas , tran sparentes , 
equitati vas y fl ex ibles. 
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Carlos Man cera Corcuera 

Se examina el perfil ac tual de la educación en Méxic o desde e l ni ve l bás ico. Luego de 
anali za r su orientac ión y Jos problemas a qu e se enfrenta , el autor plantea una se rie de 
co nsiderac iones, entre las que des taca la importancia de la efi ciencia y de la responsabi­
lidad soc ial para arrostrar Jos retos educativos del siglo venidero. 
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Ignacio Llamas Huitrón 

A partir del examen de Jos rendimi ento s monetarios de la inversión en educac ión formal 
y capacitación, el autor señal a las impli cac iones de aquéllos en la as ignación de Jos 
recursos en términos de la eficiencia económica y la eq uidad. Propone in ve rtir más en la 
forma ción de competencias laborales, promover e l autoempleo y vincular más a las aulas 
con la acti vidad productiva , así co mo fortal ecer el finan ciamiento de la educac ión supe­
ri or con el pago de qui enes puedan hacerl o. 
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Alejandro Mungara y y Juan Manuel Ocegueda 

En es te trabajo e l auto r señal a que la perm anencia de muchos pasantes en sus propios 
ce ntros de es tudi o, su preferenc ia por Jos centros urbanos sede de la s in stitu cione s edu ­
ca ti vas y la difi cultad para identifi car la utilidad de muchas profes iones en tareas comu ­
nit ari as, son algunas de las res tri cc iones más importantes que impiden que el se rvicio 
soc ial se convierta en un in strumento más útil de la políti ca social del país. 
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Régimen cambiaría: un debate actual 

• • • • • • • • • • DAVID IBARRA Y JUAN CARLOS MORENO-BRID' . 

S in duda, e l mundo, después de borrar las fronteras comer­
ciales, se encamina a eliminar las separac iones monetarias. 
El proceso ya está en marcha y parece que nos tomará de 

nueva cuenta impreparados. E l ac icate es la inestabilidad pro­
pia o contag iada del mundo que tiene agobiados, abrumados con 
incertidumbres, a los gobiernos y agentes económicos insertos 
en los mercados mexicano o lat inoameri cano . Incertidumbres 
que se han ag ud izado en los años rec ientes por la rápida e irres­
tricta movilidad del capital financiero mundial en montos que 
superan, por mucho, las reservas internac ionales de la mayoría 
de países de la reg ión. Y ante las respuestas insati sfactori as, con­
tradictorias o utópicas de economistas y expertos , hay escapes 
a la irrac ionalidad o a curas mil agrosas esperanzadoras. 

En las circunstancias presentes, fij ar por ley la paridad cam­
biari a suele expresar también una postura ideológica: la descon­
fi anza cerval en las capac idades o en la buena fe de los gobier­
nos y la fe inquebrantable en las capac idades autocorrec tivas y 
maximizadoras de los mercados. Ambos extremos son fal sos . 
Ex isten interve nciones y regul aciones estatales indispensables, 
como hay desajustes peligrosos de mercados, ejempli ficados en 
las múltiples cri sis financieras de aye r y de hoy. 

Los apologistas del mundo sin fronteras ven a la vuelta de la 
esquina la formac ión de una zona de integrac ión monetari a en­
tre los miembros del Tratado de Libre Comercio de América del 
Norte. Y todav ía más sencilla consideran la creación de una junta 
monetaria , que elimine por siempre toda vari ac ión entre el peso 
y el dólar. E l cos to de ceder la soberanía monetari a se juzga pe-

*Los autores son, respecti vamente , de cano de l Comité Editorial de 
Co mercio Ex te ri o r e in vestigador asociado de l David Rockefeller 
Cente r fo r Lat in American Studies, Unive rsida d de Harvard <brid 
@jas. harva rd.edu>. 

queño. De ese modo, se sosti ene, se cancelaría de tajo la infla­
ción , las tasas de interés baj arían hasta s ituarse en ni veles del 
Primer Mundo, la inseguridad sobre el tipo de cambio dej aría 
de empañar las decis iones de inversión , se abatir ían los costos 
de transacc ión del comercio exterior y se sanearía, por fin, el de­
bilitado sistema bancario . 

Los casos de la moneda única europea y de la West Afri can 
Monetary Union , 1 de las juntas monetarias de países como B os­
nia, Brunei, Djibouti , Hong Kong, Estonia, Bulgari a, Litu ania 
o Argentina, 2 se usan como pruebas contundentes de la viabi ­
lidad intrínseca de las propuestas de reforma monetari a, sin re­
ferencia alguna a las especific idades de cada caso. Lo que se deja 
de lado, sea por candidez, ignorancia o conveniencia , son los re­
qui sitos por ll enar, los costos por pagar, a fin de asegurar de ma­
nera mínima el éx ito de las propuestas.3 

l . Creada en 19 12 por las anti guas coloni as británicas de Nigeri a, 
Ghana, Sie rra Leona y G ambi a , fu e po r mucho tiempo modelo para 
el es tabl ec imi ento de uni ones monetari as . Éstas, hac ia la décad a de 
los tre inta, habían pro liferado en co lonias b ritáni cas en As ia, e l Ca­
ribe y las islas del Pacífico. K. Schuler, "Should Deve loping Countries 
Ha ve Centra l Banks?: Currency Quali ty and Monetary Syste ms in 155 
Countri es", Research Monograph , núm. 52, ln sti tute o f Eco no mi c 
Affairs, Londres, 1996. 

2. S. H. Hanke et al., Russian Currency and Fin ance: A Currency 
Boa rd Approach lo Reform , Routlege, Londres, 1993; S. H. Hanke, y 
K. Schul er, "Currency Boards and Their Relevance for Latin America", 
World Bank Discussion Papers , núm . 207, Banco Mundi al, Was hing­
ton, 1993 , pp. 13-2 1; FM I, World Economic Out/ook , Was hin g ton, 
1997, y O.F. Humpage , y J.M . Mclntire, "An Introduction to Currency 
Boards", Federal Rese rve Bank ofC/eveland Economic Revie\V, 1995, 
pp. 2-1 l . 

3. Véase e l apéndi ce " Fluc tu ac iones eco nómicas y rég imen cam­
bi ario en Argentina". 
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Se co mi enza por anali za r e l caso de la junta monetari a o 
currencr boord. Su carac terísti ca ce ntral es la ob li gac ión lega l 
por parte de la autoridad monetaria de mantener reservas inter­
nac ionales por encima del monto equi va lente al total de monedas 
y billetes en circul ac ión. Es dec ir, se trata ele un sistema que eles­
pl aza y es trecha las fun ciones tradici onales de la banca central. 
hasta transformarla en simple caja ele conversión, ob l igacla a re­
dimir s in límite cualqui er pas ivo monetario a la tasa de cambi o 
es tipulada y a presc indir de las fun ciones ele pres tami sta de úl­
tim a in stancia más all á ele los límites impuestos por la cuantía 
ele las reservas ele di visas. Qui érase o no, es una forma radica l, 
ex trema, ele vo l ver al patrón oro, esto es, ele congelar e l tipo ele 
cambi o nomin al ca ncel ando su uso co mo instrumento ele aju s­
te el e los desequilibrios ex te rno s . ~ Dicha reorientación de la 
políti ca cambiaria hacia la consecución exclusiva de la meta ele 
estabilizac ión interna ha probado, sin eluda. ser efi caz para abatir 
la infl ac ión , pero su éx ito irremediablemente se acompaña de 
pérdida progres iva ele competiti viciad internacion al ele los pro­
ductos ex portabl es que. más temprano que tarde, es tall a en una 
crisis ele bal anza ele pagos. Por desmemoriados, en México he­
mos ex perimentado varias veces con la fijación del tipo ele cam­
bi o nominal. En efecto , en los últimos 40 años , la evolu ción de 
la economía mex icana ha es tado marcada por epi sodios en que 
la política macroeconómi ca tomó como objetivo prioritario ­
y a veces casi único-l a eliminación absoluta de la inflación. 
Y en ese empeño, se fijó el tipo ele cambio nominal peso-dólar 
en niveles que gradualmente fueron minando la capac idad de 
ex pansión del sec tor productor de bienes transables y, con ello, 
frenando el ritmo de crecimiento de la economía mex icana . En 
esos episodios la meta de crecimiento económico se vio peren­
nemente subordin ada a baja r la inflaci ón anual a ni ve les de un 
dígito; estabili zac ión que, además, no se logró más que de ma­
nera transitoria. A la postre , los resultados han sido desas ti·o­
sos, al pasarse por alto la ex istencia de serios desequilibrios es­
tructurales que, en vez de resolverse, se han agudizado y han 
tornado más difíci !la inserción de la economía mex icana en una 
senda de alto y sos tenido crecimiento. 

La primera condición para crear y sostener una junta mone­
tari a es contar con suficientes reservas en divisas para hacer fren­
te a los compromisos de convertibilidad y ganar la necesaria 
credibilidad interna y ex terna 5 El requisito no se llena fácilmen­
te, si además del M-1 se añaden otros sustitutos cercanos de la 
moneda 6 Más importante que lo anteri or es el co mpromi so 

4. De la mi sma manera que no exi ste fl otación libre del tipo de 
cambio enterame nte limpia, tampoco las cajas de conve rsión dejan por 
entero las fun ciones de prestami sta de última instancia ele la banca 
central (véase el apéndice) . 

5. Uno de los análi sis rec ien tes en torn o a la conve ni encia ele re­
nun ciar explícitamente a lu so futuro ele ciertos instrum entos ele polí­
ti ca económi ca en aras el e ga nar credibilidad se encuentra en F. Gia­
vazz i y M. Paga no, "The Adva ntage of Tying One 's Hands: EMS 

Discipline and Central Bank Crecl ibility", European Econo111ic Revie11•. 
vo1.32, junio ele 1988. pp. 1055- 1082. 

6. El M-3 qu e inclu ye bill etes. cuent as el e cheques e instrum en­
tos bancarios y no bancarios de corto plazo. asce ndía a alrededor de 

régi men cambiario 

implíc it o. no só lo de ceder la autonomía monetaria , sino de su­
bordin ar la políti ca fi scal al sos tenimi ento de la paridad fija que 
se convierte en el obj eti vo económi co domin ante. Di cho de ot ra 
manera. habría que subordinarl o todo a la fijac ión de l tipo de 
ca mbi o. Y si es to fu e pos ible en los primeros años el e vida del 
patrón oro. ell o obedeció a la marginación políti ca de buena parte 
de la población el e la época y a la fa lt a de esc larec imiento ele las 
relac iones entre las reg las monetari as , de un lado, y el empleo 
y la actividad económica, de otro. Una vez que esas condi cio­
nes fueron desaparec iendo, el patrón oro acabó quebrándose ante 
las tensiones emanadas ele desequi 1 ibrios estructurales en los flu­
jos ele co merci o internaciona l o de tensiones soc ial es internas. 

En ese sistema, dependi endo ele aco ntec imi entos externos 
favorables o desfavorables, el gobierno tendría que ex pandir o 
contraer gas tos e impuestos y modificar el ni ve l de acti vidad 
productiva a fin ele conse rvar s in alterac ión el tipo de cambio 
nominal. A la vez, fác ilmente podrían quedar contrapues tas la 
estrateg ia ele crecimiento ex portador o las demandas ya aplaza­
das ele la pobl ac ión con respec to a los compromi sos deri vados 
del es tab leci miento ele !ajunta monetari a. 

Los márge nes ele maniobra ele la políti ca económica guber­
namental se angosta ron cuando se desprendió ele los in strumen­
tos del protecc ioni smo, y lo hic ieron aun más con la liberaliza­
ción y la clesregulación financiera. el cl ebi 1 itamiento de la banca 
de desarrollo y la eliminación ele prácti camente toda política ele 
fomento inclustrial. 7 En contraste, se debi ó atender simultánea­
mente a las múltipl es metas soc ial es y a los complejísimos pro­
blemas del tránsito entre la liberación económica y el proteccio­
ni smo intervencioni sta anterior. Hoy por hoy, buen a parte del 
instrumental de acc ión es tatal en materia de ajuste externo se 
reduce a la flot ac ión más o menos libre del tipo ele cambio o al 
uso de la tasa ele interés que, por otro lado, también se quiere dejar 
en manos del mercado. Al fijar e l tipo de cambio, la manipula­
ción de la tasa de interés quedaría como e l in strumento princi­
pal , cas i único , del acomodo de las cuentas ex ternas. En tal caso, 
la manipulac ión de los réditos en función de otros fin es - faci­
litar el acomodo microeconómi co ele las empresas o sec tores al 
régimen de competencia ex terna- res ultaría frecuentemente 
imposible o incongruente. K Por eso, en la prácti ca se ti ene que 
recurrir a la política fiscal o al uso ele instrumentos cas i proscritos 
como e l encaje legal o los llamados cortos del Banco de México. 
En los hechos, el acomodo recaería en es tos últimos iu strumen­
tos, ya que el uso ele la política fi sca l con fines de estabilización 
macroeconómi ca el e corto pl azo se ha vuelto particul armente 
difícil en México debido a la reducida participación del gas to 

1. 15 billones de pesos a di c iembre de 1998. es dec ir, unos 11 O 000 
millones de dólares. 

7. Davicllbarra , ·'¿Es aconsejabl e una políti ca industrial en Méx i­
co'i'' , Exa111 en, núm . 66, nov iembre de 1994, y F. Clavija y J. Casa r 
(eds.). "La indu stri a mex icana en el mercado mundi al: elementos para 
un a políti ca industri ar· , Se ri e Lec turas , El Tri111 estre Econrí111ico , núm . 
80. Fondo ele Cultura Eco nómi ca. Méx ico. 1994. 

8. Rec uérdese aq uí el vi ejo principio de Tinberge n: cada in stru­
mento ele políti ca ha ele es tar asoc iado al cum plimi ento de una y só lo 
un a meta. 
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público en la act ividad eco nóm ica y los imped imentos es truc­
turales para e levar la baja ca rga fiscal. ~ 

La lóg ica de combat ir la infl ac ión mediante la aprec iac ión del 
valor ex terno de la moneda y de l a lza de las tasas de interés, para 
atraer capitales con los cuales cerrar la brecha resultante de pa­
gos fo ráneos, conduj o a deja r en la indefensión a la banca y a la 
pequeña y mediana indu stri a o agricultura . La baja en los pre­
cios -que no en todos sus costos- provocada por la brusca aper­
tura externa, hi zo imposible que muchos productores , sobre todo 
de bienes y servic ios comerciables , honraran e l servic io de sus 
préstamos. Las carteras de los bancos se deterioraron y la reno­
vación de los créditos quedó suspe ndida. 

Entre defender la paridad y defender a bancos y empresas , la 
política gubernamental optó por el primer camino hasta provo­
car la cri sis ele 1994- 1995 , cuando nin guna tasa de interés bas ­
tó a l propós ito de atraer e l flujo necesario de ahorros ex ternos. 
Esa línea de políti ca tran sfiri ó y transferirá parte importante ele 
los costos de l aco modo estructural a la banca y a sus deudores , 
a la par ele res tar competiti viciad a los productores nacionales de 
bienes comerciables para exportac ión o para el mercado inter­
no, esto es , contradec ir e l meo llo ele la estrateg ia ele crec imien­
to hac ia afuera. De hecho, las rec ientes cri sis el e di visas en Bra­
sil , Ecuador y algunas ele las economías asiáticas han puesto de 
relieve la futilidad-y los e levados cos tos soc iales y económi­
cos que entraña- de in sistir en elevar tasas ele interés internas 
en aras de defender paridades cambi arias sobre va luadas; estas 
alzas a fin de cuentas agravan la pérdida de reservas internacio­
nales, profundizan la reces ión, postergan el aj uste de los precios 
relativos internos y, con e ll o , la reas ignac ión de recursos hac ia 
la producc ión de bienes comerc iab les . Y, finalmente , desembo­
can en depreciaciones cambi arias más drásticas de las inic ial ­
mente necesari as para correg ir el desequilibrio de la balanza ele 
pagos. 

Los graves efec tos que puede tener la elevada movilidad de 
los cap itales internac iona les ha ll evado a analistas connotados, 
inc luido el Fondo Monetario Internac ional (FMI), a aceptar que 
algunas economías en desarrollo pueden beneficiarse con me­
didas que graven o restrinjan temporalmente la entrada ele ca­
pital es financieros de corto plazo. 10 La experienc ia chil ena 
merece espec ial atención , pues mediante el es tab lec imiento ele 
medidas para gra var la entrada ele capita les extranjeros de cor­
to pl azo lograron alterar la co mpos ic ión de di chos flujo s sin 
necesariamente red uc ir su monto, as í como am inorar ele mane­
ra considerabl e e l impacto negati vo del ll amado efec to tequil a 
detonado por la cri sis de balanza de pagos de la economía mexi­
cana en 1994- 1995. China ha co ntro lado aun ele manera más 

9. Entre los mi embros de la OCDE , la economía mex icana se ca­
racteri za por tener un a ele las más bajas cargas tributarias como pro­
porción del PI B. OCDE, OECD Econo111iC Surl'ers / 997-98: Mexico , 
París , 1998. 

1 O. P. Krugman, "Savi ng Asia: lt 's Time to Get Radi cal" , Forrune 
ln vesror, 7 ele sept iemb re ele 1998 , y M. Ul-Haq , l. Kaul y l. Grunberg 
(eds.), The Tobin Ta.r: Cop ing \l 'ith Financ ia/ Vo/at ility, Oxforcl Un i­
ve rsity Press , Oxford . 1996. 
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es tri c ta su cuenta de capitales, lo que le ha permitido ai slarse 
bastante más de los efectos negati vos ele la vo latilidad ele los ca­
pitales externos que aso laron a las economías vec in as. Es tas 
políticas y restri cc iones son cas i e l ex tremo opuesto al es tab le­
ci miento ele juntas y unio nes monetari as, ho y vistas por otros 
como garantía ele la es tabilidad y el crec imiento económicos. 

Puesto en términos distintos, condición subsidiaria del éx i­
to de una caja de conversión es la de disponer ele un sec tor ban­
cario robusto -capaz, además , de no recurrir al banco central 
o al gobierno como prestami stas de última instanc ia- y de un 
segmento mayorit ariamente sano de empresas que, en conjun­
to , absorban cargas y den credibilidad a la propuesta de cambio 
de las responsabilidades ele la banca centra l. Piénsese por un 
momento si esos requi sitos se satisfacen en e l caso de México. 
¿Habre mos olvidado los ep isodios de 1976, 1982, 1994, c uan­
do las crisis hacen e rupción al tornarse impos ible sostener una 
paridad cambiaria por no haberse creado las condic iones que le 
diesen permanencia, o los más rec ientes de l salvamento bancario 
(Fobaproa)? 11 

Fijar e l tipo de cambio equi va le a descargar en e l manejo de 
las tasas de interés parte de esa multiplic idad de funciones. Eso 
exigiría ele prec ios y sa larios flexi bi es , esto es , cualquier shock 
adve rso en la ba lanza de pagos, que llevase a reduc ir e l gas to 
interno , se acomodaría baj ando prec ios y sa larios a fin de man­
tener inalterada la paridad cambiari a nominal. Dadas las iner­
cias en nues tros mercados laborales y las dinám icas de co mpe­
tencia monopólica en buena parte ele los mercados de bienes, 
conseguir la reducc ión indi spensable en los ni veles ele precios 
y salarios para asimilar el shock externo seguramente obli garía 
a una caída más severa y duradera en los ni ve les de producc ión 
y de empleo de la que hubiese sido necesa ri a en un rég imen de 
flotación cambiaria. En consecuencia , !a junta monetaria supon­
dría mayo res sac rifi c ios de los trabajadores o de las pequefias y 
med ianas empresas -por la vía de baja de los prec ios y la ce­
sión del ac recentamiento de su productividad-, es dec ir, equi­
valdría a poner un peso aún más inju sto ele los sac rificios de los 
acomodos macroeconómicos en esos dos seg mentos ele la eco­
nomía y la pobl ac ión. 

Obsérvese , además , que hoy en día tampoco se sa ti sfacen 
otras dos ex igenc ias vertebrales para la fijación del tipo ele cam­
bio. La primera se asoc ia al desequilibrio no resue lto, s ino más 
bien agudizado, en las cuentas ex tern as .12 La libe ración de l 
comerc io internacional , junto a ve ntaj as innegables , ha te nido 
e l defecto de debilitar los nexos interindu stri ales internos y, por 
consiguiente , acrec ienta la propensión a importar insumos, bie-

11 . No está por de más recordar que Arge ntin a, no obstante su junta 
monetaria , hubo de recurrir al apoyo del Banco Mundial a fin de ev i­
tar el co lapso de buena parte de su sistema bancario a raíz del ll ama­
do efec to tequ il a. 

12. J.C. Moreno-Bricl , "Méx ico: crec imiento económico y restr ic­
ción ele la balan za ele pagos'', Co111ercio E.rterinr, vo l. 48 , núm. 6, pp . 
478-486, Méx ico , junio ele 1998 , y Trade Libera li za r ion and lmport 
De111and in Mex icu , mimeo ., David Rock efe ll er Ce nter for Latin 
American Stuclies , Uni versidad de Harvard , 1998. 
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nes de capi ta l y art íc ul os de consumo. El alza de dicha propen­
sión a importar es preocupante, pues no obstante el notable em­
puje exportador de di versas ramas de la industria de transforma­
ción -favorec ida por el TLCAN-, se sigue siendo incapaz de 
ge nerar las di visas necesari as para fin anciar el crec imiento 
robusto y sostenido de la economía mexicana sin pres ionar la 
cuenta corriente de la balanza de pagos. Por eso, el es trangula­
miento de pagos, mal endémico de la economía mex icana, ha re­
sucitado con fuerza inusitada. Así lo demuestra el hecho de que 
las compras fo ráneas se expandan en términos reales a un ritmo 
que cas i triplica el ascenso del producto, poniendo un límite 
estrecho (3-4 por ciento anual) a la tasa sostenible de crecimiento 
de la economía. Y crecer a 3 o 4 por ciento no res u el ve el pro­
blema de absorción de la fuerza excedente de trabajo, ni haría 
compatible el crecimiento de la producti vidad con la di fusión 
de los beneficios del desarrollo . Entonces, una vez descartados 
los instrumentos del proteccionismo, sólo queda adoptar el sis­
tema de paridades fl exibles o usar (con los riesgos menciona­
dos) la tasa de interés para corregir los desajustes crecientes de 
la balanza de pagos, aunque haya cos tos expresados en la ma­
yor variabilidad de los precios .13 

Acéptese o no, ali viar de verdad el estrangulamiento ex ter­
no supone emprender el fortalecimiento de los componentes 
nac ionales en la producción. No basta el crecimiento de las ex­
portac iones; hay que sustituir con efi ciencia dosis crecientes de 
compras foráneas a fin de sanear las cuentas externas y hacer que 
la estrategia de crecimiento hacia afuera sea la locomotora de la 
economía y del empleo nacionales. No se trata de pl antear uto­
pías. Japón y los tigres as iáticos, sin perjuicio de su inserción 
ex terna, lograron por décadas y por esa vía el equilibrio de sus 
cuentas externas e incluso acumular enormes reservas de divi­
sas. El desempeño de la economía de China, apoyado en políti­
cas simil ares, ha logrado sistemáticamente elevadas tasas de 
in versión y de expansión de la actividad producti va. 

El segundo requisito, también difícil de cumplir, consiste en 
igualar la inflac ión interna a la de nues tros principales socios 
comerciales. 1

-1 Aunque el establecimiento de una junta monetari a 
podría ayudar indirectamente a ese propósito -al crear expec­
tati vas favorables- , se quedaría corta en resol ver de raíz el pro­
blema. México se enfrenta a deficiencias que tornan escabroso 
reducir el alza de precios por vertientes distintas a las del bajo 
crecimiento económico o el desempleo.15 No sólo es que hay 

13. Aghevi el a l .. Exchange Rafe Policy in Developing Counlries: 
So me Analy li callssues, FMI, Occasional Paper, núm . 78 , Was hing­
ton, 199 1; M. Obs tfe ld , "Internati onal Currency Experi ence New 
Lessons and Lessons Relearned", B rook in gs Papers in Economic 
A cli vily , núm . 1, 1995, pp. 11 9-220, y P. Garber y L. Svensson, "The 
Operat ion and Collapse of Fixed Exchange Rate Regimes", en G. 
Grossman y K.Rogoff (eds.), Handbook oflnlem alional Economics, 
vol. lll , Elsevier Science B. Y. , 1995, pp. 1865 -1 912. 

14. En 1998 la inflac ión en México resultó alrededor de 1 O veces 
superior a la de Estados Unidos. 

15. En Argentina, si bien bajaron inicialmente las tasas de inte­
rés . quedaron en un ni ve l elevado (1 1% en términos reales en el se­
gundo semestre de 1998), en tanto que el déficit comercial asc iende 

régimen cambiario 

in flexibi li dades en los mercados de trabajo o de productos, o que 
la fa bri cación de art íc ul os no co mercia li zables inter­
nac ionalmente ti enda a registrar prod ucti vidades menores y pre­
cios mayores -con respec to al sec tor suj eto a la competencia 
ex terna- que empuj an al alza la inflac ión. Por igual, la transi­
ción hacia una es tra tegia de crec imiento hac ia afuera supone 
enormes transferencias de rec ursos y empleo de Jos sec tores 
decadentes a las nuevas ac ti vidades dinámicas de la economía, 
la exportac ión, esencialmente. Esa misma estrateg ia somete a las 
empresas a una inmiseri corde disciplina de competencia que las 
obli ga a aba tir cos tos , empleo y remunerac iones o in ve rtir en 
equipo moderno, y obliga a los trabajadores a aceptar mayor ines­
tabilidad en los empleos o ceder pri vilegios adquiridos. Todo ello 
no se logra de manera instantánea, toma ti empo en concretarse, 
enfrenta rigideces y entrai'i a la aparición de actitudes defensivas 
de sec tores, empresas, sindica tos o trabajadores que pierden en 
la mudanza del modelo. Las alzas en los tipos de cambio, en las 
tasas de interés , la supres ión de subsidios o, en general, la alte­
ración de los precios relati vos que acompañan inev itablemente 
a los cambios en marcha, suelen encontrar resistencias , a la par 
de traducirse en movimientos dispares de prec ios y remunera­
ciones que alteran de manera signi fica ti va la distribución del 
ingreso. 16 Por eso, uno de los lubricantes de la transición eco­
nómica res ide en aceptar tasas inflac ionarias algo mayores a un 
dígito que transfieren poco a poco ingresos entre sec tores y agen­
tes económicos, suav izando las tensiones sociales y productivas 
subyacentes. 

En virtud de los conflictos entre obj eti vos y de esas fa llas es­
tructu ra les o transicionales en un mundo donde pueden des­
plazarse cas i instantáneamente enormes masas de recursos lí­
quidos, son de dudar las capac idades nacionales de fij ar de modo 
permanente el tipo de cambi o nominal. Los bancos centrales no 
sólo res ienten el desmoronamiento de su credibilidad en cuan­
to a su disc iplina para combatir la inflaci ón, sino tambi én sobre 
su capacidad de res istir las pres iones desestabili zadoras de los 
fluj os ex ternos de capitales. 17 Establecer, entonces , una caja de 
conversión invita a ataques especulati vos semejantes al que afec ­
tó a la economía mexicana en 1994- 1995 o al que deprime a Brasil 
en los momentos actuales. 18 Por lo demás, esa misma decisión 
equi vale a ponerse una cami sa de fuerza: el costo de volver atrás 

a más de 6 000 mill ones de dó lares. CEPA L, Balance Prelim inar de la s 
Economias de Am érica La fin a y el Caribe, Santi ago de Chile, 1998. 
Resguarda r la paridad cierta mente ex igiría en el año en curso redu­
cir de modo significati vo la tasa de desarrollo, mientras se ac rec ien­
ta la deuda extern a. 

16. Davicl lban·a , ¿ Tra nsició 11 o c ris is .7, Ag uil ar, México, 1996. 
17. Aq uí cabe recordar que uno de los elementos torales en el es­

tablec imien to de los ti pos de cambio ligados a una moneda principal 
(p egged exchange m ies) del sistema de Bretton Woods es la ex isten­
cia generali zada de controles a los mov imientos ele capitales. La li­
berac ión financiera ha cambi ado rad ica lmente esa situ ac ión y expli ­
ca el crec imiento del número ele países que adoptan el sistema de 
flo tac ión li bre de los tipos de cambio. 

18. B. Eichengreen et al., Specul(l( ive Allacks 0 11 Pegged Excha11 ge 
Raf es. Unive rsity of Ca li fornia . Berke ley, 1994; P. Krugman, Cu-
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o de alterar la paridad con posterioridad sube exponencialmente 
al trastocar de raíz esperanzas fundadas o infundadas de los agen­
tes económicos. 

En el mejor de los casos, congelar la tasa de cambio genera­
ría ganancias temporales al reducir incertidumbre, tasas de in­
terés o ritmos de inflación. Pero a la larga, mientras no madu­
ren curas a los desequilibrios estructurales, será ilusorio y costoso 
pretender el anclaje radical de la paridad cambiaría en una caja 
de conversión. En aras de esa seudoestabilidad es muy posible 
que se sacrifiquen crecimiento y empleo a la espera de que los 
aumentos de productividad logren el saneamiento de las cuen­
tas externas y la reconstrucción del sector productivo nacional. 19 

Ése sería un camino lento, escabroso, acaso inviable, por cuan­
to multiplicaría las pérdidas de ingreso y de producciones, mien­
tras se acelerarían con certeza los procesos de marginación e 
ingobernabilidad y a la postre se caería con alta probabilidad en 
nuevas crisis de pagos. 

Es lamentable que sean inasequibles curas milagrosas o so­
luciones inmediatas a las inestabilidades que plagan las relacio­
nes económicas con el exterior y que obstaculizan el proceso 
fluido de formación de capital. Los descuidos en la transición 
al patrón global izado de desarrollo del país nos enfrentan a una 
enorme tarea aplazada: la reconstrucción productiva e insti­
tucional que está lejos de haberse finiquitado. Y, de otra parte, 
también hacen falta regulaciones de alcance internacional o 
nacional a los flujos desestabilizadores de capitales de corto 
plazo que magnifican las crisis financieras recientes . Las insu­
ficiencias del marco institucional legado de Bretton Woods que 
sustenta -pues dista de regular-la dinámica de los flujos co­
merciales y financieros mundiales han polarizado los enfoques 
en materia de política cambiaria que han de seguir las economías 
en desarrollo. Por un lado, se sostiene que el régimen de flota­
ción libre -o administrada flexiblemente- es la única opción 
compatible con la enorme volatilidad de los flujos financieros 
internacionales . Desde esta óptica se reconoce que la variabili­
dad del tipo de cambio no es una situación ideal para economía 
alguna pero se estima que, en el sistema internacional de pagos 
vigente, las opciones carecen de viabilidad e implican imponer 
costos soc iales y económicos demasiado onerosos a la pobla­
ción en caso de slzocks externos adversos. 

En el lado opuesto están quienes, como se dijo, ven en la ines­
tabilidad cambiaría el obstáculo principal al desarrollo econó­
mico y consideran que su superación bien vale la pérdida de in­
dependencia monetaria y cambiaria. Así, recomiendan establecer 
una junta monetaria o de manera más extrema emprender una 
unión monetaria que conduzca al uso irrestricto del dólar como 
moneda única en la región. Escudriñar esa posibilidad todavía 
más radical de establecer una zona de integración monetaria con 

rrenc ies and C rises , MIT Press , Cambridge, 1992, y P. Agenor y P.R. 
Flood, "Macroeconomic Policy, Speculative Attacks and Balance of 
Payments Crises", en F. van der Ploeg (ed.) , The Handb ook of lnter­
national Macroeconomics , Basil Blackwe ll , Oxford , 1994. 

19. O. Blanchard , y P. Muet, "Competitiveness, Through Disin­
flation", Economic Policy, núm. 1 O, 1993, pp. 11 -56. 
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Estados Unidos y acaso Canadá conduce de inmediato a co nsi­
derar la viabilidad y las exigencias preparatorias ele semeja nte 
objetivo, aparte de hacer imperativo corregir los desequilibrios 
estructurales ya mencionados.20 

Sin duela la economía mexicana ha ido conformando una 
creciente integración en sus transacc iones comerc iales y finan­
cieras con Estados Unidos. Más de 80% de las exportac iones 
e importaciones se realiza con el vecino del norte . Asimismo, 
una vasta proporción ele la inversión ex tranjera directa proce­
de de allá. A la vez, las reformas macroeconómicas instrumen­
tadas en México a partir ele 1985 , en parte motivadas por la cri­
sis internacional de la deuda y el colapso del mercado petrolero 
mundial, han ensanchado su plataforma exportadora de mane­
ra considerable. De depender casi t>n exclusiva ele los hidrocar­
buros, ahora el ingreso ele divi sas proviene fundamentalmente 
de las exportaciones de manufac turas. Este éx ito exportador se 
extiende a casi todas las ramas ele actividad de las manufac tu ­
ras mexicanas. 

Si bien hay terreno por avanzar en el sentido ele que el grueso 
de las exportaciones se concentra en re lativamen te pocas empre­
sas y ramas , la reinserción dinámica de la economía mexicana 
en los mercados globales es innegable e irrevers ible. La interna­
cionalización se refleja, también, en el ma yor contenido impor­
tado en la producción manufacturera nacional. El coeficiente de 
importaciones en el consumo aparente del mercado mexicano ha 
aumentado en todas las ramas industriales, sobre todo los mayores 
insumas y productos terminados provenien tes de Estados Uni­
dos. La creciente interacc ión comercial y financ iera entre am­
bas economías es el elemento que algunos grandes empresarios 
exportadores ya subrayan como criterio sufici ente para proce­
der de inmediato a establecer una unión monetaria con Estados 
Unidos. Sin embargo, tal conclusión se apoya en bases endebles. 
La conformación de tal proyecto viable ex igiría alcanzar mayor 
armonía y concordancia en las dinámicas de funcionamiento de 
las dos economías. Prerrequisitos que , de no darse , acabarían 
convirtiéndola en un ejercicio fallido y costoso. 

Acaso convenga tomar a título ilustrativo el proceso de for­
mación de la Unión Monetaria Europea. Ahí el objetivo medular, 
quizás no siempre explicitado pero bien reconocido , ha sido e l 
de formar los cimientos de una comunidad política de naciones 
que vol viese a colocar a Europa en la cima económica del mun­
do. En América del Norte, tal desideratum no ha estado presen­
te o al menos no se ha establecido como marco político de refe­
rencia por ninguna de las partes . 

En lo que toca al manejo monetario y de los tipos de cambio, 
durante muchos años (desde fines del deceni o de los se te nta) 

20. Sobre el caso de una even tual uni ón monetaria bin ac ional 
México-Estados Unidos y las repercusiones que tendría en la econo­
mía mexicana, Gary Becker y James Tobin - ambos premios Nobel 
de economía- ti enen posiciones radicalmente encon tradas. El pri ­
mero considera decididame nte que su efecto se ría favorab le y el se­
gundo señala que "tener una tasa ele cambio fija , es pecialmente en 
países pequeños, es uno de los más graneles y ridículos errores", Mi­
lenio , México, 8 ele febrero de 1999, p. 44. 
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Europa ha ensayado sistemas de coordinac ión de políticas , con­
cretados e n la creac ión del S istema Moneta rio Europeo y del 
Mecanismo de Tasas de Cambi o. 21 La siguiente fase consisti ó 
en prec isar, negoc iar y estab lecer c riterios estri ctos de conve r­
genc ia en las políticas económicas que hi c ie ran factib le cons­
tituir una zona de integ rac ión monetaria con una moneda común, 
así como const ruir las necesa ri as in stituciones co lec ti vas que 
asum irían las funciones de la banca cent ra l en una comunidad 
de naciones. 

En 1990, se dio e l primer paso de suprimir todas las restri c­
c iones todavía en vigor a los mov imientos de capitales entre los 
países de la comunidad. En 1994 se creó e l Inst ituto Monetario 
Europeo co mo embrión de l banco central comunitario. A co­
mienzos de 1999 quedaron fijas las paridades ex ternas de los 
países y come nzó la vida de la moneda comú n y del Sistema 
Europeo de Bancos Centrales Y 

Las reformas institucionales seña ladas se acompañaron de 
enormes esfuerzos de armoni zac ión en las estrategias económicas 
que también tardaron años en fructificar. El primer criterio es ti ­
pula que los índices de precios a l consumidor no deben exceder 
de 1. 5 puntos porcentuales del promedio de los tres países de 
menor inflación (entre México y Estados Unidos ese diferenc ial 
alcanzó 17 puntos en 1998). En segundo término, la tasa de interés 
del papel gubernamental de largo plazo no debe ser superior a dos 
puntos del promedio de esos tres mejo res países e uropeos (la 
comparac ión México-Estados Unidos arrojaría discrepancias 
enormes : mayores a 20 puntos en e l caso de las tasas activas). 
Mejor posición se observa al comparar los criterios e uropeos 
sobre el déficit fisca l (no más de 3% del producto) y los de México 
( 1. 5% en 1998) o Estados Unidos (s uperáv it). En cuarto lugar, 
la de uda bruta total de los gob iernos europeos no ha de exceder 
de 60% de l producto , criterio que por lo pronto satisfaría Méxi­
co aun incorporando los pasivos del Fondo Bancario de Protec­
ción al Ahorro (en to tal, alrededor de 50% de l producto) . Por 
último, los países han de mantener e l tipo de cambio dentro de 
las bandas del Sistema Europeo de Cambios por lo menos durante 
dos ai'ios , previos a la Unión , sin incurrir en devaluación. 

A lo anter ior, se ai'iaden normas comunitarias que aseg uran 
-ya se dijo- la libre movilidad de los cap ita les, facilitan en 
mayor grado la de la mano de obra y una carta común de derechos 
socia les. El propio Pacto para la Es tab ilidad y e l Crecimiento 
don u~ s~ si ntet izan las di spos ic iones señaladas adiciona meca­
ni smos de supervisión y vigilancia de las políticas de conver­
gencia con seña lamie nto de sanciones Y 

2 1. Por sup uesto , las acc iones encaminadas a la formación de la 
zona europea de integración tienen cas i medio siglo de haberse comen­
zado a impul sar. En el terreno monetario baste recordar la creación 
en 1950 de la Unión Europea de Pagos. 

22. D. Begg, Th e Design of EMU, Working Paper 97/99 del Fon­
do Monetario Internacional, Washin gton , 1997. Yéanse, además , B. 
Eichengreen y J. Frieden (eds.) , Forg ing an lntegrated Eu rope, Uni­
versity ofMic hi ga n Press , 1998 , y M. Obs tfeld , "Europe 's Gamble", 
Brookings Papers on Economic Activity , núm. 2, 1997 , pp. 24 1-300. 

23 . Ape nas ini ciada la vida de la moneda única ya se perfilan nue­
vas ex ige ncias de coord inac ión de po lít icas. Una se refiere a atender 
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Por s imple comparación, es fáci l concluir que toda vía es tá 
lejos la posibilidad de in staurar una zo na monetaria con Esta­
dos Un idos, por c uanto no es tán especificados ni negociados los 
obje ti vos , los pasos a da r, los ti empos necesarios para sa ti sfa­
cer las metas que se establ ezcan, ni los arreg los instituciona les 
necesa rios . En la práctica, acercar rápidamente y sin prepa ra­
ción los parámetros de la economía mex icana a los estándares 
que privan e n Estados Unidos supondría tal vez caer en otro 
doloroso proceso de aj uste que se sumaría a los experimentados 
en los últimos dos decenios. 

En un a zona de integrac ión monetaria que abarq ue a varios 
países , el empleo y el ritmo de la producc ión de las economías 
defic itari as depende de la vo luntad de las economías super­
av itari as a inflar; de o tra suerte , e l aj uste tendría que hace rse 
bajando producción y ocupación en las economías deficitarias. 2.j 

De aquí se infiere que só lo un verdadero mil agro haría subir e.r 

profeso !os precios norteameri canos hasta lograr un equi libri o 
estab le de la balanza de pagos mex icana, incluid as las transac­
ciones con terceros países. 

Además, no hay garantía alguna de que , e n caso de alcanzar­
se la equiparación de las tasas de inflaci ón de México y Es ta­
dos Unidos, el logro no fue se s implemente tempora l. En efec­
to, los procesos inflacionarios en econom ías en desarro llo suelen 
tener causas profundas que van más all á de la mera influencia 
de los precios externos aj ustados por las modificaciones del tipo 
de cambio. Entre e ll as cabe señalar las pugnas di stributivas, 
los desequilibrios fiscales , el comportamiento diferencial en la 
evo lución de la productividad en distintas ramas de activ idad, 
así como inerc ias en las prácticas de fij ac ión de precios y tari­
fas . Esos fac tores pueden impedir e l sos tenimiento de tasas de 
inflac ión convergentes en una uni ón monetaria , au n suponien­
do que se pudiese partir de plataformas inflacionarias s imilares . 
De persistir el encarecimiento de los productos mex icanos a un 
ritmo más acelerado que e l de los compet idores, un a cotización 
fija peso-dólar obligada por la unión monetaria agudi zaría el des­
equilibrio comerc ial y terminaría detonando una cris is de di vi­
sas. En tales circunstancias, la uni ón monetaria sería un lastre 
para el sector prod uctor de bienes comerc iab les y ll evaría a 
ampliar el desempleo y subempleo, así como e l c ierre de muchas 
empresas e n el país. 

Ojalá se hubiesen anti cipado los costos de la brusca apertura 
externa o de la liberació n fi nanc iera, no para rehusa r la incorpo­
rac ión al nuevo orden económico mundial , si no para habernos 
preparado mejor, con mayor cuidado y sin una distribución mons­
truosamente desigual de los costos del cambi o. Ojal á se haya 

las divergencias de los países en su pos ición cíclica. Aq uí la baja en 
las tasas de interés puede ayudar a alg unos países, pero sobreca lent ar 
las economías de otros. De aq uí se infi ere la dificultad de que las po­
líticas fisca les en escala nacio nal puedan actuar con trac ícli camente 
y a la vez guardar los otros criteri os ele converge ncia. De la mi sma 
manera, surge n apremios por fl ex ibili zar los mercados ele trabajo a fin 
de faci litar la creación de empleos , pero se enfrentan resi sten cias 
opuestas al debilitamiento de los estados benefactore s nacionales. 

24. Por lo demás la adopción del dó lar como signo monetario im­
plicaría una pérdi da fisca l en México. 
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ap rendido la lecc ión para no tropezar con la mi sma piedra en 
materia monetari a. Adviértase que los desequilibrios que surgie­
ran después de la formac ión de la unión pos tul ada resultarían más 
difíciles de correg ir por la renunci a a usar los instrumentos de la 
política monetari a interna y ex terna (tipo de cambio) y por aco ta­
ciones severas a los márgenes de maniobra de la política fi sca l. 

Esas últimas considerac iones obli gan a subrayar profundas 
diferencias entre las economías es tadounidense y mexicana. La 
más obv ia es la del tamaño econó mico y la de l peso político . De 
ahí se sigue que los acomodos in stitucionales habrían de tener 
lugar no en el lado norteameri cano, sino al sur de la frontera. Es 
ilu sori o pensar en que la Reserva Federal mod ifi case sus enfo­
ques para dar prelac ión a los problemas específicos de México. ' 5 

En particular, parece irrea li sta formar un rég imen de libre mo­
vilidad de mano de obra en la zona de integrac ión monetari a a 
fin de fac ilitar el equilibrio en los mercados de trabajo y los ajus­
tes regionales ante di versos fen ómenos económicos (como se 
tienen en la Comunidad Económica Europea y entre las di stin ­
tas regiones de Estados Unidos). 

Conviene reca lcar que ninguna economía en desarrollo -al 
margen de su política monetari a y cambi ari a- es tá ai slada del 
efec to de cambi os bruscos en el entorno internac ional que mo­
difiquen , repentina y sustancialmente, la demanda por sus pro­
ductos de exportac ión o su acceso al mercado de capitales in­
ternac ionales . En consecuencia, por más creíble que resultase 
una futura uni ón monetaria binacional, su establec imiento no 
ga ranti za que la economía mex icana dejará de enfrentar shock.1· 
ex ternos que la ob ligarán a corregir tan rápido co mo sea posi ­
ble los precios relati vos de los bienes comerciabl es versus los 
no comerciab les. El tipo de shocks ex ternos que se enfrenten y 
la eficacia en modificar los prec ios relati vos (en esencia el tipo 
de cambio real ) afectarán los niveles de actividad productiva y 
empleo nacional es . Y, eso mi smo, sería prueba de la viabilidad 
y de la fort a leza ele las insti luciones de la uni ón monetari a. 

En efec to, desde Munclell se sabe que la absorción ele los cho­
que ex ternos se facilita cuando ti enen efectos simétricos en to­
das las regiones ele la zona de integración monetaria. 26 De ser 
éstos divergentes, hay riesgo el e rompimiento ele la uni ón o di ­
ferencias notori as en la di stribución ele los costos de los acomo­
dos resultantes . Entre Méx ico y Estados Unidos abundan las 
asimetrías que tornarían arduo formar una zona ele moneda úni ­
ca. 27 Mientras el dólar sea la principal moneda ele reserva , Es­
tados Unidos cuenta con un financiamiento permanente y auto­
mático de sus déficit comerciales que lo liberan de la obligac ión 
de equilibrar sus cuentas exte rn as. El resto del mundo se ve for-

25 . Gree nspan señaló hace poco que la Reserva Federal si rve ex­
clu sivamente a Es tados Unidos. 

26. R. Mundell , ''A Theory of Optimum Currency Areas", Ame­
rican Economic Rev ie11 ·, vo l. 51, septiembre de 196 1, pp. 657-664, y 
P. Kenen . ''The Theory of Optim um Currency Areas: An Ec lec ti c 
View·· , en R.Mundell y A. Swoboda (eds.) , Monera ry Problern s o.frh e 
lnrematiorwl Economr. Un iversit y ofChicago Press, Chicago, 1969. 

27. C. Monti ce lli y L. Papi, European lnteg ration, Monetary 
Coo rdina/ion and Demand.for Money, Clarendon Press, Oxford , In ­
glaterra. 1996. 
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zado a absorber esos diferenciales. sea ac rece ntando sus tenen­
cias de moneda estadounidense o acomodando expansivamente 
su políti ca económica. El ajuste en el caso mex icano tendría que 
lograrse sea con endeudam iento ex terno - dentro ele márgenes 
acotados- o reduciendo crec imiento y empleo , o mediante una 
combinación ele ambos ca minos, sobre todo ante las imperfec­
ciones en la integración el e los mercados ele capitales, mercade­
rías y de trabajo entre ambos países . 

No se trata ele la úni ca asimetría; hay muchas más. Una al ­
teración brusca en las coti zac iones internac ional es del petró­
leo afec ta ele modo cas i inverso a las eco nomías ele México y 
Es tados Unidos. En e l primero , produce menores ingresos fis­
cales ' K y en di visas qu e se traducen en acotar el crec imiento 
asequible y en inducir políti cas deflac ionistas, mientras en el 
segundo los efec tos se rían prácticamente los contrarios . Y otro 
tanto podría afirmarse de las repercusiones ele las depreciac iones 
rec ientes del Sudeste As iáti co sobre e l co mercio y los flujos 
financi eros hacia Méx ico vis a vis Estados Unidos. En nuestro 
país, el costo ele es tos aco modos, que en sí mi smos tienden a 
deteriorar el bienes tar de la gran mayoría ele la pobl ac ión , po­
dría potenciarse por las ri gideces que la unión monetari a im­
pondría afortio ri en la mod ific ac ión ele los prec ios relati vos de 
los bi enes comerciab les y no co merciabl es. 

Junto a la movilidad de los factore s ele la producc ión en Es­
tados Un idos , hay otros med ios compensatorios que ti enden a 
reducir el efec to ele fenómenos cl epres i vos sean de orden regio­
nal o nac ional. Ésa es la función ele los seguros de desempleo, 
los mecani smos fi scales, la cobertura el e los sistemas de protec­
ción a la salud o el e otros sistemas específicos ele ayuda a zonas 
deprimidas o afectadas por circunstancias adve rsas. En Euro­
pa no sólo ex isten disposiciones todavía más avanzadas, sino que 
hay vías comunitari as ele apoyo a regiones atrasadas o deprimidas 
dentro ele la zona ele integración. En México se carece ele esos 
regímenes compensatorios, y el grueso de los sistemas ele segu­
ridad soc ial apenas amparan al grupo minoritario ele los traba­
jadores del sec tor moderno ele la economía. 

El debate inesperadamente amplio que han provocado las 
propuestas sobre la unión monetari a ele América del Norte o la 
creac ión ele una junta monetaria , más que la so lidez de losar­
gumentos, refleja , como se dijo , dogmatismos ideológicos o 
simplemente la desesperación ele empresarios , banqueros y hasta 
trabajado res por encontrar remedios prontos a la inestabilidad 
financi era y de prec ios de la economía mex icana. Las realida­
des son, sin embargo, tercas. Si se quiere alcanzar ese obj etivo 
-cuesti ón en sí misma debatible frente a otras pri oridades na­
cionales-, habría que trabajar, crear las condiciones consen­
suales para lograrlo, en vez ele sentarse a la espera de un mila­
gro, contentarse con acc iones ele relumbrón insostenibles al corto 
anclar o ensayar copias extralógicas ele otros países. Hoy por hoy, 
e l sistema ele flotaci ón del tipo ele cambio no parece enfrentar 
alterna ti va mejor, menos costosa. Sin duela, la cuantía y la enorme 

28. La asi metría de un choque petrolero es aguda dada la fuerte 
dependencia de los ingresos del sec tor público mexicano de los im­
puestos a los hidrocarburos. 
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movilidad de los flujos de cap ital en el mundo sin fronteras ex­
plica los múltiples intentos fallidos en reconstruir un sistema 

Fluctuaciones económicas y régimen cambiario 
en Argentina 

Todavía no es claro si el régimen cambiario argentino ha sido 
útil para cancelar un proceso inflac ionario agudo o si repre­
senta una vía para aseg urar el crec imien to sostenido. El 

punto de partida del establecimiento de la caja de conversión 
monetaria en Argentina fue en extremo favorable . Por un lado, 
se apoya ba en un consenso soc ia l amplísimo en cuanto a aba­
tir la hiperinfl ac ión. Por otro , e l grado inicial de monetizac ión 
de la economía resultaba anormalmente bajo , es decir, estable­
cía ex igencias reducidas en materia de reservas en divi sas. 

Los primeros resultados ( 199 1- 1994) fueron muy favora­
bles . La inflación se abatió de 1 300% a menos de 4%; el pro­
ducto crec ió a razón de 7% anual ; las tasas de interés (reales) 
activas se redujeron de43 a 17 por ciento, pero siguieron siendo 
muy altas . Sin embargo, el saldo de la cuenta corriente de la 
balanza de pagos varió de un saldo negativo de 650 millones 
a otro mayor a 1 O 000 millones de dólares; asi mismo, la nota­
ble expansión de los créditos y depósitos del sistema banca­
rio (desregulac ión fi nanciera) se apoyó en e l flujo de ahorros 
volát il es de corto plazo del exterior que a la postre provocó el 
deterioro de la calidad de las carteras de las instituciones de cré­
dito. 

En 1995, ante las repercusiones de la cri sis mexicana, el pano­
rama se alteró en profundidad . El producto cayó 5%, la tasa de 
desempleo subió alrededor de 50% ( 17.5% de la fuerza de traba­
jo) con respecto al año anterior ; se con trajeron más de 90% los 
ingresos de capitales foráneos, ocas ionando pérdidas de reser­
vas de casi un tercio y serios problemas de iliquidez bancari a. 

E l rég imen cambiario argentino apenas resistió el embate 
de la cri sis de 1995 y tuvo que recurrir a muchos de los viejos 
expedientes de la banca central. Al efecto, se re instaló un sis­
tema de seguros a los depós itos, el Banco Central ejerció fun­
ciones de prestami sta de última in stancia - impropias de una 
caja de convers ión- y se redujeron los encajes legales y los 
intereses penales a los bancos incumplidos. El gobierno y el 
Banco Centra l tomaron préstamos en e l exterior por 7 300 
mill ones de dólares con el fin de reconstituir reservas y apo­
yar a la banca. Aun así, el sistema fina nciero acrecentó las deu­
das morosas, debiendo cerrar sus puertas alrededor de 25 % de 
las inst ituciones bancarias. 

As í se configura un régimen de convertibilidad sucia, ale­
j ado del publicitado ajuste automáti co de los sistemas de caja 

rég imen cambiario 

estable de tipos de cambio, suj etos só lo a aj ustes di scontinuos 
por razo nes de índole estructural. Q 

de convers ión cuando se enfre ntaron ri esgos mayores de des­
plome de la economía y si ngularmente de la quiebra del siste­
ma bancario . 

Las recuperaciones económicas de 199 1- 1994 y de 1996-
1998 se explican en función de los siguientes factores: estab ili ­
zación de precios; acrecentamiento de la inversión -apoya­
da en el flujo de capitales ex ternos-, y expansión del comercio 
exterior, principalmente al mercado del Cono Sur. Sin embargo, 
la economía argentina no ha ganado inmunidad ante los shocks 
externos, ni resuelto las fa ll as estructurales básicas que pro­
vocan los procesos repetitivos de stop and go, característicos 
de los países latinoamericanos. Más específicamente, el esti·an­
gulamiento externo parece habe rse acentuado en los últimos 
años, financiándose los déficit con endeudamiento exte rno cre­
ciente. La disponibilidad de crédito fo ráneo (en 1997 los in­
gresos netos de capitales alcanzaron la c ifra sin precedente de 
13 000 millones de dólares) facilitó la reactivación económi­
ca recien te (tasa de crec imiento de 5.6% an ual) . Con todo, un 
nuevo cic lo reces ivo y de problemas fi nancieros se inició en 
el segundo semestre de 1998 y dominará el panorama econó­
mico del año en curso debido a las repercusiones de la rec iente 
cri sis brasi leña . Como en 1995, los pronósticos señalan otro 
ejercicio de desarrollo negativo de la economía argentina, con 
dificultades para obtener financiamiento ex terno sufi ciente, 
deterioro del sistema financiero y tensiones políticas en ascen­
so. 

En síntes is, la convertibilidad cambi aría en Argentina está 
lejos de haber resuelto por sí misma los cic los desestabili za­
dores de las economías emergentes o las fa ll as estructu rales del 
sistema económico nac ional. Ante shocks externos, las auto­
ridades inducen mecánicas de ajuste que afectan sobre todo a 
las variables reales -producción, empleo, ingreso- y que 
luego inducen cambios en la estructura y e l ni ve l de los pre­
cios, según la flexibilid ad de los di versos mercados. 

El ciclo de origen interno nace de las desv iaciones entre 
la tasa real de crecimiento y la tasa sostenible determinada por 
el juego del ac recentamiento de las exportaciones fre nte a la 
elast icidad-i ngreso importadora, atenuado o acen tuado por 
el mayor o menor acceso al financiamiento externo . La com­
binación de las perturbaciones de origen externo o interno se 
traduce en fenómenos que suelen producirse de manera procí­
clica sin que el régimen de tipo de cambio fijo altere medu­
larmente los fac tores causales fund amentales , por más que en 
el corto plazo fortalezca la confianza, al subrayar la decisión 
del gobierno en sostener a cualquier costo la convertibilidad 
monetaria. 



La política económica de Estado 
y la agenda para las ciudades 
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Los procesos económicos modernos dependen en grado extremo 

de la aglomeración en ciudades y de los 

servicios públicos puestos a disposición de los hombres de empresa 

por el Estado. 

Joseph Schumpeter 

En este artículo se describe el proceso de urbanización en 
México a fin de derivar los puntos estratégicos de la agen­
da de la economía urbana que deberá considerarse en la for­

mulación de una política económica de Estado. El trabajo consta 
de seis secciones que abordan el tema con base en las zonas más 
urbanizadas (localidades con más de 100 000 habitantes) defi­
nidas por el INEGJ y que suman actualmente 41 ciudades.1 

En la primera sección se aborda el debate sobre las consecuen­
cias de los procesos de urbanización y la importancia de las ciu­
dades; en la segunda se analiza el proceso de urbanización en 
México y su efecto en los aspectos demográficos y laborales y 
en seguida se examina el tamaño de las economías urbanas y los 
aspectos de localización de la producción. Más adelante se es-

l. En el ensayo se consideran las siguientes ciudades como áreas 
más urbani zadas: 

• El área metropolitana de las ciudades de México, Monterre y, 
Mérida, Guadalaj ara, Puebla, Querétaro , San Luis Potosí, Tampico , 
Toluca, Chihuahua, León , Orizaba , Yeracru z y Torreón. 

• Las zonas fronterizas de Ciudad Juárez , Matamoros , Nuevo 
La recio y Tijuana. 

* Mi embro del Comité Editorial de Comerc io Exterior y Director 
General de Afore XXI. El autor agradece la colaboración de Danko 
Durán , Manu el García Huitrón. Otoniel Ochoa, Hiquíngari Ortega. 
Marco A. Pére z, Tonatiuh Rodríguez y Diego Ruiz. 

tudia el ingreso de las familias y su distribución, así como las 
finanzas públicas locales y su aporte al desarrollo de las ciuda­
des. Por último, se presentan algunas sugerencias para definir 
la agenda de la política económica de Estado para las ciudades. 

EL DEBATE SOBRE l" \ll '\DO LIW.\:\li'.ADO 

En las ciudades se concentra la mayor parte de la población 
y es donde más se evidencian los problemas sociales de po­
breza, deterioro del ambiente, insuficiencia de servicios pú­

blicos e inseguridad, entre otros aspectos. En las ciudades, no 
importa el país ni su grado de desarrollo, día con día se da la ba­
talla para un crecimiento económico sustentable. 2 

Se estima que 45 % de la población mundial, es decir, 2 500 
millones de personas, vive en zonas urbanas y se prevé que de 
mantenerse esa tendencia hacia el año 2025 60% -más de 5 000 
millones de personas- vivirá en las ciudades. 3 En la actuali-

• Las áreas urbanas deAcapulco, Guerrero; Aguascalientes, Aguas­
calientes ; Campeche , Campeche ; Cancún, Quintana Roo; Celaya, 
Guanajuato ; Coatzacoalcos, Veracruz ; Colima, Colima; Cuerna vaca, 
Morelos ; Culiacán, Sinaloa ; Durango, Durango; Hermosillo, Sono­
ra ; lrapuato , Guanajuato ; La Paz , Baja California Sur; Manzanillo , 
Colima; Monclova , Coahuila; Morelia, Michoacán; Oaxaca, Oaxaca; 
Saltillo , Coahuila ; Tepic, Nayarit; Tlaxcala, Tlaxcala; Tuxtla Gu­
tiérrez , Chiapas ; Villahermosa, Tab asco , y Zacatecas , Zacatecas. 

2. Youla Mega, "The Wellbeing ofCities and Citizens in Europe" , 
en Our cities Our Fu tu re: Policies and Action Plansfor Health and 
Sustainable Development , WHO Healthy Cities Project Office, Co­
penague, 1996. 

3. Eu gene Linden , "The Exploding Cities of the Developing 
World" , Foreign Affairs , enero-febrero de 1996. 
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dad ex isten 15 megac iudades en e l mundo , cada un a con más de 
di ez mill ones de hab itantes , mi entras que en el afi o 2000 podrían 
se r 20 o más. 

La tende nc ia hac ia un mundo urbano preocupa a la comuni ­
dad internac ional y han surg ido posic iones opues tas en térmi­
nos de lo mal o o bueno que es to puede sig nifi ca r para la soc ie­
dad . Los pesimistas ins iste n en la imposibilidad de las ciudades 
para e nfrentar los requerimie ntos de un rápido crec imie nto ur­
bano, en la neces idad de detener la urbanizac ión a cua lquier costo 
y en hablar ele crisis urbanas cleri vadas de la decadenc ia ambien­
ta l que pone en ri esgo el bienest.ar de las generac iones futura s.-~ 

Otros, en contras te, reconocen que la cercanía entre los fac to­
res ele la producc ió n incrementa la productividad de la economía 
y fac ilita la transfe rencia y generac ión de nuevos conocimi en­
tos y tecnologías; asimismo, que las economías ele aglomeración 
ge neran la mayo r parte ele la riqueza ele los países. Señalan que 
e l tamaño de las ciudades es re la ti vo, que lo que parece grande 
para un período de la hi stori a es pequeño para otro y que las 
mismas graneles ciudades promueven la innovac ió n que contri­
buye a las soluciones. 5 

Ambas posic iones tienen sus ac iertos y comparte n el mismo 
deseo: que el crec imiento económico permita e levar de mane­
ra sostenida los estándares de vida de la mayoría ele la población. 
E l problema es cómo lograr es te resultado en un mundo eminen­
te mente urbano , en donde los fenómenos de mercado (rend i­
mientos crec ientes de escala, costos ele transacción y ele trans­
porte , asimetría o ausencia ele informaci ó n, bienes públicos, 
ex ternalidades y deficienci a o ausencia de derechos de propie­
dad) inducen procesos de concentración y el surgimiento de ciu­
dades ganadoras y perdedoras. 

Robert Reich señala que las transformaciones que experimen­
ta e l mundo en los á mbitos económico y político conducirán 
necesari amente a que no haya economías nac ionales , ni produc­
tos, tecnologías, e mpresas o indu strias nacionales .6 El princi­
pal activo de los países ele cara al nuevo milenio serán las per­
sonas, su adiestramiento y habilidades. En este escenario , la 
vital idad ele las economías dependerá menos ele la nacionalidad 
ele las e mpresas y el capital y más ele dónde se localice la pro­
ducción de bienes y servicios. Así, las ciudades se han conver­
tido en los actores cruciales en la redefinición de las ventajas 
competit ivas de los países, donde se desarrolla la fuerz a labo­
ra l con la educac ió n, la capacitación y el adi es tra miento nece-

4. La Cumbre ele 1996 en Estambul , los programas ele C iu dades 
Saludables y Ciudades Ecológicas ele la OCDE, y la incorporación ele 
las c iudades como tóp ico espec ífi co en la age nd a ele gob ierno ele los 
dos períodos ele Clinton, so n só lo algun os ejemplos ele la importan­
cia que ha adq uirid o e l tema ele las ci udades en esca la internaciona l. 
Allen C. Kelley y Jeffrey G. Williamson, Whal Dri1•es Third World Ci~v 

Growlh ? A Dyna111ic Genera l Equilibri11111 Approach, Princeton Uni­
ve rsity Press, 1984. 

S. Un exce lente ace rcam iento al debate se encuentra en "Turn Up 
the Li gth s. A Survey ofCities", Th e Economis l, 29 de julio ele 1995; 
véase tambi én Jane Jacobs, Th e Econo1ny ofCil ies, Yintage Books, 
1970. 

6. Robe n B. Reich , The Works of'Nal ion, Yintage Books , 1992. 
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sarios para la producc ió n moderna y se crean las instituciones 
que hacen más eficaz la toma ele decisiones. La globalización 
obliga a mirar a las ci udades . 

En el caso ele México, caminar hac ia una política económi­
ca de Estado sin incorpo rar los princ ipios y lineamientos que 
habrán ele g uiar el desempeño futuro de las economías urbanas 
implica o mitir e l debate sobre el papel del gobierno federal cuan­
do las fricciones o fal las de mercado tie nden a acentuar el desa­
n·ollo desig ual de las reg iones del país o el que cumple para re­
vertir los procesos de deterioro de ciudades que, ante la pérdida 
de las condic iones que les dieron vida, hoy amenazan su susten­
tabilidad. 

E l país puede avanzar en la medida en que las ciudades se 
conviertan en centros de oportunidades y motores del crecimien­
to económico, en sitios donde cada familia pueda echar raíces 
y mejorar sus niveles de bienestar (en términos de e mpleo for­
mal , vivienda di g na , escuelas de calidad y cal les seguras). No 
es posibl e o lvidar que en la actualidad 46% de la población se 
locali za e n las áreas más urbanizadas (AMU), donde se genera 
70% de l PIB nac ional y se concentra más de 60% del acervo de 
capital nac ional, ade más de que en e ll as reside la poblac ión más 
esco lari zada . 7 

El proceso de urbani zac ión ha acompañado a la transición 
democráti ca en M éx ico. Mientras que hace 20 a ños la partici­
pación de los gobiernos de oposición no era signifi cativa , actual­
mente 65 % de las AMU es tán gobernadas por partidos de opos i­
ción: Acc ión Nacional (PAN) en 53 % de ellas, el Revolucionario 

7. En las AMU se loca li za 69% ele la población nacional ele 12 años 
y más con es tudios subprofes ionales , 63 % que cuenta con es tudios 
profes ionales medios y 75 % con es tudi os profesionales superiores. 
En contras te, só lo se loca li za en ell as 22% ele la pobl ac ión mayor ele 
12 años sin in stru cc ión. 
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In stitucional (PRI) en 35 % y el de la Revolución Democráti ca 
(PRD) en 9%. Sin duda , es en las ciudades donde se as ientan los 
fundamentos de nuestra democrac ia. R 

As J•EcTos DE\JOCJÜFJcos Y L.\BORALES 

E 
1 proceso de desarrollo económico y social del país se ha 
acompañado de una ace lerada urbani zac ión. En 1950, las 
AMU ag lomeraban a 4.8 millones de hab itantes que só lo 

representaban 14% de la población nac ional. En tan sólo 20 años 
la participación de la pobl ac ión que habitaba las zonas más ur­
banizadas se incrementó a 41 %, lo que en términos absolutos re­
presentaba 20 millones de hab itantes. En 1995, alrededor de 42 
millones de personas se loca li zaban en las AMU y de ese total las 
14 zonas metropolitanas más grandes de l país concentraban una 
poblac ión de 33 millones (véase la gráfica 1 ). 

La elevada concentrac ión poblac ional en unas cuantas áreas 
urbanas no se puede explicar sin considerar el reacomodo terri­
torial de la poblac ión. A partir del decenio de los c incuenta la 
industri ali zac ión propició la emi grac ión del campo a la ciudad , 
así como la transición de un país rural hac ia uno predominan­
temente urbano. Según el Censo de Pobl ac ión y Vivienda de 
1990, era inmigrante 27% de la población total de las AMU. Asi­
mismo, el cambio estructural que se inició alrededor de 1985 con 
la apertura comercial y la reforma del papel económ ico del go­
bierno también ha adquirido relevanc ia en el proceso de mi gra­
ción - principalmente de jóvenes mayores de 12 años que bus­
can mejores condiciones y oportunidades de vida-; en 1990, 
del total de la población de las AMU, 6% dec laró que su residencia 
en 1985 era otra entidad , es decir, emigraron a esas áreas en un 
lapso de sólo c inco años. En los noventa ese fe nómeno se ha 
reafirmado; baste comparar la caída de la tasa natural de creci­
miento de las ciudades que componen las AMU y su elevado cre­
cimiento poblacional de 1990 a 1995 9 

La relativa fac ilidad para integrarse a la fuerza laboral urba­
na ha permitido una creciente participac ión de la muj er en e l 
mercado labora l, con lo que se retrasa su edad reproductiva y se 
eleva el costo de oportunidad de tener hijos, lo que reduce la tasa 
de nata lidad. Mientras en las AMU la tasa de participac ión de la 
mujer es de 36%, en escala nac ional es de 33 %. La tes is tradi­
cional de <.¡ue las presiones poblacionales permanecerán altas en 
las zonas rurales se mantiene, dado que los niños representan 
activos económi cos netos en las áreas rurales en virtud de que 
apoyan la producción familiar, no requieren gastos elevados en 

8. Si se utili za el criteri o de la población que cubre las ciudades 
gobernadas por partidos de oposición como porcentaje de la pobla­
ción total de las AMU, el resul tado es más espectacular : la oposición 
gobierna 80% de la población de las AMU , en donde el PAN part icipa 
con 53 % y el PRO con 25 %, resultado este últ imo que está influido por 
la presenc ia de es te partido en el Distrito Federal. El PRI só lo gobier­
na 20% de la poblac ión de las AMU. 

9. Para anali zar con detalle la diversificac ión de los flujos mi gra­
torios en los rec ientes cinco años véase Conapo, La siuwció11 de /1 10-
grá.fica de México 1998. 
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educación y pueden encargarse del cuidado de sus padres durante 
la vejez. En el otro ex tremo, en las zonas urbanas los niños re­
presen tan costos económicos netos ; tienen que asistir a la escuela 
en vez de contribuir a la producc ión familiar y es menos proba­
ble que asuman el cuidado de sus padres en la vejez.10 

La combinación del proceso de inmigrac ión -principalmen­
te de jóvenes- y la menor tasa natural de crecimiento pobl a­
cional tiene varias implicaciones en la es tructura y el funciona­
miento del mercado del. trabaj o al afec tar el tamaño de la fue rza 
laboral y sus condiciones de actividad-inacti vidad: 

1) Favorece el despl azamiento de la pirámide de edades al 
incrementarse la participación de los jóvenes en edad de traba­
jar en el total de la población. En la actualidad la pobl ación na­
cional es relativamente más joven que en las AMU: mientras que 
en el agregado nac ional36% de la población es menor de 14años, 
en dichas áreas ese porcentaje se reduce a 30. La población en 
edad de trabajar que vive en las AMU representa aproximadamen­
te 47 % de la fuerza laboral del país. La mi sma parti cipac ión se 
mantiene para el caso de la PEA (véase la gráfica 2) . 

2) Reduce la pnrti cipación de las actividades relacionadas con 
el hogar en el total de las personas económicamente inac tivas 
(PE!) y adquieren mayor importancia relati va las correspondi en­
tes al es tudio. La PEI de las AMU representa 4 7% del total nac io­
nal. De las personas inactivas en esas áreas, 49 % se ded ica a los 
quehaceres domés ti cos, 38% a es tudiar y el resto son personas 
jubiladas, pensionadas, incapac itadas e inac ti vas por otras cau­
sas. En contraste, en escala nac ional los porcentajes respec ti vos 
son de 55 , 33 y 12 (véanse las gráficas 3 y 4). 

Conviene anali zar adicionalmente dos as pectos derivados de 
las carac terísti cas de la estructura sec torial del empleo : las con­
sec uencias del proceso de terciari zac ión y sus implicaciones en 
la compos ic ión de las ocupaciones y los ni veles de formalidad 

1 O. Esta idea se refu erza al anali zar la tasa de participación de los 
niños de 12 a 14 años. que es de 17% en el promedio nac ional , mien­
tras que en las AMU es de 8 por ciento. 
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de la economía. La terciarización de la economía de las ciuda­
des es ev idente; sólo 20% de su poblac ión se emplea en la in­
dustri a de la transformación, y la ocupación en el sector prima­
rio no es relevante . Las AMU participan con 57 % del empleo en 
el sector comercia l nacional, 58% del industrial nacional, 82% 
del de alquiler de inmuebles y servic ios fin ancieros y 59% del 
de otros servicios (véase la gráfi ca 5). 

La terciarizac ión tiene dos efectos posibles en las economías 
urbanas. Por una parte, hay ev idencia de que las economías ur­
banas desindustralizadas registran procesos de recuperación más 
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lentos ante contingencias económicas que aque ll as en que la 
planta producti va manti ene un predominio del sec tor indu s­
tri al. " Ello obedece a las pos ibilidades de exportac ión del sec­
tor industri al durante períodos de reces ión, mientras que e l co­
mercio y los servic ios ti enen que ajustarse necesari amente a la 
evo lución del consumo interno y los salarios. 

Una de las implicac iones de la composición sec tori al de la 
es truc tura económica urbana es la di stribución del ingreso que 
se deri va de e ll a (véase el cuadro 1 ). 

Las c iudades con una es truc tura sec tori al sustentada en e l 
comercio y los servicios tenderán a una mayor concentrac ión del 
ingreso que aquellas con una ampli a base industri al. 

La estructura sectori a l determina las características ocupa­
cionales de la poblac ión empleada. Debido a la mayor impor­
tancia relati va del empleo en el comercio, los servicios y la in­
dustri a, las economías urbanas se caracterizan por mantener una 
mayor proporción de asalari ados (el número de trabajadores asa­
lariados en las AMU representa 56% del total nac ional de asalari a­
dos). En la es tructura de ocupac ión de aquéllas la propos ic ión 
anterior se confirma; la compos ic ión de la poblac ión oc upada 
de esas áreas es la siguiente: asalari ados (64.5% ), trabaj adores 
por su cuenta ( 18.2% ), trabajadores a destajo (7 .3% ), trabajado­
res sin pago (5 .2%) y empleadores (4 .8%) . (Véase la gráfica 6.) 

En la medida en que la participac ión de asa lariados es mayo r, 
las pos ibilidades de formalidad se incrementan. Por ejempl o, 

JI . En algunos estudios de ciudades europeas y estadounidenses 
se ha encon trado que las metrópo li s con procesos de des industria­
li zac ión presentan tasas de persistenc ia de l desempleo mayores que 
las industria li zadas. Si lo anteri or se cumple para Méx ico , sus gran­
des ciudades estarían suje tas a un a mayor vul ne rabilidad ante la pre­
sencia de cri sis económi cas en términos de desempleo, un a produc­
ti vidad relati va menor que la de otras ciudades y, por consiguie nte, 
menores salarios relati vos . 
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mientras que en Monterrey el número de asalariados represen­
ta 80% del total de personas ocupadas y mantiene un porcenta­
je de formalidad de 74, en Guadalajara el número de asalaria­
dos participa con 69% y su grado de formalidad es de 65% (véase 
la gráfica 7). 12 

G R Á F e 

Pnu¡ \<lO'\ eH 11'\ ll\ I'OR I'O " It lO '\ 1-. '\ 11 IR\B\ IO F'\ 11. "' ' ' 

\ 1-'\ 1 '" \HI '' \\\.., LRB\'\I/\I>\"'1 

A 6 

• • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • 
70 

60 

so 
40 

30 

20 

JO 

o 
Empleadores Trabajadores Trabajadores Trabajadores Trabajadores 

por su asalariados a destajo srn pago 
cuenta 

Nacional • Áreas más urbanizadas 

Fuenrc: JNEGI , En cuesra Naci o>wl de Empleo 1996. 

••••••••••••••••••••••••••••••• 

Otro indicador de las condiciones de formalidad en las cua­
les se desenvuelven las economías urbanas es el peso relativo 
del grupo de trabajadores con local. En las AMU se localiza 28% 
de los trabaj adores que carecen de él y 59% de los que sí dispo­
nen del mismo. Al igual que en el caso de los asalariados, el grado 

12. El grado o índice de formalidad se calculó considerando como 
definición operac ional el número de asegurados en elJMSS entre el 
empleo total. Los cálculos se reali zaron a partir de la base de datos 
de la Encuesta Nacio nal de Empleo 1996, siguiendo la metodología 
planteada en CEDESS- JMSS, Estudio demográfico , económico y laboral 
en grandes ciudades , México, 1998. 
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de formalidad se relaciona directamente con la participación en 
el total de los trabajadores que poseen local. Mientras en Mon­
terrey estos últimos representan 74% y su grado de forma lidad 
es de 61%, en Guadalaj ara los porcentajes respectivos son 68 y 
49 (véase la gráfica 8) . 

A pesar de que la estructura urbana permite mantener un 
mayor porcentaje de formalidad con relación a las áreas no ur­
banas, preocupa que las economías de las AMU mantengan una 
alta proporción de trabajadores suj etos a la informalidad. De la 
estructura del empleo de esas áreas se desprende que 27 % de las 
personas ocupadas realiza sus labores sin local, es decir, en ve­
hículos , en su domicilio, como ambulantes o en puestos semi fijos 
o tian guis. Es generalmente aceptado que el fenómeno de la in-
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forma li dad en las AMU co nstitu ye el mecani smo de ajuste del 
merc ado labo ral urbano cuando la economía forma l es incapaz 
de generar los empleos que requiere una pob lac ión con baj o ni ­
vel de capital humano, desde el punto de vista del sec tor moderno, 
y que ante el escaso ace rvo de cap ital , la única opción es sa lir a 
las ca lles o rea li za r su ac ti vidad en mi crounidades difíc il es de 
detectar y cuanti fica r. 

En lo que respecta a la seguridad soci al, las cifras urbanas son 
espectacul ares . De los 13.2 millones de aseg urados en eli MSS, 
96% corresponde a las zonas urbanas, 9Y7c de los derechoha­
bientes pertenece a d ichas zonas y en el caso de los pat rones y 
co tizantes, la parti cipac ión de las zonas urbanas es de 98 y 99 
por ciento , respec tivamente, por lo que cualquier avance en la 
fo rmali zación del empleo en las ciudades se reflej ar<í en el rit­
mo de crecimiento de los indicado res de ese Instituto . 

En la medida en que el sec tor inform al crece . se presenta la 
paradoja de que se deja de dar se rvic ios a un mayor número de 
personas debido a la elu sión o evas ión fi sca les. Las ciudad es se 
enfrentan al fe nómeno y sus sec uelas, pero tambi én a la posibi ­
lidad de atenu arlo. 

L.-\ ECOi\Oi\ IÍA DE LAS CIL'DADES 

En virtud de que la mayoría de la poblac ión de Méx ico vive 
y se emplea en las zonas urbanas, es menester anali za r las 
cond iciones económicas en las cuales se desarro ll an las 

ciudades. 
Históricamente, el desarrollo de las ciudades y su crec imiento 

se ha debido a que es más eficiente producir y comerciar bienes 
y servic ios en loca li zac iones centrali zadas, do nde se minimizan 
Jos costos de transporte y comunicac iones para los productores 
y consumidores. Además, las áreas urbanas representan un mer­
cado continuo, que permite la producc ión en gran esca la, con 
economías de ag lomerac ión y ganancias en eficiencia deri va­
das de una crec iente especiali zac ión productiva. t.' Por lo general 
se acepta que las fue ntes de tales ventajas se pueden resumir en: 

13. La ce rcanía con el mercado urbano permite a las empresas 
obtener in formació n sobre el mercado y su evo lución. Para Ki nd­
leberger las ciudades se requieren como nodos ele alta densidad ele in­
fo rm ac ión. Asimi smo, menciona que la ce rcanía promueve el desa­
rrollo de servicios espec iali zados de asesoría legal, téc ni ca, finaciera , 
entre otros . El desarrollo ele las ciudades va necesa ri amente acom­
pañado del crec imiento del sec tor de servicios. Charl es P. Kind le­
berger, Economic Response. Comparati1 ·es Studie.1· i11 Trade. Fi11a11 ce 
and Growth , Harvard University Press, 1978 . Por su parte, Lucas men­
ciona que la teo ría ele la producc ión no expli ca el porqué de las ciu ­
dades . Una ciudad es simplemente una colecc ión ele fac tores ele pro­
ducción -suelo, capita l, trabajo- y el suelo siempre es más barato 
fuera ele las ciudades. La pregunta que plantea es ¿por qué el capital 
y la gente no se trasladan , ele tal manera que combinen rent as de sue­
lo más ba ratas y por consigui ente mayores beneficios económi cos? 
La respuesta la encuentra en los benefi cios ex tern os cleri vados ele que 
la ge nte es té cerca. Robe rt E. Lucas, ··on the Mechan ics ofEconomic 
Development", Joumal o{Mo11 etarr Ecollolllics. nüm . 22. 1988. pp. 
3-42. 

1) Ve nt ajas co mparati vas en tran sporte y rec ursos. Es te fac ­
tor ti ene que ve r. en primer términ o. con las diferencias en la 
dotac ión el e rec ursos, ex presada en términos el e las industr ias y 
los trabajadores loca li zados originalmente en un a ciudad y de 
la atracc ión que ge neran nuevas empresas re lac ionadas con la 
prod ucc ión de bienes y se rvicios para el consum o interno de la 
ci udad. En segundo luga r, las ventaj as en loca li zación represe n­
tadas por los cos tos relati va mente menores de tran sporte co mo 
res ultado de la mayo r acces ibi 1 id ad relati va de ciert a ubicación 
o las ventajas tec nológ icas en los sistemas o la in fraes tru ctura 
de tran sporte. Ci udades como Mérida , cuyo desarro llo se dio a 
partir de l auge henequenero y se convirtió en centro co mercial 
por su posición es tratégica en la reg ión, o Tijuana. Ci u ciad Juárez, 
Nuevo La red o y Matamoros, que a partir del Programa de Apro­
vec hami ento de Mano de Obra Sobrante en la Frontera Norte 
obtuv iero n importantes ve ntajas de loca li zac ión industrial que 
se reforzaro n con la apertura comercial y e l Tra tado de Libre 
Comercio de Améri ca del Norte (TLCAN). 

2) Economías de aglomerac ión. Es te concepto a su vez se 
divide en va ri as ca tegorías: 

i ) Eslabonami entos interin cl ustri ales que ocurren cuando el 
es tablec imiento de ciert a indu stri a en una ciudad atrae empre­
sas proveedoras o consumidoras de l bien o se rvicio que produ­
cen; puede se r el caso de la rama de aparatos eléc tri cos y elec­
trónicos en Tijuana o la industri a ele auto partes en Ci udad Juárez, 
Matamoros o Chihuahua. 1

.¡ 

ii ) Economías el e loca li zac ión (ex tern a li dacles Ma rshall­
Arrow-Romer, MAR) qu e se deri van de los beneficios de tener 
acceso a un mercado laboral amp li o que fac ilita el rec lutamiento 
de empleados, la hab ilidad para compartir maquinaria y equi­
po es pecia li zado y la mayor fac il idad de modifi car, innovar o 
imitar tec nolog ías, procesos y conoc imi entos; en resumen, las 
ex ternali dades con las cuales un a empresa se benefic ia de otras 
empresas de la mi sma indus tri a. La del cuero y de l ca lzado en 
León, la rama de aparatos elec tróni cos y e léc tri cos en Tiju a­
na y Gu aclalajara o el sec tor de autopartes en C iudad Ju áre z, 
Torreón y Chihu ahua, son algunos ejemplos. 

iii) Economías ele urbanizac ión (ex ternalidades a la Jacobs), 15 

en las cuales las empresas se benefi cian el e la escala y la diver­
sidad económicas de las ciudades en términ os de la prov is ión 
de in fraes tructura urba na, una divi sión y espec ia li zaci ón del 
trabajo más ex ten si va y de economías internas ele esca la de las 
empresas al enfre ntar mercados más grandes y permitir prome­
diar variac iones en la ac tivid ad eco nómica (las ca ídas de las 
ventas a un gru po de consumi dores pueden compensarse con 
ped idos de otros consumidores). 

Las economías de loca li zación y urbani zac ión muestran be­
nefi cios proveni entes de la ubi cación en las ciudades grandes , 
pero es tán limi tadas por la conges ti ón urbana y los costos de 

14. La noc ión el e es labonami entos como med io para promover el 
desarroll o económi co ti ene su origen en el trabajo ele Albert O. Hirs­
chman. La estrategia del desarrollo económico, Fondo ele Cultura 
Económi ca . primera im pres ión. Méx ico . 196 1. 

l S. J an e Jacobs,o~ e~. 
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tras lado. La combinació n de estos facto res, así como las carac­
te rís ticas específicas de cada c iudad en términos de su estruc­
tura de mográfica, ocupaciona l, de mercado y ca lidad de vida, 
de te rminan la trayectori a de c rec imiento y desarro llo de las ci u­
dades. 

El tamaño de las c iudades depende del tipo de bie nes y se r­
vicios qu e produzcan y de l grado de economías de loca li zac ión 
asociado a e llos, 16 lo q ue sug ie re que la estructura económica de 
las c iud ades debe a na liza rs e a partir de la na tura leza de las 
ex te rn alidades que dominan a cada sec tor. Henderson pone de 
ejemplo que sec tores con alto grado de ex ternalidades tipo MAR 
se estab lece rán en c iudades especia li zadas en e l sec tor. C iuda­
des con una concentrac ión hi stóri ca de un a industri a y experi en­
cia y conocimiento asoc iados a e lla ofrecerán un ambien te más 
productivo para ese tipo de empresas y es ta rán en mejores po­
sibilidades de competir y retener e mpleo y es tab lec imientos del 
sec tor q ue aqu ell as c iudades que no c ump lan con esos requi si­
tos . Por otra parte , s i las economías de urbani zac ión dominan 
para una indu stria , las e mpresas busca rán c iudades el e mayor 
tamaño y di vers ificac ión . 

Esta propuesta es suge rente para la C iudad de México , ya que 
puede atraer sectores de a lta tecnolog ía, inclinados a in sta larse 
en c iudades con una hi stori a de diversidad industrial, y en cambio 
aceptar sus limitac iones para retener secto res que requieren de 
exte rn alidacles tipo MAR. 

Tamaño de las economías urbanas y fisonomía sectorial 

Las econo mías de las AMU generan 80 % del va lor agregado de 
la economía no agropec uari a de l país , es decir, de los sec tores 
comercial, de manufacturas y ele se rvic ios . El manufac turero 
partic ipa con 48% del valor agregado ele la economía de las AMU, 
e l comercio con 28% y los se rvi c ios financieros , comuna les y 
soc ia les con 24% (véase e l c uad ro 2) . 

Cuatro c iudades -México, Monterrey, Guada l aj ara y Pue­
bla-participan con 69% del valor agregado de las AMU . En una 
segunda clasificación, que podría deno minarse ele economías 
urbanas emergentes, con una participac ió n de entre 1 y 2 por 
c ie nto de l va lo r ag regado nac io nal, se enc ue ntran: Aguasca­
lientes ( 1% ), C iudad J uáre z ( 1. 9 % ), Coatzacoalcos ( 1 .6 % ), 
Chihuahua (1 .3% ), He rmos illo ( 1. 2% ), León ( 1. 7 % ), M érida 
(1 .2 %), Que ré ta ro (1 .5 % ), San Luis Po tosí ( 1.6 % ), Tampico 
( 1.1 %), Tiju ana ( 1.8 % ), Torreón ( 1.7 % ) y Veracruz ( 1 % ). 17 

A lo a nte ri or hay que agrega r que muc hos de los sec tores 
industri ales que lograron incre mentar su competitividad e inclu-

16. J. Vernon Henderson, "Efficiency ofResource Usage and Ci ty 
Size", Jau m al of Urban Economics. núm . 19, 1986, pp. 4 7-70. 

17. Gustavo Garza y Sa lvador Rivera es ti m a ron el PI B de 125 ciu ­
dades del país de 1970 a 1990. Con base en esa estimac ión , las 4 1 ciu­
dades obje to de es te estudio en 1990 pa rti ciparon con 6 1% de l PIB 
nac ional, mi entras que en 1970 su parti cipación era ele 55 %. Gusta­
vo Ga rza y Sa lvador Riv era, Dinámica IIWCroeconóm ica de las ciu ­
dcl(/es en Méxi co , INEG I. Co lmex y ISS-UNAM , México, 1994. 
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Participación 

Sector AMU Naciona l porcentual 

Indu stria manufactu rera 145 042 180 185 42 1 17 1 78 
Co merc io 85 755 669 107 997 9 18 79 
Servic ios fi nanc ieros 6 708 792 7 397 66 3 9 1 
Servicios comun ales 

y soc iales 65 839 489 78 120 227 84 
Total JOJ 346 1 JO 378 936 978 80 

Fuen te: 1 EGI. Ce11 sos Ecol! ómicos / 994 . 

••••••••••••••••••••••••••••••• 

so mantenerse como ex portadores se concentran en unas cuan­
tas c iudades del país. Sin ser ex hausti vos, algunas concentra­
c iones notab les son la indu stri a del c uero y del ca lzado en las 
c iudades de León y Guadalajara ; la fabricación ele equipo e lec­
trónico y eléctrico en Tijuana y Guacla lajara; la fa bricac ión de 
autopartes e n C hihuahu a, Ciudad Juárez, Torreón y Puebla ; la 
fab ri cac ión o e l e nsamble de aparatos y accesorios de uso do­
més ti co, industrias metá li cas bás icas e industri a del hierro y del 
acero en Monterrey, y fabricación de tej idos de punto en la C iu­
dad de Méx ico y Pueb la (véase e l mapa). 1

H 

E n escala sectorial , la confo rm ac ión de las princ ipales c iu­
dades puede verse en e l cuad ro 3. 

U no ele los as pec tos más rel evantes de la concentrac ión in­
dustri al es que da lugar a adecuac iones al marco instituciona l en 
que se desempeñan los sec tores. En la ac tualidad son contadas 
las c iudades e n que la concentració n industri a l no ha ocasiona­
do un a nueva relación y e l establecimiento de mecani smos en­
tre go biernos loca les y estatales y las cámaras industri a les a fin 
de mej orar la coordin ac ió n de acciones que favorezcan la pro­
moción ele sus productos en e l ex terior, c rear infraestructura para 
ferias y ex pos ic iones y, en casos notables, c rear mecani smos que 
faciliten el desarro llo y di seño de nuevos productos y e l estable­
c imiento de escue las técnicas para capac itar a los trabajadores 
o de labo rato ri os para la certi f icac ió n de ca lidad. Sin lugar a 
eludas, la concentrac ión industri a l en las c iudades ha favoreci­
do este nuevo arreglo instituc ional gob ierno-cámara-industri a­
e mpresa, pero aú n falta masificar es tos esfuerzos a is lados. La 

18. Para Porter la fo rm ac ión ele un sec tor local norma lmente se 
desencadena por uno ele los sigui entes factores determinantes: a] un a 
ventaja inicial en los factore s de producción aporta con frec uencia la 
semilla el e un sector intern ac ionalmente competi tivo o de un sec tor 
predecesor de un agrupamiento industri al; b]las condic iones de la 
demanda brindan otra base ele partida com ún para un sector competi­
ti vo ; un a demanda loca l signifi cati va o distintiva es un estímulo tem­
prano pa ra la formación de empresas loca les (esta demanda puede 
derivarse ele la presencia ele sec tores conexos y de apoyo), y e] el ter­
cer de term in ante es el ele la casualidad (un a idea casua l ele un empren­
dedor, sin conex ión alguna con dotaciones de fac tores o ele la existencia 
ele sec tores conexos). Michael E. Porter, The Competiti ve Advantage 
ofNations , McM ill an, Nueva York , 1990. 
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/

Tijuana 
Equipo de precisión 
Equipo eléctrico 
Equipo electrónico 

Eq ui po electrónico 
Aparatos de uso doméstico 1 
;~~:;~t~~árez 

Chihuahua 
Equipo electrónico 

Torreón ~;:::::=::::----------:=-----:1 
Metales no ferrosos r 
Prendas de vestir •,_ 

Cemento 

l )(? ['-;_ '- ! 
San Luis Potosí ---------,-+-'-~+-?. -/re:;.._;:=_~~ 

).../ 
Equipo de transporte · , ~ 

Equipo de radio y televisión 
Autopartes 

Monterrey 
Fibras artific iales 
Fabricación de vidrio 
Tabaco 
Aparatos de uso doméstico 

Tampico 
Refinación de petróleo 
Sustancias químicas 
Equ ipos de transporte 

- Queretaro 
Fibras artificiales 

f 

Aparatos de uso doméstico 
~ ¿ Aparatos de uso doméstico 

Industria metálica básica 
• ~\,_...... t '(' 

¡-

Guadalajara 
Calzado y máquinas 

de procesamiento informático 

"-< ::\, ;- -~¡:ll -~ ¡ ~"" 
-------... ....... , 

-- ' 

~-- '¡ 
'<..._ 

Toluca 
León Automotores Puebla 

Hil ados 
Automotores 

Calzado y cuero Fibras artificiales Ciudad de México 
Servicios financieros 

•••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••• 

concentrac ión geográfica de algún sec tor en auge promueve el 
crec imiento económico de las ciudades, pero su desarrollo eco­
nóm ico y social sólo se alcanza mediante el fortalecimiento 
institucionaL 

L \ S t ·¡L 1> \DE.., \ L.\ DI .., IIU Bl CIO '\ DEL 1'\Gin:s o 

Los cambios estructurales, las fluctuaciones económicas y 

las políticas de es tabi li zac ión de los últimos años han teni­
do importantes efectos en la distribución del ingreso. En ge­

neral se puede afi rmar que ahora está más concentrado que hace 
12 años, rev irtiéndose la ligera tendencia redi stributiva obser­
vada durante el desarrollo estabi li zador y hasta principios de los 
años ochenta, atribu ible al notable crec imiento de la participa­
ción de los sa larios en el ingreso nacionaL 19 

19. Enrique Hernández Laos señala que la tendencia observada 
has ta 1984 es conguente con la hipótes is de Kuznets-Lydaii -Robinson, 
la cu al sosti ene qu e en las primeras etapas de crecimiento la distribu-

La información disponible sobre los ingresos y gastos de los 
hogares en México sinteti za los resultados que corroboran la 
tendencia a la concentración del ingreso; dichos resultados se 
muestran en el cuadro 4, donde destaca, por ser un indicador 
familiar, e l coeficiente de Gini. 20 

ción del ingreso tiende a hacerse más des igual como resultado de la 
transferencia de empleo de sectores de baja productividad hacia sec ­
tores de alta tec nología y que en la medida en qu e crece la proporción 
de personas en el sector mode rn o se alca nza un máximo de des igual­
dad para posteriormente decrecer. Enriq ue Hernández La os , "Evo lu­
ción de la di stribución del ingreso de los hogares en México", Comer­
cio Exterior, vol. 48 , núm. 6, México, junio de 1998 , pp. 443-460. 

20. Enrique Hernández Laos hace hincapié en dos de los proble­
mas para los es tudi os sobre dis tribu ción de l ingreso: la falta de ho­
mogeneidad y la escasa cobe rtura de las fuentes de informac ión, por 
lo que rea li za un a seri e de aj ustes a los microdatos de la Encuesta 
Nacional de Ingresos y Gastos de los Hogares (EN IGH) con base en la 
información de las Cuentas Nacionales y obtiene los siguientes co­
efic ientes deGini :0.606en l963,0.5 18 en 1977,0.501 en 1984y0.549 
en 1989. Enrique Hernández Laos , op. cit. 
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Servicios comunales 

en e l ingreso nac iona l y, po r 
contra, e l crec imiento de los 
ingresos empresari ales y de las 
rentas de la propiedad ( véanse 
las gráfi cas 9 y 1 O y e l cuadro 
5). Manufac turas Comercio Servicios fin a ncier os y sociales 

C iudad de Méx ico (48 .5) 
Ciu dad Ju ürez (2.5) 
Coatzacoalcos (2.9) 
Guada lajara (7. 7) 
Mo nte rrey ( 10 . 1) 

Ciudad de Méx ico (49 .1 ) 
Guada laja ra (9.2) 
León (2 .3) 
Monterre y (8.3) 

Ciudad de Méx ico (57.2) 
Ciudad Juá rez (2.6) 
Guadalajara (5 .0) 
Monterrey ( 10.4) 

C iudad de Méx ico (57 .6) 
Cancún (2. 1) 
Guada lajara (5 .2) 
Monte rrey (8.8) 

En las ciudades, de 1987 a 
1997 , se presentó una tenden­
c ia adic ional: aumentó la des ­
iguald ad entre la pobl ac ión 
ocupada, hombres y muj e res , 
que rec ibe ingresos por su tra­
bajo, lo que al sumarse a loan­
te ri or confi guró una brec ha 
creciente entre una minoría de 

Pu ebla (2.6) 
San Lui s Po tosí (2.3) 
To luca (3.2) 
Tor reón (2.0) 

Pueb la (2. 7) 
T ijuana (2.0) 

Puebl a (2.4) 
T ij uana (2.9) 
To luca (2 .2) 

Fue nte : INEG I. Sistema Auwmati~ado de lnfomwcióu Censal. 

Pueb la (2 .1 ) 
T ijuana (2.0 ) 

••••••••••••••••••••••••••••••••••• • •••• •• •• •• •• 

Es de sobra conoc ido que el talón de Aquiles de la economía 
y la soc iedad mex icanas ha sido la concentrac ión del ingreso o, 
mejo r di cho, de la riqueza, ya que aqué l no es más que un producto 
generado por és ta. La críti ca al desa rrollo es tabili zador prov ino 
de quienes con razó n obse rvaron que al t: abo de varios lustros de 
crec imiento los índi ces de concentrac ión parecían inalterables . 

Ahora se sabe que las modificac iones de fo ndo y fo rma que 
durante los años se tenta y princ ipi os de los ochenta se introdu­
jeron a l modelo de los años c incuenta y sesenta no sólo no lo­
graro n mág ica mente redi stribuir el ingreso sino que crearon las 
condiciones que conduj eron al es tancamiento y a la inestabili ­
dad de los años posterio res , lo que contri buyó de modo signi fi­
cati vo a la permanenc ia de una elevada concentrac ión de la ri­
queza y e l ingreso. 

Los años rec ientes se han caracte ri zado por la caída de l sa­
lario rea l en términos rel ati vos y abso lutos, una fuerte contrac­
c ión de la parti c ipac ión de las remunerac iones a los asalari ados 
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Deciles de p obla ción 1950 1963 1977 1984 1992 1996 

2.4 1. 7 1. 1 1.7 1.6 1.8 
11 3.2 2.0 2.2 3. 1 2.7 3.0 

111 3.2 3 .4 3.2 4.2 3.7 4.0 
IV 4.3 3.4 4.4 5.3 4.7 4.9 
V 4.9 5. 1 5.7 6.4 5.7 6.0 

VI 6.0 6.1 7.2 7 .9 7. 1 7.4 
VIl 7.0 7.9 9. 1 9.7 8.9 9 .0 

VIII 9.6 12.4 12.0 12.2 11 .4 1 1.5 
IX 13 .9 16 .5 17 . 1 16 .7 16.0 16.0 
X 4 5.5 4 1.6 37. 0 32.8 38.2 36.4 

Coefi c iente de G ini 0 .52 0.5 3 0.50 0.43 0.47 0.45 

Fuen te: Elaborado co n la siguient e informac ión: para 1950. 1963 y 1977. tNEG I. 
Estadt'.nicas Hi .'ifúricas de Mt!x icu . tomo l. Para 19S4. disco co mpílcto Ingreso-Gasto 

de los Hogares. vo lumen l.tab ul ac ione;. di sco I. INEGI. Pa ra 1992 y 1996. Enc11e .Ha 

Nnc imwl de Ingreso.\ y Cns ttH de los Hogares / 996. Tnbttlrulos y Base de Datox 
/ 992. / 994 r / 996. INEG I. 

• • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • 

la poblac ión con ingreso es ta­
bl e o e n crec imi ento prove­

niente del capital y de l trabajo ca li ficado y una mayoría co n in­
gresos deprimidos (véase la gráfica JI ). 

La misma tendencia hac ia una mayor concentrac ión se di o 
entre e l sub grupo de trabaj adores asa lari ados, por lo que, con la 
posible excepción de una minoría calificada, aqué llos sufri eron 
un doble efecto sobre su bienestar: di sminu yó su participac ión 
en un ingreso de menor tamaño (véase la gráfi ca 12). 

La di stinción entre trabaj adores ocupados y asa lari ados me­
rece una considerac ión adic ional. La economía sí ha sido capaz 
de crear empleos pero no de hacerlo cabalmente en los sec tores 
formales ni modernos con la veloc idad necesari a . Para las á reas 
urbanas, en la gráfi ca 13 se muestra la proporción de asalari a­
dos en e l total de personas ocupadas . La brecha que aumenta 
hasta 1995-1 996 se forma por los trabaj adores por cuenta pro­
pi a y a des tajo, principalmente, quienes no gozan de los bene­
fi c ios del trabajo asal ari ado fo rmal, como la es tabilidad de in­
gresos en e l tiempo o la seguridad soc ial. 
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Consistente con lo anteri or es el menor crecimiento de la po­
bl ación urbana asegurada en e l IMSS con res pec to al de la PEA en 
las áreas más urbani zadas: ésta creció de 20 a 25 millones, mientras 
que el número de asegurados permanentes se estancó. Este re­
sultado valida el hecho de que la economía mexicana experimenta 
un proceso de cambio tecnológ ico que incrementa la demanda de 
empleo capac itado y educado , lo que a su vez aumenta el premio 
a la educación y profundi za la brecha entre los ingresos de los tra­
bajadores más educados y la mayoría poco cali ficada. 

La evolución de l coefic ie nte de G ini para los ingresos de los 
trabajadores y de los asa lari ados urbanos desde 1987 has ta 1997 
es s igni ficativa y se presenta en el c uadro 6. 

E l mismo resultado se puede desp re nder de la comparac ión 
entre e l porcentaj e de los ingresos po r tra bajo y por sa lari os re­
c ibidos por los dos dec il es superi ores en vari os años, que se pre­
senta en la gráfi ca 14. 
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Se obse rva n te nde nc ias concen trado ras, ex pli cadas po r la 
du alidad sec tori a l: patrones y trabaj ado res altamente ca lifica­
dos, por una parte , y e l gru eso de la pob lac ió n, por ot ra. Los pri ­
meros se pueden ubicar en los sec to res modernos, con nexos con 
la econo mía mundial , exportadores; la mayor parte ele la pob la­
ción urbana ha permanec ido e n los sec tores trad iciona les , e n los 
servic ios o ri e nt ados al mercado loca l y e n po rce ntaj e c rec ie nte 
al marge n de los benefic ios de la form a lidad . 

Las consec ue nc ias de es tos procesos e n e l b ienes tar de la 
poblac ión urbana son d irectas e ind irectas; desde luego se afectó 
el ni ve l de vida de la ge nte, ade más de q ue di sminu yó su co n­
tri buc ió n a la econo m ía y se reduj o la ca lidad ele v ida de las ci u­
dades al dete rio rarse los pat rimo ni os fa mili ares y la capac idad 

R o 5 
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S ueldos }' sa larios Ingresos empresa ria les Rent a d e la propi eda d T r a ns fer encias Mo netar io tota l 

Deciles de pobla ci ón 1984 / 992 /996 1984 / 992 1996 1984 1992 1996 1984 1992 1996 /98./ / 992 1996 

1.4 0.9 1.3 2.4 1. 8 \.9 1.0 1.3 0.4 4.4 2.5 3.0 1. 8 u 1.6 
11 3. 7 2.5 2.3 3. 0 2.3 3.4 0. 8 1. 1 1.9 4.3 4.3 5.0 :15 2.5 2.8 

111 4.7 3.7 3.7 4.9 3. 1 3.7 3.8 2.0 1.4 4.0 4.7 5.9 4.6 3.6 3. 8 
IV 5.6 5. 1 4. 8 5.3 3.7 4.6 1.7 2.2 2.2 6.5 5.6 6. 1 5. 4 4.7 4.7 
V 7.4 5.9 5.8 5.0 4.2 5.0 0.5 6.7 3. 6 10.3 7.7 9.0 6.8 5.5 5.9 

VI 8.5 7.7 7.5 7.2 5.9 6.5 3.2 4.5 2.3 7.9 7.7 7.6 7.9 7. 1 7.1 
VII 9.6 9.7 9. 8 9.3 6.9 7.2 10.2 9.6 2.7 1 1.9 8. 1 8.9 9. 7 8. 7 8.8 

VIII 13.5 13. 0 11 .9 9.8 7.6 9.7 7.9 11 .0 7.3 10.3 9. 7 12.7 12.2 11 . 1 I U 
IX 18.7 17.1 17.2 10.7 11 .3 12.5 14.5 17. 1 14.3 14.0 2 1.9 16.R 16. 3 15. 8 16 () 
X 26.7 34.4 36.0 42.3 53. 1 45.5 56.6 44.5 63.9 26.6 27.7 25.0 3 1.6 39.7 38. 1 

Coeficiente de Gin i 0.39 0.47 0.47 0.45 0.56 0.49 0.64 0.57 0.69 CUI 0.38 0.3 2 04 1 0.49 0.47 

•••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••• 
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de tr ibutac ión. No es descabe ll ado afirm ar que el grupo de a l­
tos ingresos se ha ido alejando y des interesando de la problemá­
ti ca urbana en la qu e quedó entrampada la mayoría sin as pira­
c iones y con ilus iones di sminuidas por la dificultad de sostener 
un nive l de vida modes to . 

Fren te a la des igualdad quedaba un rec urso: la acc ión guber­
namental cuando menos por la vía ele mante ner un a oferta de 
bie nes y se rvic ios públi cos acces ibl es para la mayo ría median ­
te la ampli ac ión de la cobertura y la mejoría ele su ca lidad . La 
buena educac ión púb li ca y los buenos centros de sa lud son gran­
des igua ladores, como tambi én lo son las in stituc iones depor­
ti vas popul ares y los parques públicos . 

G R A F e A 

E\ 01 1 ll()\ lll 1 \ 1' \R 1 te 11' \( [()\ 1)1 lit \1\\.1 \IJOIU.~ '" \1.\IU \ IHI" 

l\1\1'01\\\(l(l'\tl(ll'\ll\ IOr\1 DI 1\ ..., \IH. \ _..., \I\"'ll<II\\ 1/\D\:-, 

13 

••••••••••••••••••••••••••••••• 
70 

69 
68 
67 

66 

65 
6-1 

63 

62 
61 
60 

1987 1988 19X9 1990 199 1 1992 1993 1994 1995 1996 1997 

Fu ente: l' laborad o con ha se en 1\'EGI. En cuestn Nacional d e E111pleo Urban o. varios 
trime stres . 

• • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • 

313 

e u A D R o 6 

E'<''','''''''' '''1'1' ,,, (;,,, , ' ¡_,...,'a '·'''''" tltn'' ''-''''" 

• • • • • •••••••••••••••••••••••••• 
Trabajadores 

Año Total asalariados Hombres Mujeres 

1987 0.3839 0.3080 0.3695 0 .3964 
1988 0.3882 0 .3030 0. 3763 0.39 18 
1989 0 .4080 0 .327 1 0.401 3 0 .3957 
1990 0.4206 0.3560 0.4157 0.4022 
199 1 0.4290 0.3662 0.4230 0.4202 
1992 0.4 193 0. 3593 0.4085 0.4239 
1993 0.4381 0.3784 0.7227 0.4527 
1994 0 .4755 0.4233 0.4628 0.4850 
1995 0.49 15 0.4360 0.4 788 0 .5029 
1996 0.49 17 0.4374 0.4766 0.5042 
1997 0.4997 0.4484 0.4882 0 .5093 

Fuente: Cúlc ul os propi os con ha se en INEG I, Encuesw Nocio nal de Em¡J!eo Urha no . 

"ari os años. 

••••••••••••••••••••••••••••••• 

Sin embargo, las hac iendas públicas quedaron impos ibilita­
das para paliar los e fec tos de la c ri sis en e l bienestar de la ma­
yoría ele la poblac ión urbana. Aunque en algunos indicadores se 
aprec ia mejoría, como en agua , drenaje, acceso a la telefonía o 
a la e lec tricidad , és tos han sido años de deterioro en grado dife­
rente de las infraes truc turas urbanas de transporte, recreación, 
protecc ión ambienta l y hasta escolares y de salud . Sin duda, la 
función gubernamental más afectada por la situación adversa ha 
sido la seguridad pública y la procurac ión de justi c ia. 

Se puede argumentar, además, que en la política urbana se 
perdi ó la voluntad de usa r e l presupu es to para tareas redis­
tributi vas. El fenómeno ha sido analizado por Danie l Cohen2 1 

para el caso de Francia pero es aplicable a México. El argumento 
es el siguiente : cuando la poblac ión relati vamente rica ve con 
confi anza su porvenir, s in que lo cubra un " velo de ignorancia" 
que genera incertidumbre, se pierde su compromiso con la suerte 
de los relativamente pobres , dado que para aquéllas es previsi­
ble no caer en la pobreza y por tanto no contribuye a crear las 
redes ele protecc ión ni los mecani smos de igualación de opor­
tunidades. No es casual que en las ciudades mexicanas ya se hable 
de la neces idad de que la recaudación de impuestos en una zona 
limitada se asocie con las neces idades de esa misma zona, lo que 
en caso de realizarse confirmaría las diferencias entre las zonas 
pudientes y e l resto , espec ie de ghettos al revés. 

LA l~II'ORL\1'\Cl.\ DE L\S HACIEi\1>.\S PL'BLIC\S DE 1.:\S ,Í.R E:\S 

\ LÍ.S l ' HBA:\IZ.\D \S 

Las tendenc ias demográfic as observadas en Méx ico y la 
reorientac ión geográfica de las inversiones y la producción 
a partir de la apertura comercia l han provocado que e l as­

pec to hace ndario munic ipal adquie ra mayor rel evanc ia como 

2 1. Dani e l Cohen , Th e Wealth of th e World and th e Po ve r/y of 
Na tions , The MIT Press, 1998 . 
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consecuencia de l incremento en los retos de las haciendas ur­
banas para fo rtalecer sus bases fiscales en correspondencia con 
la neces idad de dar dirección al desarrollo económico de las ciu­
dades y cumplir con las funciones de: 

• Asignación de recursos para la prov isión de bienes públi­
cos. Los gobiernos locales tienen que intervenir en la economía 
para suministrar una creciente demanda de bienes y servicios pú­
blicos. Al estar más cerca de la poblac ión objetivo, este nivel de 
gobierno presenta las mayores ventajas para replicar las prefe­
rencias de la soc iedad. Generalmente se acepta que en la medi­
da en que las juri sdi cc iones gubernamentales de actuac ión sean 
más pequeñas, mayor será la probabilidad de que la provi sión 
de bienes y servic ios públicos max imice e l bienestar soc ial. 
Asimi smo, debe as ignar recursos para crear las bases institu­
cionales que permitan mitigar los efectos noc ivos de las fall as 
de mercado: ex ternalidades, economías crec ientes de escala, 
presencia de bi enes públicos, defi ciencia en la definición de los 
derechos de propiedad, entre otros. En resumen, es en las ciu­
dades donde la intervenc ión de l gobierno desempeña, por me­
dio de su hac ienda pública, un pape l más acti vo para corregir, 
guiar y compl ementar c iertos as pec tos en la asignación de re­
cursos que e l mercado por sí so lo no puede lograr. 

• Di stribución de l ingreso. Los gobiernos locales tienen la 
capacidad de reali zar es ta función mediante la provisión de cier­
tos bienes y servicios públicos que sirven como igualadores de 
bienestar entre los grupos de ingreso de la poblac ión. Por ejem­
plo, la brecha en términos de ingreso se traduce en la capac idad 
de algunas famili as para obtener ciertos bienes y serv icios pri­
vados, mientras que las menos favo rec idas por su baj o nivel de 
ingresos tienen que sacrificar consumo. Las di ferencias aumen­
tan si además del sacri ficio en términos de bienes y servic ios 
pri vados que tienen que asumir las fa mili as de bajos ingresos, 
también tienen que pri varse del consumo de bienes y servicios 
públi cos: ag ua potable , drenaje o transporte público. Es en ese 

la agenda para las ci udades 

se nti do que e l gas to func iona como igualado r en términos de 
consumo y cuando el go bierno es más efic iente para reducir la 
brecha en la dis tr ibución de l ingreso. 

• Es tab ili zación. Cada ciudad ti ene su propia trayectoria de 
creci mi ento, que de pende ele su parti cul ar co mpos ic ión secto­
ri al, base de empleo, tende nc ias pob lac ionales, dotac ión de re­
cursos nat ura les e in vers ión públi ca, entre otros facto res. Así, 
con e l gas to púb li co los gobie rnos loca les pueden pro mover la 
construcc ión de in fraes tructura que rev itali ce zo nas e induzca 
la creac ión de empleos en períodos ele contracció n económica: 
la construcción de sistemas masivos de transporte o via li dades 
son ejemplos comunes. Cabe destacar que aun cuando es desea­
ble contar con instrumentos que mitiguen los efectos de las con­
tracc iones económicas , las fl uctuac iones del ingreso agregado 
de la comunidad afec tan la capac idad de las hac iendas locales 
para financ iar e l gasto, por lo que surge el de ba te sobre la con­
venienc ia ele que los gobiernos loca les instrumenten o no polí­
ticas contracíc li cas as umiendo que és tas se traducirán en défi­
ci t presupues tarios y endeudamiento. Sin embargo , pocas han 
sido las di scusiones acerca de los princ ipios normativos que se 
deben seguir en materi a de po líticas locales contracíc licas Y 

Tradic ionalmente, en la teoría de las finanzas públ icas, las 
funciones de di stribución y ele estabili zación se consideran fu era 
del ámbito local; si n embargo, no se debe o lvida r que en las ciu­
dades se genera la mayor parte de la riqueza nac ional y que tam­
bién ahí se presentan las grandes carencias socia les . Según el 
estudio de la Conapo sobre marginalidad en las zonas urbanas, 
37 ele las AMU del país mantienen en la tercera parte de su terri ­
torio altos índices de marg inación; su peri fe ri a , genera lmente 
debida a la inmigración, se carac teri za por zonas de asenta­
mientos irregulares carentes de serv ic ios de agua, drenaje, in ­
fraestructura educati va , entre otros. La única respues ta a es ta 
realidad es un mayor gas to públ ico para ampli ar la in fraes truc­
tura bás ica. 

Aun cuando las razones de incrementar el gas to públ ico en 
las ciudades son c laras, en la prác ti ca poco han podido hacer los 
gobiernos locales para correg ir fa ll as de mercado, di stri buir e l 
ingreso o es tabili zar sus economías . El diagnóstico ele la estruc­
tura y el crec imiento del gasto de las AMU así lo de muestra. 

Durante e l período 1989- 1996 las hac iendas públicas de los 
municipios donde se as ientan las 4 1 AMU del pa ís (se exc luye 
al Di strito Federal, que mantiene una estructura fiscal que com­
bina po testades munic ipa les y estata les) ejercieron en prome­
dio 48 % del gasto total realizado por los municipios del país, 48 % 
del des tinado a obra públi ca y fo mento y 49% del de admin is­
tración. 

La estructura porcentual de los egresos de las AMU se carac­
teri za por la elevada parti cipac ión de los gas tos administrati vos 
en el total de su presupues to, que duran te el período de análi sis 

22 . La trayec tori a eco nóm ica de las c iudades mant iene rezagos o 
ade lantos co n respecto al c ic lo económico naciona l y en casos espe­
ciales, como el de Tiju ana, la economía urba na manti ene un compor­
tam iento contracíc lico a l nac iona l. James Buchanan , Public Finan ce 
in Demacra tic Process , Blac kwe ll. 198 8. 
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constitu yó en promedio 63% del total de los egresos ejercidos 
por las haciendas públicas de las AMU. El segundo concepto en 
importancia lo constitu yeron los gas tos efectuados en obras 
públicas y de fomento, que promediaron 26% del gasto total. 
Finalmente , el gas to correspondiente al servic io de la deuda 
pública de esas áreas parti cipó con 5% del gasto total (véase la 
gráfica 15). 

Los gastos administra ti vos registraro n un crecimiento pro­
medio anual de 5% en términos reales, muy superior al obser­
vado por el gas to en obras públicas y de fomento cuya tasa de 
crecimiento real fue de 0 .7%. El rubro más dinámico en el pe­
ríodo fue el gasto asoc iado al pago y servicio de la deuda, el cual 
crec ió a una tasa real de 12% anual. De lo anterior se despren­
de que, a pesar de la importancia relati va de la recaudación de 
las AMU , éstas han tenido que enfrentar las pres iones provenien­
tes de un cada vez mayor gasto corriente dirigido a cubrir las 
erogaciones cotidianas derivadas de los servicios que prestan las 
áreas y que crecen más que proporcionalmente con re lac ión al 
crec imiento del territorio urbano . En contrapartida, poco mar­
gen han tenido para financiar con recursos propios la obra pú­
blica para ampliar la cobertura de los serv icios, tan necesari a 
desde e l punto de vista de la di stribución y la estabilización. 23 

En materi a de los gastos asociados a la deuda cabe destacar 
el fuerte crecimiento observado en los años recientes debido a 
que las AMU dec idieron utilizar ese instrumento para financiar 
un mayor gas to de infraestructura. S i bien su participac ión pro­
medio en el total del gasto de las áreas se mantiene en un rango 
aceptable -entre 7 y 10 por ciento-, es claro que para algu-

23. Muchas de las ac tividades que reali zan los gobiernos locales 
no son tecnológicamente progres ivas, es dec ir, son acti vidades en las 
que es difícil adoptar innovaciones que permitan intensificar el uso 
de capital e incrementar la producti vidad del trabajo y por lo tanto 
reducir costos; a lo an teri or se le denomina "enfermedad de Baumol". 
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nas haciendas en parti cular debe representar cargas importan­
tes que afectan el desempeño de sus funciones, por lo que cabe 
preguntarse hasta dónde se puede llegar en el empleo de ese ins­
trumento y en qué medida la decisión de endeudamiento de las 
AMU constitu ye la mejor alte rnati va de fin anciamiento de pro­
yectos específicos de inversión o de restri cciones al gasto por 
insuficiencia de recursos fiscales. Esto conduce necesariame nte 
al análi sis de la estructura y la evolución de los ingresos de las 
AMU. 

La importancia económica de las AMU también se refl ej a en 
que ellas generan la mayor parte de los recursos fiscales del país. 
Sus posibilidades para incrementar sus ingresos en correspon­
dencia con las neces idades de gas to son limitadas y es tán suj e­
tas al conjunto de responsabilidades y potestades fisca les que 
les corresponden. En términos generales , los ingresos que per­
ciben las ciudades pueden clasificarse, según su fuente, en tres 
tipos: los que provienen de sus potestades loca les de ingreso , de 
la recaudac ión federal parti cipable y de los recursos deri vados 
de transferencias federales o estatales . 

Durante e l período de referencia, la recaudac ión de ingresos 
propios obtenidos en las AMU constitu yó 6 1% de los ingresos 
totales que por fuentes loca les de ingresos obtu vieron todos los 
munic ipios del país. Esta participac ión contras ta con el tota l de 
recursos federales y estatales participados a las AMU , los cua­
les representaron 39 % de los recursos di stribuidos a los muni ­
cipios del país . Las AMU registran un alto porcentaje en el uso 
de endeudamiento como fuente para financiar su gasto ( 4 7% del 
registrado por el total de muni cipios del país) . Las fuentes lo­
cales de ingreso están usualmente restringidas a impuestos cuya 
base ofrece poca "movilidad" en términos fisca les , es deci r, están 
asociados en lo general con ac ti vidades o bienes cuyo origen o 
res idencia es claramente identificable y presentan pocas opor­
tunidades de mov ilidad con fines de evas ión fisca l. Entre las 
principales contribuciones con que cuentan las ciudades es tán 
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los impuestos a la propi edad inmobili aria y en algunos casos el 
impuesto sobre nóminas . Ad icionalmente, las ciudades cuentan 
con una segunda gran fuente prop ia de rec ursos deriva da del 
cobro de algunos se rvicios, principalmente los de registro pú­
blico, registro de la propiedad y el comercio, control ve hicular 
y cobro por sumini stro de agua (véase la gráfica 16).'4 

Durante el período 1989- 1996, los ingresos totales de las AMU 

creci eron a una tasa medi a anual de 3.6%. El principal ori gen 
de los ingresos fue la recaudac ión por concepto de sus fuen tes de 
ingreso loc al, la que representó 48 % del total de los ingresos 
de las AMU y cuyo crecimiento rea l fu e de 2% medio anual. Cabe 
destacar que el dinamismo de los ingresos propios durante el perío­
do de referencia fue menor que el registrado por otras fuentes de 
ingreso. Las participaciones y transferencias otorgadas tuvi eron 
un crecimiento real anual de 5%, mientras que el rubro de deuda 
pública creció a una tasa anual de 26% real (véase la gráfi ca 17) . 

Los crecimientos alcanzados por cada una de las fuentes de 
ingreso de las AMU han originado una transformaci ón gradual 
de su estructura que lleva a una paulatina pérdida de su autono­
mía financiera y una mayor dependencia del comportamiento 
de los ingresos federales y ele su capacidad para endeudarse. 

En el caso del Di strito Federal , la evolución ele la estructura 
de ingresos en el período muestra una trayectoria diferente. Los 
ingresos propios constituyeron el motor principal de la hacien­
da local, al mostrar una participación creciente en el total de los 
ingresos percibidos por la entidad (56 %). Durante el período 
1989-1996 los ingresos propios del Distrito Federal crecieron 
a una tasa media anual rea l de 5%, mientras que las participa­
ciones federales observaron una tasa media anual negativa de 
2%. Destaca, al igual que para el promedio de las AMU, el cre­
cimiento de la deuda pública hacia finales del período. 

Del diagnóstico se desprende que ante la insuficiencia de 
recursos fiscales -propios y participac iones-, a pesar de los 
crecimientos reales obtenidos durante el período 1989-1996, las 
haciendas de las AMU tuvieron que acudir al endeudamiento para 
financiar sus programas de obras. 25 Aun así, la participación de 
los gastos en obra pública y fomento es baja en comparación con 
las necesidades de las AMU. ¿Cómo promover una mayor recau­
dación que dé a las haciendas públicas mayores posibilidades 
de acción para cumplir con las funciones locales? Quizá la res­
puesta se encuentra en el actual arreglo hacendario . 

En 1980 se creó el Sistema Nacional de Coordinación Fiscal 
ante la necesidad ele contar con un marco fiscal con mayor efi­
ciencia y equidad. A su amparo , los diferentes niveles de gobier-

24. La razón por la cual las fuentes de ingreso local se refi eren al 
cobro de los servicios que la ciudad proporciona y a fac tores con poca 
movilidad fi scal es bás icamente la neces idad de ev itar conductas de 
evas ión fi scal que en el caso de los impuestos al consumo o al ingre­
so se podrían facilitar con la ex istencia de impuestos loca les con un 
bajo grado de homologación con otras regiones o en tidades . 

25. Esta alternati va de financiamiento del gasto loca l se vio favo­
rec ida por la ampliación de las oportunidades de crédito que se ob­
servaron a partir de la privati zac ión de la banca y del mayor acceso al 
mercado intern ac ional de capitales de los bancos de desarrollo, como 
el Bano bras . 
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no derogaron o suspendieron diversos impuestos y derechos en 
favo r de la Federación , establec iéndose un mecanismo de com­
pensación entre el gobierno federal y los estados que la mayo­
ría de las veces no se rep licó entre estados y municipios, con­
forme al principio ele resarcimiento , mediante el cual los di versos 
niveles de gobierno reciben participaciones de los ingresos fe­
derales recaudados. 26 Sin embargo , a partir de 1990 los crite­
rios de as ignación de las participaciones cambiaron, para pri ­
vilegiar la di stribución con base en el número de habitantes que 
res ide en las entidades y disminuir los recursos que se distribu­
yen con base en criterios resarcitorios. Para algunas AMU esto 
ha significado que los ingresos que reciben por esta vía no sean 
proporcionales a su aporte a la recaudación federal participable 
porque esta fi gura se replicó en varios casos en la relación en­
tre estados y municipios, pero en la mayoría los criterios de dis­
tribución permanecieron bajo la di screcionalidad de la autori­
dad hacendaria es tatal. 

El problema del arreglo fiscal actual es que , en el mejor de 
los casos, por atender el deseo de redistribuir recursos de las en­
tidades y municipios más ricos hacia los más pobres para redu­
cir la desigualdad interregional , se olvidaron dos aspectos: a] que 
el sistema de participaciones se creó conforme al principio de 
ces ión de potes tades en favor de una mayor equidad y eficien­
cia fiscales y a cambi o de un resarcimiento proporcional , y 

26. Las participac iones en ingresos fede rales constituyen ac tual­
mente la segunda gran fuente de ingresos de las ciudades. Se trata de 
recursos no condicionados cuyos mecanismos de di stribución se es­
pecifican en la Ley de Coordinación Fiscal y en algunos casos por leyes 
estata les de coordinación. 



comercio exterior. abril de 1999 

b] que las ciudades se enfrentan a l reto de mantener la vitalidad 
de sus economías urbanas y, a la vez, reducir las des igualdades 
en e l te rrit orio urbano. El criterio so l iclario e ntre reg iones ganó 
sobre e l criteri o so lidario de ntro ele las c iudades . 

Las c iudades requieren ele un soporte fi sca l adic iona l que les 
permita enfre ntar las cargas soc iales ele su condic ión ele AMU. 

U na forma ele empuj ar hac ia un modelo hacencl ari o so lidario y 
más equitati vo es devolverl e el carác ter resarcitorio al sistema 
ele partic ipaciones. Con e ll o se lograría otorgar recursos adicio­
na les a las AMU y generar los incentivos correctos ele recauda­
ción . En la med ida e n que e l monto ele las parti c ipac iones es té 
atado a l desempeño fi scal ele las hac ie ndas locales, mayor será 
el esfue rzo para dotar ele mayor efi c ienc ia a la recaudación. 

Al parecer, el s istema ele coordinac ión as umió un modelo ele 
sum a ce ro en e l que algunos ganan y o tros pierden, en vez ele 
pugnar por uno ele ganar-ga nar. Conforme al criteri o resarcitorio, 
en la medida en que las AMU incrementen su esfuerzo fiscal e 
instrumenten modelos más efic ientes ele recaudac ión, la Fede­
rac ión ge nera rá a su vez mayores recursos para redi stribuir y 
apoyar a las zo nas con mayo res atrasos . 

H .\ CIA Le\ AG E;\DA DE L.\ l'OLÍT JC.\ ECO · ó~ JJ L\ 
DE L AS CIUDADES 

Para avanzar en la agenda ele las ciudades en la po líti ca econó­
mica ele Estado deben considerarse al menos tres aspectos: 
1) Preoc upa la c iudad porque no se ha estudi ado y no se ha 

gene rado la info rmación necesari a para anali za r y eva luar e l 
efec to ele las decisiones ele po líti ca económica e n cada una ele 
las c iudades y en su bienestar. Cada c iudad responde ele mane­
ra difere nte ante la política económica. No se puede dejar pasar 
que c ualquier política gubernamental que repercuta en la com­
posición ele la producción afec tará potencialmente e l grado y la 
direcc ión ele la concentrac ión urbana. 

Po r ejemplo : la dec isión ele abrir la economía al comercio se 
concibió como una forma ele promove r e l bie nestar económico 
como un todo e incrementar su proclucti vici ad y compet iti viciad; 
s in embargo, no se previó, al menos ele manera explícita, que con 
esta nueva reg la se tendrían c iudades ganadoras y perdedoras y 
quizá la deci s ión de cambio estructural pudo acompañarse ele 
medidas compensatorias que mitigaran los efectos adversos para 
las ciudades perdedoras. La apertura y el TLCAN alteraron el equ i­
librio el e localización indu strial al modifi car la dinámica ele la 
Ci udad ele Méx ico y promover la descentral ización hacia las 
c iudades eme rgentes que se conso lidan como opción de loca li ­
zac ión industri al por la cercanía a l nuevo mercado relevante . 
Otro ejemplo es la clespetro lizac ión ele la economía. Mientras 
que la mayor parte del país entraba en una etapa ele crecimiento 
e n la primera parte ele la década ele los noventa , las ciudades 
petroleras (Coatzacoalcos , Poza Rica , Madero , e ntre otras) su­
frían los e fec tos de l proceso sin que e l país lo advirtiera . 

En cambio se podrían citar ejemplos donde las decisiones de 
cambio es tru c tural fortal ec ie ron las ventajas comparativ as 
de las ciudades. La apertura y e l TLCAN reforzaron la capacidad 
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de generac ión de riqueza de la franja fronter iza (destacan C iu­
dad Juárez y Tijuana) y de algunas c iudades con potencial expor­
tador (León es un ejemplo) Y 

2) Algunos observadores podrían argumentar que és te es un 
as unto local y que en el futuro só lo podrían entrar y mantenerse 
en e l s is tema g lobal de ci udades aque llas que logre n combinar: 
desarro llo de ideas; di seño y desarrollo de nuevos produc tos; 
capital humano especializado y con habilidades técnicas y em­
presarial es que permitan la continua innovac ión; infraestructura 
que soporte producc ión de alto va lor agregado y de mínimo cos­
to; comerc ializadoras con conex iones sufi c ientes para fac ilitar 
el comercio exte ri or, y un gobierno que realice un esfuerzo de 
co laboración sobre todo e n materi a de capaci tación y adiestra­
mie nto e investigac ión y desarrollo tecno lóg ico 2 8 La pregun­
ta inmedi ata es: ¿ ti enen los gobi ernos loca les los instrume ntos 
adecuados y sufic ie ntes para ll evar a cabo estrategias que pro­
muevan y apoyen trayectoria s de c recimiento sustentable? La 
ex peri e nc ia muestra que no. 

Un ejemplo claro es el de las c iudades con una ampli a base 
maquiladora, las cuales se han consolidado como centros indus­
tri a les de ensamble y armado ele productos de exportac ión pero 
que no cuentan con la capacidad para profundizar su indus tria­
lizac ión mediante e l desarro llo de proveeduría debido a precios 
no competitivos de los in sumos producidos en Méx ico, falt a de 
contro l de ca lidad y di seño, tiempos de entrega inadec uados e 
incapac idad de surtir grandes volúmenes. Hay algunos esfuer­
zos, aú n insufi cie ntes pero prometedores , de gobiernos locales 
y estatales para apoyar y coordinarse con los sectores industriales 
para fac ilitar la ce rtificac ión de ca lidad y en otros casos para 

27. Para Kru gman y Hanson la ape rtura de la economía mex ica­
na red uj o la atracc ión gravitac ional de la C iudad de Méx ico , y e l de­
clive de l arreglo centro-periferia parece un proceso acum ul ativo que 
se fortal ecerá en e l ti empo. Es ta mi sma idea la reafirman Krugman y 
Liv as al mencionar qu e, en un a economía re lativamente cerrada al 
comerc io ex terior, los es labonam ientos hac ia de lante y hacia atrás son 
lo sufic ientemente fuertes para promover e l surgimiento de c iud ades 
de gran esca la y que en la medida en qu e una economía co mo la mex i­
cana se ab re a l co merc io , las fue rzas de ri vadas de eslabonamientos 
se red ucen y se fortalecen las fuerzas ce ntrípetas que promueven el 
desarro ll o de un sistema de c iud ades . Por su parte , Kresl es tablece 
que en e l límite de la generali zac ión e l decl ive o crecimiento de las 
ciud ades es tá atado a: a] e l es tado de sus prin c ipale s industrias; b]los 
efec tos diferenc iados de cambi os en tecno logía; c]la competencia de 
nu evos países industrializados, y cl.l al incremento en la ex posición a 
eve ntos qu e oc urren en una economía más abierta. Paul Kru gman y 
Gorclon Hanson , "Mex ico-U .S. Free Trade and Location Production", 
en Pe ter M. Garber (ed.), The Mexico-U. S. Free Trade Agreement , MIT 

Press , 1993 ; Paul Krugman y Raú l Livas Eli zondo, "Trade Policy and 
the Third Worlcl Metropoli s", Jau m al oJDeve/opment Economics, vol. 
49, 1996, pp . 137- 150, y Pete r Karl Kres l, Th e Urban Economy and 
Reg ional Trade Libera /i zation , Praeger Publi shers, 1992. 

28. Moss señala que la creenc ia popular de la neces idad de mante­
ner bajos sa lari os o incenti vos fisca les en la práct ica sólo ha desem­
peñado un papel muy reducido y nula capac idad de atracc ión de em­
presas . Ro sabe th M oss Kante r, "Thriving Loca ll y in the Global 
Eco nomy" , Harvard Busin ess Revie H', septiembre-octubre de 1995 . 
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a agenda urbana debe ir encaminada a: a] facilitar que las ciudades 

cuenten con las herramientas y las bases institucionales que 

promuevan su desarrollo económico y eliminen las desigualdades 

dentro de ellas, y b] que las diferencias en términos de dotación de 

recursos y localización entre regiones se minimicen mediante la 

provisión de infraestructura. Por ello, será preciso buscar modelos 

de distribución de recursos que permitan a las ciudades 

incrementar sus posibilidades para financiar infraestructura 

pública 

enlazar los sistemas de educación y capacitación formales a las 
necesidades específicas de las industrias locales. De gran apo­
yo para el desarrollo de las AMU sería un programa de acción 
industrial nacional , en donde gobierno -local, estatal y fede­
ral-, ramas y cámaras industriales trabajaran conjuntamente 
en áreas de diseño industrial, certificación de calidad, adecua­
ción de entrenamiento y capacitación formal y diseño desiste­
mas de información para ventas consolidadas. La asignación de 
los recursos fiscales podría hacerse por concurso y dirigirse a 
aquellos proyectos mejor formulados y en donde el sector pri­
vado estuviera más comprometido a aportar parte de los recur­
sos necesarios. Lo anterior no violaría el principio de no favo­
recer sólo a algunos sectores y minimizaría el efecto fiscal de 
una acción de gobierno que induce externalidades positivas . 

Todo lo anterior no implica cuestionamos si es necesario 
promover en cada ciudad sectores específicos: agricultura frente 
a industria, exportaciones frente a sustitución de importaciones, 
industria pesada frente a ligera o manufacturas frente a comer­
cio o servicios. Tampoco se trata de involucrar las decisiones 
de política económica en los procesos de inducción de inversio­
nes mediante eslabonamientos industriales hacia atrás y hacia 
adelante; 29 eso le toca al sector privado y a cada ciudad . La 
agenda urbana debe ir encaminada a: a] facilitar que las ciuda-

29. Albert O. Hirschm an , op. cil . 

des cuenten con las herramientas y las bases institucionales que 
promuevan su desarrollo económico y eliminen las desigualda­
des dentro de ellas, y b] que las diferencias en términos de do­
tación de recursos y localización entre regiones se minimicen 
mediante la provisión de infraestructura. 

En el primer caso, será preciso buscar nuevos modelos de 
distribución de recursos que permitan a las ciudades incrementar 
sus posibilidades para financiar infraestructura pública que eleve 
el bienestar de la población en general y facilite e l desarrollo 
económico. Para ello se debe reconsiderar la vuelta al criterio 
resarcitorio en el sistema de participaciones, no olvidar que para 
el país en su conjunto es igual de importante eliminar diferen­
cias interregionales como intrarregionales y que las ciudades se 
enfrentan a cargas sociales crecientes que atentan contra su via­
bilidad económica y social. 

En el segundo caso, es generalmente aceptado que la políti­
ca económica debe promover la estabilidad, una mayor compe­
tencia y brindar certidumbre a los agentes económicos, lo que 
favorecerá los procesos de inversión y crecimiento económico; 
caeteris paribus, también reforzará el proceso de urbanización 
de ciudades ganadoras, aunque dejará en desventaja a las que hoy 
son perdedoras . En esta dinámica los recursos se asignarán en 
aquellas zonas que ofrezcan las mayores ventajas comparativas 
o las ventajas que las economías de aglomeración, cualquiera 
que sea su naturaleza, otorgan a individuos y empresas. Por ello 
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es deseable compensar mediante e l gas to público federal las 
desventaj as comparativas de locali zación y de equipamiento 
urbano . La opción de que las ciudades compitan entre sí y que 
aquellas con mayo r capac idad crezcan y se desarro llen y los 
recursos se reas ignen de la mejor manera en e l territorio nac io­
nal sin duda tendría costos e levados en términos de bienestar en 
el corto plazo. Es necesario intervenir con instrumentos compen­
satorios que pongan a los agentes económicos de las ci udades 
en dec li ve en una trayec tori a de crec imiento económico . Una 
agenda mínima consisti ría en fac ilitar la movilizac ión de recur­
sos y en parti cular de famili as desde las c iudades perdedoras 
hac ia las ganadoras 

3) Finalmente, la agenda de las ciudades debe incorporar un 
repl anteamiento de las funciones del gobierno federal en escala 
local, conforme a sus ventajas comparativas. Ya no se trata, qui zá 
como en un pasado no muy remoto, de que e l gobierno federa l 
actúe por una supuesta incapacidad administrativa y de super­
visión de las autoridades locales . La presencia federal tiene que 
justi ficarse a parti r de criterios de eficiencia soc ial en la as igna­
ción de recursos para sati sfacer las neces idades colec tivas . 

Se proponen tres criterios de decis ión: a] ¿puede e l gobier­
no federal fac ilitar los cambios insti tuc ionales que requieren las 
c iudades?; b] ¿puede correg ir e l gobierno federal las ex ter­
nalidades asoc iadas a las c iudades?, y e] ¿puede influir el go­
bierno federal en e l uso y aprovechamiento de los rec ursos co­
munes? 

La nueva economía urbana ha fac ilitado la comprensión de 
las di fere ncias entre los bienes y servic ios auténticamente pú­
blicos (seguridad) y los que son pri vados o semiprivados (agua 
y transporte). Sin duda los avances tecnológicos han contribu ido 
a dicha di fe renciac ión al fac ilitar la individuali zac ión de los 
derechos de cobro por el uso de servicios tradi c ionalmente pú­
blicos . S in embargo, las instituciones legales y administrati vas 
no han avanzado al mismo tiempo y los gobiernos locales siguen 
a cargo de tareas que el mercado o los organismos de coordina­
ción metropolitana pueden reali zar con ventaj a. 

Los casos del agua y el transporte son ilustrati vos: en ambos, 
el bien o servicio puede tener un tratamiento privado, con una 
extensa parti c ipación de empresas pri vadas en procesos de su 
cadena de producción y di stribución; en ambos casos la natu­
raleza de las redes es independiente de límites políticos y admi ­
ni strativos. Se antojan arreglos institucionales que fac iliten tanto 
la participac ión privada reglamentada por las autoridades locales 
como la creac ión de organismos metropolitanos. En esta tarea 
el gobierno federal tiene ventaj as para reali zar los cambios le­
gales indispensables que pueden incluso alcanzar la norma cons­
tituc ional, por ejemplo en materi a de las fac ultades municipa­
les. 

Un segundo gran campo de actuac ión fe deral aparece con las 
externa lidades asoc iadas a distintas dec isiones y ac ti vidades 
urbanas. Por una parte se encuentran todos aquellos casos de 
ex ternalidades pos itivas, por ejemplo, tratándose de inversio­
nes en capital humano, salud y educación, o en investigac ión 
científica y desarrollo tecnológico. Es probable que cualquier 
ciudad ofrezca una cantidad insuficiente de dichos bienes y ser-
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vic ios por la dificultad de capturar plenamente todos sus be ne­
ficios ; esto podrá oc urrir independientemente del arreglo pri ­
vado-público en la ciudad . 

E l transporte ofrece otro grupo de ejemplos en los que las 
externalidades reducen el bienes tar soc ial que surge de las ac­
tividades de agentes loca les. Es necesario ampliar los sistemas 
de transporte de pasajeros y de mercancías que reduzcan los tiem­
pos y costos de tras lado intermu nic ipa les e interestatales. La 
infraestructura portuari a, de ferrocarriles, de trenes suburbanos 
e interu rbanos requ iere del impul so ordenado de recursos pú­
bli cos federa les. 

Ocurre con frecuencia e l caso opuesto, es dec ir, que las ex ter­
nalidades asoc iadas a las c iudades son de índole negativa; el 
ambiente proporciona un sinnúmero de ejemplos . El equilibrio 
que se alcanza en cualquier ciudad en la emi sión de partículas 
contaminantes puede exceder con mucho los ni veles soc ialmente 
óptimos sin que dic ha ciudad tenga los incentivos para reduc ir­
los, sobre todo si la ex ternalidad se manifiesta en un sentido li ­
teral, es dec ir, fuera de las fro nteras de la ciudad en cuestión. 
Piénsese en la contaminac ión ambiental y en las descargas de 
aguas residuales en cauces nac ionales . 

Es necesari a la intervención del gobierno federal para esta­
blecer premios y cas tigos que induzcan las acc iones de los go­
biernos loca les para prevenir la contaminac ión o bien la coope­
ración entre éstos para que emprendan programas de invers ión 
que superan las pos ib ilidades de cualquier gobierno. Un ejem­
plo rec iente lo ofrece e l Programa de Saneamiento de la Cuen­
ca de l Valle de México, donde só lo la infl uencia federal pudo 
conci li ar di versos intereses locales: los de un grupo de munic i­
pios para construir una red de di str ibución, los del Distrito Fe­
deral por cumplir con normas de descarga y los del Estado de 
Méx ico para aprovec har efic ientemente las aguas del siste ma 
Cutzamala-Temascaltepec. 

Un caso particularmente delicado y ac tu al es la seguridad 
pública, pues la naturaleza de las redes del crimen organizado 
supera con mucho la capacidad local para contener y eliminar 
los delitos . La creac ión de un sistema polic iaco federa l y la re­
visión de las barreras juri sdi cc ionales a la persecución del c ri ­
men organizado fuera de cualquier ámbi to iocal son ejemplos 
del papel que el gobierno federal desempeña en las ciudades sin 
afectar la correcta asignac ión de los recursos económicos. 

En conclu sión: ya sea que las externalidades sean pos itivas 
o negati vas, la ac tuac ión federal podrá inducir desplazamien­
tos en la demanda o en la oferta de esos bienes y servicios que 
ajusten la cantidad intercambiada a su equilibrio soc ial. 

No menos importante puede ser la actuac ión del gob ierno 
fe deral en materia de uso y aprovechamiento de los recursos co­
munes, puesto que algunos agentes económicos locales pueden 
tener incent ivos para sobreexpl otarlos. Piénsese en c iudades 
cos teras con capacidad para explotar en exceso rec ursos pes­
queros o cuyos habitantes invadan zonas de protecc ión ecológica 
aprovec hando en ambos casos la cláusul a económica de no ex­
clusión. La correcta as ignac ión de los recursos comunes pare­
ce neces itar la intervención de las autoridades federales mediante 
programas de premios y castigos que conduzcan a un equilibrio 
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que sea soc ia lmente e fici e nte y no só lo desde una perspec ti va 
loca l. 

Si bien la age nda de programas y acti vidades de l ámbito fe­
deral en las c iudades no es ex hau sti va y puede y debe disc utir­
se, lo que ya no puede sos layarse es la necesa ria co laborac ión e 
interve nción federa l en el ámbi to loca l. La res tri cc ión federal 
limita e impone ti empos de ejec uc ión pero no justifica que la 
política económica de Estado omita los lineamientos y crite ri os 
generales ele respon sabilidad federal para favorecer e l desarro llo 
de las c iudades más grandes del país y por consiguiente del seg­
mento más amplio de su poblac ión. 

Co'\~ IDER \C I0:\1 ·: ~ 1· 1'\ .\ J.Fs 

Tal vez por la abrumadora experiencia que durante dece­
nios representó para e l sec tor público la ag lomerac ión 
s in precede ntes de l Distrito Federal y e l deseo de redu­

cir los rezagos lace rante que se observan en las zonas rurales 
del país, se han hecho a un lado los beneficios y retos que im­
plican las ag lome rac iones urbanas . Sin embargo, hac ia e l fin 
del milenio se debe voltear hacia las ci udades ya que son e ll as 
las que: 

• Concentran la mayor parte de la población del país y repre­
sentan los principales polos de atracc ión de jóvenes inmigrantes 
que buscan mejores oportunidades de vida. Es ahí donde las 
cargas soc ia les se acrecientan en términos de mayores deman­
das de servicios de salud , educación, seguridad pública, vivienda, 
infraestructura y servicios públicos en genera l. 

• Generan la mayo r parte de la riqueza y e l emp leo de la na­
c ión y es en ellas donde el dinamismo económico requiere en 
mayor medida del acompañam ie nto de insumos públicos para 
la producc ión que fac iliten el desarrollo ele las activ idades del 
sector privado y de la población y el reto de hacer cons istente 
el crecimiento económico con la preservación ambienta l. 

• Aportan la mayor parte de la desigualdad del ingreso del país 
y concentran una a lta proporción de la poblac ión que vive con 
altos niveles de marginaliclad. 

• Enfrentan los desafíos inherentes a cualquier concentrac ión 
urbana s in contar con los instrumentos sufi cientes para so l ven­
tar los rezagos y las cargas sociales , así como dar sustentabilidad 
a su dinamis mo económi co. 

La disciplina fi sca l y la mayor autonomía del banco central 
para hacer viable e l combate contra la infl ac ión y la es tabil ida el 
macroeconómica, as í como la profundización del cambio estruc­
tural de la economía para favorecer un e ntorno económico más 
competitivo, no son sufi cientes para mejorar las condiciones de 
vida de la población si se olv ida la agenda de las ciudades. ~ 

Bibliografía adicional 

Batai ll on, C laude , Espacios mexicanos contemporáneos, Fon­
do de Cultura Económica y El Colegio de México, Méx ico, 
1997 . 

la agenda para las ciudades 

Baumol. William J.. "Macroeconomics of U nba lanced Growth: 
The Anatomy ofU rban Cris is' ' , A111erican Econo111ic Rel'iell ', 
núm. 57, 1967.pp.415-426. 

Beri sta in , Javier, y Ri cardo Samaniego, "Nuevas es trateg ias para 
e l finan c iami e nto urbano", 1998. 

Ca ldwe ll , John , Theorr of Fertility Declin e, Academic Press. 
Londres, 1982. 

CEDESS- IMSS, Estudio económico. demog ráfico y laboral en 
grandes ciudades, Méx ico, 1998. 

Secretaría de Finanzas, Diez Aiios de Finan zas Públicas del 
Distrito Federal. 1988- 1997, Departame nto de l Distrito Fe­
de ral , Méx ico, 1998. 

INEG I, En cuesta Nac ional de Empleo 1996, México . 
-,Encuesta Nacional de Empleo Urbano . Primer trimestre 

de 1987 al cuarto trimestre de 1997. 
-, En cuesta Nac ional de In gresos y Gastos de los Hogares 

1996. Tabulados y Bases de Datos 1992, 1994 y 1996, disco 
compacto. 

- , Estadísticas históricas de Mé.:rico, tomo l. 
--- , Finan z. as Públicas Estatales y Municipales de México, 

1989-1 993. 
Gramlich , Edward M. , "The New York City Fiscal Crisis: What 

Happened and What is to be Done?", American Economic 
Revie\11, vol. 66 , núm . 2, mayo de 1976. 

Hansen, Ni les, Th e Border Economy Regional Deve lopment in 
the Southwest , University ofTexas Press, 1981. 

Henderso n, Vernon , Ari Kuncoro y Matt Turner, " Industri al 
Deve lopment Cities", Joumal ofPolitica l Economy, vol. 103, 
núm. 5, 1995 . 

-, Urban Developm ent. Th eory, Fact and 11/usion , Oxford 
University Press, 1988. 

Henry G. C isneros (ed.) , lnterwoven Destinies, Cities and the 
Nat ion, TheAmerican Assembly, 1993. 

Kindleberge r, Charles P. , y Bruce Herrick , Economic Deve­
lopment , 3a. ed. , McGraw Hill , Nueva York , 1977 . 

Krugman, Paul , " lncreas ing Returns and Economic Geography", 
Joumal of Political Economy, vol. 99 , núm. 3, 1991. 

Poner, Michael E., "Ci usters and the New Economics ofCom­
petition", Harvard Business Review, noviembre-di ciembre 
ele 1998. 

Prud ' Homme, Rémy, Finan cing Urban Public Services. Hand­
book o./' Reg ional and Urban Economics, vol. Il, E. Mili s, 
Elsev ier Sci ence Publishers, 1987. 

Rubinfelcl , Danie l L. , Th e Economics of Local Public Secto 1: 
Handbook ofRegional and Urban Economics, vol. 11 , A.J. 
Auerbac h y M. Feldstein , Elsevier Sc ience Publi shers, 1987. 

SAIC, Sistema Automatizado de Información Censa l 3. 1, INEGI. 

Scalr D. , Elli ot , y Walter Hook, "The Impact of Cit ies to th e 
National Economy", lnterwoven Destinies. 

Skl air, Les li e, Assembling for Deve lopment. Th e Maquila ln ­
dustry in Me.rico and th e United States , Unwin Hyman Inc. , 
1989. 

Smith , Michael Pe ter, City, Sta te and Market, Blackwell , 1988. 
Un ike l, Lui s, El desa rrollo urbano en México: diagnóstico e 

implicacionesfuturas, El Coleg io de México, México , 1976. 



Restructuración regional-sectorial 
en México, 1980-1993: una evaluación 

• • • • • • • • • • BORIS GRAIZBORD Y CRESCENCIO 'RUIZ' ·. 

J '\TIWDllTIO 

Desde fin es de los años setenta Méx ico ha rea lizado notab les 
esfuerzos que, de manera explícita e implíc ita, han preten­
dido gui ar los procesos de urbani zac ión e industriali zac ión. 

Explícitamente, se inic iaron con un plan ( 1978- 1982) y después 
con dos programas nac ionales de desarro llo urbano ( 1984- 1988 
y 1990- 1994) a los que le siguieron ot ros instrumentos y medi ­
das más de co rte te rrito ri a l, como e l Plan Nacional de Desa rro­
llo Industri al ( 1979). Sin e mbargo, son más bien las políti cas "no 
es pac iales" las que han afectado profundame nte las dec is iones 
y e l comportamiento de los agentes econó micos y facto res de la 
producción. 

Los " trabajadores al trabaj o", o la migración de és tos, más 
que el " trabajo a los trabajadores", 1 ha s ido la pauta que marca 
y re fl eja de forma nít ida el proceso de urbani zac ión del país en 
sus primeras fases. Sin embargo, visto como un con tinuo cam­
bio de mográ fico , económico y soc ial en e l espac io geog ráfico 
nac ional, este proceso propició que se multipli cara e l núme ro 
y aumentara e l tamaño de las c iudades de l país. En términos 
cuantit ati vos, e ll o s ignificó un aumento de l vo lume n y la pro­
porc ió n de la pob lación nacio nal que habita e n loca lidades ur­
banas,1 así como un mayor va lor en la re lac ión e ntre e l incre­
mento de los hab itantes de éstas y e l crec imiento de la población 

l . H. Ri charcl son sinteti za en estos términ os los ex tremos ele la 
políti ca del desarroll o reg ional del Reino Un ido. H. Ri charcl son. 
Ele111 e11ts of Reg ional Economics. Penguin , Harmonclsworth. 1969. 

2. De 2 500 hab it antes , según los censos ele población hasta 1970. 
pero el e 15 000 o 20 000 hab it antes el e ac uerdo con dive rsos criterio s 
adoptados por orga ni smos internacional es y ana li stas con e l propó­
sito ele comparar países o sistemas económi cos. 

total. Del lado cualitati vo, es notable cómo la soc iedad mexicana 
modificó su perfil soc iode mográfico y su compo rtamiento po­
lít ico . 

No hay duda ahora de que la urbanización , a l parecer inevi­
tab le, re lac iona e l desarro ll o económi co y soc ia l de l país con e l 
crec imie nto de la población urbana y el número y e l tamaño de 
las c iudades, s i bien recientemente en alg unos países los cam­
bi os tanto e n la es tructura económica y soc ial reg io nal como en 
la direcc ión de la urbani zac ió n han dado lugar a un rep lantea­
mie nto de esa re lación. En efec to, la última revo lución tec no­
lóg ica e n las comunicac io nes y la informática ha marcado e l 
rumbo de la g lobalización y la apertura de las econo mías nac io­
nales. Ha permitido tambi én que los procesos producti vos se 
fra g mente n y a leje n de las fuentes trad ic io na les de insumos 
(energía, fuerza de trabajo, recursos natura les o materias primas) , 
así co mo de los mercados de consumo y de productos . As í, s i 
an tes las economías de escala exp licaban la concen trac ión geo­
gráfica de la población y las ac ti vidades económicas,3 ahora son 
las econo mías decrecientes de escala• las que pueden exp licar 
la descentrali zac ión de la actividad econó mica , sobre todo ma­
nufact urera. 

3. K. Mera, "On the Urban Agglomerat ion ancl Econom ic Effi­
ciency". Econo111 ic Development and Cultu ral Change, núm. 2 1, 1973, 
pp. 309-324. 

4. M. Priore y C. Sabe l, Th e Second In dustrial Divide: Possibi lities 
fo r PmsperitY, Basic Books , Nueva York , 1984. 

* Directo r de l Prog rama de Estudios A van :ados en Desa rrullo S us­
tenwble ."Medio Ambiente de El Co legio de Méxi co y profeso r in ­
ves tigado r del Ce 111 ro de Es tu dios Demog ráficos -" de Desarro llo 
Urbano de la misma instituc ión. respectiva 111 ente. 
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En el reduc ido espac io de es te ensayo se di scute la relac ión 
entre las políticas económicas y la apertura comerc ial y có mo 
ambas han incidido en e l desarro llo reg ional y el bienes tar de los 
di ve rsos sec tores y c lases soc ia les , vistas es tas últi mas co mo 
grupos de ingreso y en e l binomio empresa ri os-trabajadores. El 
trabajo comienza con un resumen de los princ ipa les elementos 
de la estrategia del desarrollo económico de México en los ochen­
ta , así como de la evolución de algun as variables demográficas 
y económicas urbanas en las últimas décadas. Después se des­
criben los cambi os secto ri ales por reg ión en e l período 1980-
1993 y se da cuenta de los efec tos de esos cambios en el empleo 
y los ingresos de los mex icanos. Por último, se presenta una breve 
recapitulac ión. 

L.\ ISI'J{ \TEt;! \ ECO '\Ó\II l'.\ DE 1.0'\ ()('11[\T\ 

E
n 1982 la economía mex icana entró en una profunda cri sis 
que para princ ipi os de 1986 mos traba algunos signos de re­
cuperac ión. En este último año se emprendió una es trate­

gia comerc ial que permitió ace lerar la integrac ión de la econo­
mía mexicana al sistema mundial. 

El período 1980- 1993 se puede di vid ir en vari as etapas. En 
efecto, en el primer quinquenio de los ochenta la cri sis econó­
mica se manifes taba abiertamente : devaluac iones sucesivas ; 
inflac ión superior a 100% anual ; desequilibrio en la cuenta co­
ITiente, que en 1982 ascendió a 2 685 millones de dólares; défi­
cit del sec tor público equivalente a 17% de l PIB , y una deuda 
externa de alrededor de 85 000 millones de dólares. La cri sis, 
al parecer, no era producto de la c ircunstancia, sino que tenía una 
profunda raíz es tructu ra l, como señalaron en su momento los 
estudiosos del tema. 

El problema de la deuda marcó un punto de inflexión impor­
tante del desarrollo mex icano. Cuando a finales de los setenta 
México registraba altas tasas de crecimiento económico y con­
taba con enormes reservas probadas de petróleo, le fue conce­
dida una gran parte de los créditos fin ancieros otorgados a los 
países en desarro llo . Sin embargo, a parti r de 1982 el endeuda­
miento externo fue la principallimitante para el crecimiento del 
país. Con las devaluac iones subsecuentes de la moneda, los ser­
vicios de la deuda se volvieron una pesada carga que se combi­
nó con un restringido acceso al financiamiento ex terno en los 
años siguientes. En 1980 , la deuda representaba 27 .6% de l PIB 
y en 1986 se elevó a 79.5 %. En 1987 el monto g lobal de la deu­
da ascendía a 102 400 millones de dólares. 5 

En el momento de la profundizac ión de la cri sis, la economía 
mexicana dependía de las exportac iones petro leras, que repre­
sentaban 75 % del va lor total de las ve ntas foráneas. La gradual 
reducc ión de la demanda internac ional del petró leo y la caída 
de su prec io permitían vislumbrar los graves problemas que se 
avec inaban para la economía nacional. Poco a poco e l gobier-

5. P. Wong Gonzá lez y P.L. Salido, "Libre comercio , integrac ión 
intern ac ional e impacto territori al en Méx ico", Estudios Sociales . 
Revista de In vest igac ión de l Noro este, vo l. 11 , núm. 4, 199 1. 

res tructurac ión regiona l-sectorial en méxico 

no reconoc ió las di ficultades de es ta fuerte depende nc ia y jun­
to co n la pres ión de organi smos financ ie ros inte rn ac ionales 
empezaron los pronunc iamientos por una mayor di versificac ión 
de las export ac iones . En la segunda mi tad de los ochenta, e l 
go bierno expresó su determin ac ión de mejo rar la balanza de 
pagos y recuperar la capac idad crediti c ia e impul só las expor­
tac iones no petroleras dentro de un marco de mayo r apertura 
económica, con el resultado de que los bienes intermedi os y los 
artículos de consumo duradero mostraron los mayores incremen­
tos 6 

El impul so a las export ac iones ex ig ió nuevas po líti cas y 
medidas deliberadas, entre las que se pueden mencionar: estímu­
los fi scales , derechos de exportac ión, reducc ión de impues tos 
a importaciones necesari as para exportadores y simpli ficación 
admini strati va para la exportac ión. Estas acc iones se institucio­
nali zaron mediante varios instrumentos normati vos como la Ley 
de Comercio Exterior de 1986, el Programa Nac ional de Fomento 
Indu stri a l y Comerc io E xterior, 1984- 1988, e l Prog rama de 
Fomento Integral a las Exportac iones de 1985 y, rec ientemen­
te, e l Progra ma Nac ional de Moderni zac ión Indu stri a l y de l 
Comerc io Exterior 1990- 1994 (Pronamice). As imi smo, se em­
prendieron otras medidas como las reformas económicas para 
incrementar la inversión ex tranj era en áreas producti vas antes 
res tringidas al capit al foráneo, lo que permitió que una vez que 
la economía mostrara signos de estabilidad, en parti cul ar des­
pués de 1985, se e levara el ingreso de capitales e inversiones 
ex te rn as. El go bierno di o inic io , también, a un a políti ca de 
pri va ti zac ión de las empresas públicas a fin de fo rtal ecer sus 
finanzas. Ese proceso se rea lizó de manera gradual, sobre todo 
desde 1986, y en febrero de 1990 se había dec larado la priva­
ti zación o la liquidac ión de 891 entidades y e l proceso había 
concluido en su totalidad en 69 1 casos. 

Esas medidas forzaron la transición definitiva del vi ejo mo­
de lo sustituti vo de importac iones o de "crec imiento hac ia aden­
tro" a o tro de apertura a l exte rio r o e xportador y, por tanto , 
descentralizador, de ac uerdo con las demandas de la nueva di­
vi sión internac ional del trabaj o y de la globali zación. Al mismo 
ti empo, los nuevos instrumentos de políti ca económica y la fir­
ma del Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN) 

indican la a lta prioridad concedida a la producción de mercan­
cías para la exportac ión y a la integración de bloques comerciales 
con otros países. Los efectos territoriales (negati vos o positi vos) 
que puedan derivarse de tales transformac iones no es tán aún 
claros en todo el país, pero ya se empiezan a sentir en algunas 
reg iones y c iudades, como se intenta mostrar en las siguientes 
secc iones . 

Evolución urbana e industrial 

La fase centr ípeta y concentradora que dio lugar al crec imiento 
demográfico y económico acelerado de las grandes ciudades. 

6. Un indicio de ello sería la composic ión cambiante de las expor­
tacio nes que hasta entrados los ochenta se basaban en el sec tor ex-
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sobre todo la Ciudad de México, va desde 1950 has ta 1970. Al­
gunos anali stas di vide n e n dos el período de la posguerra e n 
México : 1950- 1980 y 1980- 1990. El primero es el llamado "de­
sarrollo estab ili zador" o " milagro mexicano" y al segundo se le 
conoce como la "década perdida" , c uyos primeros síntomas 
co me nzaron a dibuj arse ya desde la primera cri sis petrol era 
mundi al de los setenta. En este trabajo se considera un período 
de ace le ración del crecimiento demográfico: desde 1950 hasta 
1970; 7 otro, de 1970 a 1980, en e l que dicho crecimiento se ate­
núa, y un tercero en e l que el país entra francamente en una fase 
de transic ión urbana. Ésta se presenta como una descentraliza­
ción económ ica y demográfica a favo r de las c iudades secunda­
rias de tamaño medio (de 100 000 a un millón) que crecen con 
tasas superiores a las de la capital, tanto e n población como en 
su producto industrial. 8 

La urbanización y el crecimiento económico contemporáneo 
del país se inic iaron en la segunda mitad del sig lo XX. El empleo 
y e l producto agrícolas comenzaron su caída abrupta en los cin­
cuenta , lo que acarreó una elevada inmigrac ión rural-urbana . Al 
mi smo tiempo, e n diversas ci udades principiaban -todavía de 
ma nera inc ipiente- las invers iones en se rvi cios públicos que 
hasta esos años só lo existían en las más importantes c iudades 
del país o en a lgunas capitales estatales . La Ciudad de México 
recibió la mayor proporción de la migración rura l y se benefi­
c ió de grandes inversiones de capital económico y soc ial (i nfra­
estructura fís ica y equipamiento social), pues el gobierno at i­
nadame nte parec ió reconocer la eficiencia de la concentrac ión 
en la etapa de despeg ue económico industrial. México entró así 
al c lub de países e n los que la pauta es e l crecimiento urbano­
más o menos concen trado- que permite o exige políticas de 
industrialización acelerada por sustituc ión de importaciones, 
apuntalada con el crec imiento del mercado interno y la deman­
da efec tiva concentrados en la capital. De manera paralela, la 
poblac ión urbana del país crec ió de 14.4 millones en 1960 a 24 
millones en 1970 y a 38 millones en 1980; pasó de 40.4% de la 
total en 1960 a casi 50% en 1970 y a más de 55 % en 1980; el 
número de las c iudades de 50 000 y más habitantes aumentaron 
de 46 e n 1960 a 60 en 1970 y 76 e n 1980. A mediados de los se­
tenta los indicadores del fe nómeno empezaron a mostrar signos 
de cambio : la tasa de urbanización se redujo de 1. 8% promedio 

u·ac ti vo (petró leo , principalmente). Éste concentraba más de dos ter­
ceras partes del total en 1980, 40% en 1986 y en 1989 se había redu­
cido a una tercera parte ; los productos de la industria manufac turera 
pasaron de 23 % en 1980 a casi 60% al fin del período. Nafin , La eco­
llOmíalllexicalla e11 cifras 1990, México, 1990. 

7. W. Ze lin sky, ''The Hypothesis of the Mobility Transition", 
G eog raphy Revie w, núm. 6 1, 1971 , pp. 2 19-249 . 

8. La transición demográfica de l país desde antes de los años cin ­
cuenta afectó la fecundidad y la mortalidad de las poblaciones y se 
relaciona, entre ot ras, con la expansión de los se rvicios públicos ur­
banos y la po líti ca soc ial de los gobiernos revolucionarios. Martha 
Mier y Terán y Cecilia Rabel , "Inicio de la trans ición de la fec undi­
dad en México. Descendencias de mujeres nac idas en la primera mi­
tad del siglo XX", Revista Mexi ca11a de Socio log ía , vo l. IV , núm . 1, 
enero-marzo de 1993. 
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anual durante 1960- 1970 hasta ll egar a só lo 1.3 % en 1970- 1980, 
cuando en 1950- 1960 habría ll egado al máximo hi stórico de 3.8 
por c iento .9 

En los lapsos 1950- 1960 y 1960-1 970 la Ciudad de México 
apenas comenzaba a expandirse fís ica y funcionalmente ; m os­
traba ya su vocación metropolitana. En 1980 el número de zo­
nas metropolitanas del país llegó a 26, mientras que la Ciudad 
de México -que en 1930 se había convert ido en una ci udad 
millonaria- albergaba en 1960 a más de 5.4 millones de h ab i­
tantes y 9. 1 millones en 1970. Por esos años e l área urbana de la 
cap ital había rebasado con creces los límites de la ant igua c iu­
dad y ocupaba territorio de llmunicipi os del Estado de Méxi­
co, entidad que rodea por e l este, e l oeste y el norte al Dis trito 
Federal. La población de la zo na metropolitana de la Ciudad de 
México (ZMCM), de más de 13 millones de hab itantes en 1980, 
representaba de 20 a 22 por c iento 10 de la población total del país; 
junto con las o tras (G uada laj ara, Monterrey y Pueb la) concen­
traba más de la mitad (5 1.3 %) de la población urbana . En e l de­
cenio de los ochenta el patrón de concentrac ión llegó a un pun­
to de inflexión y la tendenci a comenzó a reveni rse de manera 
franca, es decir, en términos abso lu tos y relati vos. En efecto , la 
poco entendida primacía urbana , que carac terizaba al s istema 
urbano nac ional , se redujo pues la c iudad primaria, cuya pobla­
ción e n 1970 y en 1980 equi va lía a la de 23 ci udades que le se­
guían en tamaño , en 1990 só lo sumaba lo de las 14 siguientes. 
Asimismo, su peso disminuyó a 18% del to tal nac ional, y para 
todo e l s istema urbano nac ional la población concentrada en las 
mencionadas cuatro grandes metrópolis pasó de 51 .3% en 1980 
a45 .1 % en 1990. Asimismo, la tasa de urbani zación de l conjunto 
urbano só lo llegó a 0 .8% en este último año, a pesar de que la 
poblac ión en loca lidades de 15 000 o más hab itantes represen­
tara más de 60% del total nac ional. 

La actividad económica nacional , al igual que la población, 
también se centró de modo primordial en la industri a y los ser­
vicios localizados en la ZMCM primero (hasta los años setenta) 
y luego (hasta los ochenta) en las zo nas metropolitanas de Mon­
terrey, Guada laj ara y Puebl a. En la esfera sec torial, la ZMCM 
participaba en el PIB industrial con 46% en 1960 y en 1980 al­
canzó un máx imo de 48 %. Estas cuatro metrópolis contribu ye­
ron ese último año con 68 % a l PIB industrial del país. Al redu­
cirse el crec imiento demográfico de esas grandes c iudades en 
el conjunto nacional durante el primer quinquenio de los ochenta, 
también empezó a di sminuir su peso económico industri a l: la 
ZMCM pasó de 46 a 32 por ciento y la de Monterrey de 10.3 a 6. 7 
por c iento ; la de Guadalajara la aumentó de 5 .2 a 6 .3 por ciento 
y Puebla se mantuvo en 3.7 por c iento . 

9. Esa tasa de urban ización compara los porcentajes de la pob la­
ción urbana (en local idades de 15 000 hab itantes o más) al final y al 
principio de l período considerado y representa el incremento medio 
anua l de la pob lac ión urbana . 

10. La cifra oficial de 13.9 millones de habitantes para la ZMCM 
seg ún el censo de 1980 sobrepasa otras es timac iones que la ubican en 
no más de 13 millones , lo que equivale a 22 o 20 por ciento de lapo­
blac ión del país , respectivamente. 



324 

Se presentan algunas dificultades para identificar en es tas 
tendencias posibles relaciones o "asoc iaciones causales" entre 
crec imi ento demográfico y crec imiento económi co de signo 
posi tivo, o bien entre cri sis y desconcentrac ión de ac tivid ad 
económica . Por un lado , al parecer la cri sis de 1982 dio inicio a 
una crec iente participación de las ciudades secundarias o inter­
medi as -sobre todo las de 250 000 a 500 000 hab itantes- en 
el PIB industrial y total del país. Por otro, la redi stribución de la 
población urbana y la aceleración del crec imiento demográfi­
co urbano hacia las ciudades secundarias (excluidas las otras tres 
grandes metrópoli s que en los setenta se habían expandido de 
manera notable por enci ma de la propia ZMCM) coincide con la 
pérdida relativa del peso de la región centro a favor de las regio­
nes periféri cas del país. En la dimensión temporal, estas consi­
deraciones conducen a preguntar si los cambios de rumbo en las 
tendencias de la urbani zac ión y del desarrollo económico son 
coyunturales, sexenales o bi en estructurales y parten de proce­
sos más o menos independientes, como parece ser el caso del 
crecimiento demográfico en México y en otros países, al mar­
gen del grado de desarrollo o de sus sistemas políticos. 

En este artículo se sos tiene que la di stribución de la población 
en el territorio nacional sigue en el largo plazo una modalidad 
independiente de la situación económica coyuntural, aun cuan­
do ambas se afecten entre sí. En todo caso, la relación entre am­
bas no se da de manera inmediata ni automática en el tiempo. Lo 
anterior resulta por demás claro cuando se observa que los de­
seos del Estado por arraigar a la fuerza de trabajo en su lugar de 
nacimiento, donde apenas encuentra medios para sobrevivir, se 
queda sólo en el papel. Esto es muy notorio -pese incluso a las 
políticas monetarias o fi scales- cuando por diferencias en los 
costos de producción o los ingresos promedio, o por previ sio­
nes de cambio económico, político o social , tanto empresarios 
como trabajadores y la población en general deciden buscar un 
lugar ventajoso y cambian de proveedores y de clientela, los pri­
meros , y de residencia y lugar de trabajo , los segundos. Ello no 
significa, por supues to , que las acc iones del Estado, la mayoría 
de las ocasiones retardadas -para no deci r pasivas-, no re­
fuercen o modifiquen las dec isiones vocacionales de estos fac­
tores en una relac ión circular: un mayor gasto público localiza­
do regional o puntualmente induce decisiones locales a favor de 
esas áreas o puntos privilegiados, y un crecimiento económico 
y demográfico inusitado en alguna región o lugar ex ige una res­
puesta pública (i nversión) en infraes tructura física y social , y así 
sucesivamente. 11 Que esto suceda automáti ca e inmediatamente 
sólo sería posible con información completa e in stantánea sin 
costo y sin fricciones , lo cual no es posible para factores cuya 
principal característica es una enorme heterogeneidad espac ial 
y sectorial. 

Los cambios y los efec tos de la política económica (espac ial 
por naturaleza) se aprecian sobre todo en el sector urbano de la 

11 . La in vers ión o actividad producti va direc ta de l Estado se ha 
reducido drásticamente en México y ahora se di scute la privati zac ión 
de sectores (petróleo, comunicac iones, elec tri cidad) que se conside­
raban es tratég icos e intocables. 

restructuración regional-sectorial en méxico 

economía. En efec to. en 1990 las principales 127 ciudades del 
país, de acuerdo con el valor de su PIS ," produjeron 74% del 
PIB nacional y más o menos 8 de cada 1 O pesos del PIB sec torial 
total de las manufacturas , el comercio y los servicios. En 1970, 
las 11 8 ciudades1

J principales de l país participaron con 64.6% 
del PIB nacional, 7 1% del PIB del sector manufacturero y más o 
menos 75 % del producto del comercio y serv icios. As í, mien­
tras que las ciudades aumentaron notablemente su peso en el PIB 
nac ional y sec tori al (de 64.6 a 72.9 por ciento) , el de la ZMCM 
sólo lo hizo ligeramente (de 28.6 a 30.6 por ciento del total), a 
pesar de haberl o perdido en el sec tor manufacturero (de 37 .5 a 
33.7 por ciento). La ganancia se debió. por tanto, al leve aumento 
de su importancia comercial y a la localizac ión en ell a de todo 
tipo de serv icios que incrementaron su peso de 32 . 1 a 34.2 por 
ciento en el PIB comercial y ele 34 a 43.2 por ciento en los servi­
cios. 

En suma, las cifras muestran una descentrali zac ión del sec­
tor manufacturero desde la ZMCM hacia el resto ele las ciudades 
y las zonas metropolitanas , pero una conce ntraci ón de los ser­
vicios en ell a. Asimismo, revelan una pérdida de la importan­
cia ele las manufacturas en la generación del PIB nac ional (22.5 
a 18.4 por ciento ele 1970 a 1990) y en los correspondientes pro­
ductos del total ele ciudades (24. 7 a 20 .1 por c iento) y del total 
de las cuatro zonas metropolitanas principales (30. 1 a 2 1.8 por 
ciento). Es, por tanto, la ac tividad terc iari a la que aumenta ele 
manera notable su importancia en los ámbitos nac ional, urba­
no y metropolitano. Así, lo que antes ele 1970 se manifes taba 
como una tran sferencia ele población del campo a la ciudad y ele 
fuerza ele trabajo el e ac tividades agrícolas o primarias hac ia las 
secundari as , en los noventa res ulta una transferenci a de fuerza 
de trabajo del sec tor sec undari o al terciari o y el e población y 
empl eo manufac turero de las metrópoli s hac ia la mayoría el e 
ciudades medias del país. Lo anterior afectó profundamente la 
ca lidad ele vida, la estructura del empleo y la fuerza de trabaj o 
de las ciudades, tanto como la estructura interregional del ingreso 
y del producto. Así puede dibuj arse, sin duda , una nueva geo­
grafía de la producc ión y del consumo, que equi va le en cierto 
sentido al axis sh!ft o cambi o de coordenadas geográfi cas en 
Estados Unidos desde el es te hacia el oes te y el sur en los seten­
ta, aunque en México se trata más bien de una filtración (hiera­
chica lflltering) de arriba hacia abajo en la jerarquía urbana. Por 
otro lado, parecería también, si se observan los efec tos socia­
les de la restructuración , que en el último sexenio se profundi ­
zó la brecha entre las entidades del centro y el norte y las del sur, 
que ya en los cincuenta había identificado Paul Lamartine Ya­
tes.14 En este sentido,junto con el incremento real de 1970 a 1990 
del valor total del producto nacional (2.4 veces, de 278 a 678 

12. El cálculo para cada ciudad se real izó de manera indirecta con 
base en el empl eo de ésta como fac tor de ponderación del va lor sec­
tori al de la entidad federativa a la que pertenece cada una de ell as . 

13. La diferencia de nuevas ciudades entre 1970 y 1990 no cam­
bia de modo significativo las proporciones ni afec ta las conc lusiones. 

14. Paul Lamartine Yates. Desigualdades reg ionales en México, 
Banco de Méx ico, 1962 . 
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billones de pesos de 1990), 15 los sa larios de los trabajado res 
cayeron de manera alarmante, con el resultado de que la pobreza 
y la pobreza extre ma, en términos abso lutos y re lati vos, aumentó 
en los últimos años, lo que no ocurr ía en décadas pasadas. 

En e l siguie nte apartado se examina la "otra cara de la mo­
neda". 

RE~TRl Ctl R \ClÓ\ RE<. lO'\ \l. 1980-1993 

En este apartado se presentan datos de los censos económi­
cos de 1980 , 1988 y 1993 di vididos en dos períodos: 1980-
1988 y 1988-1 993. Se pretende mostrar los cambios en la 

participación regional de las actividades manufac tureras, la cons­
trucc ión, el comercio y los servic ios con base e n el número de 
es tablec imientos, personal ocupado, remunerac iones al perso­
nal ocupado y va lor agregado, y evaluar éstos en e l tamaño pro­
medio de los es tablecimientos, e l ingreso-sa lari o per cáp ita y la 
producti vidad o valor agregado por personal ocupado en cada 
uno de esos sec tores, según agregados reg ionales. 16 

PERÍODO 19S0-1988 

Número de establecimientos 

En el plano nac ional se ha increme ntado e l número de esta­
blec imientos manufac tureros, de la construcc ión, comer­
ciales y de serv icios, aunque en proporc iones distin tas e n 

cada sector, pues su parti c ipac ión en e l total resulta menor para 
los tres primeros sectores y só lo mayor para e l de servi c ios, que 
se e leva de 28% e n 1980 a 3 1.5 % e n 1988 . En esos años, el peso 
de las regiones y sus sectores en el total sufri ó modi ficac iones 
importantes. Los cambios más notables fueron en detrimento de 
la región centro, que pasó de cas i 4 1% de l total nacional a só lo 
36.5%. En esa reg ión todos los sectores perdieron peso, sobre todo 
e l manufac turero, que de concentrar 43.6% de l total nacional en 
1980 cayó a 36.8% en 1988. Ello representa una pérdida abso­
luta: pasó de 55 000 a 51 OOO establec imientos, que de por sí cons­
titu ye un hecho sin precede nte en la hi stori a de l país . En comer­
cio y servi cios se registra un incremento abso luto del número de 
establec imientos, que les permite mantener y, en el caso de los 
servic ios, aumentar su peso re lati vo en la propi a reg ión. 

La pérdida de peso relati vo de los establec imientos manu fac­
tureros en cada reg ión y la gananc ia también relati va de los ser­
vic ios son fenómenos generali zados. S in embargo, sa lvo la de l 
centro, todas las regiones reg istraro n gananc ias en el núme ro 

15. La poblac ión urbana aumentó en esos ve inte años 2.07 veces 
(de 23.8 a 49 .4 millones) y la económicamente ac ti va 1.8 veces (de 
12.9 a 23.4 millones). 

16. Se adoptó una reg ionali zac ión del país sin estar de acuerdo con 
ell a, que considera nueve reg iones y ha sido utili zada en el medio 
académico y en la prog ramac ión es tatal por la Secretaría de Progra­
mac ión y Presupuesto (S PP) y últimamente por la Secretaría de De­
san·o llo Soc ial (Sedeso l) y elt NEG I. 
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abso luto de es tablec imientos manu fac ture ros y aumentos e n su 
ponde rac ión e n e l tota l del sec tor. As imi s mo, dentro de las re­
giones la manufactura adquirió mayor importancia de la que ti ene 
en escala nac ional, lo que hi zo pos ible la especiali zac ión indus­
tri al manufac turera en el caso de las reg io nes centro-norte, oc­
cide nte y pac ífico , mie ntras que la península de Yucatán y la 
reg ión centro , como se mencionó, perd ieron terre no . 

Personal ocupado 

Los datos censales revelan la pérdida de dinamismo de la ma­
nufac tura para generar empleos , al grado que durante los ocho 
años de l pe ríodo algunos subsectores aumentaron su personal 
ocupado e n alrededor de só lo 5% (papel, metálica bás ica y mi­
nerales no metáli cos). Varios fac tores ex pli can ese comporta­
mie nto: la contracc ión de l mercado interno asoc iado a la cri sis, 
la renovación tecnológ ica en las empresas y la competencia de 
productos ext ranjeros, entre otros .17 E l comercio y los servic ios 
mos traron una c lara tendenc ia a incrementar su importancia en 
el mercado laboral de l país: contribu yeron a la marcada terc ia­
rizac ión de la economía. En esta din ámica debe destacarse e l 
incremento de l personal no remunerado, sobre todo en el comer­
cio al po r menor y los servi cios a l consumo. Es dec ir, el sector 
terc iari o mostró mayor capac idad para ge nerar empleos, no sólo 
porque atraj o nue vas invers iones a medi ana y gran esca las pro­
venie ntes de l secto r industri al que buscaban acti vidades más 
rentables e n el comercio almayoreo y en los serv ic ios al produc­
tor, sino sobre todo debido a que pro li fe raron las ocupac io nes 
no asa lari adas en pequeña esca la y po r cue nta propia, que reve­
lan una precari zac ión de l empleo te rc iari o. 

La estructura sec tori al de l persona l ocupado en las reg io nes 
experimentó transfo rmac iones s ignifi cati vas e n e l período; e n 
cinco (nores te, centro norte, occ idente, centro y la penínsul a de 
Yucatán) la población ocupada e n e l sec to r manufacturero di s­
minu yó su partic ipac ión debido a la crec ie nte importancia de las 
acti vidades terciari as . S in embargo, só lo e n la región centro ese 
descenso porcentual de c inco puntos significó una caída de la 
poblac ión ocupada en términos absolutos (alrededor de 3 1 000 
empleos). Por otro lado, las reg iones que más contribu yeron a 
generar empleos e n ese sec tor fueron ante todo la norte, centro 
norte y después la no roeste y noreste, que e n conjunto contri ­
buyeron con más de 80% del increme nto neto de personal ocu­
pado en el sector. Lo mismo sucedió en la industri a de la cons­
trucc ión: e n 1980 la reg ión centro concentraba 56% o 246 000 
de los 440 000 trabajadores que se empleaban nac ionalme nte 
en ese sec to r y e n 1988 cayó a 45 %, o 154 000 de un tota l de 
342 000. Puede dec irse que fue bás icamente la región centro, que 
albe rga a la ZMCM, la que enfrentó mayores dific ultades para 
generar empleos en la industri a manufacturera; nuevas y más 

17. T. Rendón y C. Salas , "El mercado de trabajo no agríco la en 
Méx ico. Tendencias y cambi os rec ientes", en Aju ste es tru ctura l. 
Mercados labo rales y TLC, El Coleg io de Méx ico, Fundación Friedrich 
Ebert y El Coleg io de la Frontera Norte, Méx ico, 1992. 
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dinámicas empresas buscaron loca li zaciones en las demás re­
giones , sobre todo en el norte del país. 

La ac ti vidad comercial registró incrementos netos en el em­
pleo en todas las reg iones, pero en dos (norte y centro norte) la 
participación porcentual de ese sector di sminuyó. Los mayores 
incrementos se dieron en las reg iones centro , occidente y noreste. 
Hay que destacar, sin embargo, dos aspectos : a] las regiones que 
tu vieron esos aumentos no co inciden con las que reg istraron los 
mayores incre mentos manufactureros , salvo la centro norte, que 
tu vo e l segundo incremento manufac turero más importante y el 
cuarto en e l sector comerc io, y b] e l fuerte crecimiento delco­
mercio se asoc ia a la presencia de las grandes concentraciones 
urbanas nacionales (C iudad de México, Puebla, Guadalajara y 
Monterrey) , que precisamente se ubican en las reg iones que re­
gistran mayo res incrementos en ese sector. La economía de las 
graneles ciudades mexicanas , en efec to, se caracterizó en la úl ­
tima década por e l enorme c rec imi ento del comercio al por me­
nor, en particular por cuenta propia (vendedores ambulantes, por 
ej empl o). El personal ocupado no remunerado en este sec tor 
representó 50% o más del incremento neto en las reg iones oc­
cidente y centro y centro norte, go lfo y Pacífico sur. Es ahí don­
de seguramente la contracción en las actividades remuneradas 

res tructuración regional-sec toria l en méxico 

orilló a la población a buscar en la acti vidad comercial por cuenta 
propia una alternati va para conservar o acrecentar sus ingresos. 

Por último, se debe destacar que en los ochenta e l empleo en 
los serv icios registró incrementos positivos ne tos y porcentua­
les en todas las regiones del país. En parti cular, la región centro 
tuvo los mayores incrementos en todo tipo de servicios , aunque 
los relacionados con el consumo participaron en mayor medi­
da de ese incremento , lo que revela una multiplicac ión de acti­
vidades de baja calificac ión (por ejemplo, compraventa de ali­
mentos, prendas de vestir o servic ios personales). Los servicios 
al productor también aumentaron, lo que parecería indicar que 
ciertas ramas industri ales no perdieron dinamismo o se restruc­
turaron internamente y demandaron esos servicios de apoyo. Los 
servicios co lectivos (enseñanza , asistencia soc ial) aumentaron 
su importancia, sobre todo como resultado de la demanda de las 
grandes concentrac iones urbanas . Los incrementos señalados 
reflejan una restructuración producti va al interior de esta región 
particularmente complej a e interesante . La reg ión occidente 
muestra el segundo incremento más alto en todo e l sector y en 
particular en los servicios al consumo y colectivos, pero no así 
en los servicios al productor, seguramente por e l escaso creci­
miento de la manufactura. También destacan los incrementos en 
las regiones del noroeste, noreste, norte y centro norte, en las que 
los servicios al consumidor tienen la más alta participación, lo 
cual es una constante en todas. En el caso de los servicios al pro­
ductor, estos empleos se asoc ian al crecimiento manufac turero 
basado principalmente en la maq uila . 

Valor agregado 

El incremento en pesos ele 1980 del valor agregado total duran­
teel período ( 1980- 1988) fue de 30%, del cual, paradójicamente, 
se atribuyen dos terceras partes al sector manufacturero y el tercio 
restante al comercio. Los servicios mantuvieron su volumen ab­
soluto , pero en términos relativos su peso se reduj o de 16.8 a sólo 
13 por ciento, siendo que los dos sectores anteriores aumenta­
ron su partic ipación relativa en el total : e l manufacturero pasó 
de 52 a 57.3 por c iento y e l comerc io de 2 1 a 27.4 por ciento del 
valor agregado to tal. Por reg iones, la norte y la centro norte au­
mentaron en forma considerable su importancia en esta varia­
ble y, nuevamente, la centro retrocedió de 54.7 a 46.3 por ciento . 

Algunas relac ion es en tre variables 

La restructuración económica, por sectores y reg iones, que se 
inic ió durante los ochenta fue producto tanto de la crisi s cuanto 
de la globalización. La siguiente descripción de las relaciones 
analíticas entre las variables descritas en los párrafos anterio­
res permite apreciar sus efectos regionales. 

En todas las reg iones, y en e l plano nac ional también, el ta­
maño promedio de los establecimientos manufactureros (número 
ele estableci mienta s/personal ocupado) aumentó durante e l pe­
ríodo. No sucedió así en la construcc ión, que registró una pér-
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elida de tamaño de los es tablec imi entos en todas las reg iones, 
sa lvo en la penínsul a de Yucatán, que seguramente refl eja el auge 
de l turi smo. Caso contrari o es e l de l comerc io y los servic ios, 
que reg istraron un li gero aumento en todas las reg iones en e l 
tamaño promedi o de los es tablec imientos. Esto só lo es signi fi­
cati vo en los servicios al consumidor y en a lgunas regiones en 
los orientados a la producc ión. En este último caso estarían, sobre 
todo , e l nores te , e l norte y la penínsul a de Yucatán. Obsérvese 
que en los tota les reg ionales el tamaño promedio de establec i­
mientos - que para el país y todos los sectores fu e de 5.2 en 1980 
y 5.24 en 1988- resulta mayor que el nac ional en e l norte (noro­
es te, norte y noreste) y la región centro en ambos años, con cre­
cimientos relati vos importantes en la norte y la noroeste y di s­
minuc ión en las nores te y centro entre e l año inicial y e l final. 

E n e l caso de la producti vidad del trabajo (va lor agregado/ 
persona l oc upado) , que en el país se reduj o de 226. 1 en 1980 a 
2 17.9 en 1988 (en miles de pesos de 1980), se observan mayo­
res valores para ambos años só lo en las reg iones centro ( 14% en 
1980 y 19% más en 1988) y nores te (9% en 1980 y 12% en 1988). 
Lo mi smo sucede con e l ingreso sa lario por trabajador: só lo en 
esas dos reg iones los tra baj adores obtu vieron un mayo r sa lario 
promedio comparado con e l nac ional. Cabe señalar que en el año 
fina l la reg ión norte mos tró un va lor promed io poco mayor que 
e l nac iona l, aunque sólo en l %, mientras que en la centro resultó 
17% mayor y en la noreste , 19 por c iento. 

Al respecto, parecería que los trabajadores que permanecieron 
en la reg ión centro durante la cris is, o los que ll ega ron a e ll a o a 
las reg iones norte y noreste, log raron amortiguar e l efec to de la 
caída genera l de l sa lari o promedi o, e l cual se redujo en el pl ano 
nac ional de 89.8 (en miles de pesos de 1980) a princ ipios del de­
cenio a 64.6 al fin de l mi smo. En ambos años se observan im­
portantes vari ac iones reg ionales en los cuatro sec tores, aunque 
de manera sistemáti ca en todos los sec tores y subsectores y en 
todas las reg iones e l ingreso-sa lario promedio (remunerac iones 
al personal ocupado) se redujo de 1980 a 1988. No hay un so lo 
secto r ni una reg ión q ue haya reg istrado un incremento rea l, a 
pesar de que en algunos aumentó en términos reales el monto total 
de remunerac iones , como fu e e l caso de l subsec tor 35 (quími ­
ca) en el plano nac iona l y e l 38 (me tal-mecánica) en cas i todas 
las reg iones, aunque nunca en proporción al incremento del valor 
agregado correspond iente. Lo ante ri or podría sugerir una re ta­
ti va mente mayor "explotac ión" de la fuerza de trabajo o, en tér­
minos func iona les, una utili zac ión más "efic iente" de l fac tor 
trabajo, según quiera verse. Desde es ta perspecti va y tomando 
en cuenta que en e l sec to r comerc ial (tanto a l m a y oreo como al 
me nudeo) el vo lumen de remunerac iones se incrementó en tér­
minos abso lutos (en pesos de 1980), cabría también pensar que 
e l cos to de l facto r trabajo en esta ac ti vidad aumentó, lo que d io 
por resultado que los empleados en estas ocupac iones recupe­
raran terreno en términos relati vos y en promedio. Lo anterio r 
no es vá lido para es te sec tor en todas las reg iones, pues en a l­
gunas el crec imiento de l personal ocupado sobrepasó el aumento 
en el volumen tota l ele remunerac iones o fue proporc iona l, per­
miti endo al f inal de l período só lo mantener en términos reales 
el ingreso-sa lari o per cápita igual al del año inicial. 
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Puede concluirse que, si bien la reducc ión de l ingreso-sa la­
rio de los traba jadores fue general en el pe ríodo, éstos elevaron 
su producti vidad per cápita (va lor agregado/personal ocupado) 
en la industria manufacturera y e l comerc io en e l pl ano nacio­
nal y en todas las regiones de l país, mientras que en los servi­
cios y de manera ex traordinari a en la industri a ele la construc­
ción la producti vidad per cápita se reduj o in vari ab lemente. Así, 
mientras que en los primeros sectores la relac ión capital-tra ba­
jo resultó pos iti va , en los segundos fue en detrimento de ambos 
factores, puesto que ni en los servic ios ni en la construcc ión 
aumentó el número de empleos y en este último cayó de ma ne­
ra estrepitosa el valor agregado. 

PERÍODO 1988-1993 

Los datos censa les más rec ientes son los de 1993 . Es pro ba­
ble que en el quinquenio transcurrido de esa fec ha hasta 1998 
las cosas hayan cambiado, pero en algunos as pectos, como 

el salario por trabajador en los tres sec tores ana li zados, tal vez 
haya seguido e l deterioro inic iado a princ ipios de los oche nta. 
Y si bien se han reg istrado altibajos (leve recuperac ión a f ines 
de ese decenio), la tendencia muestra, incluso en e l corte ele 1993 , 
que en los ingresos-sal arios de los trabajadores ha aumentado 
el deterioro ele su capac idad de compra y, por tanto, se ha re du­
cido su peso como consumidores de los bienes y servic ios que 
constitu yen bás icamente e l mercado inte rno. 

Rui z Chi apetto anali za e l proceso de convergencia-di vergen­
cia regiona l en Méx ico a partir de l P!B pe r cápita de las entida­
des federati vas para el período 1900- 1993 . As imismo, ide nti ­
fi ca los enfo ques posibles pa ra un análi sis de co nverge nc ia 
regional y refi ere a la pos ibilidad ele tomar en cuenta vari abl es 
macro , como las que aquí se ana li zan, para dar cuenta de las ten ­
denc ias de evoluc ión secto ri a l por región . En sus conclusio nes 
el autor des taca una clara convergencia reg iona l en la etapa de 
desarro llo estabili zador de 1940-1 970. 18 Sin embargo, no parece 
haberse dado de manera nítida y contundente la asoc iac ión teó­
ri ca propuesta por los estudiosos del desarrollo reg ional: mayor 
crec imiento económico, incremento de la concentrac ión de mo­
gráfica y aumento de las des igua ldades reg iona les o bien este 
último en las primeras etapas y su descenso en las pos terio res , 
respecti vamente, pues cuando hubo mayor concentrac ión demo­
gráfi ca (en la C iudad de Méx ico) y un crec imiento económico 
sostenido, la tendenc ia mos tró una reducc ión de las des ig ual ­
dades regionales . Ahora que se aprec ia una descentrali zación del 
crecimiento de la poblac ión urbana aún concentrado en la ZMCM 

y una descentra li zación de la ac ti vidad manufact urera hac ia las 
ciudades medias del país, la cual se inició después de 1975 , resul ­
ta que los datos muestran una mayor di vergenc ia entre reg io nes . 

Con base en los datos censales por sector económico y reg ión, 
en es te apartado se muestra lo sucedido de 1988 a 1993. Ell ap-

18 . C resce nc io Rui z C hi apetto , " E l desa rro ll o de l Méx ico urba­
no: ca mbi o de pro tagoni sta" , Co111 ercio Exterio r. vo l. 43 . nú m . 8 , 
Méx ico, agos to de 1993, pp . 708-7 16 



328 

so, ade más de ser demas iado corto para identificar tendenci as 
cl aras derivadas de los cambios estructurales que la economía 
mexicana experimentó en esta etapa de apertura y globalización, 
antecede a la puesta en marcha del TLCAN ( 1994 ). S in embar­
go, permite corroborar en algunos casos (sectores y regiones) 
o bien rechazar lo que se había detectado en los apartados ante­
riores sobre las tendencias de los ochenta. 

La terciarización es, sin duda, la tendencia general del país 
en todas las regiones. La excepción es la península de Yucatán , 
donde los establecimientos del sector secundario crecieron más 
que los del terci ario (en particular, las manufactureras tuvieron 
-en términos relativos- un incremento de casi 50% al pasar 
de 15 %en 1980a 11.7%en 1988y a20.3%en 1993conrespecto 
al total) y se mantuvo e l porcentaje de establecimientos de ser­
vicios alrededor del valor porcentual que alcanzaron en 1980 
y en 1988, pero se redujo el de comercios de55.3 % en 1980,58% 
en 1988 y 50.7% en 1993 . 

En el centro del país siguió el descenso relativo del sector se­
cundario que ll egó a 11 .5%, perdiendo más de dos puntos y un 
punto con respecto a 1980 y 1988, respectivamente; los servicios 
aumentaron a 32%, dos puntos más con respecto a 1988 ; la ponde­
ración del comercio se redujo de 58.7% en 1980 a 56.5% en 1993. 

En el plano nacional , en el sector manufacturero se aprecia 
un repunte hasta alcanzar 12. 2% en 1993 de un valor que de 
13 .5% en 1980 sólo llegó a 11 % en 1988. Los servicios aumen­
taronde28 %en 1980y31.5%en 1988a32.5%en 1993,mien­
tras que el comercio redujo su peso de 58.43% en 1980,57.6% 
en 1988a55.4%en 1993 . 

En términos regionales , la participación del centro cedió peso 
al pasar de 40.9% del total en 1980 a 36.5% en 1988 y 34.7% en 
1993; en general las demás regiones mantuvieron su participación 
relativa con ganancias menores a medio punto porcentual; e l 
mayor incremento relativo correspondió a la península de Yucatán, 
cuyo peso relativo en los sectores secundario y terciario aumen­
tó, con una participación de 4.1% del total nacional en 1993. 

La pérdida relativa de la región centro es también significa­
tiva en relación con el personal ocupado: de48 % en 1980 a 39% 
en 1988 y sólo 37.6% en 1993; las remuneraciones al personal 
ocupadopasaronde55.6%en 1980a45.7%en 1988ya46.2% 
del total nacional en 1993. Con respecto al valor agregado cen­
sal bruto, el centro participó con 46.4% en 1993, casi lo mismo 
en 1988 con 46.3%, p<::ro menor que en 1980, cuando llegó a 
54.7% del total nacional. 

Se aprecia, así, una recuperación del ingreso-salario de los 
trabajadores de la región centro con respecto a 1988, si bien aquél 
es todavía menor que en 1980, no só lo en términos regionales 
sino en los tres sectores considerados. La productividad per 
cápita se redujo en la región y en los sectores de manufacturas 
y comercio con respecto a 1988, pero aumentó en e l terciario , 
sin alcanzar aún su valor de 1980. 

En el plano nacional el ingreso per cápita también aumentó 
en genera l y por sector con respecto a 1988 sin alcanzar los va­
lores de 1980. La productividad general del país se redujo con 
respecto a los dos años anteriores en general , así como en los 
sectores manufacturero y de comercio, aunque en los servicios 

restruclllración regional -sectorial en méxico 

se incrementó con respecto a 1988, más no en re lación con 1980, 
cuando era cas i 30 % mayor en los se rvic ios, 6% superior en 
comercio, poco más de 6% mayor en manufacturas y ligeramente 
superi or a 19% en genera l. 

El norte es un caso espec ial. Habría que dividirlo por lo me­
nos en tres o cuatro reg iones . Tres de ellas (noroeste , norte y 
noreste) están en con tacto directo con la línea fronteriza Méxi­
co-Estados Unidos y la cuarta podría ser la región centro norte 
que incluye Aguascalientes, Guanajuato , Querétaro, San Luis 
Potosí y Zacatecas que, vale dec ir, es una de las más dinámicas 
en términos de productividad per cápita. Esto tal vez obedezca 
a la penetración de maquilas y también a las grandes inversio­
nes de empresas transnacionales en actividades manufacture­
ras tradicionales (producción de automotores) y las relaciona­
das con el sector "cuaternario" de comunicaciones e informática. 

U\.\ \ ISIÚ\ l RÍ IIC \ IH 1 os(' \ \I IIIOS 

A 1 final del sexenio anterior, México proclamaba las bonda­
des de las fuerzas del mercado y la privatización sobre la 
regulación y la participación estatal. La economía se ha 

abierto al exterior y, por tanto, el proteccionismo da paso a la 
competitividad y la eficiencia. Al mismo tiempo, como " la otra 
cara de la moneda": el nivel de vida de las mayorías cayó dra­
máticamente; la población pobre y en pobreza extrema se incre­
mentó de manera notable; el ingreso de los trabajadores y las 
famili as se redujo a ni veles de país de "cuarto mundo"; el des­
empleo "abierto" y el "disfrazado" (en actividades informales 
o marginales de muy baja remuneración, de horarios muy pro­
longados o muy reducidos) aumentó en proporciones alarman­
tes . La mínima capacidad para generar empleos, 19 los topes sa­
lariales y la oferta de mano de obra que entra por primera vez 
al mercado de trabajo redujeron la participación de las remu­
neraciones al personal ocupado en el PIB de 37% en el decenio 
de los setenta a sólo 26.4% al término del sexenio anterior. En 
1994 el poder adquisitivo del salario mínimo se redujo a 40% 
del que tenía en 1982 y e l sa lario manufacturero sólo represen­
tó 85% del nivel del año inicial. 

De 1981 a 1988 el número de pobres aumentó de 31 a 41 mi­
llones , y los pobres extremos de 13.7 millones a principio de los 
ochenta llegaron a 17.3 millones al final del decenio ; de éstos 
7 de cada 1 O pertenecen a zonas rurales. 20 La distribución fa­
miliar del ingreso sufrió una regresión , pues los hogares en los 
últimos cuatro deciles con menores ingresos disminuyeron su 
participación del ingreso familiartotal de 14.4% en 1984a 12.7% 

19. Estimaciones de fuentes independ iente s publicadas en los 
medios periodíst icos y de la propia Canacintra preveían que en 1995 
no sería posible c rear el mill ó n de empleos anu ales que se requieren 
para c ubrir rezagos acumulados e n los últimos años. 

20. Según datos de l iNEGI y de la CEPAL, 9 .9 millones de perso­
nas de los 84 millones de mex icanos e n 1992 vivían en condiciones 
de pobreza extrema. Los pobres urbanos re prese ntan 54% de los po­
bres de l país, aunque más de la mit ad de los pobres rurales son indi ­
gen tes y es ta proporción es menor a un terc io e n e l medio urbano. 
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en 1992; los dos dec iles de mayo res ingresos aumentaron su 
participación de 49 .5 a 54.2 por ciento del total , de tal suerte que 
los dec iles correspondientes a los es tratos medios, de l tercero 
al sexto, redujeron también su participac ión de 36 a 33 por ciento. 

Cabe insistir en que de 1984 a 1989 el decil más alto fu e el único 
que ganó puntos porcentuales en la distribuc ión del ingreso na­
cional y lo hizo de manera extraordinaria : en só lo cinco años con­
centró 5.2 puntos porcentuales más del ingreso nac ional, pues pasó 
de 32.8 a 37.9 por ciento. Todos los demás dec iles perdieron pun­
tos, si bien de 1989 a 1992 tanto el primero como el segundo más 
altos aumentaron su porcentaje del ingreso : de 37.93 a 38. 16 por 
ciento y de 15.62 a 16. 02 por ciento, respecti vamente ; as í, 20% 
de la poblac ión concentra 54. 18% de l total de l ingreso nac ional. 

Lo anterior se relaciona de manera estrecha con el desempleo. 
En 1993 había 5% de personas desempleadas en las 37 ciuda­
des incluidas en la encuesta nacional de empleo urbano del INEGI. 
Pero, s i se consideran como no empleados a los que rec ibe n 
menos de un salari o mínimo (8 .5% de la PEA) resulta un desem­
pleo de 12.4% . Más aún , se es tima que e l desempleo "d isfraza­
do" afecta a qui zá 30 % de la poblac ión acti va. 

No todos los problemas están de l otro lado de la moneda. Las 
gananc ias empresari ales reforzaron la regres iva concentrac ión, 
pues absorbieron 59.3 % del ingreso nac ional di sponible en 1992 
(contra poco menos de 53 % en 198 1 ). Además , e l aparato pro­
ducti vo nacional, de acuerdo con los anali stas de la Canac intra, 
se e ncuentra "amarrado" a las importac iones, de tal suerte que 
en a lgunas ramas e l grado de integración nac ional no es mayor 
a 5-l O por cie nto y en promedio 20%, por lo que "no sólo en la 
elaborac ión de artíc ulos de exportac ión, s ino inc luso e n los des­
tinados únicamente al mercado interno [ ... ] d ifíc ilmente pue­
de lograrse una real sustituc ión de importac iones" s i así se bus­
cara, f re nte a la nueva e ines tab le pa ridad cambiar ía con e l 
dólar.21 A los empresarios , al parecer, les ha resultado más senc i­
llo sobreponerse a las deficiencias , a la no di sponibilidad oportu­
na y a la falta de calidad de los productos nac ionales mediante 
la importac ión de la mayo r parte de sus ins umos, con el conse­
cuente desequilibrio de la balanza comercial Y 

Es importante destacar que la política económica de los sexe­
nios de De la Madrid y Salinas apoyó la acti vidad exportadora 
de las manufac turas . Es te aspecto es de suyo re levante, en es­
pec ial s i se toma en cuenta que la actividad manufac turera ha 
adqu irido mayor peso en la base económica de las c iudades se­
cundari as. Sin embargo , sectori al y reg ionalmente las exporta­
c iones mex icanas de manufac turas tienen un carácter concen­
trado y vulnerable: 23 76.3 % de l to tal lo exportan tres ramas: 

2 1. "Amarrado a im portac iones , el sistema producti vo nac ional: 
Canacintra", El Financiero, 26 de enero de 1995. 

22 . En 1993 el comercio exterior de México terminó con saldos en 
contra con América de l No rte (4 500 millones de dólares) y los países 
de la ALA DI (500 millones de dólares), mientras que con la Comunidad 
Europea obtu vo un saldo favo rable de 4 000 millones de dólares. M. 
Go l las, "Méx ico 1994. Una economía sin infl ac ión, sin igualdad y sin 
crec imiento", Doc umento de Trabajo, CEE, El Colegio de Méx ico, 1994. 

23. La elevada in tegrac ión de insum as fo ráneos en la prod ucc ión 
manu fact urera se reflejó en un incremento mu y acelerado durante los 
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maquinari a y equipo ; qu ímica , y alimentos, bebidas y tabaco; 
73 % de las exportac iones se concentra en 25 productos comer­
cializados por só lo 2% de las empresas nac ionales, y tres c uar­
tas partes se reali za con Estados U nidos - de ahí también las 
ventajas de locali zarse e n los estados del no rte de l pa ís- . Las 
empresas all í ubicadas, maquil adoras por c ierto, son las únicas 
que dan cuenta del incremento del empleo manufacturero, lo que 
compensó la caída de l empleo industrial en és te y otros secto­
res en las demás reg iones de l país. 

La pobreza también se di stribu ye de manera desig ual. Los 
estados más pobres parti c ipan cada vez me nos en la riqueza 
nac ional. Dos es tados del sures te (Chiapas y Oaxaca), uno de l 
centro (Hidalgo) y Yucatán en la penínsul a han sido tradicional­
mente los más pobres: 40 y 28 po r c iento de la población oc u­
pada de los dos primeros obtienen ingresos in feriores al salario 
míni mo y en e l caso de los dos últimos el porcentaje rebasa 30%. 
En el otro ex tremo, es notable la po lari zac ión geográfica de la 
riqueza y el dinero : en e l Di strito Federal, Jali sco, Nuevo León, 

años noventa en las importaciones (de bienes de capital e intermedios) , 
a ta l grado que la balanza comercial con el ex teri or comenzó desde 
1989 a abrir un a enorme brecha. 
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Ye racru z y Tamaulipas se concentra 77 % de la captac ión ban­
caria de aho rro y crédito y 95 % de la captac ión total de la banca 
de in ve rsión . En las entidades en donde se loca lizan las tres gran­
des zo nas metropolitanas del país (C iudad de México, Guada­
lajara y Monterrey) los bancos comerciales captaron en 1994 cas i 
8 de cada 1 O pesos de sus recursos disponibles. 

E l dinero tiene mayor movilidad relativa que los indi viduos . 
De esta suerte, se puede esperar una mayor descentrali zac ión de 
las in ve rsiones que buscarán , como decía Hirschman, las opor­
tunidades periféri cas toda vez que logren percibirlas . Por o tro 
lado , los trabajado res indocumentados que prueban suerte en la 
economía estadounidense, ca liforniana en particular, muestran 
que no tienen razones para permanecer e n su lugar de origen y 
que su grado de tolerancia ha s ido rebasado no só lo debido a los 
enormes dife re nc iales del salario que existen entre Méxi co y 
Es tados Unidos , s ino tambié n por las reducidas oportunidades 
ele empleo que no permiten cumplir con las expectativas pecu­
niari as y no pecuniarias el e una cada vez más pobre pero menos 
dócil fuerza ele trabajo mexicana. ~4 

Co'ICL L'S tO i\ES 

Acep tar que las acc iones ex plícitamente territori ales del Es­
tado no influyeron directa ni sustantivamente en la di stri­
bución geográfica ele la población y el crecimiento urba­

no no signifi ca menospreciar las po líticas públicas . Al contra­
rio, manifies ta una preocupación por las bases conceptuales y 
los instrumentos que se utili zan para guiar, controlar o modifi­
car e l comportamiento -en este caso espacial- ele los agen­
tes económicos (factores de la producc ión). 

En es te trabajo se destacaron algunos cambios de la estruc­
tura regional del país y de l proceso de urbanización , sobre todo 
durante fines de los ochenta y princ ipios ele los noventa . Las 
preguntas que se intentaron responder giraron en torno al papel 
ele las políticas económicas ele los gobiernos sa linista y de su 
antecesor e n tales cambios. Así, las preguntas ¿en qué consis­
tieron los cambios? ¿cuáles fueron las políticas ? ¿cómo se re­
lacionaron?, aunque difíciles y de múltiples respues tas, se tra­
taron de contestar reduciéndolas a su dimensión urbano-regional. 
Por e llo, se insiste en la duel a acerca de la eficacia de las políti­
cas y acc iones públicas e n e l cumplimiento de metas y objeti­
vos espac iales , como la distribución equilibrada de la poblac ión , 
y también e n lo difíci l que resulta creer que sea una causa úni ­
ca , como se ría en este caso el Estado o la crisis, lo que determi ­
na o condic iona las decisiones y e l comportamiento espacial,25 

ya sea concentrador o clesconcentrador, de las actividades eco­
nómicas y los fac tores ele la producc ión (capital-trabajo). 

24. El levantami ento guerrill ero en C hiapas, que sorprend ió a l país 
e l primer día de enero de 1994, podría verse qui zá como muestra exa­

cerbada de esa combinac ió n de frustraciones económi cas y políticas. 
25 . Todas, a l ser rac ionales , pueden considerarse económic as , in­

cl uido e l número de hijos, la edad del matrim on io, e l ini c io de c ua l­

q ui e r ac tivid ad , un camb io de res idenc ia o trabajo, etcétera. 

res tructurac ió n regional-secto ria l en méx ico 

Aunque cada vez menos, algunos autores con sideran que e l 
Es tado es om nipoten te y ubic uo y que sus acc iones y políticas 
dete rmin an la forma e n qu e los demás age ntes eco nóm icos 
-los grupos soc iales en ge neral- toman sus decis iones. Otros 
consideran que tales dec is iones responden a múltiples vari ab les 
y que el Estado y su política só lo constituyen aspectos adicionales 
que hay que tomar en cuen ta. As imi smo, sosti enen que e l Estado 
no es homogéneo, que opera fragmentado el e manera sectori zada 
y e n múltiples ni ve les con resultados muchas veces contrad ic­
torios. De ahí que propongan la re lat iva independenc ia ele los 
fenómenos económi cos , sociales , demográficos, geog ráficos y 
políticos, s in desconocer la importanc ia ele estos últimos . 

Los cambios desc ritos en párrafos anteri ores, e n todo caso, 
son muestra sufi c iente para aceptar que Méx ico está inmerso en 
un proceso ele desarro llo económ ico reg ional que ya come nzó 
a afectar la trad icional estructura centro-peri fer ia del país y habrá 
de conso lidar un s istema interreg ional e interurbano mu y com­
plejo. ~6 La es tructura económi ca reg ional se modificó a partir 
ele una transferenc ia ele capital y fuerza ele trabajo, ya no del sector 
primario hac ia las manufac turas , como sucedió de 1950 a 1970 , 

sino desde és tas hac ia los se rvic ios , co mo ha oc urrido en las 
economías cap ita li stas industri ali zadas (postindu striales). 

Este último sec to r se constitu yó en e l de mayo r peso en los 
planos nac ional y reg iona l. No obstante, durante e l decenio de 
los ochenta México experime ntó no sólo un proceso ele cles in­
dustri a lizac ión sino también una reindu stri alizac ión e n la que 
el sec tor manufacturero; s i bie n perdió empleos y número de 
establecimientos, ganó en "tamaño" y producti v idad. En es tos 
procesos, la región centro, que hi stóricamente ha sido e l pi vote 
del desarrollo urbano e industrial de l país -a pesar de su pér­
dida re lativa de su peso y liderazgo industri ales-, mantuvo en 
términos general es los mayo res es tablec imien tos , la más alta 
productividad y los empl eos mej or remune rados , aunque las 
regiones del norte lograron aprox imarse a e ll a y otras reg iones 
y sec tores dentro de e llas también ganaron terre no e n el perío­
do anali zado. 

En los últimos 15 años México sufri ó una res tructurac ión y 
un reajuste ele sus act ividades de base urban a (manufac tura , 
construcc ión, comercio y serv icios) , al tiempo que el factor tra­
bajo en todos o cas i todos los sec to res retrocedi ó -a pesar el e 
las políticas- e n lo que le corresponde de la renta nac ional , 
regional y sectorial. Los cambios han sido profundos pero no se 
dieron de modo simultáneo ni favorecieron a todos al mi smo 
tiempo ni en e l mismo lugar y muestran e n conjunto dos caras 
de la misma moneda, marcando ineq uívocamente la conforma­
ción de la nueva geografía del desarrollo económ ico y soc ial del 
país. ~ 

26. Los e nfoques y las interpre tac io nes que sobre e l desarro ll o re­
giona l del país se han hec ho a lo largo del ti empo han ins is tido has ta 

los oc henta e n los desequilibri os y la conce ntración e nm arcados e n 
un modelo ce ntro -peri fe ri a. Só lo ahora empi eza a aceptarse e l e nfo­

que de sis te mas de c iudades.E. Mendoza Berrueto , " Impli cac io nes 
regionales de l desa rro ll o económico de Mé xico" , D emogmf'ía y Eco­

IIOIIIÍa , 1969 , y L. Un ike l, ·'Po líticas de desa rro ll o reg ional en Mé x i­

co", D e111 ogmf'ía r Econo /1/Íu , 1975 . 



Perspectivas de mediano plazo 
para la política ambiental 

• • • • • • • • • • JULIA CARABIAS Y FERNANDO TUDELA' 

E 1 aspecto ambiental del desarrollo constituye un elemento 
indispensable para definir una política económica de Esta­
do . La atención a la problemática ambiental permitiría con­

cretar con relativa facilidad algunas de las características cons­
titutivas de toda política de Estado: la construcción de amplios 
consensos sociales a partir de la ampliación de los cauces de parti­
cipación, atención en el mediano y largo plazos, consideracio­
nes de equidad intra e intergenerac ional , sustento científico-téc­
nico de las estrategias de gestión adoptadas y continuidad en su 
aplicación. 

La adhesión al concepto de desarrollo sustentable ofrece una 
plataforma conceptual inicial para formular una política de Es­
tado en materia ambiental. En Méx ico, las princ ipales fuerzas 
soc iales con representación política reconocida han expresado 
su apoyo genérico al objetivo expresado por este concepto. La 
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambien­
te (LGEEPA), reformada con el respaldo unánime de todas las frac­
ciones parlamentarias en diciembre de 1996, define el desarro­
llo sustentable de la manera siguiente: 

El proceso evaluable mediante criterios e indicadores de carác­

ter ambiental, económico y soc ia l, que tiende a mejorar la cali­

dad de vida y la productividad de las personas , que se funda en 

medidas apropiadas de preservación del equilibrio ecológico, 

protección de l ambiente y aprovechamiento de rec ursos natura­

les, de manera que no se comprometa la satisfacción de las ne­

cesidades de las generaci ón futuras. ' 

l . Artículo terce ro de la LGEEPA vigente. 

La neces idad de transitar hac ia un desarrollo sustentable se­
ría en México el supuesto fundamental de una políti ca ambien­
tal de Estado. El consenso ex istente respecto al tema ambiental 
dio origen, en diciembre de 1998, a una reforma constitucional 
mediante la cual se reconoce que " toda persona ti ene derec ho a 
un medio ambiente adecuado para su desarrollo y bienestar" 
(artículo 4, párrafo 5 adicionado) y que "corresponde al Es tado 
la rectoría del desarrollo nac ional para garanti zar que és te sea 
integral y sustentable ... " (artículo 20, párrafo primero reforma­
do). A raíz de esta reforma , el requi s ito de sustentabilidacl del 
desarrollo quedó asentado en la Constitución. 

Estos avances normativos plantean un desafío de graneles pro­
porciones, en la medida en que las implicac iones y los requeri­
mientos del desarrollo sustentable son múltiples , complejos y a 
veces difíciles de concebir y concretar. Por e llo , el necesario com­
promiso con el desarrollo sustentable resulta por sí mi smo insu­
ficiente para definir una política de Estado relativa al ambiente 
y a los recursos naturales . Para avanzar hac ia esa definición resulta 
indispensable además explorar un conjunto de estrategias especí­
ficas , planteadas desde una base institucional reforzada. La i nte ­
grac ión, al inicio de presente gobierno, de la Secretaría ele Me­
dio Ambiente, Recursos Naturales y Pesca (Semarnap) , permite 
enfrentaren mejores condic iones e l desafío ele transit ar hac ia un 
desarrollo cada vez más sustentable en e l plano ambiental. 

Las estrategias más generales que ha propuesto la Semarnap 
en los programas sec tori a les, en sus programas anu ales de tra­
bajo y en otros documentos se articulan en función de tres grandes 
objetivos : 

* Titular de la Secretaría de Medio A111bimte. Recu rsos Nat ura les y 
Pesca (Se111arnap) y Coo rdinador de Asesores de la 111is111a depen­
dencia , respecti val/l ente. 
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1) Contenc ión del deterioro del ambiente y de los rec ursos 
naturales . Es és te un proceso ac umulativo que México ha pade­
c ido durante muchas décadas y que se manifi esta , entre otros 
as pectos , en la pérdida de biodi ve rsidad , la defores tac ión, la ero­
sión de los suelos , el agotamiento o degradac ión de los rec ursos 
renovables y la contaminación del agua , e l aire y los suelos. 

2) Fomento de la producción sustentable. Tanto en México 
como en muchos otros países se ha comprobado que el crecimien­
to económico y el mantenimiento de la eficiencia y la compe­
titividad en e l marco de la globalización no só lo son compati­
bles con el cuidado del ambiente, sino que cada vez más lo ex igen 
como requi sito . 

3) La contribución, desde la ges tión de los recursos natura­
les , al mejoramiento de l bienestar soc ial y a la mitigac ión de la 
pobreza, sobre todo en el medio rural. El combate contra lapo­
breza, que en el grado de indigencia podría estar afectando a cerca 
de la cuarta parte de la población del país , es e l mayor desafío a 
que se enfrenta la nación ; cada una de las políticas sec toriales 
tiene alguna contribución que hacer al respec to . 

En la consecución de estos tres objetivos esenciales deben 
confluir, en forma articulada o integrada, diversas políticas pú­
blicas y la actuac ión de distintas dependencias de gobierno. Un 
análisis de las perspec ti vas de avance deberá plantearse en los 
términos de esta articulación , integración o concurrencia de 
acciones, más que en función de las divisiones administrativas 
establecidas. 

El presente artículo limita sus alcances al primero de los tres 
objetivos enunciados. Intenta contribuir a la discusión pública 
de las diversas opciones existentes con un análisis de índole muy 
preliminar, centrado en las perspectivas de conservación de 
ecosistemas y usos del suelo , basado en los planteamientos 
programáticos de la Semarnap y en la experiencia que esta de­
pendencia ha ac umulado en sus primeros cuatro años de ges­
tión. El ejercicio consi ste en entender las perspectivas de me­
diano plazo que se abrirían en este ámbito específico mediante 
la continuidad en la aplicación de algunas es trategias básicas 
adoptadas por esta dependencia federal, examinadas a la luz de 
las necesidades del proceso de transición hacia un desarrollo 
ambientalmente sustentable. 

L AS DOS FACETAS DE LA CO NT Ei'.C IÓ N 

DEL DETERIORO A~ II.II ENTAL 

E 
1 deterioro ambiental presenta una faceta "verde", referida 
sobre todo al cambio en la cobertura vegetal del territorio, 
y otra faceta "gri s", representada por las contaminaciones 

de diversa índole. En la "verde", la deforestac ión ha determinado 
pérdida de hábi tats, disminución de la biodi versidad, alteración 
de los ciclos hidrológicos y la erosión de los suelos. Todo ello 
se traduce en procesos de extinción de especies y de desertifi ­
cación, de naturaleza siempre irreversible. Estas implicaciones 
de la deforestación justifican su selecc ión como indicador ade­
cuado para referirse en forma sintética a procesos biofísicos de 
alcance más amplio . 

políti ca ambie nta l 

Los procesos de cont aminac ión, por su parte, comprometen 
la sa lud de la poblaci ón y de los ecos istemas, así como la pro­
ducti vidad de a lgunos procesos económicos. En muchos casos 
se trata de procesos puntuales , en princ ipio reve rsibles , aunque 
a un muy alto cos to. 

En función de la mayo r irreversibi lidad general de los efec­
tos que generan, los factores asociados con la faceta "verde", de 
referente rural, deberían tener la más alta prioridad en las polí­
ticas públicas. 

A diferencia de lo que sucede en los países industrializados, 
que transformaro n y antropizaron totalmente su territorio hace 
mucho tiempo, México di spone todavía de una extraordinaria 
variedad de ecos istemas poco alterados , y aborda con un senti­
do de prioridad y urgencia la defensa de su cobertura vegetal re­
manente y de la enorme biodive rsidad qu e todavía alberga. 
Transformar es ta prioridad en política de Estado y derivar de ello 
criterios de as ignación de recursos podría enfrentarse a algunas 
dificultades, en la medida en que el mayor peso de la opinión 
pública se concentra en los medios urbanos, incluso metropo­
litanos, en donde las contaminaciones del aire y del agua se per­
ciben con mayor nitidez e intensidad. 

Vegetación y uso del suelo 

En el transcurso de su hi storia México ha perdido cerca de 95 % 
de la superficie original de selva alta perennifolia primaria y más 
de la mitad de sus bosques templados. En la actualidad la vege­
tación de zonas áridas cubre cerca de 62 millones de hectáreas , 
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Otras asociaciones 

4.2 (2.5%) Otros usos 
Áreas forestales pe11urbadas 1.4 (0.7%) 

por usos agropt:cwm tl:;..or 
22.2 ( 11.3%) 

Selvas 
24.4 

(12.4%) 

Pasti zales 1 

28.0 
( 14.2%) 

Vegetación de zonas áridas 

6 1.6 (3 1.2%) 

Bosques 
3 1.8 

( 16.1 %) 

Superficie nac ional tota l: 196.7 millones de hectáreas 

l . Uso netame nte ganad ero. 
Fuent e: Formulado a partir de datos tomados de SA RH. Ini'enwrio Na cional Fo restal 
Periódico. /992-1 994 . Mé xico. t994 
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••••••••••••••••••••••••••••••• 
Concepto Superficie Porcentaje del 

(millones de hectáreas) área forestal 

Bosques 3 1. 8 22 .0 
Selvas ' 24.4 17.0 
Subtotal 56. 2 39.0 

Superfici e no arbolada 
Vege tac ión de zonas áridas 61.6 42. 6 
Vegetación hidrófila y halófila ' 4 .3 3.0 
Subtotal 65.9 45.6 

Áreas perturbadas 22.2 15.4 
Total 144.3 /00 

l. In c lu ye n man g lares (700 000 ha ) y palmares ( 100 000 ha ) . 2 . Se inclu yen duna s 
costera s ( 100 000 ha). 
Fuente: Formulado a partir de datos de SARH , In ventario Naci onal Fo res tal Pe riódico . 
1992 -1 994. Méxi co , 1994 . 
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equivalentes a 31 % del territorio nacional. Los bosques y sel­
vas ocupan todavía 56 millones de hectáreas (28 % del ten·ito­
rio ). El resto está cubierto por pastizales inducidos (28 millo­
nes de hectáreas), tierras agrícolas en producción o barbecho (23 
millones de hectáreas) , áreas forestales perturbadas de uso 
agropecuario marginal y otras asociaciones. Esta ocupación 
vegetal y de uso , expresada en la gráfica l, da cuenta del total 
de la superficie terrestre del país , cercana a 197 millones de hec­
táreas . 

En lo que atañe a las áreas con vegetación forestal, es decir, 
cubiertas con vegetación natural de cualquier índole , 2 la super­
ficie total de referencia alcanza alrededor de 144 millones de 
hectáreas, incluidas las áreas perturbadas pero todavía con ve­
getación natural predominante. De esta extensión, 39% corres­
ponde a los bosques y selvas (véase el cuadro). 

Los hábitats con vegetación natural que subsisten en el país 
albergan una formidable biodi versidad. Con apenas 1.4% de la 
superficie terrestre planetaria, el país contiene cerca del 0% del 
total de las especies conocidas . Por ello México está conside­
rado como uno de los pocos países con "megadiversidad". Ocupa 
el cuarto lugar mundial en cuanto al número de especies de plan­
tas y el segundo lugar por el de sus mamíferos . La riqueza de rep­
tiles (más de 700 especies) no tiene parangón en ningún otro país 
del mundo. 

La riqueza biológica de México destaca, además, por sus 
endemismos, es decir, por aquellas especies que sólo pueden lo­
calizarse en su suelo. Más de la mitad de las plantas con flores 
del país son endémicas . En promedio, 30% de los vertebrados 
mexicanos son también endémicos. Su desaparición en el país 
representaría su extinción en escala planetaria. México es cus­
todio de una riqueza natural cuya conservación es de interés para 
toda la humanidad. 

2. En los términos de la Ley Forestal vigente , la vegetaciónforestal 
es el "conjunto de plantas dominadas por especies arbóreas , arbustivas 
o crasas, que crece n y se desarro llan en forma natural formando bos­
ques , selv as y vegetación de zonas áridas" (artículo 3 bis). 
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Algunos hábitats, como el bosque mesófilo de montaña o las 
formaciones de manglares , presentan una riqueza biológica y una 
importancia ecológica para la reproducción de especies que no 
guardan proporción con su reducida extensión remanente. Se 
hacen por ello acreedores a un esfuerzo de protección particular. 

Más all á de sus implicaciones estrictamente forestales, el 
proceso de deforestación representa la mayor amenaza para la 
riqueza biológica del país . En México tiene lugar cerca de 4% 
de la deforestación mundial. Se calcula que se podría estar afec­
tando una superficie de unas 600 000 ha al año, correspondien­
te a una tasa anual de degradación de las áreas forestales de 1.2%, 
aunque estudios recientes podrían llevar a a que ese cálculo se 
rectifique a la baja. Las selvas tropicales son las formaciones más 
afectadas, con cerca de 200 000 ha/año de pérdida en selvas hú­
medas y cerca de 300 000 ha/año en selvas bajas secas. 

La deforestación obedece a procesos causales diversos, que 
incluyen la expansión de la frontera agropecuaria, la tala ilegal, 
la ocupación del territorio para infraestructura o asentamientos 
y los incendios incontrolados, entre otros. Estos procesos varían 
según se trate de bosques templados o selvas tropicales. Los 
primeros se ven particularmente afectados por los incendios, 
mientras las segundas han venido cediendo lugar en forma sis­
temática a la expansión de la ganadería extensiva (véase la grá­
fica 2). 

Aunque todavía de intensidad inaceptable, el proceso de 
deforestación carece del dinamismo destructor que manifestó 
en décadas pasadas. Entre los factores que recientemente han 
contribuido a contener la deforestación destacan: 

• Menor expansión de la ganadería extensiva, por limitacio­
nes físicas, eliminación de subsidios y contracción del merca­
do urbano para la carne de res . 

• No instrumentación de megaproyectos, como los que se 
asociaron a la colonización del trópico húmedo en los años se­
senta y setenta. 

• Progresivo agotamiento de la reforma agraria en áreas fo­
restales. 

• Expansión algo menos dinámica de la frontera agrícola. 
• Aplicación de políticas públicas, sectoriales e intersec­

toriales , con efectos conservacionistas. 
Sin embargo, surgen o se refuerzan algunos factores de ries­

go: 
• Posibles efectos ambientales indeseados de algunos progra­

mas de regularización, subsidio o fomento agropecuario. 
• Crecimiento de asentamientos humanos y de la infraestruc­

tura industrial. 
• Reactivación económica que podría implicar alzas en la de­

manda de carne, y actualización de antiguos procesos defores­
tadores . 

Los principales factores deforestadores subyacentes son de 
índole estructural y persistente . El principal es que la explota­
ción directa de los recursos forestales convencionales se enfrenta 
a una muy baja redituabilidad. Los poseedores de los recursos 
forestales no reciben compensación económica por los servicios 
ecológicos que estos últimos prestan no sólo a sus comunida­
des , sino a poblaciones y regiones más amplias, incluso con al-
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Otros: 1 3.0 

Tala ilegal: 14 .9 

Agri cultura: 16.4 

Ganadería: 27.5 

Incendios: 48 .2 

Bosques templados 

l . Inc luye pérdidas por eros ión e in fraestruc tu ra, entre o tros factores . 

Tala ilegal: 3.7 

Otros: 1 I2.4 

Agricu ltura: 12.4 

Incendios: I3.4 

Ganadería: 58.1 

Selvas 

Fuenre: Masera et al. , Carbon Emissions and Sequestration in Forest. Case Studies from Sel'en Developin g Countries, 1992 . 

• • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • 

canees nac ionales o mundiales. Entre dichos servicios ecoló­
gicos destacan los siguientes: 

• Regulación de los ciclos hidrológicos por absorción, reten-
ción y filtración de agua, con la consiguiente recarga de acuíferos . 

• Formación y contención de suelos. 
• Provi sión de hábitats para la biodiversidad . 
• Regulación climática en escalas nacional y mundial. 
• Potencia l paisajístico o recreativo. 
Como consecuencia de lo reseñado, los ecosistemas fores­

tales de Méx ico están sometidos todav ía a severas presiones, 
cuya contención reclama una colaboración sin precedente de los 
di stintos órdenes y sectores del gobierno, así como una partici­
pación soc ial más intensa y eficaz. 

Políticas públicas de prevención y restauración 

Las políticas públicas y las estrategias desarrolladas por el Es­
tado para contener el tipo de deterioro ambiental que se expre­
sa por la defores tación , se enmarcan en cuatro grandes líneas: 

• Regul ación del uso del suelo. 
• Conservación de los ecosistemas y recursos bióticos. 
• Aprovechamiento sustentable de los recursos bióticos . 
• Restauración de los ecosistemas foresta les dañados. 

Cada una de estas grandes líneas de acción dispone de uno o 
varios instrumentos de gestión, con apoyos normativos y admi­
nistrativos de diversa índole. 

• La regulación del uso del suelo constituye el objetivo prin­
cipal del Ordenamiento Ecológico del Territorio y de otros ac­
tos normativos de carácter local. 

• La conservación es el objetivo fundamental de las declara­
torias de Áreas Naturales Protegidas, en sus diversas modalida­
des. A la conservación contribuyen también las acciones para 
prevenir, detectar y combatir los incendios forestales. 

• En relación con el aprovechamiento sustentable de los re­
cursos naturales renovables, destacan los programas guberna­
mentales de Vida Silvestre y de Desarrollo Forestal (Prodefor), 
en apoyo de la gestión ordenada de las actividades forestal es en 
los bosques nativos, en su gran mayoría propiedad del sec tor 
social. 

A las labores de restauración ecológica contribuye un con­
junto de programas, entre los que destacan: el Programa Nacional 
de Reforestación (Pronare); la Campaña para Evitar el Cambio 
de Uso del Suelo por los Incendios Forestales; el Programa para 
el Desarrollo de Plantaciones Forestales Comerciales (Prode­
plan), y los programas de Defensa de la Frontera Forestal. 

Estos programas constituyen modalidades de protección di ­
ferentes, por lo que, en sentido estricto, sus efectos conserva-
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cionistas no son conmensurables, aunque son coordinables en­
tre sí. En una primera aproximación, cabría evaluar los alcan­
ces de los programas de prevención o control, con base en el cre­
cimiento de las superficies forestales beneficiadas con cada uno 
de ellos. En conjunto, se puede considerar que un poco más de 
24 millones de hectáreas forestales se encuentran ahora ampa­
radas por algún programa preventivo o conservacionista. La 
magnitud indicada, alcanzada sobre todo mediante las Áreas 
Naturales Protegidas y las Unidades de Manejo y Aprovecha­
miento (UMA) de la vida silvestre, representa 20% de las áreas 
forestales totales , si se descuentan las áreas perturbadas. Por 
razones prácticas hasta ahora los programas de aprovechamiento 
forestal sustentable se han centrado sobre todo en los bosques 
templados, y las UMA se han desarrollado especialmente en las 
zonas áridas y semiáridas del país. 

Pt·:HSPElTI\'\S I>E \IEill \ '\ () PL\ZO 

A la visión estática anterior, correspondiente a la situación 
en 1998 , habría que agregar la perspectiva derivada de 
las metas anuales y de los presupuestos asignados a cada 

uno de los programas mencionados . Se trata de entender el rit­
mo de avance posible, considerando los resultados obtenidos du­
rante 1998, así como los costos asociados, y suponiendo que e l 
esfuerzo en años sucesivos será por lo menos equivalente al que 
se desarrolló durante el año de referencia. Dicho esfuerzo per­
mitió incorporar: 

i) 650 000 ha (terrestres) a las Áreas Naturales Protegidas ; 
ii) 2.3 millones de hectáreas a las UMA; 
iii) 1.4 millones de hectáreas a los programas de manejo fo ­

restal sustentable (incluyendo las áreas beneficiadas con el 
Prodefor), y 

iv) 200 000 ha a las áreas en reforestación. 
Estos resultados se lograron con la aplicación de poco más 

de 350 millones de pesos, de los cuales 100 millones se desti­
naron a actividades de protección y 250 millones a programas 
de restauración . Como se sabe, es mucho más costoso restaurar 
que conservar. Sin embargo, es imprescindible impulsar las ac­
tividades de restauración mediante procesos de regeneración na­
tural o inducida. 

Con base en los resultados reseñados, y siempre en el supuesto 
de que los recursos asignados a los programas referidos se am­
plíen o por lo menos se mantengan en los años venideros , la si­
tuación en el año 2010 puede vislumbrarse como sigue: 

Se plantea casi duplicar la extensión de las Áreas Naturales 
Proteg idas hasta alcanzar una superficie cercana a 10% del te­
rritorio nac ional , al tiempo que se refuerza su eficacia -como 
se ha venido haciendo en el presente gobierno- mediante la do­
tación de apoyos presupuestarios , recursos humanos , infraes­
tructura, instancias de participación y programas de manejo . 

Las UMA tienen un gran potencial de crecimiento, sobre todo 
en bosques y selvas. Para el año de 201 O, escogido como refe­
rencia para este análisis prospectivo preliminar, las UMA podrían 
abarcar cerca de 40 millones de hectáreas, de las que cas i la mitad 
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correspondería a bosques y selvas. La eficacia de esta modali­
dad de aprovechamiento sustentable dependerá , sin embargo, 
de que se refuerce su sustento normativo. 

En lo que toca al manejo fores tal sustentable, sería pos ible 
rebasar los 15 millones de hectáreas si se realiza un esfuerzo re­
lativo de mayor intensidad en las zonas de selva. 

En su conjunto, con un esfuerzo sos tenido que refuerce y 
extienda los alcances de las medidas que ya se están empezan­
do a llevar a efecto, sería factible considerar que para e l año 201 O 
se hayan incorporado hasta 70 millones de hectáreas a un régi­
men de prevención y entre 7 y 8 millones de hectáreas a un ré­
gimen de reversión/restauración. Aun suponiendo que el proceso 
de deforestación siguiera su curso, se habría entonces alcanza­
do una capacidad de reversión de daños que contrarrestaría los 
efectos de la deforestación remanente, por lo menos en té rmi­
nos cuantitativos. 

H.\Cf.\ L'\ DES.\IUWJ.l.O SLSTE:\T\lll.E 

S 
i se consigue sostener un esfuerzo nacional por lo menos 
equivalente al que se ha empezado a desarrollar, al concluir 
la primera década del siglo XXI el país podría haber alcan­

zado una estabilización aceptable en el estado de sus ecosistemas 
y en las condiciones de uso del suelo. Se podría entonces con­
siderar cerrado un período multi secular de desarrollo insus­
tentable y, sobre la base de una profunda transformación en las 
formas productivas y de consumo, se abriría la posibilidad de 
emprender un proceso largo y costoso de recuperación progre­
siva de los ecosistemas destruidos o dañados . 

El país tendría entonces unos 112 millones de habitantes , con 
una media de edad de 29 años y una tasa probable de crecimiento 
natural muy manejable, de alrededor de 1.25% anual. 3 El terri­
torio se podría ir configurando como un complejo mosaico ar­
tiCLtlado en torno a una red de conservación sobre la base de áreas 
compactas y múltiples corredores biológicos, entre los que se 
intercalarían espacios para una producción intensiva y susten­
table. 

Esta visión tendría que completarse e integrarse con análi­
sis equivalentes referidos a dimensiones que resulta imposible 
incorporaren este breve trabajo , como serían los sistemas hídri­
cos e hidráulicos, tanto del interior como de las costas , los asen­
tamientos humanos , la infraestructura de transportes y la ges­
tión de los residuos , entre otros. Aun en su estado parcial e 
incompleto , el análisis actual permite concluir en forma pre li ­
minar que la transición hacia el desarrollo ambientalmente sus­
tentable es viable en México, que como nación ya se han dado 
los primeros pasos y que a mediano plazo sería posible inducir 
un cambio cualitativo de gran significac ión si se logra dar con­
tinuidad a estrategias y políticas públicas de índole ambiental , 
enmarcadas en una política de Estado que mereciera el apoyo y 
la participación de las principales fuerzas sociales del país. C9 

3. Consejo Nacional de Pobl ac ión, La situación demográfica de 
México , México, 1998. 



Eficiencia y uso sustentable 
del agua en México 
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E 1 control sobre el ag ua y el dominio de sus fuentes y cau­
ces han sido uno de los grandes pilares de la civilización hu­
mana. Ha forzado a los hombres a agruparse, organizarse 

y someter las conductas individuales al interés de la colectividad. 
La necesidad de movilizar a los miembros de las comunidades 
para control ar el ag ua y usarla con fines de interés colectivo dio 
origen a l Estado; e l agua ha sido fluido impulsor de las institu­
ciones humanas. 

Su carácter difícilmente apropiable de manera individual , as í 
como el imperativo de compartirl a según algú n criterio de equi ­
dad , de usarl a con prudencia de ac uerdo con su escasez y de 
construir grandes obras para captarla , conducirla a las pobla­
ciones humanas y di stribuirl a, han ex igido la más intensa ac­
ción colec tiva a las soc iedades ya que, por lo general , nadie en 
lo individual sería capaz de lograrlo. Los retos han sido todavía 
mayores c uando la disponibilidad es discontinua o intermiten­
te o cuando su exceso es causa de desgrac ia por inundac iones y 
ave nidas, que han ob li gado a edificar presas y embalses artifi ­
c iales. 

CAl( \('TERÍSTIL\S IIIIJIWÜHdC\S 

\" DISTRIIIl CIÚ~ (;EO<;IL\FI('.\ DEL HECl RSO 

E 
1 promedio de la precipitación en México es de 777 mm 
anuales y su di stribución es mu y irregular. Para dar una 
idea, más de la mitad del territorio mex icano loca li zado en 

e l norte y e n el altipl ano rec ibe só lo 9% de la precipitación me­
dia anua l, pero concentra 75 % de la pobl ac ión del país , 70% del 
PIB industri al y 40% de las tierras agríco las de temporal. En tanto , 
cas i 70% de la prec ipi tación anual ocurre e n el sudeste, donde 
vive 24% de la poblac ión, y la indu stri a , sa lvo la petrol era , es 

incipiente. En general , las lluvias se acotan a un período que 
pocas veces se extiende más all á de junio a septiembre. 1 

Respecto a la altitud hay también desequilibrios considera­
bles. Alrededor de 85 % del volumen almacenado en más de4 000 
estructuras de control de di stribución y suministro de agua se 
localiza a no más de 500 metros sobre el nivel del mar. Sin em­
bargo, 75 % de la población vive a una elevación mayor.2 

Todo ello dificulta el aprovechamiento del ag ua . Los cor­
tos pe ríodos de lluvias y las sequías prolongadas obligan a 
almacenarl a en infraestructura adicional para su manejo. Por 
fortuna , el ag ua subterránea contenida en los mantos acuíferos 
del país tiene una amplia di stribución geográfica, aunque es 
un recurso ago table y en algunos lugares se locali za a gran 
profundidad. 

B \1 \'\CE '\ ,\('1()'\ \L IJEI. \(;[ \ 

México recibe 1 570 km 3 de agua por precipitación y pierde 
por evaporac ión 1 064 km3

, lo que establece una oferta na­
cional de 473 km3

. Fluyen por cauces y vasos superficiales 
410 km3 y el resto (63 km3

) recarga por medio de mantos acuí­
feros. 3 

l. Comisión Nac ional del Agua (CNA) , Estrategias 1990- 1994, 
México , 1990. 

2. Secretaría de Agricultura y Rec ursos Hidráulicos (SARH), Diag­
nóstico del sector hidráulico, México , 1992. 

3. Comisión Nacional del Agua, Programa Hidráulico 1995-2000, 
México, 1995. 

* Director Genera l del Centro de Estudios del Sector Privado para 
el Desarrollo Sustentable del Consejo Coordinador Empresarial. 



comercio exterior, abril de 1999 337 

G R Á F e A 

\ J¡ \1111: J¡J...,I'tl\llllllli\11 \\1 \1 l'l:lt\1111111 111 1{1 t 1 1{..,11' II IIIIUt 11' 

••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••• 

la industri a manu fac turera. minera y de la 
construcc ión aporta cas i 30% de l PIB de 
M éx ico y cons um e só lo 3% de l ag ua. 
Méx ico ti e ne un co nsumo anua l de ag ua 
ele 780 m.1 per c<1pita, similar al prome dio 
de las nac iones integ rantes de la OCDE, 

pe ro superi or a l de los países europ eos 
perte nec ie nte a ese o rgani smo. La inte n­
sidad de uso, ex presada en términos d e la 
demanda como porcentaje de los recursos 
di sponibles, tambié n se asemeja a la de es­
tos países. S in embargo, los ind icado res 
sobre acti vidad económica y demand a de 
ag ua di f iere n de modo considerable. La 
relac ión entre e l consumo de agua y el PIB, 

que puede utili zarse como una aprox ima­
c ión de la intensidad hidráulica de la eco­
nomía, tie ne en Méx ico un valor más e le­
vado que en otros países de la OCDE. De 
hecho, ese país consu me el doble de ag ua 
por dó lar equi va lente de PIB que e l pro me­
dio de la OCDE y de 3 a 5 veces más que 
las nac iones de mayo r efic ienc ia hidráu­
li ca. Cabe señalar que la estructura de la 
demanda por sector es similar a la de o tros 
países en desarrollo y mu y di fe rente de la 
de países industri a li zados; destaca el e le­
vado consumo relati vo del sector agrícola. 

Prec ipitac ión 
777 mm 1 1 522 km3 

Evapotranspirac ión 
1 064 km3 

Mantos ac uíferos 
48 km3 + 15 km3 

Ex tracc ión de aguas 
subterráneas 

24 km3 

Agua superficial 
209 mm /4 10km3 

Demanda de aguas 
superficiales 

163 km 3 

Demanda mun ic ipa11 

8.5 km3 

Generación de 
electric idad 

11 3.2 km3 

Demanda industrial2 

2.5 km3 Descargas en el mar 

Demanda de 
la agricultura 

6 1.2 km3 

Fi ltrac iones 
15 km 3 

l . Agua do més ti ca e ind ustri a l conec tada a l sumini s tro pri nc ipa l. 2. In d ustri as q ue se abas tece n 
direc ta me nte de c uerpos de agua y descargan e n c uerpos recep tores. No inc lu ye plan tas te rmoe léc tri cas 
ni indu stri as que se abas tecen de las redes de ag ua potab le y vie rt e n sus desechos e n los siste mas de 
a lcantarill ado locales. 

PRo\ H ·< to":.s DF I>L\1 \ " ) ' 

P \tl' u . ' \ o 2020 

Fuente: OCDE, Environmental Pe1j'ormance Review of Mex ico , Pa rís, 1998. 
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luso de l ag ua aumentará en func ión 
del crec imiento y la intensidad de las 
ac ti v id ades económicas de l pa ís y 

En 1995 se usaron 163 km3 de aguas superfic iales ( 40% de l to­
tal di sponible) y 24 km3 de subterráneas (38% del total de re­
carga), lo que aproxima la demanda nac ional a 190 km3 anua l es.~ 

La mayor parte del agua superfi c ial se utili za para generar 
electricidad ( 11 3 km3

) en plantas termo e hidroeléctri cas. Puesto 
que esta agua vuelve a su cauce y se le puede dar otro uso, se 
considera que no se consume. El volumen total consumido tan­
to de aguas superfi ciales como subterráneas asc iende a 73 km \ 
de los cuales el mayor porcentaje corresponde al sector ag ríco­
la, con 61 km3 (83% ), y después al uso domésti co amplio, con 
8.5 ( 12% ). La industria utiliza 2.5 km3 (3% ), y en ac uicultu ra in­
te nsiva y otras actividades se invierte 1.4 km3 (2% ). A pesar de 
ser el más g rande consumidor de agua de l país (83 % ), e l sector 
agrícola contribuye sólo con 3% del PIB nac ional,5 mientras que 

4. /bid. 
5. In s tituto N ac io na l de Es tad ís ti ca, Geog rafía e Info rm áti ca, 

Indicadores Económicos 1997, M éx ico . 

desde luego de su evo! uc ión demográfica. 
Los pos ibles escenarios de de manda perm iten perfi lar po lít icas 
de manejo y prever estrategias institucionales para enfrentar nece­
sidades cada vez mayores, ante las pres iones de sobreex plotac ión 
de fu entes y escasez recurrente del líquido. Las tendenc ias de mo­
gráfi cas en México plantean retos formidables de sum ini stro y tra­
tamiento de aguas . Su poblac ión dentro de 22 años será de 14 1 
millones de habitantes, de mantenerse las tasas actuales de cre­
cimie nto ( 1.8% ). Según cálcul os o fi c iales, e n un escenario con 
un crec imiento económico de l PIB de 3%; una industri a que aporte 
22% de l PIB nac ional; incrementos poco considerab les en la efi­
cienc ia de conducc ión, di stri bución y ap li cac ión de ag ua en rie­
go ag rícola y baja producti vidad de los culti vos, se espera que en 
el año 2020 la demanda de ag ua pa ra uso consunti vo sea de 100 
km3 (3 18 1 m3/s) en lugar de los 73 km3 actuales 6 

6 . C. He rre ra. Horizonte pam e / manejo de los recursos lddricos 
de México, X IX Cong reso Nac ional de Inge ni e ría C ivil , Co leg io de 
In ge ni e ros C ivil es, Méx ico, 1997. 
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Sector residencia l urbano 

La aportación de aguas res iduales de uso res idencial es de 7.3 km3 

por año (23 1 m3/s), que implican 1.8 millones de toneladas anuales 
de demanda bioquímica de ox ígeno (principal parámetro para 
representar la carga contaminante; se abrev ia DBO), de las cua­
Jes se recolecta 75% ( 1.22 mil lones) . Alrededor de 63 % prov ie­
ne de 140 ciudades con más de 50 000 habitantes . La capac idad 
instalada de las 808 plantas de tratamiento construidas permite 
en principio tratar 1.7 km3/año (54 m3/s y 23 % ). Puesto que operan 
sólo 6 15 de e ll as, se tratan únicamente 1.11 km3/año (35 m3/s), 
con una carga de DB O de 0. 30 millones de toneladas; el vo lumen 
de agua tratado es de alrededor de 15% del volumen res idual gene­
rado. Al ambiente se descargan sin tratar 6.2 km3/año ( 196 m3/s), 
equivalentes a 85% de las aguas residuales urbanas generadas. 7 

Estos datos incluyen a la industri a que descarga en los drenajes 
municipales . 

Sector industrial 

De las empresas del sec tor industri al mexicano, 97 % son micro 
y pequeños es tablecimientos; la fa lta de recursos ha sido siem­
pre un obstáculo para f inanc iar plantas de tra tamiento de ag ua, 
equipos de control e instalac ión de tecnología más limpia. Hasta 
principios del decenio de los noventa, la industria se respon­
sabili zó de modo muy limitado del agua res idual y de Jos pro­
blemas ambientales re lacionados con ell a. La tecnología utili ­
zada en Jos procesos de producc ión suele ser poco eficiente en 
el uso y el mejoramiento de la calidad del agua. De hecho, la 
industria genera un total de 2.05 km3 (64.5 m3/s) de descargas 
industri ales anuales que incluyen ácidos, grasas, aceites, metales 
pesados, compues tos orgánicos y só lidos suspendidos to tales, 
entre otros contaminantes , con 1.6 millones de toneladas de DBO. 

7 . OCDE, Environmental Pe1j ormance Review ofMexico, París, 1998. 
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Se ti ene un caudal tratado de 0. 17 km3/año (5.3 m3/s y 8%) y la 
remoción de só lo 0. 12 millones de toneladas de DBO . El caudal 
sin tratar es de 1.88 km3/a ño (59.2 m3/s) , con 1.28 millones de 
tone ladas anuales (92%) de DB0. 8 

S in duda, la industri a con mayor transmisión de carga orgá­
nica al agua es la azucarera, con 53 % ; le siguen la e laborac ión 
de bebidas y la fabricac ión de alcohol, con l 0% cada una, y la 
petrolera, la de celul osa y pape l, la alimentari a, la metá lica bá­
sica y la química, con 5% cada una. Algunas de es tas industri as 
están establec idas en zonas con poca di sponibilidad de agua, lo 
que resul ta en una sobreexplotac ión de los mantos acuíferos, con­
tam inac ión de los ecos istemas y altos costos de oportun idad. Se 
considera que muchas empresas podrían utili zar ag uas tratadas 
o gri ses en sus servicios o procesos , con lo que se di sminuiría 
la explotac ión de Jos ac uíferos o, en su caso, se podría aumen­
tar la cobertura del servic io de agua potable en favo r de l consu­
mo do méstico. Durante los últimos ailos la industria ha asumido 
un mayor compromiso ambiental, en el que Pe m ex y numerosas 
industri as privadas se han responsabili zado a reducir y tratar sus 
descargas de aguas residuales . Empresas de l ramo del acero, el 
pape lero y e l petroqu ímico han logrado avances notables en e l 
uso eficiente del agua. 

Sector agrícola 

El sector agrícola gene ra a l año 10.65 km3 (337 m3/s) de ag uas 
res iduales (aguas de re torno agríco la), Jo que re presenta 62 % 
de l tota l nac ional. 9 No hay datos sobre la carga contaminante 
deri va da de ac ti vi dades agríco las, pe ro sin duda es signi f ica­
ti va, por e l intenso uso de plaguic idas y fe rtili zantes químicos . 

8. Com isió n Nac iona l de l A g ua, Prog rama ... , o p . cit. 
9. A. Ja ime -Pared es , " P re senta ti o n of Mex ican C ase S tu d ie s o n 

Bi otechno logy and Water" , en Biotechnology.for Water Use and Conser­
va/ion , T he M e xico ' 96 Wo rkshop, OECD Doc u ments, Par ís, 199 7 . 
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Población 1 Consumo' PIB3 Litros /PIB~ 

México 95 74 642 115 
Canadá 30 47 561 84 
Japón 124 90 2 476 37 
Francia 58 41 1 064 38 
Polonia 39 12 215 55 
España 39 33 506 65 
Reino Unido 59 13 992 14 
Europa de la OCDE 444 257 6 845 38 
OCDE 1 001 960 17 165 56 
l. Millones de personas. 2. Kilómetros cúbicos. 3. Miles de millones de dólares 
de 1990, según la paridad del poder adquisitivo. 4. PIB (purchasing power 
parity). Dólares a precios de 1990. 

Fuentes: Elaboración del Centro de Estudios del Sector Privado para el 
Desarrollo Sustentable (CESPEDES) con datos de consumo de OCDE, Envi­
ronm ental Pe1jormance Review ofMexico , París, 1998 ; PIB y población, OCDE, 
Stati sticsofOCDECOimtries 1998, e International Energy Agency , CO , Emis­
sions for Fue/ Combu stion and Selected En ergy 1ndicators for 1995: 1997 . 
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Agricultura Industria Uso doméstico 

China 87 7 6 
Egipto 88 5 7 
India 93 3 4 
México 83 3 14 
Francia 12 71 17 
Países Bajos 32 63 5 
Reino Unido' 78 21 

l. No incluye acuicultura ni usos recreativos . 
Fuente: World Business Council for Sustainable Development y Programa 
de las Naciones Unid as para el Medio Ambiente (PNUMA) , 1ndustry , Fresh 
Water mrd Sustainable Development, 1998. 
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Las aguas de retorno agrícola no reciben tratamiento alguno, 
en gran parte por su carácter difuso o no puntual. Por su im­
portancia y gravedad destacan el aporte de contaminantes a 
cuerpos receptores y la filtración de agua con alto contenido 
de nutrientes a los acuíferos durante sus procesos de recarga. 
La elaboración de un inventario completo de emisiones de 
aguas residuales (puntuales y no puntuales), que incluya las del 
sector agrícola , es crucial para la elaboración de políticas en 
materia ambiental y de salud . 

Descargas totales y tratamiento 

El recuento de descarga de aguas residuales urbanas, industriales 
y agrícolas en el país arroja cifras considerables: un total al año 
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de 20 km 3 (634 m3/s). 10 La agricultura contribuye con 62% del 
total de las aguas residuales (337 m3/s), el sector doméstico con 
28 % (231 m3/s) y, por último, la industria , con 10% (64.5 m3/s) . 
A fin de evaluar con precisión el grado de tratamiento de las aguas 
residuales del país, se considera sólo la aportación del sector 
residencial urbano y del industrial, y se excluyen las aguas 
residuales de retorno agrícola que no es factible someter a tra­
tamiento. 

A partir de esta premisa se descargan al año 295.5 m3/s (9 .35 
km3

), con una carga de 3.4 millones de toneladas de DBO , de 
los cuales el caudal tratado se reduce a 40.3 m3/s al año ( 13.6% ), 
con una remoción de sólo 0.42 millones de toneladas de DBO 

(12 .3%). 

Repercusión ambiental y efectos en los ecosistemas 

Las fuentes puntuales y no puntuales de descargas de aguas 
residuales provenientes de centros de población, la industria y 
la agricultura ejercen una severa presión en la mayor parte de 
los cuerpos de aguas superficiales en México . 

Ninguna de las 29 regiones hidrológicas monitoreadas (de un 
total de 37) alcanza una categoría aceptable de calidad del agua. 
A la mayor parte de ellas se les califica como fuerte o excesiva­
mente contaminadas. Cerca de 89% de la carga total de la DBO 

se concentra en sólo 15 cuencas y casi 50% corresponde a las de 
los ríos Pánuco, Lerma, San Juan y Balsas, lo que causa una se­
vera contaminación en ellas. 11 

El lago de Chapala, el más grande del país, manifiesta las 
consecuencias de la excesiva acumulación de nutrientes y de la 
contaminación con químicos persistentes . Hay una alteración 
notable en la dinámica poblacional y una reducción en el número 
de individuos de ciertas especies de peces y otros organismos. 
Ello ocurre a pesar de que el Consejo de la Cuenca Lerma­
Chapala, creado para controlar y reducir la magnitud de los pro­
blemas en la zona, ha realizado un enorme esfuerzo cristalizado 
hoy en la disminución de por lo menos 65 % de la carga conta­
minante monitoreada en los últimos años . 

Aunque no se han cuantificado las fuentes no puntuales de 
contaminación, en gran parte provenientes de actividades agrí­
colas, se presume que es muy significativa. Sin duda, el sector 
agrícola es responsable de elevadas concentraciones de quími­
cos, plaguicidas y fertilizantes en muchos cuerpos de agua su­
perficiales y subterráneos, así como de las graves consecuen­
cias en la calidad ambiental de estos sistemas. 

Grasas, hidrocarburos y exceso de nutrientes constituyen el 
problema más generalizado de la calidad del agua del país . El 
fenómeno de eutroficación, originado por los enormes volúmenes 
de material orgánico que se descargan directamente en ríos y 
embalses, afecta ya a porciones considerables de los cuerpos de 
agua y favorece la proliferación de maleza acuática, que hoy día 
abarca 680 km2 de lagos, 1 O 000 km de canales y 14 000 km de 

JO. !bid. 

11. OCDE, op. cit. 
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desagües . Ello redunda en la presencia de mosquitos, enfermeda­
des y evaporación innecesaria de enormes vo lúmenes de agua. 12 

En genera l, la calidad del agua de Jos mantos acuíferos es 
buena donde hay gran disponibilidad , la extracción es baja o es­
tán lejos de centros de población . Por el contrario, la calidad está 
muy deteriorada en las zonas de escasa disponibilidad del recurso. 

La acuicultura tiene también efectos significativos. La con­
taminación de Jos cuerpos superficiales de agua dulce y Jos salo­
bres y salados, así como el deterioro que ocasiona en Jos ecosiste­
mas acuáticos naturales, previene seriamente de su expansión . 
Emprendida sin atenerse a criterios de racionalidad ambiental, 
tiene graves efectos en el entorno natural , induce intrusiones 
salinas a Jos acuíferos costeros y genera desechos, materia orgá­
nica, fertilizantes e incluso antibióticos . 

Cabe destacar las preocupantes descargas del sector agrícola 
al mar de Cortés. Las características de la región y la historia de 
las políticas hidráulicas en México determinaron el desarrollo de 
grandes áreas de irrigación (las más importantes del país) . Las 
aguas de retorno generadas por esta actividad tienen como desti­
no último el mar de Cortés y sus lagunas costeras, que actúan como 
un inmenso receptor de agroquímicos . En los estados de Sonora, 
Sinaloa y Baja California , desde el decenio de Jos años veinte , 
cuando el gobierno federal inició Jos programas de inversión en 
grandes obras de irrigación, la superficie cultivada se ha incremen­
tado de manera notable. El uso de agroquímicos, por tanto, es cada 
vez mayor. Plaguicidas organoclorados destacan a partir de 1948 
por su aplicación en volúmenes considerables en los cultivos de 
la reg ión . Debido a su intenso uso, se encuentran ampliamente 
distribuidos en la región del Alto Golfo de California. 13 

12. OCDE, op. cit. 
13 . lNE, Mar de Cortés. elementos de una estrategia de manejo , 

versión pre liminar, Méx ico, 1996. 

uso susten tab le de l agua 

Contaminantes organoclorados y poli c lorados. como hepta­
cloro, dieldrín, aldrín y c lordano, se detectan en cantidades crí­
ticas en ag uas ab ierta s del mar de Cortés (co lumna de agua, se­
dimentos y organismos) , en la desembocadura del río Colorado, 
la cos ta de Sonora y e l norte de Sinaloa. La mayoría de es tos 
compuestos se caracteri zan por su persistencia, toxic idad y acu­
mulación en la cadena lrófica; concentraciones signifi cat ivas se 
aprecian en moluscos , crustáceos, peces, aves y mamíferos. La 
presenc ia de tóxicos en sedimentos puede ser un riesgo perma­
nente para el ser humano si se ingieren o rga nismos bentónicos 
filtradores, como almej as, mejillones y ostiones.14 

Además, se vierten enormes cantidades de fertilizantes (urea , 
fosfatos y nitratos) que desencadenan fuertes procesos de eutro­
ficación. La repercusión de este fenómeno en Jos ecos istemas 
costeros de la región , muy productivos, es grave porque afecta 
especies de importancia comercial y en gene ral Jos procesos 
ecológicos. Se informa de algunos esteros con un desequilibrio 
entre carbono, nitrógeno y fósforo que puede ser ya irremedia­
ble .15 

En otros mares mexicanos, en particular en e l golfo de Méxi­
co, el efecto de las descargas de aguas residuales municipales, 
aunque está localizado, ti ene consecuencias graves a simple vista 
sobre los ecosistemas arrecifales. Los arrecifes que se localizan 
en las cercanías del puerto de Veracru z muestran afectación en 
el crecimiento y la cobertura de tejido vivo coralino. La rique­
za de especies de coral ha disminuido de manera significativa. 
A pesar de la rel ativa escasez y di spersión de la informac ión , se 
revela un deterioro de la sa lud general de los arrecifes , que se 
refleja en la dinámica y el crecimiento de organismos conspi­
cuos, así como con procesos ecológicos importantes dentro de 
la comunidad arrecifal. 16 

Salud pública 

Las descargas municipales e industriales tienen consecuencias 
severas en la salud pública y la productividad laboral de l país . 
Dadas las condiciones de deterioro de la calidad del agua, un gran 
volumen requiere tratamientos extensivos para habilitarse como 
potable. La contaminación por materia fecal es la principal causa 
de la incidencia de enfermedades de l aparato gas trointestinal en 

14. Álvarez-Borrego, Hernández Ayón, Galindo Bect y Flores Báez, 
Nutrient Concentrations are High in th e Turbid Waters of Colorado 
Ri ve r Delta, Estuarine Coastal and She lf Science , 1994 , pp . 593-602. 

15 . Martínez López y Garate Li zárraga, "Cantidad y ca lidad de 
la materia orgánica particulada en Bahía Concepción , en la tempora­
da de reproducc ión de la a lmeja cataria Argopecten circularis", Cien­
cias Marinas , vo l. 20 , núm . 3, pp . 301 -320. 

16. J. W. Tune ll , "Natural versus Human lmpacts to Southern Gulf 
ofMex ico Coral Reef Resources", Proceedings ofthe Seventh lntema­
tional Cora l ReefSymposium , vo l. 1, UlCN/Laboratory Univers ity of 
Gua m Marine International Society for Reef Studies, Gua m, 1994, pp. 
300-306. E. Jordán, "El ecosistema arrec ifal cora lino del At lánt ico 
mexicano", Revista de la Soc iedad Mexicana de Histo ria Nat ural. 
volumen espec ia l (X LIV), pp. 157- 175. 
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Urbanas 
Metros cúb icos po r segundo 
DBO (mill ones de tone ladas a l año) 
lndl! sl riales 
Metros cúbi cos/seg undo 
DBO (mill ones de tone ladas al año) 
Toral 
Metros cúb icos por segundo 

Desca r gas 
de aguas 

residuales 
actuales 

231 
1. 8 

64.5 
1.6 

295.5 

l . Inclu ye plant as que ac tu almente no es tán en operac ión. 
a. Millones de dólares actu ales . 

Capacidad de 
tratamiento 

actual 1 

54 
0.42 

5.3 
0 .1 2 

59.3 

Desca rgas 
de aguas 

residuales 
al 2020 

304 
2 .36 

76 
1. 88 

380 

Necesidades de 
tratamiento 

al2020 

250 
1.94 

70.7 
1.76 

326 

Costo de 
inversión total 

acumulada 
al 2020" 

2 780 

1 57 1 

4 350 

Costo 
operativo 

anual 
al 2020"" 

2 130 

1 060 

3 190 

b. Inc lu ye tanto las plantas actualmente existente s (que ope ran y que no operan ) como las que deberán con struirse . 
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una te rce ra parte de lo s estados. El có le ra apa reció de nuevo e n 

México durante 199 1 en 17 es tados al principio y 25 en los años 
posteriores. La e levada concentración de co li formes fecales en 
algunos embalses los inutili za para usos recreativos. 17 

Mercado de tratamiento de aguas residuales urbanas 

Se estima que para el año 2020, de ac uerdo con e l escenari o des­
crito en las proyecciones de demanda tx y considerando las ten­
dencias ac tu ales de consumo por sec tor, la demanda de agua 
potable para uso urbano será de 38 1 m' /s. Este sec tor generará 
304 m3/s de aguas res iduales con una DBO de 2.36 millones de 
toneladas. La infraestructura necesaria ad icional para tratar estas 
aguas res iduales requerirá de una inversión aproximada de 2 780 
millones de dólares, más un gas to de operac ión an ual estimado 
de 2 130 millones de dólares anuales, suponiendo un tratamiento 
secundario con lodos activados y c loración.19 

Mercado de tratamiento de aguas residuales de origen 
industl"ial 

La demanda de agua para uso industrial en el año 2020 será de 
aproximadamente 95 m3/s , de lo que se deriva un a descarga ele 
aguas residuales de 76 m' /s y 1.88millones de toneladas de DBO 

17. OCDE, op. c ir . 

18. Véase e l apartado " Proyecc iones de demanda para el año 2020" 
del presente artículo. 

19. Se cons idera qu e la inversión promedio requerida para tra­
tamiento sec undari o co n tec no logía de lodos ac ti vados y c lo rac ión 
es de 100 mill ones de pesos por m' l seg. con un costo de ope ración 
de 2 pesos/m 3• que inc lu ye cos tos financi e ros, ope rac ión y mante­
nimi ento. 

al año. La infraestructura requerirá una inversión aprox imada 
de 1 700 millones de dól ares, con un cos to promedio de opera­
ción anual estimado de 1 060 millones de dólares. 20 

Sumando las cantidades co rrespondientes a las aguas de ori­
gen urbano e industri al, sin incluir aguas res iduales provenien­
tes de la agricultura , en e l año 2020 se tendrán necesidades de 
tratamiento del orden de 33 1 m' /s, un monto de invers iones del 
orden de los 4 350 millones de dólares y un gasto total de ope­
ración anual aprox imado de 3 190 millones de dólares . Dada la 
magnitud de las cifras se tendrá que recurrir casi de manera for­
zosa a la partic ipación de la inic iativa privada en los servi c ios 
de operación y administración para e l tratamiento del agua en 
Méx ico . 

Gestión institucional, administración y cobros 

En la actualidad hay cerca de 300 000 usuarios a los que se les 
han otorgado concesiones de uso; los regulares cumplen con los 
términos establec idos en sus conces iones y con sus obligacio­
nes fiscales ; los irregulares tienen autorización pero no respe­
tan cuotas de ex tracción o ca lidad de ag ua descargada o no pa­
gan sus contribuciones fi sca les . Entre estos últimos algunos no 
tienen autorización pero sí cumplen con sus obligaciones como 
contribuyentes . Por último, ex isten usuarios clandestinos, que 
no cumplen con obligación alguna. 21 

20 . El costo de inversión y operac ión varía para cada proceso. Aqu í 
se cons ide ra un cos to de inversión de 200 mill ones de pesos por m 3 y 
de cuatro pesos/m' de operación , incluidos, además de los costos fi­
nan c ieros . de operación propiamente dicha y mantenimi ento , lo s 
costos de neutralización , remoc ión de só lidos suspe ndidos y red uc­
c ión del DBO y DQO. 

2 1. OCDE, op. c ir . 
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Zonas de Consumo Generación Balnearios 

disponibilidad Uso industrial 1 doméstico' Uso agropecuario3 hidroeléctrica Acuicultura y centros recreativos 

1 8.59 0.00859 1. 80 1.40 4.88 
2 6.87 0.00687 1. 80 1.40 4.88 
3 5.73 0.00573 1.80 1.40 4.88 
4 4.72 0.00472 1.80 1.40 4.88 
5 3.72 0.00372 1. 80 1.40 4.88 
6 3.36 0.00336 1.80 1.40 4.88 
7 2.53 0.00253 1.80 0.69 2.40 
8 0.90 0.00090 1.80 0.32 1.1 3 
9 0.67 0.00067 1.80 o. 15 0.53 

l . Artículo 223-A. 2. Artículo 223-B. 3. Artículo 224. fracc ión IV. 

Fuente: Le1· Fede ral de Derechos e11 Mareria de Agua, Méx ico, 1998 . 
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Derechos de agua 

Los derechos por recolectar y usar el agua dependen del tipo de 
uso y la escasez del recurso en la localidad. Con este propósito 
la legislac ión creó nueve zonas de disponibilidad, cada una con 
tarifas diferentes que se actualizan cada año en la Ley Federal 
de Derechos en Materia de Agua. 

Cerca de 16 000 usuarios tanto de origen municipal como 
indu stria l, agríco la y de servicios descargan en aguas federa ­
les . Al sector industrial se le cobra el agua por metro cúbico, 
mientras que a los operadores de se rvicios de agua destinada 
a consumo doméstico se aplican las mismas tarifas pero por 
cada 1 000 metros cúbicos, es decir, se les cobra mil veces 
menos. 

Se establece con claridad que el sector agrícola no paga de­
rechos por consumo de agua. Tampoco se ap lica el cobro por 
abastec imiento de agua potable a pequeñas comunidades. En 
general el cobro de derechos por uso de agua se efectúa casi en 
su tota lidad entre la industria y las ciudades grandes o zonas me­
tropolitanas, como es el caso de la Ciudad de México, Guada­
laj ara, Monterrey, Tijuana, etcétera. 22 Desafortunadamente, no 
se ha logrado que ciudades pequeñas y la mayor parte de las 
medias paguen sus consumos . 

Además de que el agua es gra tuita para actividades agríco­
las, la electricidad para bombeo es tá muy subsidiada, lo que 
induce desperdicio y el manejo ineficiente del agua en este sec­
tor. 

Los precios medios de las tarifas de consumo eléctrico mues­
tran una ciara estructura diferencial. Mientras que para el sec­
tor doméstico , industrial y de servicios las cuotas oscilan entre 
30 y 90 centavos por kilowatts/hora, la cuota media para el sector 
agrícola es de 19.62 c/kw/h. 

22. Com uni cación personal , CNA. 

Derechos por descargas de aguas residuales 

Es obligatorio pagar derechos por descargas de aguas residuales, 
en función del volumen de contaminantes excedido de los límites 
impuestos en la legislación. El pago depende tanto de la con­
centración del contaminante como del tipo de cuerpo de agua re­
ceptor. 

Están exentos del pago todos los que cumplan con la regula­
ción existente y tengan el certificado de calidad del agua expe­
dido por la Comisión Nacional del Agua (CNA), es decir, si se 
respetan los máximos permisibles de los contaminantes desig­
nados ; igualmente quedan exentas las poblaciones rurales de 
menos de 2 500 habitantes y, desde luego, las descargas prove­
nientes del riego agrícola. 

Aunque están registradas cerca de 36 000 descargas , sólo 
9 000 están regularizadas con permisos. El cobro de estos de­
rechos es en la práctica virtualmente nulo debido a fallas en el 
sistema de cobros o porque cumplen con la normatividad. 

e u A D R o 5 
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1995 1996 1997 

Doméstico 25.23 31.93 37.52 
Servicios 41.55 54 .9 1 65.12 
Comercial 60.21 75.99 90.71 
Agrícola 13.47 16.76 19.62 
Mediana industria 24.24 33.12 42.75 
Gran indu stria 15.39 22.39 29.38 

Fuente: Comisión Federal de Electricid ad, Gerencia Comercia l, Secror 
elécr rico 11ac ional, daros reales <http ://www.cfe.gob.mx/gercom/estadis/ 
secon.htm>, México , 1998. 

• •••••••••••••••••••••••••••••• 
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Uso doméstico 

Los operadores municipales de servicios de agua se enfrentan 
con problemas severos en el cobro a los usuarios . Además de los 
problemas relacionados con fugas de agua y tomas clandestinas, 
la falta de recursos determina que su sistema de medición y fac­
turación sea defici ente e inoperante . Dadas las fugas por dete­
rioro en la infraes tructura de di stribución , los usuarios reciben , 
en promedio , alrededor de 60% del agua suministrada en blo­
que al operador. De ahí, por ineficiencias administrativas y ca­
rencia de los equipos necesarios, sólo se cobra de 40 a 50 por 
ciento, por lo que el volumen que rea lmente se paga rara vez 
supera 30% de l agua sumini strada . 

Al problema del cobro en sí se suman los retrasos de los usua­
rios en el pago del servicio; la solución legal, que consistiría 
en suspender e l servicio y en última instancia embargar, es poco 
viable . Además , hay que considerar la nueva pluralidad política 
en muchos munic ipi os urbanos del país, lo que en ocasiones 
ha generado incertidumbre y oportunismo en el manejo del 
rec urso. 

h~>IITL CIO\ES E\ 1\IÉ:\[('0, lO\Sict'l E\TI \S \ \ECESID.\llES 

En materia de agua , en México preva lece un modelo enca­
bezado por una autoridad gubernamental centralizada y pro­
pietaria de los derechos sobre el ag ua, que asigna concesio­

nes y permisos de uso y que además ha poseído amplios poderes 
para de terminar condiciones de acceso y utilizac ión. En este 
modelo, en general , han predominado los criterios políticos sobre 
las consideraciones económicas y ambientales en el manejo de 
los sistemas hidráulicos. 

Es notoria la ausencia de intercambio económico (transferen­
cia de derechos o concesiones), por lo que las autoridades de­
terminan de modo unilateral e l uso que se da al agua. Tradicional ­
mente, ya que no han estado investidos de derechos de propiedad, 
los nuevos usuarios no han tenido que compensar a los usuarios 
originales por reasignar el agua, lo que ha implicado efectos en 
la distribución del ingreso. 

Destaca también una tradición de subsidio en e luso del agua 
y en los servicios asociados, as í como una cultura paternalista 
de no pago; los problemas de escasez se han afrontado con nue­
vos sumini stros, sin conside raciones ele eficiencia y susten­
tabilidad . Todas es tas circunstancias institucionales se reflejan 
en cuatro aspectos muy importantes relacionados con su manejo: 
escasez y asignación ineficiente; financiamiento insuficiente a 
obras ele infraestructura , repercusiones ambientales , y sobre­
explotación y agotamiento. 

Cada vez más reg iones en México experimentan problemas 
ele escasez el e agua, lo cual se agudi zará por e l crecimiento demo­
gráfico y conforme mejore la calidad ele vida ele la población . No 
es que el país en su conjunto se enfrente a un problema ele esca­
sez absoluta , sino que se manifies tan graneles disparidades en la 
oferta y desequilibrios regionales importantes ele demanda con 
respec to a los recursos disponibles. Para resolver estos proble-
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mas es indispensable que se supere el aislamiento económico y 
sec torial ele los usuarios ele agua y que tanto agricultores como 
industriales , al igual que las ciudades , se integren en un esfuer­
zo coordinado de cambio institucional promovido por el Estado. 

El desarrollo industrial , sobre todo en determinadas regiones , 
puede estar en riesgo por una insuficiencia de recursos híclricos . 
Lo mismo puede decirse del futuro ele la agricultura en áreas críti­
cas y de la integridad de muchos ecosistemas costeros , fluviales 
y lacustres , los cuales han visto restringido el suministro de agua 
o sufren crecientes trastornos por la contaminación. Es posible 
afirmar, incluso, que el agua puede convertirse en un factor limi­
tante para el desarrollo sustentable en muchas regiones del país . 

La demanda de agua se refiere a una amplia gama de usos de 
carácter vital, tales como el consumo humano, la preparación 
de alimentos, la higiene familiar, la producción industrial, la 
irrigación, las actividades pesqueras de agua dulce, la acui­
cultura, la recreación , el transporte , la generac ión ele elec trici­
dad , las actividades recreativas y el mantenimiento de serv icios 
ambientales en ecosistemas costeros, fluviales y lacustres. En 
general, puede decirse que cuatro grandes usos compiten inten­
samente por el agua disponible: 

1) necesidades humanas directas (uso urbano); 
2) ag ricultura; 
3) industria, y 
4) ecosistemas. 
La sobreexplotación de los mantos subterráneos es un pro­

blema muy grave y extendido en México. Hay gran dificultad 
para determinar desde la administración pública los volúmenes 
de extracción eficientes y apropiados para cada usuario, además 
de que es muy complejo e incluso imposible verificar que la ex­
tracción corresponda al volumen asignado; siempre hay incen­
tivos para exceder las cuotas . Y algo peor: los derechos aplica­
bles no se cobran en su mayor parte, por lo que algo muy escaso 
y valioso para la sociedad (como es el agua) es casi gratuito para 
los individuos que la explotan. La sobreexplotación es tan gra­
ve que ha llegado al grado de que los acuíferos se contaminan 
con sales tóxicas del subsuelo , como es e l caso del arsénico en 
la Comarca Lagunera, o bien a su inutilización total como resul ­
tado de la intrusión salina del mar. 

En aproximadamente 115 acuíferos e l bombeo excede la re­
carga natural anual, lo que causa que los niveles en los pozos de 
extracción disminuyan más de dos metros por año. La sobre­
explotación ha ocasionado que más de 80 acuíferos del norte, 
noroeste y la cuenca de los ríos Lerm a y Balsas padezcan intru­
sión salina y daños prác ticamente irreversibles , como hundi­
mientos de tierra y presencia de arsénico por bombeo a gran 
profundidad, además ele costos de ex tracción inaceptables. En 
el valle de Méx ico, la sobreexplotac ión de los mantos ac uíferos 
es culpable del hundimiento del centro del Distrito Federal y de 
grietas que afectan obras hidráulicas y ed ificios. 23 

23 . F. Sánchez Ugarte, " La utili zac ión e ficiente de l ag ua y lo s 
derechos de propiedad", en Franci sco Díaz y Arturo Fernández (eds .) , 
El efe cto de la regula ción en a lg un os secto res de la economíalll exi­
cana , Fondo de Cultura Eco nómi ca, México, 1991 . 
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Papel del Estado 

La gran cantidad de ex ternalidades o la dimensión de bi enes 
públicos que puede tener e l manejo del ag ua ex igen un tejido 
institucional específico, en e l que la reg ul ac ión y la inic iati va 
del Es tado se conjunten en diversa medida con la actuac ión de 
los agentes pri vados por medio de los mercados, o con so lucio­
nes cooperati vas de modo que los usuarios parti c ipen en di fe­
rentes tipos de organi zac ión. 

Sin embargo, la experi encia ha demos trado que la interven­
ción exces iva del Estado, así como sus dec isiones di screc iona­
les ori entadas sobre todo por considerac iones políticas, han 
redundado en serios problemas de escasez, sobreexplotac ión, 
inefic iencia y efectos ecológicos, as í como en la insufic iencia 
y e l deterioro de la infraestructura hidráuli ca. Constitui r insti­
tuc iones para el manejo de recursos en que el Estado tenga un 
papel eficiente requiere reso lver problemas importantes, rela­
ti vos a la di ficultad de constitui r y operar de manera efic iente 
la organi zac ión gubernamental, de fij ar el tipo y los límites a su 
autoridad, de recabar la in formac ión necesaria para que ejerza 
una buena regul ac ión, de se lecc ionar a los veri ficadores o ins­
pec tores, y de establecer los incentivos necesarios para evitar 
la co lusión y la corrupción. 

No sólo el mercado tiene fall as ; también las burocrac ias pro­
vocan fa ll as institucionales debido a su propensión a actuar por 
interés propio y a fa vorecer canonjías o privilegios en grupos de 
interés (rent seekers) mediante subsidios, reg lamentac iones 
innecesarias, complejos procedimientos administrati vos y otro 
tipo de restricc iones que tienden a incrementar los costos de tran­
sacc ión en el manejo de los recursos y, con e llo, a di storsionar 
su as ignac ión. Son en general poco fl ex ibles y refrac tari as al 
cambio, ya que perciben altos costos y riesgos personales, lo que 
di ficulta la adaptac ión instituc ional ante retos y neces idades en 
evolución continua.H 

De ahí pues que la dos is de intervención gubernamental debe 
quedar acotada, y su modalidad debe ser producto de un progra­
ma institucional específico que tome en cuenta las condic iones 
biofísicas, soc iales y económicas que prevalezcan en cada caso. 
Debe establecer incenti vos para la cooperación entre productores 
o usuarios, la cual se fac ilita por la conveniencia de compartir 
la tecnología hidráuli ca, que por lo general presenta costos de­
crecientes a esca la (economías de escala), y por las ventajas de 
una integrac ión vertical que corrij a fallas o di storsiones en los 
mercados de insumas en di versos momentos de la cadena pro­
ducti va. Igualmente, debe reso l ver los problemas de as ignac ión 
original de derechos entre los usuarios, de medición y monitoreo, 
as í como los re lac ionados con los cos tos de exc lusión y de re­
solución de los conflictos. 

En un marco de políticas hidráuli cas modernas, el papel del 
Estado debe centrarse en los puntos que se anotan a continuación: 

• Ejercer una regu lac ión efic iente para evi tar o minimi zar 
costos o daños ecológicos. 

• Es tablecer un sistema legal que defina con c laridad los de-

24. Char les Wolf, Ma rkets or Governm ents. MIT Press, 1990. 
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rechos de propiedad sobre e l agua y proveer cert idu mb re en su 
tenenc ia y obse rvancia. 

• Es tablecer bases claras pa ra su transferencia entre indiv i­
duos y entidades púb licas y pri vadas a l amparo de contratos 
volun tarios. 

• Proteger los derechos de terceros que puedan ser afec tados 
en las re lac iones de intercambio (externalidades) . 

• Alentar la cooperac ión en organi zac iones y favorece r la 
parti c ipac ión de la iniciati va privada en la prov isión, la opera­
ción y e l mantenimiento de in fraes tructura hidrául ica de l país . 

• Desarrollar y proveer fuentes de informac ión. 
• Establecer reg las bás icas de aprovechamiento y de in tercam­

bio. 
• Reducir los cos tos de transacc ión a l mínimo, de tal forma 

que, por medio del intercambio vo luntario, la soc iedad pueda 
hacer el mejor uso de sus recursos. 

• Buscar e) equilibrio entre los costos de transacción impues­
tos a los ac tores económi cos con objeto de proteger intereses 
públicos o de terceros, y los costos derivados de no cuidar es­
tos intereses . Es un equilibrio sutil entre la equidad, la protec­
ción de los intereses públicos y la efic iencia económica. 

Participación privada 

La pos ibilidad para mantener la oferta de servicios, elevar su 
calidad y solucionar los problemas fin ancieros, de incenti vos y 
de subsidios que llevan al desperdic io y degradac ión del recur­
so, es la generali zac ión de bases comerciales y de partic ipación 
de empresas pri vadas. La partic ipación pri va da en proyectos de 
di stribución de ag ua potable, drenaj e y tra tamiento de ag uas 
res iduales plantea so luciones a viejos problemas mediante un 
nuevo marco instituc ional y, lo más importante, puede contri­
buir de modo signi ficati vo a la sustentabilidad y al aprovec ha­
miento rac ional de los rec ursos hídri cos del país. 

Dada la importancia que e l servicio de agua ti ene para e l bien­
estar social y e l desarro llo reg ional y local, y dado el grado de 
deterioro en que éste se encuentra, es necesario y urgente bus­
car cambios in stituc ionales que permitan una mayor parti c ipa­
ción del sec tor privado. Para es to se requiere: 

• la aceptac ión de los gobiernos federales , estatales y muni ­
cipales , as í como de organi smos responsab les , a los nuevos 
modelos de parti cipac ión pri vada; 

• mejores condic iones que permitan a los particulares aportar 
recursos de inversión; 

• adecuar los marcos legales (sobre todo los de orden local) 
para propiciar es tas nuevas formas de participación pri vada; 

• es timul ar el desarrollo de proyec tos en conces ión a la ini-
ciati va privada; 

• otorgar un tratamiento fiscal que propicie resultados ex itosos; 
• buscar más y mejores opciones financieras, y 
• desarroll ar un sentido de mayor creati vidad y compromiso 

en las instituciones fin ancieras, de tal forma que se multipliquen 
los apoyos a la rea li zac ión de estos proyectos en mej ores térmi ­
nos y condic iones. 
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Objetivos 

La participación priva da en los serv icios integrales de agua debe 
tener como objetivos fundamentales: eficiencia de los sistemas; 
elevación de l ni ve! de calidad de l servi c io a la población; auto­
suficiencia financiera a corto o mediano plazos; continuidad de 
planes de largo plazo en di versos períodos ad ministrativos , y uso 
sustentable de recursos hídricos regionales. 

Alcance y etapas de participación privada 

Es pertinente que la partic ipac ión privada progrese en tres eta­
pas en que se alcancen de manera gradu al los objetivos de la 
privatizac ión de los serv icios de agua . Dada la endeble situac ión 
financiera de los municipios y la obsoleta infraestructura de ope­
ración, es necesario efectuar las acc iones de manera progres iva 
y con un orden predeterminado que permita incrementar la cali­
dad y la eficiencia del serv icio desde que la empresa privada co­
mienza a participar: 1) padrón de usuarios, catastro de redes, ca­
pacitac ión de cuadros técnicos; 2) inversión en equipo de cóm­
puto, medición, fac turac ión, cobranza, contratac ión de servicios , 
atención al público, ac tualización del padrón de usuarios y del 
catastro de redes, y 3) operac ión y mantenimiento de redes de agua 
potab le y drenaje, detecc ión y reparac ión de fu gas, contratac ión 
de servicios , inversión en rehab ilitac ión , proyectos de ingenie­
ría, construcc ión de redes, tratamiento de aguas res iduales. 15 

25. ICA, Operación y Mantenimie nto de S istemas de Agua (OMSA) , 
Presentación d e la e111presa , 1998. 

El procedimiento sería el siguiente : 1) el munic ipi o otorga 
la conces ió n por medio del organismo operador; 2) e l orga­
nismo operador contrata la conces ión de servicios con la con­
ces ion ari a; 3) se crea un co mité téc nico de vig il anc ia; 4) e l 
municipio somete e l título de concesión al Congreso; 5) el Con­
greso ratifica e l título de conces ión ; 6) la conces ionari a apor­
ta capital; 7) la concesionaria busca in ve rsionistas loca les; 8) 
los inversioni stas loca les aportan capital por medio de la con­
ces ionaria ; 9) la concesionaria es responsable de la ingenie­
ría , construcción y operac ión ; 1 O) la operadora realiza la ope­
rac ión, el mantenimiento , la facturación y la cobranza ; 11) los 
usuarios pagan e l servicio recibido ; 1 2) aportación de recur­
sos para obras de consolidación; 13) aportación de recursos ges­
tionados por la concesionaria; 14) entrega del producto de la 
recaudac ión ; 15) pago de derec hos por e l uso de agua a la Co­
mi sión Nac iona l de l Agua; 16) amortización de c réditos; 17) 
pago a servicios de ingenie ría ; 18) pago de las obras realiza­
das; 19) pago de de rechos de conces ión, y 20) retorno de ca­
pital a largo plazo. 

HACI.\ L' i\ \!A RCO l'AR.\ EL L'SO SL'STE:'I: 'L\llLE 

OEI. A(;t ¡\ Ei\ Ml ~ \: ll'O 

E 1 uso s ustentable de l ag ua en México ex ige cam bios 
in stituc ionales de fondo y la elaborac ión de políticas en 
forma interdisc iplinaria que superen la orientación que ha 

prevalec ido en el pasado, de simple expansión de la infraes truc­
tura, desestimando considerac iones de eficienc ia, ahorro e in­
centi vos . 
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Los prob lemas de ag ua en Méx ico son de naturaleza jurídi ­
ca e institucional, y no sólo de inge niería . 

El ag ua es un recurso mu y va lioso para la sociedad y por e llo 
de be rec ibir un trata miento económi co consec uente. El ag ua 
g ratuit a o subsidi ada signifi ca un incentivo pe rverso que fa­
vorece e l derroche y la ineficienc ia. 

E l manej o de l ag ua en Méx ico requiere de nuevas institu ­
c iones que defin an con c laridad derec hos de uso o propiedad , 
fo rtalezcan la certeza jurídica y permitan e l intercambio en 
mercados transparentes, en los que el Estado aseg ure que se mi­
nimicen los efec tos ex ternos a los intereses públicos y ofrez­
ca políticas que garanti cen e induzcan su uso sustentable y 
econó micamente e fi c iente. En e llo , como se seña ló, la par­
ti c ipac ión de l sec to r pri vado desempeña un papel fund amen­
tal. 

Debe replantearse e l pape l del gobierno federal en materia 
de in vers iones en obras y mantenimiento de infraes tructura hi ­
dráuli ca. 

La desapari ción de subsidios al precio de l agua resulta prio­
rit ario. Los prec ios deben es tructurarse sobre bases transpa­
rentes que pe rmitan la rec uperac ión total de l cos to y que in­
cluyan criteri os económicos y ambientales . 

Se ha ava nzado mucho en los últimos años para establecer 
un marco de rac ionalidad en el uso del ag ua en México, atr i­
buible a las políticas y programas aplicados rec ientemente por 
la Comi sión N aci onal de l Ag ua. Parece que el cambio in s­
tituci onal transita por e l camino correcto . 

Sin embargo, es prec iso es tablecer compromisos más cla­
ros y ace lerar la in strumentaci ón de numerosas políticas, an­
tes de que sea demas iado tarde ; e l agua es un elemento cruc ial 
para e l crec imiento econó mico de l país, para e l bienestar so­
c ial y para e l equilibrio ecológico. 

En es te sentido , es necesario apuntar algunas tareas pendien­
tes de carác ter es tratégico que deben as umirse en el corto plazo, 
hac iendo acopio de todos los recursos políticos e institucionales 
requeridos . 

Cambio institucional, administración y eficiencia 

• Mayor seguridad jurídi ca en el derecho de uso de agua y 
conces iones. 

• Adecuaciones jurídicas para alentar los mercados de agua, 
permitiéndose las transferenc ias entre diferentes cuencas. 

• Desregulac ión y eliminación de trámites innecesarios para 
ag iliza r el oto rgamiento de conces iones y permi sos. 

• Avanzar con mayor rapidez en la constituc ión de con se­
jos de cuenca, con cari z ambiental y perspec ti va estratég ica de 
efic iencia económica. 

• Transferencia de funciones opera ti vas a las entidades fede­
ra ti vas y a los usuarios orga nizados. 

• Los di stritos de riego deben transferirse totalmente a los 
usuarios 

• Deben e limin arse subsidios en los precios de l ag ua y en 
las tari fas de energía e léc trica para bombeo agríco la . 

uso susten table del ag ua 

• Por medi o de mecani smos de inte rca mbio eco nómico y 
transfe renc ia de de rechos de uso en reg iones pri orita ri as , de­
ben liberarse vo lúmenes de la ag ri cultura y reas igna rse a usos 
soc ia lmente más produ c ti vos e n las c iud ades y en la in dus­
tri a. 

• En la Ciudad de México debe superarse la políti ca exc lu­
sivamente ingenieril de incrementar la oferta de agua, que nie­
ga los imperati vos de racio nalidad económi ca. Es to adquiere 
mayor importancia al haberse mos trado la in viabilidad de ma­
yor suministro desde cuencas ex tern as, como es e l caso de la 
cuarta etapa del Sistema Cutzamala en la captac ión de Temascal­
tepec . 

Manejo ambiental y uso sustentable 

• Avanzar en las dec laratori as de cuerpos de ag ua, espec ial­
mente en sistemas prioritarios como los del Conchos, San Juan, 
Bravo Bajo, Pánuco, Blanco, Papaloapan, Coatzacoalcos, Yaqui , 
Mayo, Fuerte, Culiacán, Coahuayana, Balsas, Lerma y va lle de 
Méx ico, as í como en lagunas cos teras. 

• Atender prioritariamente las descargas de zonas urbanas con 
un elevado efec to ambiental, como es el caso de las aguas residua­
les del puerto de Verac ru z que pl antean una afec tac ión conside­
rable a los ecos istemas arreci fa les. 

• Establecer una regulac ión ambiental efecti va de la ac uicul­
tura. 

• Exigir el cumplimiento de las normas eco lógicas para des­
cargas de aguas res iduales y consolidac ión de la vigilancia am­
biental en la Procuraduría Federal de Protecc ión a l Ambiente, 
con un enfoque de control por di versos medios. 

• El considerable vo lumen de aguas residuales de la Ciudad 
de México debe tratarse en su totalidad. Ello requi ere construir 
macroplantas de tratami ento y que su caudal se oriente, al me­
nos de manera parcial, a la rec uperac ión ex tensiva de l lago de 
Texcoco . 

• Establecer una normati vidad ambiental eficaz para las ac ­
ti vidades agrícolas de ri ego, as í como el pago de derechos por 
contaminac ión en el sec tor. 

• Atender de manera espec ia l a las ramas industrial es más 
contaminantes: metálicas básicas , explotación mineral, produc­
tos metáli cos, industri a petro lera, química y petroquímica, ce­
lulosa y papel, industri a tex til , curtiduría, indu stri a alimentari a, 
azucarera, cervecera, viti viníco la y pesquera. 

• Es tablecer nuevos sistemas de regulación en ac uíferos con 
problemas graves de sobreexplotac ión y contaminación. 

• Determinar y aseg urar vo lúmenes mínimos en los cuerpos 
de agua para sustentar la continuidad de los procesos ecológicos. 
El suministro ecológico de agua a ríos, lagunas cos teras, lagos 
y humedales debe asumirse como prioridad en las políti cas hi ­
dráuli cas. 

• Aplicarse en el saneamiento en centros tu rísticos estraté­
gicos, como Zihuatanejo, Cancún , Huatulco, Cozumel, Acapul ­
co, Puerto Vallarta, Mazatl án, Manzanill o y La Paz. La conti ­
nuidad de l desarrollo turístico de pende de e ll o. ~ 
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La infraestructura y los servicios de comunicaciones y trans­
portes son elementos esenciales para integrar una política 
de Estado que fortalezca la democracia, impulse el creci­

miento económico y eleve !ajusticia social. En la actualidad, esos 
servicios constituyen un importante factor de impulso del de­
san·ollo económico y de apoyo de la productividad de las indus­
trias y del intercambio de productos en los mercados naciona­
les e internacionales. Asimismo, permiten integrar mejor a los 
países, pues contribuyen al desarrollo de sus regiones, amplían 
la cobertura de muchos servicios y ofrecen mayores oportuni­
dades de progreso a los habitantes. 

Las comunicaciones y los transportes también son elemen­
tos clave para fortalecer la democracia y mecanismos para di­
fundir las diversas expresiones y demandas de la sociedad. Sin 
un sistema de comunicaciones moderno y abierto a la plurali­
dad, la democracia no encontraría canales de expresión autén­
ticos que se traduzcan en una mayor participación política de 
todos los ciudadanos. Por ello, el desarrollo y la modernización 
de las comunicaciones y los transportes forman parte de toda 
agenda integral de gobierno cuyas orientaciones sean alcanzar 
mayores niveles de prosperidad y bienestar social. 

En México, en los años recientes se ha acelerado la expan­
sión y la modernización del sector, lo que entrañó una profun­
da transformación estructural que ha fortalecido la función rec­
tora y supervisora del Estado e incrementado la participación de 
los particulares. Gracias a ello, en la actualidad el sector de co­
municaciones y transportes absorbe mayores montos de inver­
sión, genera mejores empleos y registra un aprovechamiento 
óptimo de los recursos públicos para los programas y las obras 
con mayor repercusión social y regional. La transformación ha 

permitido que el sector desempeñe un papel más relevante en el 
desarrollo nacional y su evolución afecte de manera muy favo­
rable a la política de crecimiento y justicia social del Estado 
mexicano. 

Atendiendo a la experiencia hi stórica, la nueva estrategia en 
las comunicaciones y los transportes ha buscado que las políti­
cas del sector no constituyan acciones aisladas, sino que respon­
dan a una visión integral del desarrollo en la que se coordinan 
las acciones de las diversas instancias federales. Así, se promue­
ve la integración ele un sistema intermodal de tran sporte que 
permita aprovechar las ventajas de vincular los diferentes mo­
dos de transportación y las diversas regiones del país. De igual 
manera , se aprovechan las nuevas tecnologías no sólo para me­
jorar la calidad y la cobertura de los servicios de telecomunica­
ciones, sino también para generar beneficios sociales a otras ac­
tividades bás icas como la educación y la salud. 

En la primera parte de este artículo se describe a vuelo de 
pájaro, con base en algunos estudios empíricos de varios países, 
cómo la inversión en la infraestructura ele comunicaciones y 
transportes incide en el crecimiento económico . El caso de 
México se aborda desde una perspectiva histórica en la que se 
aprecia que si bien el desarrollo de la infraestructura tuvo efec­
tos muy favorables en el impulso del crecimiento económico , 
las estrategias carecían de una visión de desarrollo integral y 
coordinado entre los di versos modos ele transporte y telecomu­
nicaciones. 

Más adelante se diagnostica la evolución del sec tor hasta 
1995 . Se observa que si bien éste registraba importantes avan­
ces, también requería una transformación que permitiera ace­
lerar su modernización e introducir una visión más integral , de 

* Secretario de Comllnicacion es v Transportes de México . 
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alcance reg iona l y con una mayor pa rt ic ipac ión de los segmen­
tos de la soc iedad mex icana . Pos te rio rmente se res umen los 
obj eti vos y princ ipa les es trateg ias de l act ua l rég imen para su­
perar los rezagos preva lec ientes en e l sec tor, as í como los pri ­
meros resultados del proceso de cambio estructural y de reorien­
tac ión de la in versión públi ca. También se presentan algunos 
retos y acc iones inmediatas para los dos últimos años de l pe ríodo 
1995 -2000. Por último, se presentan algunas refl ex iones sobre 
la func ión del sec tor de comunicac iones y transportes en el marco 
de una nueva política de Es tado para e l próxi mo mileni o. 

11\ YEI<SIÓ:\ Ei\ 1:\FIUESTRll'TUL\ Y CRECniiE:\TO ECO:\Ói\ IICO 

La mayoría de países de l mundo ha otorgado gran atención 
e importantes recursos al mej oramiento, la expansión y la 
moderni zac ión de su infraes tructura, la cual genera efec­

tos directos en el entorno económico: apoya la integrac ión de l 
mercado interno, favorece las economías de escala y reduce cos­
tos tanto en las cadenas de producc ión y di stri bución, como en 
los sec tores generadores de di visas. 

En e l marco de la g lobalizac ión y la ape rtura comerc ial, e l 
mejorami ento de la in fraes truc tura constitu ye un importante 
medio para e leva r la competiti vid ad de las econom ías. Las in­
dustri as exportadoras se benefic ian de las menores tari fas para 
la transportac ión de mercancías, al ti empo que la integ rac ión 
de cadenas producti vas locales pe rmite sustituir insumos im­
portados. 

Diversos es tudios han cuanti ficado los efec tos de la crea­
c ión de infraes tructura en e l crec imiento económico y demos­
trado que la re lac ión es pos iti va en todos los países, aunque 
varía según e l grado de indu stri a li zaci ón. El cuadro 1 mues­
tra e l efec to de la infraes tructu ra en el crec imiento económi ­
co. Se observa que mientras mayor es el ni ve l de indu stri ali ­
zac ión de los países, mejor se aprovecha la infraes truc tura y 
los servic ios de comunicaci ones y transportes. En e l caso de 
Méx ico los estudios des tacan que la in versión en in fraestruc­
tura ti ene un efec to pos iti vo en el crec imiento económico de 
5 por c iento. 

LAs co~tUNtcAU01\ES Y T RAi\S PORTES EN MÉx ico 

La infraestructura de comunicac iones y transportes ha apo­
yado e l desarrollo económico del país en sus di versas eta­
pas . En el siglo pasado se enfre ntó a la accidentada orografía 

de l país, la cual difi cultó su expansión ace lerada y la ex tensión 
de su cobertura. No fue sino has ta finales de l siglo XIX y prin­
cipios de l XX cuando la problemática parcialmente se superó con 
el ferrocarril , que permitió no só lo una mayor integrac ión de l 
mercado interno sino también un mejor enl ace de la economía 
mex icana con los mercados internac ionales . 

E n los años veinte y treinta del sig lo en curso, la construc­
ción de carreteras y cam inos rec ibió un fuerte im pul so y se 
avanzó en e l proceso de integ rac ió n de las reg iones de l país. 

comun icaciones y transpones: sector es tratégico 

En la fase inic ia l de in dustri al izac ión. e l desa rro llo de la in fra­
es tructu ra de l tra nspo rte permiti ó a México co merc ia lizar sus 
produc tos de export ac ión -sobre todo pe tró leo y minerales­
e inc remen tar su capac idad de impo rt ac ión, imp ul sando con 
e ll o la producc ión nac iona l. De hec ho, la ex istenc ia de una gran 
infraes tructura fue de te rminante para superar la dep res ión de 
los años tre inta y responder de manera adec uada a la dema n­
da in te rna y exte rna. 1 

Durante la etapa de "crec imiento hac ia ade ntro" la in versión 
públi ca en e l sector desempeñó un papel importante en la con­
so lidac ión de l func ionam iento de la economía durante vari as 
décadas . E l modelo, sustentado en e l dinami smo de l mercado 
interno y en la integ rac ión de numerosas cadenas producti vas, 
rec ibió el apoyo de los avances en esos años de la infraes truc­
tura de comunicac iones y transport es. 

As í de 1939 a 1949 la contri buc ión de los transportes a l 
crec imi ento económi co se ca lcul a en 4 .8% 1 y en 2% para la 
década de los c incuenta . .1 En el lapso 195 1- 1958, se estima que 
entre 15 y 19 por c iento de l crec imi ento de la producc ión se 
vincul ó es trechamente con el ap rovechami ento ele las ex terna­
lidades pos iti vas que generó la in vers ión pú blica en in fraes­
tructura y o tros fac to res procluct ivos .4 Sin embargo, a lgunos 
modos ele transporte como e l fe rrovia ri o no crec ieron con e l 
mismo dina mi smo an te la prioridad que se oto rgó a la construc­
c ión de la red ca rretera durante va ri as décadas . Es to se aprec ia 
en la re lac ión ca rrete ra-vía fé rrea que se presenta en e l cuadro 
2. También fue ev idente que la in fraes truc tu ra y los servic ios 
de comunicac iones y transportes se concentraron ele fo rma muy 
marcada en zonas urbanas e industri ales en apoyo a l modelo 
de sustituc ión ele importac iones , e l cual pri vileg ió e l desarro­
ll o de es tas zonas en detrimento ele la atenc ión de las áreas ru­
rales y la promoc ión de las potenc ia lidades productivas ele mu­
chas reg iones de l país. 

As í, cada modo de transporte se desarro lló de manera inde­
pendiente, respondiendo a neces idades mu y particul ares de una 
reg ión o una industri a. Al mi smo tiempo, se carecía de una po­
líti ca integ ral para el transporte que favo rec iera la acción coor­
d inada y con una perspec ti va multi modal. Más ade lante, al ago­
tarse e l modelo de sustituc ión de importac iones, se hi zo patente 
la neces idad de replantea r la es trateg ia de desarrollo de l sec tor 
para ace lerar su moderni zac ión y ampliar su cobert ura en fun­
c ión de las d i versas y crec ientes neces idades de servic ios en las 
di stin tas industri as y reg iones del país. 

l . A fin ales de 193 1 e l gob iern o ap li có d iversas po líti cas ex pan­
sionis tas que es ti m ul aron e l nivel de la de manda agregada. E l au me nto 
en e l prec io de la pl ata y otros mi nera les tamb ié n incre mentó e l va lo r 
de las exportac iones nac io nales. A mbos factores, e n com bin ac ión con 
la ex istencia de capac id ad oc iosa en in fraes truc tura, pe rm itiero n la 
rec upe rac ión de la economía, aun ante los efectos de la gra n depre­
s ió n. E. Cárde nas, La hacie11da pública y la polít ica ecoi/ÓII1 ica 1929-
1958, Fo ndo de C ultura Econó mi ca, Méx ico, 1994, pp . 45-69. 

2. l bid., p. 125 , c uadro !Y.7 
3. 1bid., p. 133, cuadro Y.l 
4. 1bid., p. 140. 



comercio e.rrerior. abril de 1999 349 

Evolución del sector e u A D R o 

de comunicaciones y transportes 
hasta 1994 
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Medida de 

Muestra Elasticidad 1 Autores-año infraestructura 

Estados Unidos 0.39 Aschauer, 1989 Capital púb lico 
no militar 

Estados Unidos 0.34 Munell, 1990 Capital púb lico 
no milita r 

Debido a su enorme importancia para im­
pulsar e l c rec imiento económico, se han 
destinado importantes recursos públicos 
para ampliar y modernizar las comunica­
ciones y transportes de México. Los recur­
sos hic ieron posible desarrollar -hasta 
1994- más de 300 000 kilómetros de ca­
rreteras y caminos ; una red ferroviaria su­
perior a los 26 000 kilómetros; 58 aero­
puertos; 85 puertos marítimos y fluvia les; 
8 .4 millones de líneas telefónicas, y cerca 
de 35 000 puntos para el servi cio postal y 
te legráfico . Empero, las carreteras y los 
caminos estaban poco integrados y presen­
taban un mantenimiento insufic iente y las 
autopistas de cuota, sobre todo las conce­
sionadas, experimentaban problemas fi­
nancieros. Además, se carecía de libramien­
tos y accesos terrestres adecuados para agi-
1 izar el tránsito entre los puertos marítimos 
y los centros de producción y consumo. 

Estados Unidos (48 es tados) 0.00 Ho ltz-Eak in , 1992 Capital públi co 

Japón 0.20 Mera, 1973 Infraes truc tura 
industrial 

Francia 0.08 Prud ' Ho mme, 1993 Capita l público 
China 0.24 Uchimura y Gao, Transporte, agua 

1993 y co muni cac io nes 
Is rael 0 .3 1-0.44 Breg man y Marom , Transporte, 

1993 energía, ag ua 
y sanidad 

México 0.05 Shah , 1988 , 1992 Energía , 
com uni cac io nes 

y tran spo rte 
Varios países de la OCDE 0.07 Canning y Fay, 1993 Transporte 

Países no desarrollados 0.07 Canning y Fa y, 1993 Transporte 
Paíse s no desarroll ad os 0. 16 Easterly y Rebe lo, 1993 Transporte 

y comunicaciones 

A pesar de los crecientes subsidios des­
tinados a la operac ión del sistema ferrovia­
rio nac ional, se identificó que la longitud 
de la red no había aumentado desde hacía 

l . Cambio porcentual en el producto generado por el cambio en 1% de la in vers ión en infraes tru ctura. 
Fuente: Wor/d Development Repon . lnfraes tructure fo r Development, Banco Mundial , Oxford 
University Press, 1994 , p. 15. 

••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••• 
varios decenios y que los ferrocarriles ha­
bían dejado de ser un apoyo importante en 
la mov ili zac ión de carga y pasaje. Este medio transportaba me­
nos de 15% del volumen total de la carga terrestre nacional y tan 
sólo 1% de los pasajeros . 

En e l caso de los puertos , algunos presentaban problemas de 
subutilizac ión de su infraestructura y en otros era evidente la falta 
de capacidad de almacenamiento y la carencia de instalaciones 
y servi c ios portuarios especia lizados. 

Aun cuando los servicios aeroportuarios no presentaban pro­
blemas de congestionamiento , en algunas terminales se reque­
ría ampliar y modernizar la infraestructura y los equipos, a fin 
de ev itar problemas de saturación en el mediano plazo. También, 
era necesario emprender una estrategia de integración multimo­
dal , que cubri e ra la falta de coordinación adecuada entre los 
diversos modos de transporte. 

Pese a su c rec ien te importancia, las telecomunicaciones no 
se aprovechaban de manera adecuada y resultaban insuficientes 
para apoyar el crecimiento económico y la provisión de muchos 
se rvic ios. La exces iva regulación no es timulaba la inversión ni 
la competiti vidad en la prestac ión de los serv icios. En consecuen­
cia, la red te lefónica nacional tenía una densidad de 9.4líneas por 
cada 100 habitantes, coefi ciente que contrastaba de manera des­
favorable con los internacionales. La oferta de este servicio en 
las áreas rural es era insuficiente: cerca de 28 000 comunidades 
de entre 100 y 500 habitantes no contaban con él. 

Respecto al sistema satelital, se requerían inversiones impor­
tantes para hacer frente a la creciente competencia internacio­
nal y aprovechar el potencial comercial del sistema, así como 
para establecer servicios de carácter social como la educación 
y la medicina a di stancia. Pese a que en los últimos años los ser­
vicios de radiocomunicac ión habían presentado un desarrollo 

e u A D R o 

RELU ' f()\ F\THE K ILÚ\ I ET RO"\ DI : C\ IU~ETER . \ 1'.\\ ' D I E'"T.\D\ y 1\ ll. (l\ I ETHO.., 

!> E \ i \ FEI<I<E .\, 1952- !98() 

2 
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1952 
1954 
1956 
1960 
1970 
1980 

Carretera Vía férrea Índice (carretera/ 
pavimentada (km) (km) vía férrea) 

16 178 
17 846 
19 917 
28 979 
41 947 
66 920 

23 397 
23 283 
23 425 
23 369 
24 468 
25 5 10 

0.69 
0.77 
0.85 
1. 24 
1.71 
2.62 

Fuente: R. Cervantes , La privatizac ión de Fe rrocarril es Nacionales de 
México, tes is de lice nciatura. El Colegio de Méx ico, 1997, p. 89. 

••••••••••••••••••••••••••••••• 
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ace lerado , el uso del espectro radioeléctrico era inadec uado y 
la incorporación de las nuevas tecnologías en esta industria era 
incipiente. 

Finalmente, los servicios postal y telegráfico tenían una gran 
cobertura , pero presentaban rezagos tecnológicos y operativos 
que dificultaban la prestación del serv icio de manera confiable 
y oportuna, en espec ial en las zonas rurales y en las urbanas po­
pulares . 

ÜBJETI\ OS ' ESTIC\TEt;l.\ DEL SECTOR , )995-2()()() 

e on el propósito de abatir los rezagos e iniciar una nueva etapa 
de crecimiento de la infraestructura de comunicaciones y 
transportes congruente con la política establecida en el Plan 

Nacional de Desarrollo 1995-2000, el programa sectorial para 
las comunicaciones y los transportes incorporó los siguientes ob­
jetivos: 

1) Conservar, modernizar y ampliar la infraestructura del 
transporte y las comunicaciones, a fin de impulsar el crecimiento 
económico, la integración regional y el desarrollo social. 

2) Mejorar la ca lidad, el acceso, la eficiencia y la cobertu­
ra de los servicios de transporte y comunicaciones, con el 
propósito de apoyar la competitividad y la productividad de la 
economía. 

3) Desarrollar la infraestructura y los servicios de transpor­
te y comunicaciones, con niveles de seguridad suficientes que 
permitan el tránsito de personas y bienes por las vías generales 
de comunicación, con tranquilidad y confianza. 

Para cumplir tales objetivos, a partir de 1995 se promovió la 
transformación estructural del sec tor mediante la consolidación 
del papel normativo, rector y promotor del Estado y de la intensa 
participac ión de la inversión privada. 

Con base en ese enfoque algunas áreas del sector hoy cuen­
tan con más recursos para acelerar su modernización y al mis­
mo tiempo se han liberado recursos del gobierno federal para fi­
nanciar acciones y programas con mayor rentabilidad social. 

El punto de partida de la reforma estructural fue la actuali­
zación del marco jurídico, que ahora permite la participación del 
sector privado en la construcción de 

e u 

comunicaciones y transpon es: sector es tratégico 

Primeros resultados de la transformación estructural 

El proceso de cambio est ructural del sector ya ha producido al­
gunos resultados. Así, a pesar de las res tri cciones presupuesta­
rias del gobierno federal, la inversión en comunicaciones y trans­
portes ha aumentado de manera significativa grac ias a la crec ien­
te participación de la inversión privada. 

La transformación del sistema ferroviario ha permitido que 
una actividad poco rentable e ineficiente se convierta en otra con 
enorme potencial de desarrollo, en la que los nuevos concesio­
narios han comprometido recursos cercanos a 9 000 millones de 
pesos para los próximos años (véase el cuadro 4 ). A la fecha, el 
avance en la restructuración del sistema se puede resumir en la 
concesión de las principales líneas ferroviarias , con lo que hoy 
en día 95 % de los servicios de carga, en términos de toneladas­
kilómetro, lo realizan particulares y se promueve un sistema de 
transporte por ferrocarril más seguro, moderno, eficiente y com­
petitivo . 

En el presente gobierno se ha avanzado en la consolidación 
del cambio estructural del sistema portuario . En la ac tualidad 
los puertos son autosuficientes en términos financieros, además 
de que se administran de manera descentralizada y generan re­
cursos propios para impulsar su desarrollo . En estos años, se ha 
promovido de manera importante la participación de la inversión 
privada en la construcción y la operación de terminales portua­
rias e instalaciones y se han logrado avances en la consolidación 
de un ambiente propicio para la competencia, en el mejoramiento 
de los enlaces con otros modos de transporte y en una vincula­
ción más adecuada con el desarrollo de las regiones donde se 
localizan . 

La productividad de los servicios portu arios ha aumentado 
de forma notable , lo que ha conducido a las grandes líneas 
navieras del mundo a utilizar de manera creciente los puertos 
mexicanos. Un ejemplo es e l puerto de Veracruz, donde la 
productividad de las maniobras se eq uipara , e inclu so en oca­
siones supera, a la de los puertos más grandes y eficientes del 
mundo. La mayor competencia entre los puertos y dentro de 
ellos ha permitido que -en los últimos cuatro años-lasta­
rifas de maniobra aplicables a la mayoría de las cargas se re-

A D R o 3 
obras de infraestructura y en la presta­
ción de diversos servicios , fomenta la 
competencia y promueve la desregu­
lación de las distintas áreas del sector. 
La reforma del artículo 28 constitu-

i\ J¡ \ 11 O: IU 1 OH \ 1 \ "1 \ \ t 1 \ \ "\ 1)/\I'O~ I ll 0\ L~ 1 l~ f, \ LL S "'0 11 1U 1 '0\1 l \1 C \ll 0\ 1· .. ) \ 1 H,\ '\"~ I' OICI E.\ 

cional permite el concurso de los par­
ticulares en actividades antes consi­
deradas exclusivas del Estado, como 
los ferrocarriles y el sistema satelital. 

Adicionalmente, se promulgaron la 
Ley Reglamentaria del Servicio Ferro­
viario y la Ley Federal de Telecomu­
nicaciones , así como las leyes de Ae­
ropuertos y de Aviación Civil (véase el 
cuadro 3). 

• •••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••• 
• Artículo 28 constitucional ( 1995) 

• Ley de Aviación Civil (1995) 

• Ley Reglamentaria del Sistema 
Ferroviario ( 1995) 

• Ley Federal de Telecomunicaciones 
( 1995 ) 

• Ley ele Aeropuertos ( 1995 ) 

Permite la participación ele los particulares en materia 
de satélites y ferrocarriles. 

Establece las bases para una competencia efec tiv a 
entre las aero líneas. 

Establece las bases para la conces ión ele ferrocarriles. 

Permite la desregulación y la inve rsión privada 
y fomenta la co mpe tenc ia en es ta industria. 

Permite la in versión privada en las terminales aéreas. 

• • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • 
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1997-1998 
1999-2000 
Total 

3 048 
5 715 
8 763 

Fuente: Unidad de Apoyo al Cambio Estructural , Secretaría de Comunica­
ciones y Transportes. 

• • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • 

dujeran significativamente en términos reales y que las tari­
fas de contenedores sean competitivas en escala internacional. 
Todo ello se ha reflejado en un mayor dinamismo de los volú­
menes de mercancías transportadas por los puertos. De 1995 a 
1998la carga total manejada por los puertos aumentó de 186.3 
a 236.5 millones de toneladas , lo que significa un ritmo anual 
promedio de crecimiento de 8.3%, tasa 3.1 veces superior a la 
observada en el período 1990-1995 . 

Cabe destacar que en materia de contenedores, por prime­
ra vez en 1998 se sobrepasó el millón de TEU (unidades equi­
valentes de 20 pies, por sus siglas en inglés) manejados por los 
puertos. Estos resultados se vinculan a las inversiones de los 
agentes privados, quienes tienen previsto en los próximos años 
recursos adicionales para la construcción y ampliación de puer­
tos, así como para la adquisición de nuevos equipos (véase el 
cuadro 5). 

Con el fin de contar con una infraestructura aeroportuaria 
moderna y con base en los Lineamientos Generales para la Aper­
tura a la Inversión en el Sistema Aeroportuario Mexicano, en 
1998 se iniciaron las licitaciones para concesionar a particula­
res 35 de los 58 aeropuertos administrados por Aeropuertos y 
Servicios Auxiliares (ASA). Previamente, se estableció un mo­
delo de segmentación regional por medio de la integración de 
cuatro grupos aeroportuarios: Sureste, Pacífico, Norte y Ciudad 
de México. En estos procesos se prevé la venta de 15% de las 
acciones de cada grupo a operadores con experiencia en la ad­
ministración de aeropuertos. El gobierno federal retendrá 85% 

· para su posterior colocación en los mercados de valores. Se pre­
tende concesionar los principales aeropuertos del país a profe­
sionales en la operación y el manejo de aeropuertos y evitar las 
concentraciones monopólicas. Ello asegurará un flujo de recur­
sos que garantice el buen funcionamiento, la expansión y la 
modernización de la infraestructura aeroportuaria. A la fecha se 
ha licitado y adjudicado el primer grupo de aeropuertos, el Grupo 
Aeroportuario del Sureste. 

Parte esencial de la transformación del sector ha sido la aper­
tura en materia de telecomunicaciones, lo que ha permitido que 
la actividad crezca cuatro veces más que la economía en su con­
junto. Esto revela el dinamismo de un subsector que invierte, 
genera empleos y busca aprovechar nuevas tecnologías para 
ofrecer servicios más accesibles a un mayor porcentaje de la 
población. 
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• •••••••••••••••••••••••••••••• 
Realizada ( 1995-1998 ) 
Comprometida ( 1999-2000) 
Total 

3 608 
944 

4 552 

Fuente: Coordin ació n General de Puertos y Marina Mercante , Secretaría 
de Comunicaciones y Transportes . 

• •••••••••••••••••••••••••••••• 

Ya se han comenzado a percibir los primeros beneficios de­
rivados de la apertura en telecomunicaciones. Prueba de ello es 
que la competencia en el servicio de telefonía de larga distan­
cia, en el que concurren ocho compañías en las principales ciu­
dades del país , ha reducido sensiblemente las tarifas por este ser­
vicio . Dicha competencia, asimismo, se ha traducido en una 
mayor diversidad de servicios para el usuario y una mayor in­
versión destinada a la ampliación de la red de fibra óptica. De 
esta forma, en los últimos años se han instalado más de 40 000 
kilómetros de fibra óptica en el territorio nacional. 

Para ampliar la cobertura del servicio de telefonía pública se 
han entregado 29 permisos para su provisión, lo que permitirá 
que -en los próximos años- se instalen más de 200 000 apa­
ratos, es decir, un incremento de 80% con relación a los teléfo­
nos públicos actualmente en operación. 

En la telefonía local existen 15 concesionarios que participa­
rán en su provisión . Con ello iniciará -este año-la apertura a 
la competencia y se fomentará el desarrollo de di versas técnicas, 
algunas inalámbricas que aprovechan el espectro radioeléctrico 
y otras mediante la instalación de cables de fibra óptica. Con el 
inicio de la competencia en este servicio se habrá completado 
otra etapa muy importante en la apertura de las telecomunica­
ciones en México . Además, la telefonía celular, así como el 
paging y el trunking , continúan con su acelerado crecimiento, 
gracias al aprovechamiento del espectro radioeléctrico y la in­
corporación de nuevas tecnologías . De esta forma, las empre­
sas especializadas están en posibilidad de ofrecer paquetes más 
atractivos para los usuarios y ofrecer tarifas menores como con­
secuencia del ambiente competitivo en que operan. 

El sistema satelital también se ha abierto a la participación 
de los particulares. Gracias a ello, en diciembre de 1998, la nueva 
empresa operadora de los satélites en México puso en órbita el 
Satmex S con mucho mayor potencia que el Morelos II, al cual 
sustituye, y en el año 2002 será lanzado otro con características 
similares . Con ello, el sistema satelital mexicano se mantiene a 
la vanguardia en materia tecnológica y puede transmitir seña­
les no sólo dentro del territorio nacional, sino también a Esta­
dos Unidos y Centro y Sudamérica. 

Cabe mencionar que la introducción de nuevas tecnologías 
para la comunicación móvil personal, para la telefonía rural y 
para la te levisión digital, ha fortalecido el proceso de moderni­
zación de las comunicaciones . 
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pesar de las 

res tricciones 

presupues tarias del 

gobierno federal, la 

inversión en 

comumcaczones y 

transportes ha 

aumentado de manera 

significativa gracias a la 

creciente participación 

de la inversión privada 

L.\ REORIEi\'TACI ÓN DE LA I NVERSI ÓN PÚBLI CA DEL SECT OR 

E 1 cambio estructural del sector ha permitido que e l gobier­
no federal reoriente el gas to público hacia acciones y obras 
que generan mayores beneficios sociales. Así, se ha pues­

to especial atención a los programas de modernización y man­
tenimiento de la red federal carretera , así como en los caminos 
y la te lefonía rural. 

El interés por las obras de infraestructura carretera obedece 
a la importancia del transporte terrestre para la mayoría de lapo­
bl ac ión . Al respecto , 98.5 % de los pasajeros y cerca de 83 % de 
la carga terrestre se movilizan en ese medio . Ello hace indi spen­
sable la atención permanente de la red federal carretera , así como 
el mejoramiento de los caminos rurales. 

En materia de modernización de la red carretera, la inversión 
se ha orientado, sobre todo , a la construcción y ampliación de 
los tramos con un mayor aforo vehicular o que facilitan una co­
nex ión interreg ional más efici ente con otros modos de transporte. 
En especial , se ha avanzado en la moderni zac ión de tramos es­
tratég icos de los ejes tronca les debido a que a través de éstos se 
mov iliza cerca de 50% del tráfico y se transporta más de 60% 
de la carga (véase e l mapa ). 

comunicac iones y tran sportes: secto r es tratégico 

En lo que va de l actual gob ierno se han moderni zado y pues­
to en ope rac ión ce rca de 3 200 kil ómetros de ca rre teras federa­
les: alrededor de 1 500 kilómetros en los ejes tronca les y e l res­
to en ob ras de importanc ia reg ion al fuera de estos ejes. Durante 
los próx imos dos años , se seguirán canalizando recursos para la 
modernización de aprox imadamente 1 000 kilómetros adicio­
nales en tramos estratég icos de los ejes tronca les, lo que permitirá 
dej ar prácticamente concluidos los ejes que van de Méx ico a 
Nogales , a Nuevo Laredo y a Ciudad Juárez . Además , se conti­
nuará con la ejecución de obras de importancia regional y con 
los trabajos de conservac ión de la red federal. 

Con relac ión a la red de caminos rurales y alimentadores, se 
ha dado mantenimiento anual a los más de 60 000 kilómetros que 
la integran. La mayo r parte de los trabajos se han realizado me­
di ante el Programa de Empleo Temporal , lo que ha permitido 
generar de 1995 a la fecha ce rca de 900 000 empleos tempora­
les. Así, ese programa cumple con un dob le objetivo: ampliar y 
conservar la red de caminos rurales y generar empleos y opor­
tunidades de desa rrollo en localidades alejadas con mayores 
problemas de marginación y aislamiento (véase el cuadro 6) . 

Como parte de los programas soc iales desarrollados por el 
sec tor, desde 1995 se han instalado cerca de 21 000 teléfonos en 
poblaciones de entre 100 y 500 habitantes . Con ello, se preten­
de di sminuir e l aislamiento en el que han permanecido estas 
comunidades y abrirles nuevas oportunidades de desarrollo (véa­
se el cuadro 7). 

AcCIONES DEL sEcTOR co~JL' :\IL\CJOi\'ES Y TR .\:\SPORTEs, 

1999-2000 

En los próximos dos años se consolidará la transformación 
estructural de l sector a fin de continuar incrementando la 
participación de los particulares y la competencia en la pres­

tación de los servicios. También se persistirá en el fortalecimiento 
de la rectoría del Estado y su participación en los programas con 
un claro efecto soc ial. 

En materia de infraestructura carretera se modernizarán otros 
1 600 kilómetros de carreteras federales y se dará mantenimiento 
a la totalidad de la red . Esto incluye acciones de conservación 
rutinaria y peri ódica y de reconstrucción de tramos . En los ca­
minos rural es, se conservarán casi 60 000 kilómetros cada año 
con el Programa de Empleo Temporal, el cual generará 300 000 
empleos temporales anuales. Esas acciones permitirán incremen­
tar la seguridad y mejorar las condiciones de la red federal ca­
rretera y de caminos rurales, así como apoyar el desarrollo eco­
nómico y la integ rac ión nac ional. 

En materia de transporte se concluirá el proceso de cambio 
es tructural , a fin de atraer mayores inversiones y mejorar las 
condiciones de eficienc ia, seguridad y productividad en los dis­
tintos modos de transporte. 

Así, se terminará el proceso de desregulación del autotrans­
porte federa l; se concluirán los modelos de restructurac ión y 
apertura a la in versión privada en e l sistema ferroviario mexi­
cano; se dará un mayo r impul so a l transporte aéreo, mediante 
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,--. 
---• México-Nogales 
---• México-Nuevo Laredo 
""""""'"'" Querétaro-Ciudad Juárez 

---• Acapulco-Matamoros 
México-Chetumal 
Mazatlán-Matamoros 
Manzanillo-Tam pico 

---- Acapulco-Veracruz 
Veracruz-Monterrey 
Tij uana-Cabo San Lucas 

Fuente : Subsecretaría de In frae structura. Sec retaría de Com unicac iones y Transportes . 
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la competenc ia equitati va y la entrada de nuevos prestadores de 
servicios a es ta ac tividad ; se conc luirá e l proceso de apertura a 
la inve rsión privada en los aeropuertos , y se promoverá un a 
mayor inversión privada en los puertos con el concesionamiento 
de más servicios , terminales e instalaciones para ca rga. 

También se conso lidará el proceso de apertura a la compe­
tencia en las distintas áreas de las comunicac iones, para fomentar 
mayo res inversiones y el ap rovechamiento de nuevas tecnolo­
gías, a fin de propiciar una mayor cobertura, diversidad y ca li ­
dad de los serv icios, con precios más co mpet iti vos y accesibles 
para la poblaci ón. 

En este período habrá competencia en la telefonía loca l. Se 
terminará la instalac ión de te léfonos en todas las comunidades 
de entre 100 y 500 habitantes; se aprovecharán otras tecnologías 
de comunicac ión para introducir nuevos servic ios , y se promo­
verá la prestación y el desarrollo de servicios de valor agrega­
do para diversas ap licaciones. 

Se aprovecharán las ventajas tecnológ icas de la comuni ca­
ción vía satélite para el intercambio de señales, voz, elatos y video, 
así como para atender necesidades soc iales de educación , sa lud 
e integración nacional. Con ello, mejorará ele manera signi fica­
tiva la prestac ión ele los diversos servic ios de telecomunicac iones 
y se ampliarán las alternati vas de informac ión, educac ión, entre-

tenimi ento y comunicación para más mexicanos . Todas las ac­
ciones descritas permitirán consolidar la nueva es trateg ia para 
el secto r de comunicac iones y transportes. 

El nuevo marco regul ato rio , la mayor participación de la in ­
versión priva da y la mejor atención a las obras que benefician 
directamente a regiones prioritarias, establecen las bases de un 
crecim iento equilibrado y ele largo a lcance para e l sector y le 
permitirán constituirse en un e lemento más ac tivo y estratég i­
co de una política de Estado que lleve mayor progreso y bien­
estar a las familias mex icanas . 

Coi'\siDERAcio:-;Es FII'\ALES 

Las acc iones de los últimos cuatro años en e l sec tor de comu­
nicac iones y transportes forman parte de una política inte­
gra l del Estado mexicano para alcanzar un mayor crec imiento 

y justi cia soc ial. Di chas acc iones no han s ido aisladas, sino que 
se han rea li zado en coordinac ión con dependencias públicas y 
ámbitos de gobierno, en una estrateg ia común de desarrollo para 
todos los mex icanos. 

Las acc iones ti enen bases firme s y de largo pl azo y se sus­
tentan en un marco jurídico que da certidumbre a los inversio-



354 comunicaciones y transportes: sector estratég ico 

l interés por las obras de infraestructura carretera obedece a la 

importancia del transporte terrestre para la mayoría de la 

población. Al respecto, 98.5% de los pasajeros y cerca de 83°/o 

de la carga terrestre se movilizan en ese medio. Ello hace 

indispensable la atención permanente de la red federal 

carretera, así como el mejoramiento de los caminos rurales 

nistas, trabajadores y usuarios de las comunicaciones y los 
transportes. El sector es clave para la conformación de una po­
lítica de Estado de largo alcance, no sólo por su indiscutible im­
portancia para el desarrollo nacional, sino también porque las 
obras y las acciones que ahí se emprenden trascienden a futuro, 
rebasan la perspectiva coyuntural o delimitada de un gobierno. 

Así, en el marco de una política integral de Estado, la estra­
tegia en materia de comunicaciones y transportes ha favoreci­
do las acciones que permiten acelerar su expansión y moderni­
zación en el corto y largo plazos . En la actualidad se cuenta con 
importantes compromisos de inversión hacia el futuro y nuevas 
reglas que permiten la sana operación de la infraestructura y los 
servicios, bajo la rectoría y la supervisión directa del Estado. 

Con ello se tendrá un sector de comunicaciones y transpor­
tes que apoye el crecimiento económico como medio para alean-
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Inversión 

(miles de pesos) Kilómetros Jornales Empleos 

1995 308 500 51 417 16 453 333 163 416 
1996 383 000 63 864 20 526 669 !54 748 
1997 760 000 69 858 24 292 627 276 055 
1998" 934 518 67 507 25 999 000 295 443 

a. Cifras preliminares . 
Fuente : Cuentas Públi cas 1995- 1997. 
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Localidades de entre 100 y 500 habitantes 

Censo 1990 
Comunicadas hasta 1994 
Comunicadas 1995-1998 
Total hasta 1998' 

Miles de habitantes beneficiados en 1995- 1998 
Inversión 1995-1998 (miles de pesos) 

32 230 
4 478 

20 992 
26 355 

6 269.2 
137 863 

a. Incluye 2 035 localidades que en 1990 no llegaban a este rango de 
población . 
Fuente: Subsecretaría de Comunicaciones. Secretaría de Comunicaciones 
y Transportes . 
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zar una mayor justicia social; impulse la competitividad de la 
economía; promueva un desarrollo más equilibrado entre las re­
giones del país ; fortalezca la democracia y motive una partici­
pación más entusiasta y comprometida de la sociedad mexica­
na, y afirme la soberanía nacional al fortalecer, al mismo tiempo, 
la capacidad del Estado para regular y promover el desarrollo 
productivo. 

La estrategia ha mostrado sus primeros resultados y prepa­
rado al sector para su expansión y modernización sobre bases 
firmes y duraderas . Con ello, el sector de comunicaciones y trans­
portes seguirá contribuyendo al crecimiento económico de lar­
go plazo que requiere el país y a los objetivos de justicia social 
que procura la propuesta de política de Estado a la que se ha con­
vocado a los diversos actores políticos en México. (9 



Propuesta de cambio estructural 
de la industria eléctrica en México 

• • • • • • • • • • LUIS TÉLLEZ KUENZLER· · " ----: .,-_. · _ .-.,. 

La energía eléctrica está presente prácticamente en todos los 
ámbitos de la vida cotidiana. Es indispensable para el de­
sarrollo de actividades económicas, científicas, culturales, 

recreativas y del hogar. Sería imposible el funcionamiento de 
una soc iedad moderna sin energía eléctrica. 

La contribución directa e indirecta de la electricidad a las ac­
tividades productivas de México es comparable a la del agua. 
Sin un suministro eléctrico confiable, suficiente y de alta cali­
dad , estaría en riesgo el desarrollo económico del país y la me­
joría del bienestar de los mexicanos. Por estas razones, ha sido 
una prioridad histórica para el Estado mexicano garantizar un 
suministro adecuado y confiable de energía eléctrica. A princi­
pios de los sesenta se nacionalizó la respectiva industria con el 
fin de cumplir los objetivos de integrar los sistemas existentes, 
unificar la frecuencia del servicio y ampliar su cobertura. Estos 
propósitos ya fueron satisfechos. 

El gobierno ha asignado recursos sin precedente al desarro­
llo de la infraestructura eléctrica. En la ac tualidad alrededor de 
95% de la población tiene acceso a la electricidad, una de las pro­
porciones más altas del mundo. Además, México cuenta contra­
bajadores, técnicos e ingenieros con gran experiencia y capa­
cidad en la operación y el mantenimiento de sistemas eléctricos, 
cuya participación ha sido esencial en e l crecimiento y lamo­
dernización de un sector decisivo en el progreso del país. 

N u : EstD.\ D DE REFOR~t.\R EL sEcToR t·.LÉcnuco ~tEXIcA-.o 

Hoy México se enfrenta a un nuevo reto de proporciones enor­
mes: expandir el sistema eléctrico nacional para garanti­
zar, de la manera más eficiente posible, el abasto futuro de 

una demanda nacional de elec tricidad que crece a tasas superiores 

a las del resto de la economía. Las expectativas de crecimiento 
de la demanda de electricidad son de por lo menos 6% anual para 
los próximos seis años. El fuerte dinamismo obedece sobre todo 
al crecimiento económico del país concentrado en los sectores 
que utilizan más energía eléctrica, como la industria y el comer­
cio; el aumento ele la población y su estructura demográfica, y 
la mejora paulatina de los ni veles de vida que supone mayor con­
sumo de electricidad. Para responder a ese reto, en los próximos 
seis años será necesario instalar una capacidad de generación adi­
cional de aproximadamente 13 000 megavatios, equivalente a 
más de la tercera parte de la capacidad disponible. Los sistemas 
de transmisión y distribución también requieren fuertes inver­
siones para garantizar el abasto continuo, suficiente y de calidad 
de la energía en cuestión. Esas inversiones implican erogaciones 
por 250 000 millones de pesos en dicho período, monto que equi­
vale a cerca de una cuarta parte del Presupuesto de Egresos de 
la Federación para 1999 y supera el total de recursos que desti­
nará el gobierno a educación y seguridad social durante este año. 

Si estas inversiones se financiaran como se ha hecho hasta 
ahora, surgiría una presión insostenible sobre el presupuesto 
federal, en momentos en los que se enfrenta un importante re­
zago en la satisfacción de otras necesidades básicas y fuertes 
restricciones de disponibilidad de recursos . Como ejemplo, hoy 
en día , 14 millones de mexicanos no tienen aún la posibilidad 
de acceso al agua potable, 26 millones carecen de alcantarilla­
do y 90% del agua residual no recibe tratamiento. 

El gobierno federal debe cumplir su responsabilidad de sa­
tisfacer las necesidades de energía eléctrica sin descuidar otras 
áreas fundamentales para el desarrollo del país. El abasto con­
fiable y oportuno de electricidad es indispensable para elevar el 

* Secretario de Energ(a de México. 
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nivel de competitividad de la economía y fortalecer así la capa­
cidad de generación de empleos de la planta productiva nacio­
nal. Además , la inversión, tanto nacional como extranjera , sólo 
se establecerá en el país si se tiene acceso a la energía eléctrica 
en condiciones competitivas de precio y calidad. 

Para responder a este reto de manera responsable y oportu­
na, el Ejecutivo ha sometido al Constituyente Permanente una 
iniciativa de reforma a los artículos 27 y 28 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. El objetivo de esta 
reforma es abrir y ampliar los espacios necesarios para la con­
currencia de los sectores público , social y privado en la indus­
tria eléctrica, bajo la rectoría del Estado . 

A fin de que los interesados conozcan la propuesta elabora­
da por el Ejecutivo federal para el cambio estructural de la in­
dustria eléctrica en México y estén debidamente informados 
sobre los alcances de la iniciativa de reforma constitucional, la 
Secretaría de Energía presenta en este documento los objetivos 
de política que sustentan el cambio propuesto y la visión gene­
ral de la nueva estructura industrial. 

La visión general de la nueva industria eléctrica contenida en 
este documento constituye una propuesta que habrá de enrique­
cerse con los puntos de vista de todos los interesados. Es una 
propuesta cuya transformación en una nueva realidad normati­
va e institucional requerirá de un amplio concurso de volunta­
des y de la decisión soberana del Poder Legislativo . Por ello, es 
natural que algunos aspectos de la concepción general que se 
presenta se modifiquen conforme avance el proceso de reforma. 

EsT RUCT URA DEI. SECTOR EL ÉCTRICO EN M~:x t co 

Actividades de la industria eléctrica 

La energía eléctrica no es un recurso natural, es un bien que 
produce el hombre y que, por sus características físicas, no 
es posible almacenar. La provisión del servicio de energía 

eléctrica en gran escala consta de cuatro actividades principales: 
1) La generación de electricidad a partir de energéticos pri­

marios como los combustibles fósiles, el agua, el combustible 
nuclear o el calor geotérmico . Desde los años ochenta, la gene­
ración eléctrica ha experimentado cambios importantes como 
resultado de los recientes avances tecnológicos . Ello ha redu­
cido la escala óptima de las centrales eléctricas y los costos de 
generación de energía. En la actualidad, se lleva a cabo en cen­
trales de menor tamaño y con tiempos menores para su construc­
ción y montaje . Esto permite que pequeñas empresas financien 
y construyan nuevas instalaciones de generación, las ubiquen 
en los lugares más convenientes y compitan con libertad por la 
oportunidad de vender su energía (véase la gráfica 1 ). 

2) El despacho eléctrico consiste en determinar las centra­
les generadoras que deberán operar en cada momento, con el fin 
de hacer un uso eficiente de la capacidad instalada y minimizar 
el costo del suministro eléctrico. 

En un sistema eléctrico existe una red de cables por la que viaja 
la electricidad. Esta red se caracteriza por que los flujos que vi a-

ca mbio de la indu stri a eléctrica 
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jan por ella no pueden almacenarse ni se puede distinguir un elec­
trón de otro. El sistema eléctrico debe estar perfectamente equi­
librado en todo momento para evitar interrupciones en el ser­
vicio. Esta tarea se cumple por medio del despacho eléctrico y 
constituye una parte central en la industria eléctrica, pues hace 
posible que el servicio se preste de manera confiable, segura y 
a bajo costo. Estas características tornan indispensable que , para 
asegurar la estabilidad del sistema, esta función se lleve a cabo 
de manera centralizada. 

3) La transmisión de electricidad consiste en transportar la 
electricidad en redes de alta tensión, a grandes distancias, de las 
plantas de generación hacia los centros de consumo. La red de 
transmisión está constituida físicamente por el conjunto de lí­
neas, subestaciones y equipos eléctricos que se utilizan para este 
propósito. 

4) La distribución consiste en conducir la energía eléctrica 
dentro de una región específica, a través de redes de media y baja 
tensión, para su entrega a los hogares , comercios e industrias. 
Esta actividad comprende tanto el conjunto de instalaciones 
eléctricas que transportan la electricidad hasta los usuarios fi­
nales como el proceso de su venta final. 

Estructura actual del sector eléctrico en México 

La generación, la transmisión , la di stribución y la venta de ener­
gía eléctrica que tienen por objeto la pres tació n del servicio 
público son actividades de competencia exclusiva de la Comi­
sión Federal de Electricidad (CFE), en prácticamente todo el 
territorio nacional , y de Luz y Fuerza del Centro (LFC), que atien­
de al Distrito Federal y parte de los estados de México, Morelos , 
Hidalgo y Puebla. 
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G R Á F e A 2 En 1992 se reformó la Ley de Servicio Públi­
co de Energía Eléctrica para abrir un espacio limi­
tado a la participación privada, tanto nacional 
como extranjera , en las actividades de generac ión 
de energía eléctrica bajo las modalidades de auto­
abastec imiento , cogeneración y producción inde­
pendiente de energía . Este cambio implicó el re­
conocimiento de la neces idad de sumar el esfuerzo 
privado al sector para ampliar la oferta eléctrica. 
Sin embargo, el número de participantes privados 
es muy reducido debido a las restricciones que 
impone la estructurajurídicae institucional vigen­
te a los autoabastecedores y cogeneradores . Ade­
más, los productores independientes han sido una 
so lución transitoria para el financiamiento de nue­
va infraes tructura, ya que no constituyen una al­
ternativa permanente de la inversión pública. 
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La capacidad actual de generac ión de energía 
eléctrica del sec tor en su conjunto es de 36.1 mi­
les de mega vatios. La CFE participa con 90%, LFC 
con 2.3 %, Pemex con 4.4% y generadores priva­
dos con c13.3 % restante. Además, ex isten tres pro­
yectos independientes que entrarán en operación 
en 2000 y 2001 (Mérida III, Hermosillo y Río Bra­
vo). La CFEoperacasi en su totalidad la red de trans­
misión (98 % ); mientras que LFC lo hace de manera 
marginal (2%). Por otro lado, el serv icio de di s­
tribución lo atiende la CFE (90.4% de la capacidad 
nacional) y LFC (9.6% ). (Véase la gráfica 2.) 
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Durante los últimos años, muchos países se han enfrentado 
en forma ex itosa a los retos del desarrollo de su industria 
eléctri ca. La solución más frecuente ha sido la de promo­

ver un cambio estructural en la organización del sector. De este 
modo, una industri a e léctrica monopólica y verticalmente inte­
grada se ha transformado en una industria segmentada, con con­
diciones de competencia efectiva en la generación y venta de 
energía eléctrica, regulada en la transmisión y distribución, con 
alta partic ipación privada. 

Algunos países que han instrumentado este tipo de cambios 
son Argentina, Australia (Victoria), Bolivia, Canadá (Al berta) , 
Colombia, El Salvador, España, Estados Unidos (California), 
Guatemala, Inglaterra , Noruega, Nueva Zelanda y Perú . 

El cambio estructural en la industria eléctrica de esos países 
ha permitido una baja considerable de los costos de la electrici­
dad para otras ramas industriales. De no avanzar en esta área, 
la indu stria mexicana se rezagará en materi a de competitividad 
con relac ión a sus principales socios comerciales. 

Conviene destacar, con más deta ll e, tres ejemplos de refor­
ma en países con di stintos g·rados de desarrollo económico: 

1) El Reino Unido restructuró su industria eléctrica en 1990. 
Si bien no existía un problema de crecimiento de la demanda, sí 

había un elevado número de centrales eléctricas obsoletas de muy 
alto costo que requerían remplazo. La empresa a cargo del mono­
polio estatal insistió en la necesidad de que el propio Estado cons­
truyera nuevas centrales eléctricas. Sin embargo, el gobierno optó 
por crear el marco institucional para el desarrollo de un merca­
do competitivo y dejar que las nuevas empresas generadoras 
compitieran con tecnologías de punta. En este caso, la nueva 
capacidad de generación agregada desde la restructuración ha 
sido superior a la necesaria para atender la demanda y menos 
costosa de lo esperado. Como resultado de los menores costos 
de producción, los precios reales de la energía eléctrica al con­
sumidor se redujeron de manera significativa, principalmente en 
los sectores comercial e industrial (véase la gráfica 3) . 

2) Argentina se enfrentaba a una carencia crónica de inver­
siones en su industria eléctrica, un elevado crecimiento de la 
demanda (superior a 7% anual) y frecuentes interrupciones del 
servicio eléctrico . En respuesta a esta situación, en 1992 el go­
bierno introdujo un mercado competitivo de energía. A partir de 
entonces, el sector privado ha financiado de manera exitosa las 
inversiones en generación, transmi sión y distribución y ha roto 
el cuello de botella que significaba el suministro eléctrico. De 
hecho, actualmente existe un exceso de capacidad en el merca­
do argentino. Esta circunstancia ha moti vado la caída de los 
precios del mercado eléctrico y beneficiado directamente a los 
consumidores y a la competitividad de la economía. El marco 
regulador y las expectativas de crecimiento han hecho particu­
lm·mente atractiva la inversión en el sector eléctrico de este país. 
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3) En 1996 Guatemala inició un proceso de reforma estruc­
tural de su secto r eléctrico orientado a segmentar los monopo­
lios estata les verticalmente integrados encargados del sumi­
nistro eléctrico y de abrir la industria eléctrica a la participación 
de la inversió n privada. Al igual que otros países, la definición 
de un marco regulador e institucional, el establecimiento de un 
mercado e léctrico competitivo y la des incorporación de cier­
tas áreas de la industria fueron los pilares de la reforma. A 
menos de dos años de iniciado el proceso de reforma, diver­
sas empresas generadoras privadas participan en el mercado 
con centrales nu evas o reci én desincorporadas . Además, hace 
poco el gobierno concluyó la des incorporación de la empresa 
de distribución de la capital del país, por la que el gobierno de 
Guatemala recibió más de 500 millones de dólares. Estos re­
cursos , aunados a los ahorros presupuestarios en la operación 
y el mantenimiento de los sistemas eléctricos estatales, han 
permitido al gobierno instrumentar un programa de electrifi­
cación nacion a l. Con este programa se logró pasar de 40% de 
la población con suministro eléctrico antes de la reforma a más 
de 70% dos años después . 

Los países que han intentado introducir reformas parciales 
han fracasado en sus objetivos. La experiencia de reforma en las 
naciones que rea lizaron cambios en la industria eléctrica pero 
no una auténtica restructuración ha sido particularmente desafor­
tunada para atraer in versión priva da y aumentar la capacidad en 
e l sector. 

PROI't;ESTA DE REFOR~Ir\ ESTRl'CTL'RAL 

E 1 gobierno ha desarrollado una propuesta de reforma estruc­
tural del sector eléctrico para asegurar la satisfacción de la 
crec iente demanda de energía eléctrica, mejorar la calidad, 

cambio de la industria eléc trica 

la con fiabilidad y el costo del serv ic io, así como atraer capital 
privado, tanto nacional como extranjero, para e l financiamiento 
de las inversiones requeridas . Se pretende reducir el efecto pre­
supuestario en la expansión del sec tor eléctrico nacional que hoy 
es responsabilidad exclusiva del Estado y liberar recursos para 
la atención de necesidades sociales prioritarias. 

Esta propuesta considera las particularidades de la economía 
mexicana y su sec tor eléctrico e incorpora las mejores prácticas 
adoptadas en los sectores eléctricos de otros países. En particular, 
la generación de energía nucleoeléctrica y la operación y el con­
trol de la red nacional de transmisión (despacho eléctrico) con­
tinuarán a cargo del sector público de manera exclusiva. Las 
demás actividades de la industria eléctrica serán consideradas 
prioritarias y en ellas podrán participar los sectores social y 
privado . 

Se introducirá competencia en las actividades de la industria 
eléctrica que lo permitan, es especial en la generación y la comer­
cialización, que estarán sujetas a un régimen de permisos. Las 
actividades que constituyen monopolios naturales, como la 
transmisión y la distribución, serán objeto de regulación econó­
mica que simulará condiciones de competencia, en beneficio de 
los usuarios finales. Los activos que se destinen a estas últimas 
actividades seguirán siendo considerados bienes del dominio 
público de la Federación, por lo que se requerirá de una conce­
sión para llevar a cabo su explotación. La distribución de ener­
gía eléctrica tendrá el carácter de servicio público. 

Además, habrá dos tipos de consumidores: los usuarios del 
servicio de di stribución y los usuarios grandes o calificados. Los 
primeros incluirán las empresas medianas, pequeñas y los clien­
tes residenciales, para los que el proceso de suministro y de fac­
turación del servicio eléctrico será similar al actual. Los usua­
rios calificados, inicialmente consumidores de más de 5 000 
mega vatios hora anuales, podrán elegir el suministrador de ener­
gía eléctrica que más les convenga. 

Se establecerá un mercado eléctrico para que los generadores 
y los compradores (distribuidores, comercializadores y usuarios 
calificados) realicen transacc iones de compraventa de electri­
cidad en un ambiente de competencia . Los generadores com­
petirán ofreciendo su energía a través de posturas (ofertas de 
cantidad disponible de energía y su precio de venta) para que los 
compradores las adquieran de quienes ofrezcan los precios más 
bajos. El mercado es operado, de modo simultáneo, por una en­
tidad autónoma que ordena de menor a mayor a los generadores 
de acuerdo con el precio de su postura, hasta sati sfacer la demanda 
de energía requerida en cada momento. Este mecanismo asegu­
ra que sólo la energía eléctrica de menor costo llegará a los usua­
rios. El área sombreada de la gráfica 4 representa a los genera­
dores que ofrecen el menor precio en un momento dado. 

Principales elementos de la nueva estructura propuesta 

Los principales elementos que constituyen la nueva estructura 
propuesta del sec tor eléctrico se enumeran a continuación (véase 
la gráfica 5). 
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eficaz con obj eti vos explíc itos de benefi­
c io soc ial. 

• • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • 
9) La planeac ión , a cargo de la Sec re­

taría de Energía, de las inversiones de la 
red nac ional de transmi sión y, en su caso, 
el establecimiento de incenti vos para el de­
sarro llo efic iente y competiti vo del sector 
eléctrico. 

Prec io 
($ /MW) 

Demanda ~ 

Prec io ele mercado 

Oferta 

1 

1 O) El desarro llo de un marco jur ídi co 
claro, transparente y predecible que brinde 
seguridad jurídica a la inversión privada 
y pe rmita a la Comisión Regul adora de 
Energía, como autoridad independie nte, 
regular los monopolios naturales de trans­
misión y de di stribución en cuanto a pre­
c io, inversiones y ca lidad del serv icio, así 
como las demás ac ti vidades que fo rmen 
parte de la industri a eléctrica. 

100 100 100 100 100 
MW MW MW MW MW Etapas de transición a la nueva 

estructura Gen 1 Gen 2 
Cant idad (M W) 

Generadores despachados por el Centro de Operación 
de l Sistema Eléctrico Nac ional 

La transformac ión de la nueva indu s tri a 
eléctri ca requerirá de cambios signi fica­
tivos en el marco jurídico vigente. Será ne­

••••••••••••••••••••••• • ••••••••• • • •••• •••• cesario reformar los art ículos 27 y 28 de 

1) La transformac ión de los actuales organi smos públicos del 
secto r eléctrico en empresas espec iali zadas de generac ión y de 
d istribución y una empresa fili a l de la CFE encargada de l siste­
ma nac ional de transmi sión. 

2) La c reac ión de un o rgani smo público descentra li zado 
(Centro de Operac ión del S istema Eléctrico Nac ional, COSEN), 

encargado de la operac ión de la red nac ional de transmisión y 
del mercado e léc tri co mayori sta (despacho e léctrico) y la crea­
c ión de otro organi smo que te nga por objeto la generac ión de 
energía nuc leoe léctrica. 

3) La apertura de las acti vidades de la industri a eléctri ca a la 
in versión privada nac ional y extranjera. 

4) El es tab lec imiento de un mercado e léc tri co mayori sta de 
corto p lazo medi ante e l cua l los generadores vendan su energía 
en cond ic iones de competenc ia y e l prec io sea determinado li ­
bremente . 

5) El libre acceso a la red nac ional de transmi sión y la pos i­
bilidad de que los usuarios cali f icados part ic ipen en e l merca­
do e léctrico mayoris ta d irecta mente o po r med io de comer­
cia li zadores. 

6) El desarro llo de contratos bil aterales de largo plazo , cu­
yos té rmi nos se pactarán con libertad por los compradores y 
vendedores de energía e léctrica . 

7) El es tab lec imiento de di spos ic iones que permitan que los 
sistemas e léctri cos del país que no estén in te rconectados a la red 
nac iona l de transmi sión operen en condic iones espec iales . 

8) La aplicac ión de una políti ca de subsidios transparente y 

la Constituc ión General de la República y 
la leg islac ión secundari a, as í como expedir una nueva Ley de la 
Industri a E léctrica y nuevas d ispos iciones reglamentarias y de 
regul ac ión. El nuevo marco jurídico establecerá las responsa­
bilidades de los partic ipantes en e l sector e léc tri co y definirá las 
atribuciones de la Secretaría de Ene rgía y la Comi sión Regul a 
dora de Energía. 

Para garanti zar una transición ordenada hac ia la nueva ind us­
tri a eléc tri ca, e l gobierno ti ene prev ista la instrumentac ión de l 
proceso de reforma en tres etapas. Las pr imeras dos quedarán 
conc luidas al f inali zar e l ac tu a l rég imen (di c iembre de l año 
2000). 

E n la primera etapa, la CFE y LFC se transformarán en com­
pañías de partic ipac ión estatal espec iali zadas: vari as empresas 
de generac ión y di stribuc ión y una de transmi sión. En es ta e ta­
pa también se establecerá e l marco de regulac ión bás ico, se pl a­
neará e l mercado e léc tri co y se crearán e l o rgani smo público 
encargado de la operac ión de l sistema nac ional de transmi s ión 
y de l mercado (despacho eléc tri co) y e l o rgani smo descentrali ­
zado responsable de la generac ión nuc leoeléctrica. 

La segunda etapa es tará marcada por el inicio de operac io­
nes de l mercado e léc tri co mayori sta, por lo que la gene rac ió n y 
la comerc iali zación se abri rán a la in vers ión pri vada , nac ional 
y extranjera. Las empresas de generación públicas y pri vadas 
competirán unas con otras en el mercado eléc tri co. Los gene ra­
dores podrán es tablecer contratos bil ate ra les con las nuevas 
empresas de di stribuc ión y con los usuari os ca lifi cados, con la 
inte rvención de comerc iali zadores o sin ell a. 
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Asimismo, se otorgarán concesiones a empresas de transmi­
sión interesadas en desarro llar redes no interconectadas al sis­
tema nacional de transmisión . 

Por último, las empresas públicas de generación y distribu­
ción y la de transmisión se desincorporarán de manera progre­
siva. Este proceso será crucial para que la transformación del 
sector eléctrico sea completa y exitosa y permitirá obtener re­
cursos para el desarrollo de la infraestructura del agua potable, 
alcantarillado y tratamiento de aguas residuales, y para consti­
tuir Jos fondos que sustenten Jos pasivos laborales con Jostra­
bajadores y los jubilados del sector. El gobierno estará en condi­
ciones de llevar a cabo la desincorporación de empresas públicas 
a partir del año 2000; en ella podrá preverse la participación de 
capital de Jos gobiernos locales atendiendo a objetivos de federa­
lización, así como la participación social con recursos de Jos 
trabajadores y sus fondos de pensiones . La consecución de las 
etapas del proceso de reforma y la instrumentación de una tran­
sición ordenada permitirán asegurar que la estructura final de 
la nueva industria eléctrica corresponda a Jos objetivos de po­
lítica planteados por el gobierno (véase la gráfica 6) . 

BE\ U 1('10~ IH. L \ IU..H>In l \ 

DEL SECTOI{ 1-.l .Et'TR)( '() \I E\It \ \ () 

La reforma propuesta por el gobierno mexicano busca que Jos 
usuarios del servicio público de energía eléctrica disfruten 
de beneficios similares a Jos asequibles en otras partes del 

mundo. Estos beneficios se concentran en seis grandes aspectos, 
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que se describen a continuación y que cons tituyen a su vez Jos 
ejes rectores del proyecto de restructura del sector eléctri co na­
cional. 

1) Garantizar el abasto de energía eléctrica. La reforma del 
sector eléctrico mexicano incorpora la participación de todos Jos 
sectores de la sociedad para asegurar e l abasto oportuno de elec­
tricidad. Dicho abasto es la base del crec imiento económico y 
el desarrollo soc ial de México. 

2) Calidad, seguridad y bajo costo en el suministro. La refor­
ma incorpora competencia en las áreas de generac ión y comer­
cialización de la industria y, consecuentemente, los incentivos 
necesarios para operar con Jos menores costos administrativos 
y operativos posibles . Así, se enfrentará la eficiencia y la com­
petitividad de la industria eléctrica nacional por medio de la ope­
ración de un mercado eléctrico competido, lo que permitirá ga­
rantizar que la demanda existente en cada momento se cubra con 
la energía eléctrica generada por las centrales que ofrezcan las 
mejores condiciones de seguridad, estabilidad y costo, en bene­
ficio de Jos consumidores. 

3) Promoción de la inversión en el sector. La posibilidad de 
que di versas empresas participen en el sector eléctrico mexicano 
tendrá como consecuencia un aumento en la inversión en la in­
dustria eléctrica. Esto permitirá a las empresas participantes am­
pliar constantemente la cobertura de su servicio y aprovechar 
las oportunidades del mercado, mantener sus instalaciones en 
óptimas condiciones y contar con tecnología de punta. 

4) Liberación de recursos públicos para gasto soc ial. La re­
forma abrirá Jos espacios necesarios para que la participación 
privada en el sector eléctrico aporte capital suficiente y libere 

recursos públicos que el gobierno 

A 5 actualmente emplea en este sector. 
Estos recursos a su vez se podrán 
utilizar en áreas primordiales para 

•••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••• el desarrollo del país y la justicia 
social, como los programas de edu­
cación, salud, combate contra la 
pobreza extrema y seguridad pú­
blica. Además, la reforma permi­
tirá instrumentar un a política de 
subsidios directos y transparentes 
que ayudarán a quienes más Jo ne­
cesitan. 

Generadores 
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5) Creación de fuentes de em­
pleo y mejores oportunidades para 
Jos trabajadores electricistas. Con 
la reforma, todos Jos sectores pro­
ductivos de la economía tendrán 
acceso a un insumo eléctrico más 
competitivo, Jo que promoverá nue­
vas inversiones y la creación de em­
pleos permanentes mejor remune­
rados. Además, los trabajadores 
electricistas tendrán acceso a nue­
vas oportunidades de empleo, en la 
medida en que la industri a eléctri-
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Estructura actual 
Reestructuración Apertura Desincorporación de la CFE y LFC 

Empresas privadas 
Organismos concesionadas 

Modelo de pllblicos Empresas (bienes del dominio Empresas priva das 
participación descentralizados del Estado Empresas privadas público de la Federación) 

Generación Generador • Generador 
hidroeléctrica hidroeléctrico hidroeléctrico 

Generación Generador 
nuclear nuclear 

Generador 1 • Generador 1 
Generación Nuevos 

termoeléctrica generadores 

Generador N • Generador N 

Despacho CON SEN 

Transmisión CFE 

Distribuidor 1 • Distribuidor 1 

Distribución 

Distribuidor N --- Distribuidor N 

Comercializadores 

•••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••• 

ca se modernice y expanda con suficientes recursos provenien­
tes de todos los sectores de la economía. Las nuevas inversiones 
requerirán de la habilidad, la experiencia y la preparación de los 
trabajadores electricistas mexicanos. Por su parte, el gobierno 
se compromete a respetar escrupulosamente los derechos de los 
trabajadores y sus organizaciones sindicales, así como los de sus 
jubilados, para lo que establecerá un mecanismo que respalde 
los pasivos laborales por pensiones. 

6) Fortalecimiento de la rectoría estatal. El Estado conservará 
el control de la parte fundamental de la industria eléctrica me­
diante la operación del sistema nacional de transmisión ( despa­
cho eléctrico) y la generación nucleoeléctrica, al ser áreas es­
tratégicas. Adicionalmente, conservará las redes de transmisión 
y distribución como bienes del dominio público de la Federa­
ción, por lo que se prevé el establecimiento de un régimen de con­
cesiones para su explotación. Las nuevas empresas concesio­
nadas realizarán la explotación de los activos respectivos con 
la obligación de conservarlos, ampliarlos, mantenerlos y resti­
tuirlos al Estado al término de la concesión. Éste regulará la se­
guridad, la calidad y el costo del servicio eléctrico en beneficio 

de los consumidores . Además, el gobierno continuará con los 
programas de electrificación rural y de colonias populares y es­
tablecerá una política de subsidios dirigidos que beneficien a 
quien más los necesita. 

(_' ()\t"l.l SIÚ\ 

La propuesta de reforma de la industria eléctrica en México 
forma parte del esfuerzo de cambio estructural que ha pro­
movido el gobierno en el actual régimen. México no pue­

de desaprovechar la oportunidad para alcanzar los ni veles de efi­
ciencia y bajos costos que han logrado las industrias eléctricas 
de otros países que han fomentado la competencia en el sector 
eléctrico. Tampoco puede desaprovechar la oportunidad de de­
dicar recursos para revertir las tendencias de pobreza, desigual­
dad e insuficiencia de capital humano. El sector energético debe 
estar a la vanguardia para ofrecer insumas que apoyen la compe­
titividad de la planta productiva nacional y el bienestar de to­
dos los mexicanos. (9 



La estrategia de modernización 
del sector agrícola de México 

• • • • • • • • • • JOSÉ ANDRÉS CASCO FLORES' 

En los últimos años la economía mexicana ha transitado por 
un pro fundo proceso de reformas orientado a crear las 
condiciones para un c rec imiento sos tenido en el mediano 

y largo plazos . El sector agropecuario no ha sido aj eno a ese pro­
ceso . De hecho, su desarrollo se relac iona de manera estrecha 
con la evolución de las principales variables macroeconómicas, 
en espec ial e l dinamismo de l consumo privado, e l acceso a l 
f inanciamiento, el ni vel de las tasas de interés, así como el gra­
do de sobre o subvaluac ión del tipo de cambio real. Aunado a 
lo anterior, e l ajuste en el marco legal y regulatorio de l sec tor, 
la g lobalizac ión de la economía y su crec iente vinculación con 
e l ex teri or, han tornado mucho más complejo el marco de toma 
de decis iones en el sector. 

Desde hace varios años, el campo mexicano vive un proceso 
de cambio y ajuste estructural a las nuevas condiciones del en­
torno nac ional e internac ional. Elementos determinantes de l 
nuevo marco del campo son la reforma del artículo 27 constitucio­
nal, la desincorporación de empresas públicas como Fertimex y 
ANDSA y el redimensionamiento y ajuste de entidades como 
Banrural, Pronase y Agroasemex. 

El agotamiento de los di stintos modelos de desarro llo y la 
neces idad de imprimir dinami smo a la economía entrañaron un 
rep lanteamiento general de las políticas agropecuarias a fin de 
pro mover no só lo una mayor efi c iencia, sino también una ma­
yo r eq uidad en la di stribución de los ingresos rurales. El reto 
consiste en generar un modelo de política que prevea los siguien­
tes aspec tos: 

1) mejorar e l ni vel y la dis tribución del ingreso entre los pro­
ductores rura les más pobres; 

'' Subsecretario de Planeación de la Secre taría de Agricultura, Ga­
nadería r Desa rrollo Rura l de Méx ico. 

2) favorecer la capitali zac ión de los productores y la mov i­
lidad en la transferencia de los fac tores producti vos ; 

3) aprovechar las ventaj as comparati vas de la producc ión 
agropecuari a, así como fomentar las exportac iones y apoyar a 
los productores con capac idad de penetrac ión de mercado; 

4) apoyar a productores no co mpetiti vos con programas que 
fa vorezcan su reconversión, y 

5) sati sfacer las neces idades alimenticias de la pobl ac ión, to­
mando en cuenta los objeti vos de la seguridad alimentari a. 

El sector rural debe visua li zarse inmerso en un proceso de 
ajuste y transic ión hac ia nuevas condic iones de crec imi ento y 
desarrollo, las cuales se conso lidarán en el mediano pl azo. Es 
por e llo que se prec isa ahondar en las reformas ya instrumen­
tadas , pero también apoyar a los productores durante la transi­
ción. Dada la compl ejidad del entorno del sector, es necesario 
conside rar una política de desarro llo rural integral y sos tenible 
cuya base sea una es trateg ia producti va amplia que prevea no 
sólo las tareas producti vas primarias, sino también la importancia 
creciente de ac ti vidades no agropecuari as como generadoras de 
empleo e ingreso en el medio rural. 

Mi entras se ll eva a cabo e l proceso de aj us te e n e l sec to r 
agropecuario , se instrumentan medidas de compensac ión tem­
poral para los pos ibl es afectados por ese proceso. Sin embargo , 
debido a la gran hete rogene idad que ex iste en el sec tor rura l, 
también se promueve la di fe renc iac ión de medidas de compen­
sac ión y pro moc ión para los di stintos productores , de ac uerdo 
con sus necesidades reg ionales espec íficas. E ll o implica cam­
bi ar y repensar e l tradiciona l modelo de incenti vos de l sec tor, 
pero no quiere dec ir que el Estado abandone su papel de promotor 
del desarrollo en el campo. De hecho , se requerirá una mayor 
canali zac ión de rec ursos al agro y un papel estatal más acti vo 
en materi a de regul ac ión, entre otros aspec tos . En particul ar, es 
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importante replantear e l modelo de apoyos al campo ante lacre­
ciente complejidad del sector. Se debe tener presente que la agri ­
cultura en Méx ico presenta, entre otras, las características que 
se describen a continuac ión. 

1) La coexistencia de productores con alto potencial producti­
vo , gran dinamismo económico y fuerte orientación al mercado , 
con productores de bajos ingresos, orientados hacia la economía 
de autoconsumo y con graves niveles de pobreza extrema; cabe 
señalar que ex iste una amplia gama de productores intermedios. 

2 ) Los tipos de productores tienden a concentrarse geográ­
ficamente : los segmentos de agricultura comerci al sobre todo 
en las regiones noroeste, noreste y norte y la que padece de ma­
yores carenc ias en e l sur. 

3) La tenencia de la tierra de los pequeños productores con bajo 
potencial productivo es de alta fragmentación. Dada su baj a pro­
ducti vidad y por ende bajos ingresos deri vados de su actividad 
preponderante, estos productores deben diversifi car sus fuentes 
de ingreso en ac ti vidades distintas a las agropecuarias . Esta situa­
ción se vuelve aún más crítica para los jornaleros sin tierra, los 
que constituyen cerca de 24% de la población ocupada total del 
sector. 

En e l secto r agropec uari o persisten problemas es tructurales 
que no han sido del todo correg idos, incluso algunos se han agra­
vado: min ifun dismo en los altipl anos; aumento de la pobreza 
ex trema, princ ipalmente en zonas indígenas, y falta decapita­
li zac ión de los medianos productores . Muchos de es tos proble­
mas se resue lven ahora por medio de las políti cas de apoyo al 
campo instrumentadas en los últimos años. 

Debe recordarse que la pobreza rural no sólo está determinada 
por los bajos salarios, las oportunidades de empleo o los precios 
y rentabilidades a que se enfrentan los respectivos productores; 
también se explica por sus bajos nive les de capitalización y po­
bre acceso a servicios bás icos de educación, salud y vivienda, 
as í como a otros servic ios que les permiten acceder en mejores 
condic iones a los mercados laborales o de factores productivos. 

Por e llo las políti cas agropecuari as actuales se definen como 
multifuncionales: reconocen que la agricultura desempeña di ver­
sos pape les que van más all á de la mera provisión de alimentos. 
En el marco actual las políti -
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nes encaminadas a promover ese tipo de desarro llo se d iri gen 
no sólo al sec tor producti vo agropec uario , s ino que conside ran 
la importanc ia crec iente ele las ac ti vidades no agro pecuari as en 
la generac ión de empleos e ingresos en el sec tor rural. As imis­
mo, la búsqueda de la integrac ión de las ac tividad es ele produc­
ción primari a con la agroinclustri a es algo que ahora se toma en 
cuenta en la formulac ión de políticas para el sector agropecuario . 
En el campo ti enen que fru ctifi car otras ac ti vidades que hoy re­
presentan una parte importante de l ingreso rural. 

E L ~1.-\RCO <;E:'\E R.\1. DEL SECTOR ,. \(;ROI'ECUAR IO 
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En México, el sector productivo primari o (definid o como la 
suma de acti vidades producti vas ag ríco las , pecuari as, fo­
restales y pesqueras) parti cipa en promedio con alrededor 

de 7 % del PIB nac ional. S in embargo , esta contribución ti ende 
a fluctuar entre 5 y 7 por c iento . En la actualidad , la parti cipa­
ción de l sector primario es de alrededor de 6%, en tanto los sec­
tores primario y agroalimentario arrojan una parti c ipación cer­
cana a 10% del producto interno bruto (véase el cuadro l ). 

En el cuadro 1 se observa que en los últimos años e l sec tor 
agropecuario ha crec ido, aunque en general menos que los de­
más segmentos . Cabe seña lar que las tasas ele crec imiento de l 
sector primario se ven fuertemente afectadas por facto res ex ter­
nos, como las condiciones agroclimáticas . 

El crecimiento de l sector agroalimentari o en los últimos años 
se ha refl ej ado en un importante dinamismo de su comercio ex­
terior. Ello también ha sido resultado de la apertura comercial y 
de las políticas de desregulación de l comercio exterior ele Méx ico. 
A partir de la adhes ión al GATT (ahora OMC) en 1986, Méx ico 
emprendió un importante proceso de apertura comercial que se 
manifiesta en los tratados comerciales con Chile, Estados Uni ­
dos y Canadá, Bolivi a, Colombia, Venezue la, Costa Rica y re­
cientemente Nicaragua. 

A 

En junio de 1997 se inic ió e l proceso fo rmal de negoc iac ión 
entre la Comisión Europea y Méx ico para in stituir un ac ue rdo 

o R o 
cas agropecuarias deben en­
frentar al reto de atacar lapo­
breza en e l medio rura l, la 
degradac ión de los rec ursos 
naturales deri vada muchas ve­
ces de estas mismas condicio­
nes de pobreza y sati sfacer las 
neces idades de producc ión de 
alimentos para una soc iedad 
que demanda mayores ni veles 
de calidad e inocuidad. 

i\ h\IL·o: I' IWilll'TO 1\ I EI<\Il 1\ l<l TO l' l.I L, 199J-1997 ( \ II I.I. O, ES DE !' ES O ' 1 I' I< I.L' IOS DE (993 \ I'O UL'EYI'.I .I ES ) 

La v isión multifunc ional 
de la política agropec uari a se 
cri s ta li za en un nuevo enfo­
que , conocido como e l desa­
n·ollo rural integral. Las acc io-

•••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••• 
1993 1994 1995 1996 1997 

Tow l 1 256 196.0 1 312 200. 4 1 230 608. 0 1 294 15 1.7 1 384 824.5 
Va ri ac ión anual 4.5 - 6. 2 5. 2 7.0 

Agropecuario. sil vicul!ura _,. pesca 72 703.0 73 373 .2 74 005 .2 76 646. 2 77 743.5 
Variac ión anual 0.9 0.9 3.6 14 
Part ic ipac ión 5.8 5.6 6.0 5.9 5.6 

Alim enlos, bebidas y /aba co 59 297 . 1 6 1 240 .5 6 1 267 .2 63 338.5 65 838.9 
Vari ac ión anu al 3.3 0.0 3.4 3.9 
Part ic ipación 4.7 4.7 5.0 4.9 4. 8 

Seclo r ag roa lim en ra rio 132 000 .0 134 6 13.7 135 272.3 139 984.6 143 582 .4 
Variac ión anual 2.0 0.5 3.5 2. 6 
Part ic ipac ión 10.5 10.3 11 .0 10. 8 10.4 

••••••••••••••••••••••••••••• • •••••••••••••• •••• 
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PIB agrícola/ Empleo agrícola/ Exportaciones agrícolas/ Importaciones agrícolas/ Consumo 

PIB total empleo total exportaciones totales importaciones totales en el gasto total 

Au stralia 2.7 5.2 22.6 4.4 14.6 
Canad á 1.4 4.2 7.8 6 .0 10.5 
Unió n Europea 5.0 5.6 10.7 11 .2 15.5 
Japón 1.5 6.0 0 .4 13.5 n.d 
Nueva Zelandia 5.3 10.6 50 .7 7.7 12.6 
Mé xico 5.7 22. 6 4.5 4 .3 22.4 
Sui za 1.5 3.9 3.2 7.2 18. 0 
Estados Unidos 1.5 2.8 10.9 4 .8 8.3 
OCDE 1. 8 8.8 9.3 9.3 11 .8 

Fue nte: OC DE . 

• • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • 

de libre comercio entre las dos regiones. El 8 de diciembre de 
1997, la Unión Europea y sus estados miembros firmaron con 
México un Acuerdo de Asociación Económica, Concertación Po­
lítica y Cooperación (Acuerdo Global), así como un Acuerdo In­
terino sobre Comercio y Cuestiones Relacionadas con el Comer­
cio (Acuerdo Interino) . El25 de mayo de 1998 se aprobaron las 
Directivas de Negociación por parte del Consejo de Ministros 
de la Unión Europea. 

La apertura comercial, en especial con América del Norte, 
muestra un acelerado dinamismo que se refleja en tasas de cre­
cimiento promedio de 14.7% de las exportaciones agroindus­
triales y de 6.8% de las importaciones en el período 1993-1997. 
En especial, destaca que el aumento de las ventas externas, tanto 
del sector agropecuario como del de alimentos bebidas y taba­
co, haya sido superior al de las importaciones en el mismo lapso. 

A pesar de las críticas que ha despertado la política comer­
cial , sus efectos han sido determinantes en la configuración del 
sector. La instrumentación gradual del TLCAN implica que los 
precios que recibirán los productores serán los que prevalezcan 
en el mercado internacional, más-menos bases de comercia­
lización, excepto el azúcar. Esto quiere decir que existe una se­
ñal clara y definitiva en materia de precios agropecuarios. La 
competit ividad de la agroindustria requiere de insumos a pre­
cios internacionales. De hecho, los cupos negociados en ese 
acuerdo se han ampliado en la medida en que aumenta la deman­
da de productos básicos del sector agroindustrial, siempre y 
cuando, como regla general, exista consenso con las organiza­
ciones de productores . 

En el TLCAN se determinan también las reglas de acceso a los 
mercados de Estados Unidos y Canadá. Existe margen para la 
reconversión en la estructura de producción hacia productos con 
ventajas comparativas en esos mercados. Los límites a la recon­
versión los determina la disponibilidad de tierras e infraestructu­
ra hidráulica, así como el grado de saturación de algunas horta­
lizas y frutas en los países para los que se tienen condiciones 
preferenciales de acceso. Por otra parte, las reglas en cuestio­
nes sanitarias y fitozoosanitarias han hecho posible la apertura 
de nuevos mercados. 

La apertura comercial fue un paso en la estrategia de refor­
ma económica del Estado mexicano . El sector ag ropecu ario no 
se mantuvo al margen y se convirtió en variable fundamental en 
los planes de cambio estructural de la economía. 

Esnn crul.\ otTP\l'IO:-- \L 

e omo se observa en el cuadro 2, en la mayoría de las eco­
nomías industrializadas la participación del sector agro­
pecuario en el PIB total fluctúa de 1 a 6 por ciento. Sin 

embargo, la situación de México presenta una diferencia fun ­
damental: la elevada participación del empleo agrícola en el total. 

Lo anterior indica, por una parte, que en el caso mexicano 
77.4% del empleo no agrícola genera 94.3 % del ingreso total , 
mientras 22 .6% del empleo en agricultura sólo genera 5. 7% del 
ingreso total de la economía. De acuerdo con el censo de 1990, 
22 .1% de la PEA se concentraba en el sector agropecuario , prin­
cipalmente en actividades agrícolas (84 .3%), como la produc­
ción de granos y oleaginosas (véase el cuadro 3) . 

A pesar de la alta concentración del empleo en el sector, los 
salarios son muy bajos. Según el censo citado, alrededor de 84.8% 
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••••••••••••••••••••••• 
Po bl ac ión ocupada to ta l 

• • • • • • • • 
234034 13 

Poblac ión ocupada en e l secto r 
Parti c ipac ión de la agropec uaria en la tota l' 
Parti c ipaci ó n en la PEA sec tori al 

Actividades agríco las' 
Ac ti vidades gan aderas' 
Combinan ambas ac ti vidades' 
Otras' 

5 173725 
22. 11 

84.26 
5.4 1 
3.30 
7. 03 

l. Incluye ac ti v id ades s il víco las y de caza y pesca. 2. Porce nt ajes. 
Fu e nte: INEG I, XI Cen.w General de Pob lación r Vit•ienda / 990. 
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••••••••••••••••••••••••••••••• 
No rec ibe ingresos 
Menos de 1 sa lario mínimo 
De 1 a 2 sala ri os mínimos 
Más de 2 y menos de 3 sa larios 

mínimos 
No espec ificado 
Promedio de in gresos 

(veces e l sa lar io mínimo mensual ) 

26.35 
3 1.73 
26.73 

5.22 
5.36 

1.05 

Fuente: INEG I. XI Ce t/So General de Puhlociún y Vi 1·ie tl dn / 990. 

••••••••••••••••••••••••••••••• 

de esa PEA percibía dos o menos sa lari os mínimos, cifra que se 
puede utilizar como referencia mínima para delimitar la línea de 
pobreza en la economía. Aun suponiendo que dichas cifras es tén 
di storsionadas por el trabajo familiar, es ev idente la concentración 
de los niveles de pobreza en las zonas rurales (véase el cuadro 4). 

Con base en la Encuesta Nac ional de Empleo 1996, levanta­
da por el INEGI y la Secretaría del Trabajo y Previsión Social entre 
abril y junio de 1996, en di cho período el país contaba con una 
poblac ión ocupada de 32 .2 millones de personas, de las cuales 
24.6% se ocupaba en actividades agropecuarias y 4.4% en la 
industria de alimentos y bebidas. En total, el sec tor agroali­
mentario empleaba a 29% de la pobl ac ión . 

Si sólo se considera a los sujetos realmente ocupados durante 
el período de di cha encuesta (6 .7 millones de personas entre abril­
junio de 1996) , se observa que 45.7 % percibía dos o menos sala­
ri os mínimos y 43.9% de ese total no perc ibía ingresos, lo que 
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indica que tal vez se tratara de trabajo famili ar no remune rado , 
que represe nta 32.4% de la población ocupada total de referen ­
c ia . Es ta s ituac ión se presentaba con mayor frecuencia e n los 
rubros de propietarios , ejidatarios y comuneros, aparceros y arren­
datarios. El siguiente rubro más importante es el de jornale ros y 
peones, que representan 23.8% de la pob lac ión ocupada total en 
el campo. En es te caso, 93.8 % recibe dos o menos sa larios míni­
mos. Este estrato de trabaj ado res presenta las condiciones de 
pobreza más graves en el campo, ya que la mayoría de esos tra­
bajadores no cue nta con ti erras propias y por tanto en muchos 
casos ni siquiera son suj etos de programas de apoyo al ingreso 
como el Procampo (véase el cuadro 5). 

En gene ral los rubros que presentan una mejor situación de 
ingresos son los de pequeños propietarios y productores pecua­
rios sin tierra, debido a sus ni veles de cap itali zac ión mayores que 
los del resto de los trabajadores agropec uarios. Sin embargo, di­
chos rubros sólo representan 14.3 % del total de trabajadores . 

Estas condiciones de baj os ingresos se ven agravadas por la 
baj a ca lifi cac ión de la mano de obra ag ropec uari a, lo que le 
impide a es tos trabajadores ob tener mej ores condiciones de 
empleo, aun si dec idieran emigrar a las c iudades ; 22.5 % de la 
pob lación ocupada e n e l campo no tiene instrucc ión y 22.7% 
tiene primaria incomp leta (véase el cuadro 6) . 

Los bajos sa larios, la insufi c iente productividad y la falta de 
activos han hecho que la mayoría de los pobres se ubiquen en 
las zonas rurales, en donde la tasa de pobreza es de 4 7% frente 
a 25% en las zonas urbanas. 1 Así, los productores agropecuarios 

l . Banco Mundia l, Me.ri co. Rural Poverty. Mexico Department 
and the Sec tor Leadership Group, Washington, septiembre 30 de 1996. 
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Productores Trabajadores 

Sujetos Ejidarario.1· Apa rceros Producrores Jom a/ero.\· Empleados 
agropecuarios o y pecuarios V V Trabajadores 

Nive l de ingresos ocupados Propietarios2 comun eros Ocupan res arrendararios s in tierra peo11 es operarios sin pago 

Total 100.0 12.4 20.2 3.4 3.8 1.9 23.8 2.2 32.4 
Menos de 1 sa lario mínimo 26.7 38.4 39. 1 42 .7 39. 1 48 .3 41.6 10.2 0 .3 
De 1 has ta 2 sa lar ios 

mínimos 19.0 12.2 12.7 13.3 11 .9 16.2 52.2 54.0 0.3 
Más de 2 hasta 3 sa lari os 

mínimos 3.4 5.5 4.6 3.5 5.5 10.4 3.5 22 .0 
Más de 3 has ta 5 sa larios 

mínimos 1.8 2.8 3.4 3.4 2.4 6.4 1.0 8.2 0 .1 
Más de 5 ha sta 1 O sa larios 

mínimos 1.0 2. 0 2.2 l . 7 1.4 3.4 0. 2 3.5 
Más de 1 O salari os 

mínimos 0.4 1.8 0. 8 0.7 0 .5 1.1 0.0 0.3 
No rec ibe ingreso 43.9 28 .0 29.8 27.7 28.3 3.5 0.7 1.4 99 .3 
No espec ifi cado 3.7 9.3 7.4 7.0 10.9 10. 7 0.7 0.4 

l . Exc lu ye a los que es tán pró ximos a entrar a laborar. a los de soc upnclos abiertos y a los inacti vos. Inclu ye só lo a los sujetos agropec uarios que en la se mana de referencia estaban 
ocupados en la agri cul.tura o la ganadería. 2. Inc luye a los produclOres agropec uarios ocupados qu e además de ser propietarios posee n tie rra ej id ales o comunales. 
Fuente: Encue.\'la Na c lolw! de Empleo. ed ic ión 1996. INEGI y STPS . 
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Pob lación Sin Primaria Primaria Medio s uperior No 
ocupada instrucción completa incompleta Secundaria' y superim· especificado 

Total I OO.O I OO.O 
Subtota l de ac tividades agro pec uari as 22. 1 22. 5 

Ag ropec uari os 0.6 0 .2 
Mayorale s agropec uari os 0.7 0 .3 
Ag ri cullores 97 .6 98.9 
Operad ores de maqu in aria agropec uari a 1.2 0.6 

l . Inclu ye la poblac ión ocupada que ti e ne sec undaria incomple ta y completa . 
Fue nte: INEGI y STPS .. Enc 11 esta Nac ional de E111pleo, 1996 . 

IOO.O 
38.3 

0 .2 
0.9 

97.8 
1.1 

IOO.O / OO. O /00.0 / OO. O 
22.7 13.2 3.4 

0.4 0.7 7.6 0.0 
0 .5 0.6 2.8 0.0 

97.8 96.9 86.9 100.0 
1.3 1.8 2.7 

• • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • 

se han visto forzados en los últimos años a adoptar estrategias 
de di versificación del ingreso rural, como se observa en el cua­
dro 7 . Entre más pequeño es e l predio, menor porcentaje del in­
greso proviene de actividades agropecuarias y mayor de otras 
ajenas al campo. De acuerdo con la información de las encues­
tas ele productores del sector ejidal de la Secretaría de la Refor­
ma Agraria y la Universidad de Berkeley en 1990 y 1994, se 
observa que a menor tamaño del predio mayor es la dependen­
cia del productor de ingresos no agropecuarios. Por ejemplo, en 
el caso ele un productor ejidal con tenencia de O a 2 hectáreas el 
ingreso proveniente de actividades agrícolas y pecuarias era de 
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22.2%, mientras que el ingreso no agrícola (incluyendo subsi­
dios al ingreso y sa larios fuera de la acti viciad) representaba 
57.8 % del ingreso total. Esta situación es inversamente propor­
cional a la escala de producción . Así, un productor de más de 18 
hectáreas obtiene en promedio 72 .3% de sus ingresos de acti­
vidades agrícolas y pecuarias , mientras que sólo 24.3 % proviene 
de ingresos fuera de la acti viciad. 

Las observaciones anteriores tienen implicac iones muy im­
portantes para el desarrollo de nuevas políticas de empleo e in­
gresos para el sector. Las acciones del gobierno encaminadas 
a promover el desarrollo rural deberán no sólo dirigirse al sec-
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Tota l 0-2 2-5 5-10 10-18 Más de 18 

Nú mero de observaciones 11 5 1 224 36 1 27 5 184 107 

Ingreso total 100.0 100.0 100.0 100.0 100.0 100.0 
Agri cultura 40 .9 16.8 26 .8 37.7 44 .9 6 1.8 
Pec uari o 9.2 5.4 8.0 9.6 10.3 10.5 
No ag ríco la 36.4 57 .8 49 .6 35.8 28.5 24.3 
Mi grac ión hacia Méx ico y Estados Unidos 13.5 20.0 15. 7 16.9 16.2 3.4 

In greso agríco la 
Maíz y frijol 13.7 7.9 12.4 13.9 20.7 10.8 
Otros culti vos 27.2 8. 9 14.3 21.R 24.2 5 1.0 

Ingreso pec uari o 
Bovi no 5.7 3. 1 3.0 6.0 6.4 8. 3 
Otros a ni males 3.5 2.3 5.0 3.5 3.9 2.2 

In gresos no ag rícolas 
Sa lar ios 30. 2 41.5 43 . 1 3 1.8 27. 1 15.7 
Otros ingre sos 6.2 16.2 6 .5 4.0 1.4 8.6 

In gresos derimdos de la migración 
Famili as res idente s en ejidos 

1) Sa lari os en Méx ico 2 .4 8.2 3.5 1. 8 2.0 0.1 
2) Sa larios en Estados Unidos 0.9 0.7 1.1 2.2 0.3 0.0 

Familia s no reside ntes en ejidos 
3) Sa larios en México 1. 6 2.2 1.6 1.8 2.7 0.1 
4) Sa lar ios en Estados Unidos 8.7 8.9 9.5 1 1. 2 11 .2 3.2 

Fu e nt e: De Ja in vry. Gordill o et al .. Ejido Secto r Refo rm s. From Land Reformto Rural Developm ent. ponencia preparada pa ra la Confe re nce o n lhe Refo nn o f Mex ica n Agrarian 
Refo nn. Uni ve rs idad de Co lumbi a, Nueva York , 6 y 7 de abril de 1995 . 
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Total de Tota l de 0-2 hectáreas 2-5 hectáreas Más de S hectáreas 
hogares productores Productores Productores Á rea Productores Productores Área Productores Produ cto res Área 
(miles) (miles) (miles) ('k ) ( 9o ) (m iles) (%) (%) (mi les) (%) (%) 

Nac iona l 16 780 3 800 1 3 14 34.56 3.80 964 25.36 10.64 1 522 40.06 8 5.56 
No roes te 1 263 148 10 6.5 1 0 .35 25 16. 84 2.82 11 3 76.58 96.83 
Norte ce ntro 1 132 3 13 39 12.32 1.38 69 22. 16 8.8 1 205 65 .48 89.42 
Noreste 1 975 323 59 18.36 1.08 89 27.60 8. 15 175 53.98 90.76 
Centro Pacífico 1 98 1 407 79 19.37 3. 11 11 3 27.85 16.90 2 15 52.74 79.98 
Centro 3 134 1 093 568 5 1.97 13.53 304 27.85 23.42 222 20 .2 1 63.05 
Pacífi co sur 1 770 848 343 40.44 12.37 2 18 25.69 22 .01 286 33.87 65 .62 
Centro go lfo 1 653 462 11 9 25.82 2.57 93 20. 16 8.85 250 54.01 88.59 
Sudeste 53 7 148 48 32.75 12.15 44 29.63 15.82 55 37.54 72.03 
Ci udad de México 3 335 58 48 83.66 4 1.78 8 13.04 26.08 2 322.00 32.14 

Fuente: INEGI. Encuesta Nac iunlll d e In g resos y GaHu.\· di' los /-l ugares /992. y VI/ Ce nso Ag ro¡Jectwrio /9 9 1 . 

• • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • 

tor productivo agropecuario, sino que habrán de tomar en cuenta 
la importancia creciente de las ac tividades no agropec uarias en 
la generación de empleos e ingresos en el sector rural. Asimis­
mo , la búsqueda de la integración de las actividades de produc­
ción primaria con la agroindustria deberán considerarse en la 
e laboración de políticas para el campo. 

Los :-> 1\TI.ES DE e \PI L\LJZ.\UÚ'\ DE r.os PJWDL cTORES 
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A un cuando existen segmentos de productores altamente 
competitivos en esca la internacional , la capita lización 
de la mayoría de los productores del campo sigue sien­

do baj a en general, tanto en materia de tierra como de capital. 
La fragmentación de la propiedad de la tierra permanece muy 
a lta: cerca de 34 .6% de los productores posee de O a 2 hectá-
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re as y 25.4% tiene de 2 a S hectáreas; alrededor de 60% de 
los productores controlan 14.4% de la superficie agropecuaria 
total. 

La capitalización de los productores del campo, entendida 
como la cantidad y la calidad de activos que poseen, presenta 
diferencias muy importantes según la zona geográfica de que se 
trate. En general , es posible hablar de tres regiones con diferentes 
ni veles de capitalización, así como grados de desarrollo agrícola . 
En las regiones noroeste , norte-centro y noreste, donde existe 
una ag ricultura comercial intensiva con fuerte orientación ha­
cia los mercados interno y externo, se observa una mayor con­
centración de la superficie agropecuaria y de predios por arri­
ba de las cinco hectáreas, en ni veles superiores a los del promedio 
nacional. En contraste, las regiones centro, sur-Pacífico y sudes­
te, en las que predominan las condiciones de agricultura de sub­
sistencia y autocons umo, presentan mayores concentraciones 
de productores y superficies en predios menores a dos hectáreas 

R o 9 

•••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••• 
Total Tota l Segadora , 

de productores con Pozo trilladora o 
Reg ión (mi les) activos Abrevadero artesiano cosechadora Trilladora Emp<lcadora Secadora Trituradora Otras 

Tota l 3 789 28.72 9.54 6.78 9.04 7.92 1.67 0.22 0.09 3.88 
Noroes te 148 70.16 23. 17 13.28 52.63 15.93 4.99 0 .56 0 . 12 7.66 
No rte cen tro 3 13 38.86 15. 12 13.28 11.63 13.04 4.74 0.58 0.01 3.04 
Nores te 323 39.02 15.97 7.19 15.83 5.2 1 2.47 1.04 0. 15 5.82 
Pacífico ce ntro 407 39.59 14.92 8. 12 17.08 11 .93 1.35 0 .14 0 .02 4.78 
Cen tro 1 093 26.47 8.74 8.4 1 8.23 5.77 2. 17 0.08 0.02 3.26 
Pac ífico sur 838 19.48 3.37 1.64 0.69 9.00 0.18 0.03 0 .02 5.03 
Golfo ce ntro 461 17.08 7.48 2. 10 1.85 5.20 0.16 0.13 0.04 1.36 
Sudes te 148 20.96 3.75 11 .8 1 0.37 4.75 0.07 0.03 1.28 1.67 
C iudad de Méx ico 58 23.22 6.54 11 .29 4.9 1 1.62 2 .69 0.10 0.01 2.6 1 

Fuent e: INEG I. VI/ Censo Agropecuario, 199 1 . 

• • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • 
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Extensión y capacitación. Los 
servicios de extensión y capa­
citac ión tal vez sean los menos 
utili zados por los productores. 
Aun en las regiones con mayor 
capacidad productiva y mejor 
aprovechamiento tecnológ ico 
se reg istra un empleo reducido 
de estos servicios, sean gratui­
tos o pagados. Así, el promedio 
nac ional de productores que 
hace n uso de servicios de ex­
tensión en predios mayores de 
50 hec táreas es de 8.6% para 
extensión gratuita y 10.2% en 
ex tensión pagada (véase el 
cuadro 11 ). 

Total de produ ctores 0-2 2-5 5-20 20-50 Más de SO 

Total 32.45 24. 11 3 1.98 39.28 39.3 2 46 .58 
Noroe ste 68. 17 42 .96 59 .24 73. 10 72.63 65. 25 
Norte ce ntro 37.86 30.67 36. 34 37.49 44.39 50.56 
Nores te 37.45 19.07 33. 13 42. 72 53.50 56 .38 
Pac ífi co ce ntro 45.9 1 32.78 46 .62 5 1.42 46 .89 46 .84 
Centro 32.06 27. 73 33 .70 40.70 4 1.1 2 43. 88 
Pacífi co sur 2 1.2 9 17.22 2 1.64 24.65 27 .64 40.04 
Go lfo ce ntro 26.84 19.00 26.28 30.42 29.28 39. 10 
Sudes te 2 1.6 1 19.36 19 .58 24.78 26. 16 24.5 1 

Fuente: INEGI, V/ / Censo Agropec11a rio. 199 1. 

•••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••• 

(véase el cuadro 8) . En una situac ión intermed ia se enc uen tran 
las regiones centro-Pacífico y centro-Golfo, de clima templ a­
do y buen temporal, con productores de relati va orientac ión 
comercial y práctica de la agricu ltura extensiva, donde la ma­
yoría de las superficies y productores se concentra en predios 
de 2 a más de 5 hectáreas. 

Estas condic iones de tenenc ia y concentrac ión de la super­
ficie están muy ligadas a cuestiones de producti vidad. Entre más 
fragmentada esté la tenenc ia, menores serán las economías de 
escala y las pos ibilidades de obtener mej ores rendimientos. 

Con todo, no sólo la tierra se concentra por reg iones. En el caso 
de otros ac tivos , es ta concentración también se presenta en los 
estados del norte, noreste y noroeste. Como se observa en el cuadro 
9 solamente 29% de los productores posee ac ti vos de ca pi tal. Esta 
situac ión se agrava o mejora según las regiones productivas del 
país. 

México cuenta con márgenes para ampliar el uso de tecno­
logías más eficaces y eficientes con resultados en el corto y e l 
largo plazos. Como ejemplo de lo anterior se pueden citar los 
siguientes rubros. 
Fertirrigación . El VII Censo Agropecuario reconoce la existen­
c ia de 80 1 155 unidades de producc ión con superfi c ies poten­
c ialmente regab les, que representan 2 1. 1% de todas las unida­
des censadas y cuentan con una superfic ie conjunta de 5.6 mi­
llones de hec táreas de ri ego . Más de la mitad de esa superfi cie 
(56 .2%) se concentra en se is estados , con áreas mayo res de 
300 000 hec táreas cada uno: Sonora, Sin aloa , Tamaulipas , Chi­
huahua, Guanajuato y Michoacán. 
Semilla mejorada. El productor de granos , sobre todo e l peque­
ño productor de maíz , utili za poco las semi ll as mejoradas, las 
que se emplean en mayor medida en las ti erras de ri ego que en 
las de tempora l; esa semill a en particular se utili za menos en las 
reg iones centro, Pacífico sur, Golfo centro y sureste. Es to pue­
de obedecer al desconoc imi ento de las ve ntaj as de ese in sumo, 
su mayo r costo o menor di sponibilidad. La información sugie­
re la posibi li dacl ele un mejoramiento considerable de los rendi­
mientos por e l uso ele esa semill a tanto en cond iciones de riego 
como en temporal (véase el cuad ro 10). 
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Total 0-2 2-5 5-20 20-50 Más de SO 

To tal 4.59 1. 86 4. 17 7.02 7.25 8.62 
Noroes te 16. 38 8 .54 11.97 18.26 15.84 18.43 
Norte cent ro 5.45 1.95 4 .60 5.92 8 .1 2 8.04 
Noreste 7.56 2.77 5.76 9.35 12.4 1 12. 11 
Pacífico ce nt ro 6.48 2.79 5.6 1 8.54 7.91 6.83 
Cen tro 2.55 1.46 2.92 4.59 5.52 7.46 
Pacífi co sur 2.95 1.25 3 .1 5 4.62 5.52 6. 18 
Golfo centro 4. 18 1. 89 4 .02 5.28 5.17 6.26 
Sudeste 5 .34 5.80 5.96 5.28 3.23 4.59 

Fuente: INEG I, \1// Censo Agropecuario / 99 / . 

••••••••••••••••••••••••••••••• 
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Desde hace algunos años la sustentabilidad de la agricultu­
ra y la preservación y renovac ión de los recursos natura­
les han ganado considerable espacio en la agenda del de­

sarro llo rural integral. Sin embargo, existe un amplio margen de 
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Características Mi llones de hectáreas Porcentaje 

Excelente 
Bue na 
Regular 
Mala 

18.00 
22.00 
32.00 

123.80 

9 
11 
16 
64 

Fue nt~ : Sed e so i / I NE. A1éxico: Inf orme de la Jifllación general en materia de equilibrio 

eco lógico ·' · pruteccián al ambiente 1991- 1992. Méx ico. 1993 . 

• •••••••••••••••••••••••••••••• 



comercio exterior, abri l de 1999 

\) ¡ '11 o: \U t.\0'\l' \t, I{Cit 11\1\llt '' ii'IIUt 1\ 1 \ ll , ) 

••••••••••••••••••••••••••••••• 
Templada 

23.4 

Tropical seca 
16.1 

Tropical húmeda 
12.2 

Árida 

Semiárida 
19.9 

196.7 millones de hec táreas po tenc iales 

Fuente: Cotecoca. Sagar 
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debate respecto a las definiciones más aprop iadas, así como sobre 
las prioridades que deben recibir en la política del sec tor agro­
pecuario. 

La situación de pobreza de una porción importante de lapo­
bl ación rural exige un crec imiento de la producti vidad en áreas 
en que el uso de los recursos naturales ha ll egado a un límite. Es 
decir, en muchas de estas regiones donde predominan las condi ­
ciones de pobreza la intensificac ión de la actividad agropecuaria 
y fore s tal implica la pérdida de suelos, biodiversidad y hábitat 
naturales, como consecuencia de la eros ión; la hidrosaturació n 
y la salini zac ión; la contaminac ión de aguas superfic iales y sub­
terráneas por causa de agentes químicos y plaguicidas, y la resis­
tencia de los insectos , agentes patógenos, a los métodos actuales 
de lucha. Los mode los tradicionales de ex tracc ión y ex plotación 
de recursos está ll egando a su límite, por lo que las act ividades 
agropecuaria y forestal se verán obligadas a expandir su ámbito 
de actividad en medios naturales cada vez más frágiles . 

Debe tenerse presente que la dotación de recursos naturales 
es relativamente limitada. De un total de 196.7 millones de hec ­
táreas de superfici e di sponible , 48 .3% corresponde a terrenos 
áridos y semiáridos . A este porcen taj e habría que agregarl e las 
zonas te mpladas (23.4% del total), que por lo gene ra l son de 
temporal. La superfi c ie tropical húmeda, donde se conserva una 
parte importante de la biodiversidad de l país, representa alre­
dedor de 12.2% del total (véase la gráfica). 

El predom inio de zonas áridas, semiáridas y templadas en 
Méx ico determina que la mayor parte de la actividad producti­
va agropecuaria se real ice en zonas de temporal. De acuerdo con 
la Sedeso l y e l IN E, sólo 9% de la tierra de temporal se puede cla­
sificar como exce lente, 11 % como buena y 80% como regul ar 
y mala (véase e l cuadro 12) . 
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Es tas condi ciones se agravan po r que año con año una parte 
importante de las superfici es dedicadas a usos producti vos se 
deteri o ra debido a los procesos de eros ión y deforestación. En 
la zo na árida de l país los es tados con mayo r erosión severa son 
Sonora, Baja Califo rni a S ur y Chihuahua; por su escasa vege ta­
ción , e l vie nto es e l principa l age nte de e rosió n. En la zo na 
templada los es tados con esos problemas son Oaxaca , Tlaxca la 
y G uanajuato . Ade más, e n 7 de las 32 entidades de l país , la e ro­
sión afecta casi 40 % de la superfic ie: Sonora, Nuevo León. 
Coahuila, Aguasca lientes , Puebl a, Tlaxca la y Morelos. Un pro­
medio de 75.7 % de la superfic ie de l país sufre de algún tipo de 
eros ión. 

En materi a de po líticas de apoyo a los productores, el respa ldo 
vía precio se ha sustituido de manera grad ual por pagos di ­
rectos , apoyos al ingreso de los productores y la comerc ia­

lizac ión, desa rrollo de la in fraest ructura prod uctiva y mode los 
que propician un "salto tecnológ ico" en e l campo . 

Programa de Apoyos Directos al Campo (Procampo) 

El Procampo in strumentado en 1994, cuya durac ión será de 15 
años, proporciona apoyos directos con base en un modelo de 
pagos f ij os por hectárea. En la ac tualidad ati e nde a 3.3 millones 
de productores en 14 .9 millones de hectáreas a lo largo de to do 
e l país. El programa concentra su apoyo en los productores hi s­
tó ri came nte e leg ibles de los princ ipales granos y o leag inosas 
(maíz , frijol , tri go, so rgo, soya, arroz, algodón, cebada y cá rta­
mo). 

El Procampo se conc ibió como un modelo de apoyo al ingreso 
del productor, así como de mecani smo de compensac ión a los 
produc tores por causa de la reducc ión de prec ios implíc ita en la 
apertura comercial. En e l marco actual, se exige a los beneficia­
ri os cultivar la ti erra o bien reg istrarse ante la Semarnap con 
proyec tos de preservaci ón de l ambiente y los recursos natura­
les como requi sito para continuar sie ndo elegible para rec ibir e l 
pago respectivo. 

E l Procampo se ha convertido, as í, en un instrume nto críti ­
co para apoyar el ingreso de los productores , espec ia lmente a l 
segme nto con menores superfi c ies. De ac uerdo con e l es tudio 
El impacto de Procampo en/a percepción de sus benejlciarios, 
rea li zado por la Aserca. e n las unidades de producc ión de me­
nor tamaño el programa ti ende a ser e l más importante ingreso 
monetario . El mayor apoyo re lativo se ubica en el estrato de O a 
1 O hectáreas, donde representa en promed io 18 .24% de l ing re­
so total de las fam ili as. Si n e mbargo, en ese estrato se presen­
tan vari ac iones extremas. En e l rango ele 8 a 9 hectáreas la im­
portanc ia relati va de l apoyo en el ingreso es de 9.31 %, mientras 
que en e l rango de O a 1 hectáreas es de 3 1.95 por ciento. 

Si bien pudiera aduc irse que e l Procampo está d istribuido de 
forma inequitativa , dado que las mayo res superfi c ies y esca las 
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l sec tor agropecuario 

debe ajus tar 

sus relaciones 

capital/trabajo 

y tierra/trabajo. Ello 

entraña absorber una 

parte importan te de la 

población ocupada en el 

sector en otras de 

empleo diferentes a las 

rurales y reforzar la 

productividad del sector 

de tenencia se concentran en las reg iones noroeste, noreste, norte­
centro y centro-Pacífico , donde también se encuentran los pro­
ductores más eficientes, es ev idente que el programa ti ene una 
importanc ia relati va muy grande para los productores de menores 
superficies y con régimen de temporal, y relati vamente baj a para 
los productores de ri ego y mayores superficies. Por tanto, cual­
quier incremento en ese programa, aun cuando se otorgue de la 
misma manera para todos los benefi ciari os, tendrá efec tos po­
sitivos en la situac ión de alrededor de 60% de los productores 
que poseen de O a 5 hectáreas. 

La experiencia de cas i cinco años de operac ión del Procampo 
mues tra que un segmento importante de los produc tores util i­
zan esos recursos como capital de trabajo, lo que atempera las 
fa ll as de mercado que impiden canali zar créd itos al sec tor. De 
ac uerdo con e l es tudio referido, alrededor de 84.4% se destina 
al consumo producti vo, 8% al consumo final y 7 .6% al pago de 
adeudos, ahorro y otros usos. 

El Procampo se des tina sobre todo a la compra de insumos 
para la producc ión. De las unidades que aplicaron e l apoyo al 
consumo productivo, 93. 1% lo usó para la compra de fertili zantes 

modern ización del sec tor agríco la 

y sem ill as , princ ipa lme nte ; 6 .9% de los produc tores lo aplicó a 
la adq uis ic ión de eq uipo . 

El programa es un buen ejemplo de compensac ión a los pro­
ductores por efec to de la apertu ra comercial. En la medida en que 
el TLCAN ava nce en la desgravac ión de los productos agrope­
cuarios , el producto r contará con una red de apoyo a su ingreso 
que le permit irá mejorar sus condiciones de adaptación a la aper­
tura , en combi nac ión con otros programas. 

Sin embargo , no basta una red de protecc ión del ingreso para 
los produc tores más pobres. Como se señaló, la cap ita li zac ión 
y la tec ni ficac ión de la mayoría de los productores es baja; sin 
embargo, hay muchos con potencia l productivo y compet iti vo 
que podrían acceder a los mercados con un mej oramiento de su 
producti vidad. Ésta es la razón de ser de la Ali anza para el Campo. 

Alianza para el Campo 

La Alianza para e l Campo se formul ó como un modelo parti ­
cipati vo entre la Sagar y d iversas dependencias federales que 
rea li zan ac ti vidades en el secto r rural y las organizac iones de 
produc tores de l país. A diferenc ia de los modelos de apoyo de 
otras épocas , el que ofrece la Federac ión ex ige la partic ipac ión 
en el financiamiento de proyec tos específicos de los gobiernos 
estatales y los productores beneficiari os. Las decisiones de as ig­
nac ión de recursos se to man en el ámbito estatal y la d istribu ­
ción po r programa/estado de los apoyos se es tablece e n los 
anexos técnicos de los ac uerdos de federalizac ión. La ali anza 
otorga los apoyos de ac uerdo con la de manda, por lo cual las 
asignac iones por programa y las metas fís icas y f inancieras de­
ben renegoc iarse de manera permanente con la SHCP para cum­
plir con lo estipulado en e l marco jurídico que establece la Ley 
de Egresos de la Federac ión . 

La federal ización de la Sagar promueve que la operación y 
la ejecución de los programas se transfieran al ámbito de respon­
sabilidad de los es tados, mediante la firma de anexos técnicos 
en e l marco convenido con cada una de las entidades del país y 
el Distrito Federal. 

En este arreglo instituc ional, el go bierno federal define las 
po líti cas generales para e l desarrollo del sector agropecuario y 
el estab lec imiento de normas y criterios para la as ignac ión de 
recursos y su ejerc ic io. Corresponde a los go biernos de los es­
tados determinar las prioridades loca les , la coordin ac ión de las 
acc iones específi cas y la o rgani zac ión de los prod ucto res para 
produci r y comerc iali zar; a los produc tores conciernen las de­
c isiones de inversión y producción. As í pues, en la Alianza para 
el Campo son éstos los principales responsables de las acciones 
producti vas. 

Los instrumentos en que se apoya el marco institucional de 
la Ali anza para el campo se describen enseguida: 

• Consejo Estatal Agropecuario. Son foros para la d iscusión 
y defini ción de prioridades en los cuales concurren instituc io­
nes gubernamentales y los prod uctores y sus organi zac iones. 

• Conve nios de coordinació n. Con base en esos conve nios la 
Sagar conc ierta con los gobiern os estata les la coordi nac ión de 
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acciones agropecuarias de aplicación estatal cuyo sustento son 
los programas de la Alianza para el Campo con la participación 
de los productores y organizaciones sociales. 

• Anexos técnicos. Establecen la participación gubernamental 
de la Federación y de los estados, así como las reglas generales 
de operación de los programas de la Alianza para el Campo como 
instrumento jurídico; forman parte del Convenio de Concer­
tación firmado con los estados. En 1997 se firmaron 4 78 anexos 
técnicos . 

• Fondo de Fomento Agropecuario Estatal (Fofae). Las apor­
taciones estatales y federales se depositan en este fideicomiso, 
constituido en el Banco Regional del Sistema Banrural. Cuen­
tan con un Comité Técnico para la admi nistración de las apor­
taciones patrimoniales asignadas por la Sagar, el gobierno del 
estado y, en su caso, los productores o sus organizaciones para 
la ejecución de los programas de la Alianza para el Campo. 

• Comité Técnico del Fideicomiso. Autoriza las reglas de 
operación específicas, acordes con la normati vi dad de los anexos 
técnicos. Sus objetivos son agilizar la disponibilidad de los re­
cursos financieros para la ejecución de los programas, así como 
dotar de transparencia el uso y e l destino de las participaciones . 

• Fundación Estatal Produce. Su objetivo es fortalecer el pro­
ceso de transferencia y de apropiac ión de tecnología, así como 
generar proyectos rentables orientados al incremento de la pro­
ductividad . 

• Aportaciones de productores. Los productores comprometen 
su participación , ya sea con recursos propios o mediante crédi­
to; este último puede ser por medio de la cesión de derechos del 
Procampo con la aprobación correspondiente de Aserca y de la 
institución financiera que participe o de las empresas y provee­
dores que lo acuerden. 

Por e l número de beneficiarios, la Alianza para el Campo es 
un programa de mayor cobertura que el Procampo (3.9 millo­
nes de beneficiarios contra 3.3 millones) . En 1997 los recursos 
totales (federa les y estatales) de la primera ascendieron a 2 700 
millones de pesos; 6.4% de los recursos se destinaron a Veracruz, 
5.2% a Sonora, 5.8% a Oaxaca y 5.9% a Chiapas. Si sólo se con­
sideran las aportaciones federales , los principales estados be­
neficiarios fueron Sonora, Sinaloa, Chiapas, Jalisco, Baja Cali­
fornia , el Estado de México y Veracruz. 

En la estrategia de desarrollo rural se incluyen programas que 
atienden a propietarios de entre S y 20 hectáreas, segmento de 
productores que cuenta con posibilidades productivas pero su 
potencial es reducido para generar excedentes comercializables 
en escala extrarregional. Esta so la se lección de la población 
objetivo a partir del número de hectáreas beneficiadas indica 
claramente que la Alianza para el Campo comprende programas 
de compensación y apoyo para productores con potencial pro­
ductivo y comercial, a diferencia del Procampo, cuyo mayor 
efecto recae en los productores de O a 1 O hectáreas. 

Para aprovechar las ventajas agroecológicas en regiones es­
pecíficas, se han impulsado acciones para establecer o rehabi­
litarplantaciones de cultivos como hule, café, cacao y palma afri­
cana, con base en una modalidad de coinversión de productores 
e inversionistas nacionales y extranjeros. 
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Un ejemplo interesante del nuevo papel del Estado en el sec­
tor se refiere a la comerciali zación de granos. La apertura 
comercial, en especial el TLCAN , define la trayectoria de 

alineación de los precios internos a los internacionales. En cin­
co años más , todos los productos del sector agropecuario, ex­
cepto maíz , frijol, leche en polvo y azúcar, estarán sujetos al mer­
cado internacional. En la actualidad las cotizaciones a futuro de 
las bolsas mundiales de granos sirven de referencia para deter­
minar los precios al productor en México, considerando las ba­
ses de comercialización que incluyen entre otros conceptos e l 
costo financiero del almacenaje de las cosechas, los costos de 
transporte y las condiciones internas de oferta y demanda e n la 
zona de producción . 

El principal reto en materia de comercialización que a futu­
ro encara el sector es la definición de políticas de precios y apoyos 
a la comercialización de largo plazo. Para que los productores 
comercializadores y consumidores (incluido el sector pecuario) 
tomen las decisiones adecuadas es fundamental difundir las 
políticas de apoyo desde antes del inicio de las sie mbras y defi­
nir la intervención gubernamenta l en la comercia li zación de 
granos. 

Uno de los objetivos básicos de la política de prec ios será que 
los productores obtengan mejores condiciones de venta y pre­
cios remuneradores por sus bienes, basados en la diferenciación 
de calidades y estándares de sus productos , así como en la posi ­
bilidad de obtener mejores condiciones financieras y de servicios 
para comercializar sus productos. Será menester, asimismo, un 
manejo transparente de las políticas de cupos de importac ión , 
que provean un marco sufi cien temente claro a los agentes eco­
nómicos. 

Otro reto consiste en definir una estrategia integral de co­
mercialización de granos y oleaginosas que incluya aspectos 
como almacenamiento, certificación de calidad, manejo, trans­
porte y sanidad de los alimentos. La comercialización eficien­
te requerirá nueva infraestructura para el transporte y el mane­
jo de productos agropecuarios, así como la creación de normas 
y mecanismos de certificación. 

Para lograr la competitividad en el sector agropecuario, las 
organizaciones de productores tienen que cumplir con una mi­
sión muy importante: deben difundir entre los productores in­
dividuales los problemas y los retos que se derivan de la aper­
tura comercial, así como los programas gubernamentales para 
encararlos. Además , han de estimul ar la sustitución de cultivos 
de acuerdo con la vocación natural de la tierra, buscar vínculos 
eficientes con el sector agroindustrial, obtener mejores té rmi­
nos en la compra de insumas y ag lutinar ofertas tanto para el 
mercado interno como para la exportación. 

Un reto más se refiere a la neces idad de formular y ap li car 
modelos de financiamiento de banca de desarrollo para fondear 
actividades agropecuarias o agroindustriales , pues hasta ahora 
los programas de restructuración de dicha banca no han sido 
suficientes para satisfacer todas las demandas del sec tor en 
materia de comercialización. 
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En México, el inventario de granos debe usarse como garantía 
prendari a para la consecución de prés tamos. Para ello deben 
enfrentarse dos problemas acceso ri os: la valori zac ión de las 
cosechas y e l riesgo de prec ios. Para que el grano cosechado 
tenga importancia como colateral , e l prestami sta necesita tener 
acceso a un mecani smo imparcial de valoración como lo sería 
un mercado libre organizado. El productor prec isa un acceso más 
fl ex ible a los mercados de futuros que refl ejen la aprec iación 
estacional y permitan fij ar e! precio último de la cosecha median­
te coberturas de futuros y opciones . 

Co\uxsiO.\TS 

México requiere ajustarse a los desafíos de la globalización. 
Uno de los principales retos que pl antea la apertura para 
la estrateg ia agropecuari a es la po lítica de prec ios . Ésta, 

en vez de concentrar su atención en la fij ac ión de un prec io ba­
sado en los cos tos de producc ión o comercializac ión, deberá 
propi ciar que e l prec io refl ej e su verdadero ni ve! de mercado y 
al mismo tiempo apoyar las iniciati vas que eleven y diferencien 
e l prec io para los productores con base en un mejor acceso a 
servicios competiti vos de certificac ión, financiamiento y comer­
c iali zac ión de sus cosechas. 

moderni zac ión de l sector agríco la 

Lo anterior implica que la políti ca agropec uari a no só lo se 
base en metas cuantitati vas , sino que deberá enfocarse en e l 
concepto de competiti vidad. Ésta implica , entre otros aspec tos, 
el aumento de la producti vidad, la incorporac ión de nuevas tec­
nologías, la reducción de costos y la reloca li zac ión de las acti ­
vidades agropec uari as y ag roindustri ales en e l territorio nac io­
nal. 

Es ev idente que el sec tor agropecuario debe ajustar sus rela­
ciones capital/trabajo y tierra/trabajo. Ello entraña absorber una 
parte importante de la poblac ión oc upada en el sec tor en otras 
de empleo diferentes a las rurales y reforzar la producti vidad del 
sector, de fo rma que incorpore a los productores marginales a 
una senda de crecimiento sos tenido. 

Las acc iones encaminadas a promover e l desarroll o rural no 
só lo deberán dirigirse al sector producti vo agropecuario , sino 
considerar la importancia creciente de las ac tividades no agro­
pecuarias en la generac ión de empleos e ingresos del sector rural. 
Por ejemplo, los servicios públicos de educación y capac itac ión 
pueden ser muy benéfi cos en el mediano plazo para preparar a 
la población a encontrar ocupac ión en acti vidades rurales no 
agrícolas o emigrar al sec tor urbano. Asimismo, en la formula­
c ión de políticas para e l campo deberá preverse la búsqueda de 
la integrac ión de las ac ti vidades de producc ión primari a con la 
agroindustri a. 

Ante los nuevos escenarios de apertura comercial y negoc ia­
c iones multil aterales y bil ate ra les de los próx imos años, las 
políticas deberán ser cada más dirigidas, transparentes , equita­
ti vas y fl exibles . La productividad no es más e l único aspec to 
al que debe prestarse espec ial atención; también lo son el com­
bate a la pobreza rural, la seguridad alimentari a y e l aprovisio­
namiento a una población cada vez más j oven y urbanizada de 
los alimentos en las condiciones de ca lidad e inocuidad que re­
quieren los mercados. 

En el corto pl azo, el combate contra la pobreza rural se vuelve 
un a de las acciones más urgentes . La neces idad de atacar ese 
flagelo no sólo es un as unto de equidad y justic ia. En la medida 
en que se e liminen las condi c iones de pobreza en e l campo : 
a] se generarán importantes capacidades de demanda agregada 
entre la población de bajos ingresos, con un efec to multiplicador 
importante en la economía, y b] se conjurará el deterioro ambien­
tal de los recursos naturales al ev itar que los productores más 
pobres agoten o sobreexploten los bienes naturales a su cargo . 

Debe recalcarse que en todo e l proceso de ajuste y compen­
sación a los productores , los apoyos es tatales desempeñarán un 
papel clave en la instrumentación de políticas . El desarrollo rural 
congruente con la di versidad geográfica y cultural, que max imice 
el potencial productivo reg ional, ofrecerá a los es tados los pro­
gramas y recursos en COITesponsabilidad con los productores y 
con estri cto apego a l federali smo. 

El desarrollo rural integral también deberá incorporar en sus 
lineamientos la sustentabilidad y e l respeto al ambiente como 
elementos necesarios para asegurar la viabilidad futura del sector 
con la parti cipac ión de todos los grupos de la soc iedad en e l es­
tabl ec imi ento de una acti vidad agropec uaria viable en e l largo 
plazo. (i 



La educación a la vuelta del milenio 

• • • • • • • • • • CARLOS MANCERA CORCUERA' 

La ed ucac ión es condi c ión indi spensable para que las perso­
nas alca ncen ni ve les ele bienes tar más e levados y contribu ­
yan al desarro ll o ele la soc iedad. La Constituc ión mex icana 

y la Ley Ge neral ele Educac ión plas man la asp irac ión legítima 
de todos los mex icanos po r alca nza r una educación ele ca lidad 
que pe rmita construir un futuro más promi sorio. 

El ace lerado avance tec nológ ico y la ve loc idad con que las 
innovac iones trasc ie nden los d i versos ámbitos de la vida ex igen 
que las personas renueven ele continuo sus conoc imientos y com­
pete nc ias para responder a los reque rimientos cambi antes de la 
vida en lo soc ial y lo labo ral. El acceso, e l uso y e l aprovecha­
miento de in fo rmac ión ele dive rso tipo se perfil a como uno de los 
fac tores clec is i vos para e l éx ito ele los ind ividuos y ele los países. 

E ll o representa un reto may úsc ul o pa ra las nac iones y sus 
sistemas educati vos. Se enfrenta, ahora, una demanda que abarca 
el ciclo ele vida ele las personas y que ex ige la atenc ión a neces i­
dades vari adas y e n continua transfo rmac ión. Uno ele los gran­
des parad igmas ele la educac ión en e l umbra l de l sig lo XX I lo 
constitu ye la educac ión a lo largo ele la v ida, enfoque que per­
mitirá contribuir a produc ir transfo rmac iones profund as en los 
dive rsos ámbi tos de la vida y que representa un re to de propo r­
c iones e no rm es para nues tro pa ís , e n la medi da e n la que se 
ampl íen sus benefic ios a toda la pobl ac ión. 

A pesa r de que las nuevas tecno log ías han permitido crea r 
nuevos ámbitos de comunicac ión e n e l mundo , as í como poner 
al alcance de un número crec iente de personas los recursos de 
in fo rmac ión, la b recha e ntre quie nes se benefic ian de e llos y 
quie nes quedan a l margen es cada d ía mayor. Aprovechar los 
nuevos canales de comunicac ión s ignifi ca no só lo tener acceso 

* Subsecrew rio de Planeación -''Coordinación de la Secre taría de 
Edu cación P!Íb /i ca de Méx ico. 

a las nuevas tec no logías, s ino adquirir la capac idad para sis te­
mati zar, se lecc ionar y usar ele mane ra provechosa esta in forma­
ción para la vida coti d iana, e l dese mpeño labo ral y el desa rro­
llo cul tural y humano. Esto presupone una capac idad de análi sis, 
se lecc ión y s istemati zac ión, e ntre otras más , que se va n confo r­
mando desde temprana edad. 

Abandonar de modo prematu ro los servic ios educati vos o 
mantenerse fuera de e llos implica un costo cada vez más alto para 
el indi viduo, dado que re perc ute de manera direc ta en sus pos i­
bilidades ele obte ner un empleo bi e n remunerado , además de 
afectar su potenc ial de crec imiento en di stintos ámbitos . Por o tra 
parte , el mercado labo ral y la convivenc ia soc ial ex ige n ni ve­
les de preparac ión cada vez más altos , as í como compete nc ias 
y ac titudes variadas que se re lac ionan con una ac ti tud favo ra­
ble al aprendi zaje y el cambio , la autod isc iplina, e l trabajo en 
equi po, la to leranc ia y e l respeto hac ia la di versidad . 

A punto de que inic ie e l sig lo XX I, la equidad en e l acceso a 
los servic ios educati vos y e n e l uso provechoso ele los recursos 
de la in fo rmación constitu ye una condic ión fundamenta l p ara 
e l desa rro llo de las personas y de la nac ión. En un e nto rn o que 
se anti c ipa cada vez más ex igente y complejo, ga ranti zar una 
ca lidad homogénea e n la ate nc ión educati va es una condic ión 
ind ispensable . Se requiere ele un esfuerzo de di fere nc iac ión de 
la oferta para adecuarl a a las condic iones y las neces idades de 
los di versos gru pos soc iales. 

Hoy día, contrari o a lo que pudiera haberse prev isto como 
resultado de la g loba li zac ión y la interdependenc ia , e l mundo 
parece evo luc ionar hac ia la pro li fe rac ión de las dife rencias y las 
identidades. En e l marco de una educac ión que se pretende real­
mente igua litari a, la bú squeda de l reconoci miento de esas di fe­
renc ias requiere de una atenc ión que responda de manera e fi caz 
a la d iversidad . 
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El marco moderno en el que se avanza en México para afianzar 
y dar continuidad a la hazaña educativa que gobierno y soc ie­
dad emprendieron desde hace ya algunos decenios lo constitu­
yen la educación permanente y la equidad . Al respec to , entre los 
log ros más sobresalientes de los últimos años figuran el abati­
miento del índice de analfabetismo y, como contraparte , lama­
yor esco laridad de los mexicanos. Así, mientras que 70% de la 
pobl ac ión ad ulta del país en 1920 era analfabeta, en la actuali­
daclla tasa respectiva es tá por debajo de 10% . La escolaridad 
promedio alcanza 7. 7 grados y se estima que 90% de los jóve­
nes que cumplen 15 años de edad ha terminado la primaria. El 
es fu erzo nac iona l en materia de educac ión se manifiesta en toda 
su mag nitud si se considera que la población del país se dupli­
caba cada 25 años y que de 1950 al final del milenio casi se ha­
brá cuadruplicado (véase la gráfica 1 ). 

La reforma curri cular emprendida en 1992, junto con la in­
corporació n de la sec unda ri a al ciclo de la enseñanza básica 
ob liga tor ia , constituye una respuesta a la realidad de fin de si­
g lo que ex ige ampliar los alcances de la formación básica. Desde 
la perspectiva de la oferta educati va y la búsqueda de la equi­
dad en e l acceso a los servi cios, el fortalecimiento de la forma­
ción básica ha s igni ficado estab lecer metas más a ltas y re tos 
mayores. 

A partir del c iclo 1992- 1993 , la matrícula de secundari a se 
ha inc rementado más de 22 %; e llo significa que en la actuali ­
dad se at iende a más de c inco millones de alumnos en ese nive l. 
S in embargo, ele cada 100 jóvenes que alcanzan los 18 años, só lo 
63 terminan sus es tudios ele sec undari a . Se ca lcula que entre 1 O 
y 17 por c iento de los egresaclos de la primaria no se inscriben 
en e l siguiente ni ve! y que la tendenc ia al abandono de es tudios 
es más pronunciada entre las mujeres que entre los hombres. 

educac ión a la vuelta del milenio 

L' Ull e\( 1<h B \~W\ E\ Ll. s1u .o '\'\1 

La p?blación en edad ~e cursa r la educación bás ica - niñ?s 
y JO venes de 4 a 15 anos- se ha estab thzado y empezara a 
decrece r de manera gradual después del año 2000, lo cual 

se atribuye sobre todo a la disminución de los grupos en edad 
de estudi ar la prim aria (de 6 a 11 años de edad). La principal 
demanda por servicios de educac ión básica corresponderá a la 
secundaria, en la medid a en que un mayo r número de niños 
egresen de la primaria y se incorporen a este ni vel educativo. La 
poblac ión en edad de cursar la secundaria -6.5 millones- se 
man tendrá es table hasta el año 201 O, cuando inici ará su di smi­
nución gradual (véase el cuadro 1 ). Cabe encionar que el grupo 
en edad escolar representa actualmente 20% de la población de l 
país, proporción que descenderá a 17% en el 201 O y a 12% en 
2030. 
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Ciclo Matrícula Población de Porcentaje 
escolar secundaria 13 a 15 años de atención 

1970- 197 1 
1980- 198 1 
1985 -1 986 
1990- 199 1 
199 1-1 992 
1992-1993 
1993- 1994 
1994- 1995 
1995- 1996 
1996-1997 
1997- 1998 ' 
1998- 1999 ' 

n. Es limndo. 

1 102 2 17 
3 033 856 
4 179 466 
4 190 190 
4 160 692 
4 203 098 
4 341 924 
4493173 
4 687 335 
4 809 266 
4929301 
5 084 277 

3 662 561 
5 274 42 1 
6192717 
6 119 429 
6 182 323 
6 236 437 
6 283 287 
6 322 929 
6 355 333 
6 380 292 
6 397 787 
6 409 062 

30.1 
57.5 
67.5 
68.5 
67.3 
67.4 
69.1 
71.1 
73.8 
75.4 
77.0 
79.3 

Fuente: Dirección Genera l de Planeac ión. Programación y Presupuesto, SEP. 

••••••••••••••••••••••••••••••• 

Uno de los principales fundamentos de la equidad en el ac­
ceso a los servicios educativos en el siglo XXI consistirá, en un 
primer momento, en la necesidad de alcanzar la educación bá­
sica universal , como antecedente de ni veles de formación o ca­
pacitación superiores y como requisito para incorporarse a la 
soc iedad del conocimiento y a la educación permanente. De 
mantenerse el impulso a la cobertura de los servicios educativos 
y en virtud de la evolución esperada de la variable demográfi­
ca, es posible anticipar que hacia el año 201 O se habrá logrado 
que 90% de los jóvenes de 18 años hayan concluido la secun­
daria , tal como lo prevé el Programa de Desarrollo Educativo 
1995-2000. 

La universalizac ión de los servicios de educación básica se 
enfrentará, sin embargo, a la gran di spersión de los asentamientos 
pob1acionales en el territorio nacional, tendencia que se ha acen­
tu ado en los últimos años y que dificulta llevar los servicios 
educativos hasta es tos lugares. De 1990 a 1995 surgieron cerca 
de 23 000 localidades aisladas con menos de 500 habitantes, 
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según e l INEG I. Las pe rsonas que ahí hab ita n se encuentran, en 
su mayoría, en condiciones de marginac ión y pobreza ex tremas . 
Se es tima que alrededor de 1.3 mill ones de niños y jóvenes en­
tre 6 y 14 años no as isten a la esc ue la y en su mayo r parte se ubi ­
can en pequeños pobl ados de di fíc il acceso. 

La incorporac ión de las nuevas tec nologías de manejo de la 
in fo rmac ión y te lecomunicac ión a la vida esco lar contribu ye a 
reso lver los problemas de cobertura en los di versos ni ve les y 
modalidades de l sistema educativo y abre nuevas opciones para 
que el aprendi zaje se rea li ce en ambientes informales o de d ifí­
cil acceso. La educac ión a di stanc ia representa un medio idóneo 
para ll evar educac ión a las comunidades más pequeñas y aisla­
das, dado que por su fl ex ibilidad puede adaptarse a condiciones 
y neces idades parti cul ares, ade más de favo recer el autoapren­
di zaje . E l caso de la te lesec undaria y su evoluc ión a lo largo de 
30 años es una muestra de las pos ibilidades que ofrece es ta vía . 
Merecen destacarse también la Red Sate li tal de Te lev isión Edu­
cati va (Edusat) , que apoya la actuali zac ión mag isteri al y la for­
mación de los alumnos y que a finales de 1998 contaba con cer­
ca de 30 000 antenas instal adas para la recepc ión ele su seña l en 
escuelas primari as, sec undarias, ind ígenas , normales y centros 
de maestros, as í como la Red Esco lar de Informáti ca Educativa 
que comuni ca, medi ante e l uso de interne t, a más de l 400 es ­
cue las que trabaj an de manera arti cul ada en di versos proyectos 
educati vos . 

A pesar de las ventajas de es tas tecnolog ías, todav ía hay un 
reto importante en materi a de capac itac ión mag isteri al y en e l 
desarro llo de una cultura que favo rezca e l mejor uso y aprove­
chamiento de es tos recursos. Otro desafío se refiere al financ ia­
miento que se requiere para equi pa r y mantener ac tualizados de 
manera perm anente los centros educati vos. 

Hasta ahora, la es trategia de l gobierno se ha diri g ido a aten­
der en forma pri oritari a la capac idad para acceder provechosa­
mente a estas tecnolog ías, en lugar de impulsar un equipamiento 
mas ivo ele los planteles que luego, en pocos años, habría resul­
tado obso leto. 

La educac ión bás ica se o ri enta en Méx ico a que los alumnos 
desarro ll en habilidades y destrezas esenc iales, sobre todo en el 
manejo de la lengua y las matemáti cas, que les permitan orga­
ni zar de manera sistemática y útil conoc imientos de un grado de 
complejidad mayo r, así como adquirir hábitos o ri entados a l 
aprendi zaje autodiri g iclo y permanente. Medi ante es ta inic iati ­
va se han establec ido los fundamentos de una educac ión para toda 
la vida, presentes en la fo rmac ión que rec iben ac tua lmente los 
niños y jóve nes del país. 

Un fac to r que limita los a lcances de la educac ión bás ica uni ­
versa l se relac iona con e l abandono prematuro de la escuela por 
parte de alumnos y estudi antes que ac umulan rezagos en su pro­
ceso de aprendizaje . Como se refirió, la educación del futuro debe 
comprender un trato diferencial a cada alumno, as í como ate n­
der sus neces idades educati vas específicas. 

Has ta hace algunos años, el fracaso de los niños en la escue­
la se consideraba como un problema inev itable: resultado de 
fac tores sobre los que el sistema educati vo tenía escaso control, 
como las capac idades de los niños, su di spos ición al estudio y 
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las condic iones soc ioeconómi cas de su entorno . Por el contra­
ri o, en los últimos años , se ha ex tendido la idea ele que si bie n es 
cierto que hay elementos ex ternos a la instituc ión esco lar que 
eje rcen un efecto muy importante en las probabilidades de éx i­
to esco lar, e l peso de la propia escuela no es menos importante. 
Ello signi fica que, mediante una atenc ión que proporcione a cada 
niño lo que necesita para adquiri r los conoc imientos bás icos y 
el desarrollo de las habilidades esenciales, es pos ible reduc ir e l 
fracaso escolar a un margen menor de casos. Para ello res ul ta 
necesari o avanzar hac ia una atenc ión educati va que tome en 
cuenta, de manera sistemática, las diferenc ias en los ritmos y las 
neces idades de educac ión de cada alumno como un recurso ne­
cesario para el trabajo en el aul a . Cabe destacar que en la renova­
ción de los currícul os para la formac ión de profesores en las 
escuelas normales, a l igual que en los programas ele ac tual iza­
ción magisterial , se incluye e l concepto de atención diferenc ial. 

Es evidente que la e liminac ión del fracaso escolar requie re 
también una relac ión estrecha entre los maestros y la organi za­
ción escolar, as í como de una fuerte vinculac ión de és tos con los 
padres de fa milia y el entorno comunitario de la escue la. En este 
marco se han desarroll ado algunas experiencias que ali entan este 
tipo de lazos y que son obje to de un seguimi ento ri guroso; e l 
aná li sis y la evaluac ión de sus resultados permitirá hacer ex ten­
sivos sus hallazgos a un mayor número de escue las. Esta te má­
ti ca conforma una de las áreas en las que deberá ahondarse en 
los años futuros a fin de impul sar iniciat ivas que se trad uzcan 
en una mej or educac ión para los niños y jóvenes de Méx ico. 

La func ión que cumplen los maestros es funda menta l en los 
procesos educati vos. Su preparac ión y actualizac ión permanen­
tes deben considerarse como un a constante que ali ente y dé 
sustentabilidad a los avances en e l ámbito educati vo. El Progra­
ma Nac ional para la Actuali zac ión de los Maes tros ele Educa­
ción Bás ica en Servi cio (Pronap), en el que con verge e l trabajo 
de la autoridad federal y los gobiernos es tatales , ha permitido 
generar una respues ta a las neces idades de l mag iste ri o en es te 
rubro. Se bu sca ofrecer a los docentes que eje rcen su profes ión 
en e l ni ve l bás ico la posibilidad ele ac tua li zar sus competenc ias 
profes iona les de manera sistemáti ca y constante, con opciones 
fl ex ibles y de calidad. As imi smo, se pretende fo rta lecer la ca­
pac idad de los docentes para generar procesos de adqui sic ión 
de l conocimiento entre sus alumnos que luego podrán recrear a 
lo largo de toda su vida. 

La revi sión de los planes y programas de es tud io de las es­
cuelas normales, inic iada rec ientemente, ti ene co mo uno ele sus 
propós itos desarro ll ar en los maes tros en proceso ele formac ión 
una actitud favo rable a la ac tuali zac ión continua y a la búsq ue­
da del conoc imiento como parte ele su trayec tori a profes iona l y 
su actitud de vida. De este modo, e llos, a su vez, podrán gene­
rar ambientes favo rables para desperta r en sus alumnos la cu­
ri os idad , la re fl ex ión y la capac idad de in ven ti va que más tarde 
les permit a seguir aprendiendo. 

Una vez que se di spone ele un currículo adecuado y en pro­
ceso de actuali zac ión constante y se han es tablec ido los meca­
ni smos para apoyar la labor mag isteri al ele modo permane nte , 
la prioridad debe ser e l fo rtalec imiento ele la organi zac ión es-
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co lar. De ac ue rdo con eva lu ac iones e fec tu adas en Méx ico por 
la SEP y en fo rma co inc iden te con in vest igac iones rea li zadas en 
di versos países del mundo, se ha encontrado que la orga ni zac ión 
y el func ionamiento escolar, junto con las caracterís ti cas de l 
trabajo docente, influye n de manera dec isiva en e l desempeño 
de los ni ños en la esc ue la. Facto res como e l ejerc icio de la fun ­
ción direc ti va, e l uso de l tiempo, e l desa rro ll o de proyec tos es­
co lares definidos de modo co lec ti vo por e l personal docente y 
la parti c ipac ión de las famili as de los alumnos en las ac ti vida­
des de la escuela, entre otros , se han identifi cado como elementos 
q ue propic ian el logro de los obje ti vos que se persiguen en la 
fo rm ac ión de los niños. 

Por otro lado, y a fin de ga ranti zar Jos ava nces en e l ámbi ­
to educati vo, se rá necesa rio establecer mecani smos que hagan 
pos ible que la cobertura y la ca lidad de los servic ios de educa­
c ión bás ica no dependan só lo de l impul so de las auto rid ades 
ed uca ti vas, s in o qu e respond an a las de mandas y las accio­
nes de la soc iedad o rga ni zada. Con la fede ra li zac ión de Jos 
servi c ios educati vos se ha propic iado un acercamiento de las ins­
tanc ias de toma de dec is ión a los espac ios vincul ados directa­
mente con la prác ti ca educa ti va . La vig il ancia que ejerce una 
soc iedad compromet ida con la formac ión de Jos niños y los jó­
venes, as í como la ex istencia de can ales que permitan la parti­
c ipac ión de los padres de fa mili a e n la vida escola r y la in­
teracc ión con las autoridades educativas son condición necesari a 
para e l avance de la educac ión. En los próx imos años, nue vos 
espac ios de interacc ión deberán av izorarse para aprovechar el 
potenc ial de la parti cipac ión de los padres de familia en la edu­
cac ión de sus hij os. 

Se prevé que el funcionamiento de l sistema educati vo avan­
ce hacia la conformac ión de una estructura admini strati va es­
trechamente vincul ada con las neces idades de la escue la, que 
fac ilite y apoye a la orga ni zac ión escolar en la consecución de 
sus metas. 

La educac ión en valo res representa uno de los aspec tos más 
re levantes de la fo rmac ión integral de las personas . Por su pro­
pi a natura leza, constitu ye un tema que ha despertado el interés 
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educación a la vuelta de l mileni o 

de los educadores y de la soc iedad en Méx ico y en e l res to de l 
mundo. En la construcc ión de una soc iedad más justa y to lerante, 
será sin duda una de las áreas de l conoc imiento y la educac ión 
que tendrán más importanc ia en los años por ve nir. La Secreta­
ría de Educac ión Pública ha propic iado una refl ex ión sobre este 
tema entre algunos espec ia li stas, y los resultados de este traba­
jo se han empleado para apoyar las ac tividades que desarro ll an 
algunas entidades federa ti vas en la materi a. En este sentido, hay 
una preocupac ión por lograr que los contenidos curricul ares y 
los materi a les educa ti vos al alcance de alumnos y profesores 
alimenten la re fl ex ión sobre los fund amentos de la convi vencia 
soc ial en Méx ico. 

En el país exi ste e l convencimiento de que los va lores y las 
ac titudes no pueden enseñarse decl arati vamente. Se trata de un 
ejercicio que debe nutrirse de la práctica educativa y del conjunto 
de re lac iones persona les que se producen en la escue la como 
expresión congruente de los propios valores que, además, invo­
lucra a todos los miembros de la comunidad escolar. 

PERSPECT I\A S DE J. .\ Folni.\CI(J\ \IEDJ.\ SL I'ERIOI{ 

\ Sl PERIOR 

L
a pobl ac ión en edad de cursar la educac ión media superior 
y superior -de 15 a 24 años de edad- es ac tualmente de 
poco más de 20 millones de personas, c ifra que habrá de in­

crementarse de modo paul atino hasta a lcanzar 2 1 millones en 
el año 201 O. A partir de ese momento , este sec tor de la pobla­
ción empezará a di sminuir poco a poco para llegar a 18 millo­
nes en el año 2030, lo que equi va le a 14% de la poblac ión na­
cional total. 

El mayor número de eg resados de secundari a y la percep­
ción de que nive les de educac ión superiores influyen de mane­
ra positiva en e l bienes tar de las personas han contribuido a que 
la demanda de servi c ios de educac ión media superior se haya 
elevado de manera signifi cativa. En lo que va de la década, la 
matrícul a de este tipo educati vo se ha incrementado en más de 
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Ciclo Egr es ión de Absorción en Alumnos de nuevo Incr emento 
educati vo secundaria media superior( %) ingreso a primer año Matrícula anua l (%) 

1990- 199 1 176 290 75.4 899 653 2100520 
199 1- 1992 169 556 79.3 933 11 7 2 136 194 1.7 
1992- 1993 162 3 11 80 .9 945 766 2 177 225 1.9 
1993-1994 174 446 82.5 958 979 2 244 134 3. 1 
1994- 1995 1 189 307 87.9 1 032 854 2 343 477 4 .4 
1995- 1996 1 222 550 89.6 1 065 274 2 438 676 4. 1 
1996- 1997 1 257 804 94.3 11 52724 2 606 099 6.9 
1997- 1998h 1 303 020 94.4 1 187 6 78 2 7 13 897 4. 1 
1998- 1999h 1 336 095 95.0 1 23777 1 284 1 083 4.7 

1. In c lu ye profes iona l med io y bac hill e rato . 

a. Los egresados de sec undaria so n dat os es timad os. b. C ifra s estimadas . 

Fuente : Di rección Gen era l de Planeación. Programación y Presupuesto. SE P . 
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740 000 estudiantes, c ifra que representa un crecimiento de más 
de 35% en este lapso. Esta demanda continuará en aumento , por 
lo menos en los primeros decenios del siglo XXI (véase el cua­
dro 2) . 

El avance tecnológ ico y el desarrollo de la soc iedad delco­
nocimiento también contribuyen a ex igir niveles de preparación 
más e levados para el desempeño tanto en la vida cotidiana como 
en la productiva. Por e llo , es posible que en algunos años la edu­
cac ión media superior se incorpore al c iclo de educación obli­
gatori a, como sucede ya con algunos países que han alcanzado 
un nive l de desarrollo importante y se enfrentan al problema ele 
que la educación bás ica es insufic iente para sati sfacer ni veles 
mínimos de bienestar. Se es tima que en la actualidad poco más 
de 45% de la población en edad de cursar la educac ión media 
superior-jóvenes de 16 a 18 años- rec ibe esta formación (véa­
se la gráfica 2). 

Para avanzar en este ámbito , es preciso articular una oferta 
de educac ión media superior que dé respuesta a los requerimien-
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tos de formación de los jóvenes que la cursan, muchos ele los 
cuales seguirán teniendo la neces idad de ingresar tempranamente 
en el trabajo. En los países más clesarrollaclos la tendenc ia apunta 
hacia una incorporac ión anti c ipada de los jóvenes a las act ivi­
dades laborales, en e l marco ele un proceso ele complementación 
alternativa entre estudio y trabaj o. La educac ión a distancia y 
los recursos de la informát ica serán ele utilidad para reso lve r los 
retos que imponen estas nuevas neces idades. 

Es prev is ible que los plante les de educación med ia supe rior 
y superior se transformen ele manera radi cal en el próx imo si­
glo y que la frontera entre e l entorno laboral y el educativo ti e nda 
a hacerse cada vez más di fusa, en la medida en que se favorez­
ca el aprendi zaje en los propios centros ele trabajo y los es tudios 
se dirijan a la so luc ión de problemas prácticos. El desarrollo de 
la educación en México se fortalecería si la educac ión media 
superior se viese menos co mo un med io para tener acceso a ni­
ve les de educación más a ltos , que como un fin en sí mi sm o y 
objeto de una valoración soc ia l y laboral que pe rmita a sus 
egresaclos indi stintamente accede r al mercado ele trabajo en 
condiciones favorables o continu ar estudios super io res . 

La gran di versidad es una de las carac terísticas principales 
de la educación media superi or en el México de hoy, lo que cons­
tituye una ventaja en la med ida en que se at iende n las vari adas 
neces idades de los estudiantes. Sin embargo, la forma en la que 
se ha venido desarrollando el crec imiento de la oferta representa 
dificultades ele tránsito entre opc iones y moclaliclacles. 

El reto consiste en construir rutas ele acceso que permitan a 
los jóvenes a lcanzar sus objet ivos mediante trayec tori as di ver­
sas. El programa de complementación académ ica del Colegio 
Nacional de Educac ión Profes iona l Técnica (Conalep) , ini c ia­
do en e l cic lo 1996- 1997, constituye un ejemplo ele fl ex ibi liclacl 
en la educación media superior. A partir de su in staurac ión , los 
egresaclos ti enen la oportunidad ele continuar con estudios su­
periores , previa ac reditac ión de se is as ignaturas compleme nta­
rias. Como resultado ele esta med ida, durante e l ciclo 1997- 1998, 
la matrícul a del Coleg io crec ió más de 10% y se es tima que en 
el presente año lectivo ha aumentado al menos en la mi sma pro­
porción. 

En lo que va de la década, e l número de estud iantes que cur­
san educac ión superior ha reg istrado un incremento ele 46 %, lo 
que signifi ca que ho y día 58 1 000 estudiantes rec iben los ser­
vicios. Sólo e l aumento observado en los primeros cuatro años 
ele la presente admini stració n eq ui va le al crecimiento ele todo 
el decenio el e los ochenta. Debe destacarse en particular el au­
mento del número ele es tudiantes atendidos en el posgrado; la 
matrícula del ciclo 1997- 1998 supera a la de l periodo 1994- 1995 
en más ele 62 %. En la medida en que continúe e l aume nto de la 
egres ión de los tipos y ni ve les previos y partiendo ele la ex igen­
cia generali zada de ni veles de preparación más altos para enfren­
tar situ ac iones de la vida cot idi ana y el mercado ele trabajo, se 
esperan inc rementos importantes en la demanda ele educac ión 
superio r en el próximo sig lo. 

Aunado a la presión ele la demanda, la educac ión superior se 
enfrenta a l desafío de facilitar e l tráns ito ele los estudiantes por 
este tipo de enseñanza y propiciar e l establ ec imiento de víncu-
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los es trec hos con el mundo del trabajo, a fin de que las perso­
nas alcancen sus obje ti vos de formac ión y capac itac ión de ma­
nera ág il y efic iente, sin que el inic io de las ac ti vidades labora­
les a temprana edad signifique el abandono de sus es tudios . 

Un ejemplo del ava nce observado en México en es te ámbito 
lo constitu ye n las carreras de técnico superior uni ve rsitario que 
se imparten en las uni vers idades y en los institutos tecnológi­
cos de l país y que equivalen al ni ve l S de la Clas ificac ión Inter­
nac ional Normali zada de la Educación (C INE) . Se trata de cur­
sos intensivos con duración de dos o tres años , muy vinculados 
con el sec tor productivo, en los cuales se ori enta a los estudi an­
tes en lo fundamental hacia e l "saber hacer". Los egresados de 
es tas opc iones de es tudio ti enen prácticamente aseg urado su 
ingreso al mercado laboral de la región , dado que una parte con­
siderable de su formac ión se ll eva a cabo en las propi as empre­
sas cercanas a los planteles en los que reali zan su educación . En 
breve se abrirá la pos ibilidad de continuar es tudios correspon­
dientes al nivel 6 del CINE (nivel licenciatura). Algunas otras 
instituc iones de educación superior anali zan la forma de ofre­
cer programas de carac terísticas simil ares. 

En los países miembros de la Organizac ión para la Coope­
rac ión y el Desarrollo Económico (OCDE) se observa una ten­
dencia reciente a que el rango de edades en que las personas se 
incorporan a la educación superior es mucho más amplio que 
hace a lgunos años, lo cual puede atribuirse a que están llegan­
do a la educación superior por rutas alternas y con experiencias 
previas mu y vari adas. Esta situación , a su vez, incide en la di ­
ve rsificac ión de sus intereses y neces idades, lo que tiene reper­
cusiones importantes en la demanda de los servicios. En el próxi­
mo milenio , las instituciones de educación superior en México 
avanzarán más hac ia la sati sfacción de neces idades espec íficas 
y di versas, en vez de que los estudiantes se adecuen a una ofer­
ta ya existente. En es te caso, al igual que en la educación media 
superior, el uso de las tecnologías de comunicación e informá­
ti ca -como la educac ión a di stanci a, las te leconfere ncias e 
interne t-contribuyen a transformar a las instituciones. 

Como parte relevante ele esta condición de flexibilidad , es 
necesario faci litar el acceso a la informac ión sobre los merca­
dos laborales, las oportunidades de desarrollo profes ional y la 
orientac ión vocac ional de los estudiantes . Ello favorecerá una 
mejor adecuación entre sus expectativas y los resultados que 
obtendrán en las di versas opc iones. 

Los RETOS DE LA EDUCACIÓN PER~ I ANENTE Y LA EDUCACIÓN 

J>,\RA LOS ADULTOS 

La PEA del país se es tima en poco menos de 40 millones de 
personas, superará los 51 millones en el año 20 1 O y alcan­
zará más de 65 millones en el 2030, lo que representa un cre­

c imiento global de 65 % respecto de la c ifra actual. Si se consi­
dera que este grupo equi vale a la poblac ión que en la soc iedad 
del futuro estará demandando, al menos en potencia, servi cios 
de actuali zac ión y formac ión posteriores a su tránsito por el sis­
tema ed ucat ivo , es clara la dimen sión de l reto que representará 

educac ión a la vuelta del mileni o 

esde cualquier 

perspectiva, la 

búsqueda de la 

equidad y la 

orientación general 

de la educación 

deberán seguir siendo 

funciones esenciales 

del Estado 

ofrecer los servicios en igualdad de circunstancias para todos . 
La magnitud del problema se acentúa si se agrega la población 
de 15 años o más que no haya concluido estudios básicos y que 
ante las ex igencias crec ientes del mercado laboral requerirá de 
algún tipo de servi cio que la habi lite para tener acceso a la ofer­
ta de capac itaci ón y ac tua li zac ión permanente . 

Esa demanda ex igirá, entre otras cosas, una respuesta ágil , 
eficiente y de bajo cos to , lo sufi cientemente flexible para ade­
cuarse a las diversas neces idades ele los indi viduos y a su entor­
no cambi ante . Al respecto , es ev idente que só lo medi ante la 
concurrencia de un gran número de agentes que participen en la 
oferta de estos servi cios será pos ible satisfacer la demanda. 

Ahora se sabe que las personas aprenden como resultado de 
su práctica de vida y no só lo en la escuela. Las hab ilidades de­
sarroll adas y los conocimientos adquiridos por di versos medios 
son igualmente útiles para e l desempeño ele los indi viduos en 
todos los aspectos de su desarrollo personal, incluido e l traba­
jo. Ello ex igirá contar con un sistema ele acred itación y recono­
cimiento de todos aq uell os saberes que se han adquirido por 
diversas vías y que forman parte de l patrimonio de la pe rsona y 
pueden ser objeto ele una valoración en el mercado laboral. 

En agos to de 1995 se pu so en march a e l Proyecto para la 
Modernización de la Educación Técnica y la Capacitación 
(PM ETYC). Mediante su operación se pretende vincular más de 
cerca a la educación técnica y los servicios de formación para 
el trabajo con las neces idades de los sectores soc ial, producti -
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vo y de servic ios, as í como ava nza r hac ia la ac reditac ión y e l 
reconoc imiento de las competencias que las personas han ad­
quirido a lo largo ele su trayec to ri a labora l. Una de las tareas 
centrales del PMETYC consiste en proporcionar a los trabajadores 
las herramientas que aseguren su desarrollo profes ional y les 
permitan alcanzar ni veles de bienestar más e levados . 

En e l marco de este proyec to se creó e l Consejo de Nonnali ­
zac ión y Certi ficac ión de Competenc ia Labora l (Conocer), or­
gani smo en el que participan de manera voluntaria representantes 
de los sectores pri vado y soc ial, as í como autoridades educati ­
vas y de l trabajo, cuya función princ ipal es el es tablec imiento 
de los sistemas normalizado y de certifi cac ión de competenc ia 
laboral. El primero ti ene como propós ito ele a lentar al sec tor 
producti vo y de servic ios a que definan normas de competen­
cia laboral de carácter nacional para cada rama de acti vidad . El 
segundo busca establecer mecani smos de eva luac ión y certi fi­
cac ión de conoc imientos, habilidades y destrezas de los ind ivi ­
duos, a l marge n de la fo rma en la que los hayan adqui rido y con 
base en las normas establec idas. 

La certi f icación de competencia laboral no requiere antece­
dentes esco lares , reconoce y va lora los conoc imientos y destre­
zas empíricas que las personas han adquirido a lo largo de su vida 
por di versas vías, como la prác tica laboral. Ésta es una manera 
de est imular la ac tuali zación permanente de las personas y la 
adaptac ión a entornos en continua transformac ión. 

La transformac ión de la oferta educati va que e l PMETYC está 
impulsando un sistema de capac itac ión que se ori ente por resul ­
tados y se base en normas de competenc ia laboral, de modo que 
fac ilite a los individuos el tránsito entre educac ión y trabajo a 
lo largo de su vida producti va. Como contraparte, se pretende 
ofrecer a las empresas servic ios educati vos ele ca lidad que sa­
ti sfagan sus reque rimientos y permi tan aumentar su producti ­
vidad. 

En los próx imos años, se espera que, con base en las expe­
riencias que el PMETYC ha generado, se siga avanzando para que 
un mayor número de instituciones dedicadas a la educac ión y a 
la fo rmac ión para y en e l trabajo se sumen al esfuerzo de ofre­
cer programas y cursos con modelos fl ex ibles, sustentados en 
normas técnicas de competencia laboral, que respondan a las 
neces idades de desarrollo de la planta producti va del país. 

A lo largo de cas i de dos décadas de func ionamiento , la Se­
cretaría de Educac ión Pública, mediante e l Instituto Nac ional 
para la Educac ión de los Adultos (INEA), ha proporc ionado aten­
ción a las personas mayores ele 15 años que no han concluido su 
instrucc ión bás ica. Esta actividad se ha basado en un modelo de 
trabajo vo luntari o que respond ía pe rfec tamente a las condic io­
nes del país en e l momento de su creac ión. Ante los desafíos de l 
nuevo milenio, en 1996 se emprendió la rev isión ele los serv i­
c ios de educac ión para adultos para dar una respuesta adecua­
da a las ex igenc ias de los tiempos modernos. 

En la actualidad, e l INEA avanza en la confo rmación de una 
propuesta modular fl ex ible, cuyos contenidos se apegan a los 
intereses y las neces idades de los adultos. Se pretende que las 
personas se incorporen a rutas de educac ión continua que sati s­
faga n las di versas demandas de la poblac ión que requieren es-
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tos servic ios. La insti tuc ión, además , ha ini ciado la ap li cac ión 
ele un nuevo modelo opt:rati vo que otorga los estímul os a l per­
sonal docente sobre la base ele los resultados obteni dos y ali en­
ta la partic ipac ión ele di ve rsos sec tores ele la soc iedad en la edu­
cación de los adultos . La renovac ión de l programa ha significado 
incrementos significati vos en el número ele personas que log ran 
certificar su educac ión, sobre todo en e l nivel de sec undaria. 

Inic iada en 1998, la tra nsferenc ia ele la operac ión ele los ser­
vicios ele educac ión para ad ul tos a los go biernos estatales con­
tribuirá a imprimi rles mayor efic ienc ia, en la med ida en la que 
se propic ia la iniciati va de las auto ri dades loca les en la atenc ión 
de situac iones educati vas cercanas a ellos. Es ta perspec tiva abre 
la oportunidad de vi ncul ar es fu erzos loca les con otras áreas ele 
la educac ión y en la que se puede lograr la mayor part icipac ión 
de l conjunto de la soc iedad. 

C o¡-.;swER \CIO'\ES <;EC\ERALEs 

En los próx imos años e l sistema eclucati vo nac ional deberá 
ofrecer oportunidades educa ti vas en los di ve rsos ni ve les, 
modalidades y ti pos que respondan mejor y de mane ra más 

ágil a las neces idades cada vez más d i versas y vari adas de los 
indi viduos. Por e llo, es prev isib le que se fo rtalezca la ate nc ión 
dife renc iada a fin ele contribuir, entre otros propós itos , a redu ­
cir e l f racaso escolar en los ni ve les bás icos y mejorar los ya ob­
tenidos. En los ni ve les med io superi or, superior y educac ión per­
manente, las expectativas se ori en tan hacia la ape rtu ra ele mú l­
tiples rutas y trayec to ri as de estudio para las personas que den 
cabida a la di vers idad de intereses, entornos cul tura les, neces i­
dades, habilidades y experi enc ia prev ia ele las mi smas (véase e l 
cuadro 3) . 

En un escenario ele educac ión a lo largo de la vida, la ofe rt a 
de se rvic ios de fo rmac ión y capac itac ión para ad ultos de be 
ampliarse ele manera signi ficati va y busca r que las pe rsonas se 
in volucren en procesos continuos ele preparac ión y adqui sición 
de competenc ias que redunden en su superac ión personal y en 
el desarrollo de l país. La función de las autoridades gubernamen­
tales en este terreno se orienta rá cada vez más hacia e l arbitraje 
de los procesos que hac ia su operac ión direc ta . 

Los recursos necesari os para el f in anc iamiento de los se r­
vicios educati vos se rán, como ya se prevé, cada vez más res­
trin gidos , lo que obli ga rá a bu scar fuentes a lte rn ati vas q ue 
complementen el esfue rzo gubernamental. En este senti do, la 
parti c ipac ión de los particul ares en e l gasto educa tivo es una 
cuestión poco exp lorada en nues tro país , y su impu lso pod ría 
redundar en nuevas alternativas y fuente de financiamiento para 
la educac ión. 

Algunos cá lculos permi te n suponer que este factor de l gas­
to educati vo nac iona l se ha subes timado ele ma nera sistemát i­
ca en la estad ís ti ca ofic ia l. La Encuesta ele Ing reso y Gasto ele 
los Hogares que el INEGI rea li zó en 1996 conti ene e lementos que 
permiten conocer cómo se comporta el gasto de los pa rti c ul a­
res en educación según los ni ve les ele ingreso. De l análi sis de 
tal info rmac ión se desprende que aun los hogares que se sit úa n 
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Población En edad escolar En edad de educación En d emanda de educación Población 

total (6 a 14 años) post-obliga toria (15 a 24 años) permanente (25 a ños y m ás) económicamente activa 
Valor Valor Porcelllaje Valor Porcelllaje Valor Porce111aje Va lor Porcenwje 

1998 96.2 19 .6 20 .3 20 . 1 20 .9 -U .4 -t 5. 1 39 .4 56. 3 
2000 99 .2 19.6 19.7 20 .3 20. 5 46 .3 -t6 .6 -t 1.5 56. 8 
20 10 1 1 1.7 18.6 16.7 20. 8 18. 6 60 .9 54 .5 5 1.4 58.4 
2020 12 1.8 16.5 13.5 19.9 16.3 75 .0 6 1.6 59 .5 59. 2 
2030 130 .3 15.2 11 .7 18. 0 13.8 87.5 67.2 65 . 1 58. 9 

Fuen te: Conapo. La s itull c ión demog rdfica de ¡\1t!.r ico. 1998. 

•••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••• 

en los deciles más bajos dest inan recursos a la educación de sus 
hij os y que el peso de estas erogac iones en el pres upuesto fami­
liares más importante que para los hogares de ingresos altos. Así, 
mientras que en el primer dec il se destina más de 5% del gasto 
fa mi liar al transporte escolar y casi 10% a la adquisición de ar­
tículos educat ivos, las familias del último decil erogan entre 3 
y 7 por c iento, respectivamente, en estos rubros.1 Ello confir­
ma el alto significado que , aun en situac ión económica preca­
ri a, la educac ión tiene para los mexicanos, lo cual se pone de 
relieve en las decisiones relativas a la di stribución de los ingre­
sos familiares. 

En 1994, alrededor de la mitad de los países de la OCDE des­
tinaron de 5 a 6 por ciento del PIB a la educación, según el in­
forme de 1997 de este organismo. Cálculos preliminares basa­
dos en los datos de la encuesta del INEGI y otros estudios permiten 
suponer que en Méx ico el gas to en educac ión como proporción 
del PIB (incluido el gasto federal , el estatal y el particular) es del 
mi smo orden. 

Si bien es cierto que los países ricos destinan una proporci ón 
de su PIB per cápita mayor que los países pobres, es claro que la 
magnitud del gasto educativo en relac ión con el PIB depende de 
factores diversos, entre los que destaca de manera significati ­
va el volumen de la poblac ión joven. Los objetivos que se per­
siguen con la educación determinan, as imi smo, el monto y el 
destino de los recursos educativos. Países que han logrado re­
solver de manera sa ti sfac tori a las neces idades de formación 
hás ica de su ciudadanía buscarán invertir más en los niveles 
superiores , cuyo costo por alumno suele ser significati vamente 
más alto que el de niveles anteriores. 

Por otra parte, la evidencia internac ional tampoco es conclu ­
yente respec to de que un mayor gasto en educación necesaria­
mente se refleja en ni veles de desempeño educativo o laboral más 
elevados . Por ello cada día cobra más importancia la noción de 
la eficiencia en el uso de los recursos. Todas las nac iones se en­
frentan a la rea lidad de recursos escasos (en diversos ámbitos 
que incluyen el educativo) , por lo que se buscará asegurar que 

l . El gas to en servicios de educación es necesariamente mayor en 
el dec il más al toque en el más bajo ( 16 y 8 por ciento, respec tivamente) 
dada la gratuidad de los servic ios públicos bás icos y porque las familias 
de mayores recursos acuden de preferencia a escuelas privadas. 

éstos se destinen de manera adec uada para que tengan un ma­
yor efec to en la consec ución de los objetivos educat ivos. 

En un escenario en el que la prioridad es alcanzar la equidad 
en e l acceso a los se rvicios educat ivos, el gasto en educac ión 
parecerá siempre insufi ciente y cualquier esfuerzo por incre­
mentarl o será benéfico. Por ello , res ulta doblemente necesari o 
asegurar un uso cada vez más efici ente de los recursos di sponi­
bles y rea l izar una valoración precisa de los cos tos de oportu­
nidad en su manejo. 

Es probable que, avanzado el siglo XXI, la noción del gobierno 
evolucionará gradualmente hac ia una organización cada vez más 
eficiente cuya función principal sea atender de manera directa 
algunas áreas prioritari as y es tab lecer las condiciones para ase­
gurar la eq uidad en el acceso a los servicios y su mayor calidad. 
Asociada a este papel y para reforzar el desempeño de todos los 
agentes que parti cipan en la tarea educati va , está la operac ión 
de sistemas de evaluac ión, certificación e in fo rmación sencillos, 
prec isos y confiables . La magnitud del reto educati vo permite 
suponer que se avanzará hac ia una concurrencia cada vez ma­
yoren la prestación de servicios educati vos, escenario en el cual 
la función de arbitraje del gobi erno será fundamental. Desde 
cualquier perspectiva, la búsqueda de la equidad y la ori entac ión 
general de la educac ión deberán seguir siendo funciones esen­
ciales del Estado. 

Un aspec to fundamental en la educación del nuevo milenio 
es la responsabilidad social. Ello significa que, junto con la ad­
quisición de destrezas y habilidades bás icas y el desarrollo de 
conocimientos más complejos , la educac ión deberá ori entarse 
a formar en las personas la concienci a, la di sposición y la capa­
cidad para resol ver los probl emas que aquejan a las soc iedades 
contemporáneas . En su mayoría, retos como la lucha contra la 
intolerancia y las profundas iniquidades que aquejan a todos los 
países del orbe y que representan una amenaza latente para la 
estabilidad y la paz social, así como la neces idad de preservar 
la biodi ve rsidad y mantener los equilibri os ecológicos, son te­
mas que, en el umbral del siglo XX I, demandarán una respuesta 
dec idida y art iculada en di ve rsos frentes. 

Una educación comprometida socialmente y orientada hac ia 
la refl exión y el desarrollo de valores está llamada a desempe­
ñar un papel fundamental en la construcción de la soc iedad del 
futuro. Q 



La inversión en capital 
humano en México 

• • • • • • • • • • IGNACIO LLAMAS HUITRÓN* · 

La inversión en capital humano es un proceso que incrementa 
la producti vidad de l trabajo po r medio de la adquisic ión de 
conoc imi entos y su aplicac ión en las acti vidades produc­

ti vas; además, pro mueve la equidad soc ia l. Di cha in vers ió n 
inc lu ye los gastos en educac ión, capac itac ión, nutri c ión, as í 
como otros fac tores que e levan la producti vidad laboral.1 En este 
e nsayo se anali zan los rendimie ntos monetari os que genera la 
in versión e n capital humano en educac ión fo rmal (esco laridad) 
y e n capac itac ión; se presentan cá lc ulos de las tasas internas de 
retorno, as í como su evo luc ión. As imi smo, se ex ponen las impli­
cac iones que di chos rendimientos ti enen en la as ignac ión de los 
recursos de inversión e n capita l humano e n términos de la efi­
c ienc ia económica y la equidad . Finalme nte, se presentan a lgu­
nas propuestas de políti ca . 

EL \1 \!(('() ( '()'\('EI'Tl \l. 

La educac ión es un derecho humano pero también un insumo 
bás ico de l desarro llo económico y soc ia l. Por ello, las in ­
versiones en educac ión deben canal izarse a aque ll as áreas 

en las que tengan mayor efec to en e l desa rro llo. As imismo, deben 
eva luarse la eficienc ia y los efec tos en la equi dad de la as igna­
ción de los rec ursos económicos entre los di fe rentes grados de 
educac ión. El resultado de cada ni ve l educati vo en la ge nerac ión 
de conoc imie ntos , de habili dades producti vas y preparación de 
las pe rsonas para e l empleo depe nde, e n c ie rta medi da, de las 
condiciones económicas y soc iales de l país, de su dotac ión de re-

l . S. Ase fa y W. Huang, Hu111 an Capital and Economic Develop­
/1/ ent , W.E. Up John lnslitute for Employ ment Research, Michi gan, 
1994, p. l. 

cursos fís icos y humanos y de las pri oridades políticas. Las técni ­
cas de evaluac ión económica no son sufic ientes para la toma de 
dec is iones, pero sí la apoyan. Dichos métodos se han elaborado 
como auxiliares en la definición de las po lít icas públicas que afec­
tan a l bienestar soc ial; su propós ito es contri buir a una as ignac ión 
eficiente de los rec ursos escasos y lograr e l máx imo de bienestar 
pos ible para la soc iedad . S in embargo , los facto res po líti cos y 
soc iales son los elementos determ inantes en la toma de dec isiones . 

El problema central a que se enfrenta cua lquier gobierno (de 
hecho, el problema central de la teoría económica) es cómo as ig­
nar los recursos escasos entre di fe rentes f ines; cómo as ignar e l 
capital y e l trabajo a la c reación de bie nes y servic ios cuyo re n­
di mie nto puede gene rarse hoy o e n e l futuro. La respuesta de­
pende de los o bjeti vos que te nga la soc iedad o e l gobierno y de 
la tasa de prefere nc ia entre e l consumo presente y futuro . La 
eva luac ión económica es una guía útil para orientar la se lecc ión 
entre proyec tos que persigue n un mi smo fin . Entre los pos ibles 
objeti vos de un go bierno o una soc iedad es tán: e levar la ca lidad 
el e vid a, alcanza r e l máx im o c rec imi e nto pos ibl e, log rar una 
di stribuc ión equitati va ele la producc ión y alcanzar la estabili ­
dad soc ial y po líti ca del s istema. 

La tasa interna de retorno de la educación 
y la capacitación 

Una in versión se considera rentable tanto para la soc iedad como 
para los indi viduos cuando los benefic ios esperados son mayores 
que los cos tos . La tasa in te rna de retorno (TIR) es un parámetro 

'!' Profeso r-in vestigado r de tie111 po co111pleto de la Unive rsida d Au­
tónonla Merropo litana- /ztapa lapa 
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que si ntetiza la eva luac ión de los beneficios y los costos de un 
proyecto. LaTIR es la tasa que iguala e l va lor presente de los 
beneficios esperados con e l va lor presen te de los costos. 

En la eva luación de proyectos educativos laTIR se utiliza 
como indicado r del va lor económ ico ' de la educación en lugar 
de otros criterios -' de eva luación costo-beneficio porque es un 
parámetro de fáci l interpretación . La est imació n de laTIR en 
diferentes áreas o ni ve les ecl ucat i vos proporciona a quienes to­
man decisiones un indicador del rendimiento probable de las in­
ve rsiones. LaTIR constituye un parámetro para comparar las 
posibilidades ele in versión aunque nunca se considera el único. 4 

Los cálcu los de tasas de retorno se realizan con información 
del pasado o del presente, con base en información de censos o 
de encues tas que permiten estimar los perfiles de edad-ingresos 
asociados a los grados de esco laridad for mal y a los ni veles de 
capacitación. La información que proporcionan las TIR puede 
ser ele utilidad en la toma ele decisiones en la planeac ión del gasto 
educativo en lo referente a dónde (c iudades o medio rural), duran­
te cuánto tiempo y en qué orientación del currículum (educación 
media superior técnica, capac itac ión para el trabajo, alfabetiza­
c ión o educación superior científi ca) poner mayor cantidad de 
recursos, si se acompaña de análi sis prospecti vos de requeri­
mientos de recursos humanos por parte del sec tor productivo. 

La in formació n para calcular las TIR por lo general procede 
de los censos de población, las encuestas a hogares o a los tra­
bajadores ; por ello , con frecuencia no se dispone de información 

2. La educación tiene un valor social superior a su valor económico, 
aunque e l ensayo se centra en este último . Los beneficios sociales del 
capita l hum ano son mayores que los privados o individuales; es de­
c ir, ti enen externalid ades . Ex isten beneficios soc iales y económicos 
del capi ta l hum ano que no tienen una va loración en el mercado, que 
benefician a la soc iedad en su conj unto y no só lo a quienes desarro­
ll an habilidad es y des trezas y a quienes los contratan. 1) Ciudadanos 
más educados y capacitados impulsan a la soc iedad a formas más 
participativas y democráticas . En general, c iudadanos educados y ca­
pacitados, como padres de familia y consumidores , contribuyen a me­
jorar la calidad de vida de la sociedad. 2) La ed ucación y la capaci ta­
ción facilitan la comuni cac ión y el trabaj o entre las personas, las hacen 
más confiable s, puntuales y adaptables; posibilitan la cooperac ión 
ent re los trabajadores y aumentan su productividad en los procesos 
de compra, producción y ve nt a. Debido a que estos beneficios no tie­
nen un va lor en e l mercado, se ti ende a subestimar el valor del capi tal 
humano y a reducir los incentivos a invertir en él. L. M. Salamon, "Why 
Human Cap ita l':' Why Now?", en D.W. Hornbeck y L. M. Salamon 
(ecl s .) , Hu111a11 Capital and A111erica 's Future. An Economic Strategy 
forth e '90s. The Johns Hopkins Univers ity Press , 1991 , pp. 4-5 , y D.J. 
Snower, " What is the Domain ofthe Walfare S tate?", en M. Baldassa­
rri , L. Paganetto y E.S. Phelps (eds .), Equ ity. E.ffic ien cy and Growth: 
Th e Future ofthe Welfa re Sta/e , M acmill an Press Ltd ., 1996. 

3 . Los otros dos criteri os de eva luac ión costo-beneficio son la tasa 
be neficio/costo y e l valor presente de los beneficios netos. G. Psacha­
ropoul os y M. Wooclha ll (Educat ion fo r Deve/op111ent: an A nalysis of 
ln vestlll ent Choices, Oxford Univers ity Press , Banco Mundial, 1985) 
presentan un anál isis de la aplicac ión de laTIR a la in versión en edu ­
cación , de sus ventajas y posibles objeciones. 

4. G . Psacharopou los y M. Wooclhall , op. c it. , p. 30. 

irl\'ersión en capita l humano 

de los cos tos directos de asis tir a la esc ue la o a los centros de 
capacitación. Para subsanar esta dificu ltad, cuando no se cuen­
tan con los costos directos, se calcu la la tasa " minceriana·' de 
retorno a la educación o el premio monetario por asistir un año 
más a la escuela o por realizar un período adicional de capac i­
tación . Dicho premio es el incremento en el perfil de ingresos 
que se obtienen en la activ idad) en relación con los ingresos que 
la persona hubiera obtenido en la actividad i, en caso de que no 
se hubiera capaci tado o no hubiera conti nuado su educac ión. 

Eficiencia y equidad 

Existe eficiencia económica en la asignación de los recursos 
educativos cuando la valoración monetaria del mercado por cada 
peso gastado en cada grado educativo es la misma. La valora­
ción puede estimarse en términos de las tasas de retorno , priva­
das o soc iales .5 En una economía competida6 donde las canti­
dades y los precios de los bienes y servicios se determinan por 
las preferencias y los ingresos de los consumidores, los recur­
sos escasos se asignan de modo efic iente entre sus di versos usos ; 
es decir, se logra un óptimo de Pareto. Esto signi fica que , dados 
los precios de los factores productivos , si éstos se reasignaran 
ello no aumentaría el monto de producto y, dada la distribución 
inicial del ingreso, no es posible, mediante la reasignación de 
los productos finales entre los individuos, lograr que una per­
sona mejore sin hacer que otra empeore.7 

5. Las tasas privada y social se diferencian por los conceptos de 
costos y beneficios que incluyen. E n la estimación de l premio mone­
tario o tasa privada -minceriana-de retorno , como se exp licó en e l 
párrafo anterior, se considera como costo los ingresos laborales ne­
tos que se sac rifican y co mo beneficios el aumento en los ingresos 
netos por es tudi ar un período adicional. En la estimación de las tasas 
sociales de retorno los costos incluyen, además de los ingresos sacri­
ficados, los gastos del gobierno, las colegiaturas y otros costos co mo 
los de transporte (J.K. Ryoo, Y. S. Nam y M. Carnoy, "Changing Rates 
ofReturn to Education overTime: A Korean Case Stucly", Economics 
of Education Review, vol. 12 , 1993). 

6. El concepto de economía pe tfec tamente competida con frec uen­
cia se interpreta como un mercado donde compiten miles de empre­
sas, lo cual probablemente lleve a la conclu sión de que la teoría de la 
competencia perfecta es tan irreal como inútil. Sin embargo, experi ­
mentos de laboratori o mu estran que esta vi sión es muy pesimista. En 
repetidos experimentos se muestra que pocas empresas, entre seis y 
ocho, en una situac ión de ri va lid ad llegarán a una so lución de eq uili ­
brio competitivo tal como lo predice la teoría . Es decir, el modelo de 
competencia perfecta tiene poder preclictivo para situaciones del 
mundo real cuando sólo ex isten un as cuantas empresas que compiten 
entre sí (E.E . Zajac , Political Economy of Faimess, The MIT Press , 
Cambridge , Massachusetts , 1996 , y V.L. Sm ith , "M icroeconomic 
Systems asan Experimen tal Science", American Economy Review, 
núm. 72 , 1982). 

7. E l concepto de efic ienc ia se utiliza en e l sen tido pare ti ano ; es 
decir, dada un a situac ión de eficiencia productiva -con técnicas y 
recursos ex istentes-no es posible aumentar la producción de un bien 
sin reducir la producción de otro u otros . 
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Al eva luar una política es posible considerar, además de la as ig­
nac ión soc ialmente efi ciente de los recursos , el efecto en la equi ­
dad. En es te ensayo el criterio de equidad se define como la di s­
tribución igualitari a del gasto por alumno. Ambos criterios 
pueden utili zarse en es tudios regionales o cuando la población 
objeti vo es tá claramente definid a; e llo depende de las autorida­
des o responsables de la política por aplicarse. 

El principio ele equidad debe conciliarse con el de efic iencia 
si los responsables de la política se preocupan por el resultado 
de ésta en la distribución del ingreso o en las oportunidades edu­
cati vas. En es te caso, se examinan los costos y los beneficios del 
proyecto, así como el efec to de és tos en los grupos particul ares 
que constituyen la población obj eti vo. Una estimac ión de la dis­
tribución reg ional de los benefi cios y cos tos de una política que 
está destinada a influir en las condiciones de vida de un deter­
min ado grupo de pobl ación puede resultar dist inta de la que se 
rea li za para todo el país; pero sin duda será dist inta en ambos ni ­
ve les si se toman en cuenta sus consecuencias en la equidad. 

L .\S POLíTJc\s IUTIE:\ n :s 

Las políticas económicas y sociales de los regímenes rec ientes 
han puesto una atención especial en la educac ión y en la ca­
pac itac ión de la poblac ión como medio para elevar las com­

petencias, la producti vidad y el ingreso por el trabajo, as í como 
la competiti vidad del país. En el Plan Nac ional de Desarrollo 
1995-2000 se establece que el gasto público debe orientarse a 
alcanzar una mayor equidad (disminuir las des igualdades). Para 
ello el gasto debe canalizarse a rubros como la educación, ya que 
con ésta se eleva la producti vidad de las personas y se abren las 
pos ibil idades de acceso a mejores empleos y sa larios. Además , 
se insiste en que la educación es uno de los principales instru­
mentos para enfrentar el desafío más importante de Méx ico en 
el umbral del siglo XX I: "disminuir la pobreza y moderar la des­
igualdad que ex iste entre los di fe rentes es tratos de la pobl a­
ción".8 

En el Prog rama de Desarrollo Educa tivo 1995-2000 se es­
tablecen las prioridades del gobierno en materia de educac ión. 
Éstas son la educación básica -un año de preescolar, seis de pri ­
maria y tres de secundaria-, la educación de adultos y la capa­
citación ele los trabajadores. Estos tres componentes de la política 
educa ti va son también elementos de la política de acumul ac ión 
de capital humano de un país y aparecen como las variables clave 
para la superac ión de la pobreza y los problemas del crec imiento. 
As í, se mues tra la convergencia de la política económica y de 
la soc ial en la necesidad de pri vilegiar las políticas educati va y 
de capac itac ión como medio para alcanzar mayores desarrollo 
y crecimiento económicos. 

En su búsqueda de legitimidad entre la pobl ac ión, el gobier­
no ha estab lec ido como prioridades las partes de la política ed u­
cati va dirigidas a elevar la escolaridad y las competencias !abo-

8. Poder Ejec uti vo Federal, Pla11 Na cio11 al de Desa rrollo 1995-
2000. Secretaría ele Hac ienda y Créd it o Públi co, Méx ico, 1995 . 
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rales ele los es tratos soc iales más bajos. Con ello tambi én se 
pe rsiguen objetivos de equidad proc urando no descuidar la efi­
ciencia en la as ignac ión de los rec ursos de la sociedad; en este 
sentido , la educación básica, la de adultos y la capac itac ión se 
conciben como un medio para alcanzar mayor desarrollo eco­
nómico. Sin embargo, al es tablecer estas prioridades y colocar 
en un segundo plano a la educación superi or se plantea un dile­
ma o confl icto en cuanto a los objeti vos de equidad y eficien­
cia. Es dec ir, las prioridades son las adecuadas si e l desarrollo 
de l país es consec uencia del uso de tec nologías intensivas en 
trabajo de baja ca li ficación.9 Sin embargo, si lo que se persigue 
es lograr el máximo rendimi ento ele los recursos del país ti ene 
que considerarse el rendimi ento de los mi smos entre sus posi­
bles usos . 

En una economía mundi al cada vez menos intensiva en tra­
bajo de baja calificac ión y más intensiva en conocimiento, es un 
riesgo para el país descuidar la educac ión superior. Es ésta la que 
determina la capacidad de un país para crear nuevas tecnologías 
e innovar las di sponibles, as í como la fac ultad para adoptar tec­
nologías ge neradas en otros países y, en general, la fac tibil ida el 
de competir en una economía mundial cuyos flujos de produc­
ción más importantes son intensivos en conocimiento. 

P RI\ IUWS l '. \i.l'I 'LOS DE L\S .\S DE RETOR'\() DE L.\ EDL C..\CIÚ'\ 

Las primeras esti maciones de tasas ele retorno de la escola­
ridad en México mostraron las mayores tasas privadas y so­
ciales en los grados de primari a y secundaria, evidencia que 

apoyaba la estrategia ele que los subsidios se concentraran en la 
expansión ele la educación bás ica y después en la media supe­
ri or y superior. Los primeros cálculos los realizó Carnoy en 1963 
y encontró los rendimientos más altos en la pobl ac ión urbana 
ocupada con una escolaridad de entre 5-8 años y entre 14- 16 (véa­
se el cuadro 1 ). Es tos resultados eran compatibles con el lento 
crecimiento de la matríc ula en el país hasta fines de los cincuenta. 
Asimismo, los resultados reflejaban, en parte, los requerimientos 
laborales de la economía, ya que en el período 1952- 1962 las ac­
ti vidades manufac tu reras crecieron a una tasa media anual de 
7.5 % y el PIB per cápita lo hi zo a 2.9%. Para Carnoy, estas ci­
fras indicaban un alto crec imiento de la demanda de trabajo es­
pec iali zado . Duran te este período, las políticas de inversión en 
capital humano, concentradas en la expansión de la matrícul a 
en primaria, eran compatibles con los obj eti vos ele equidad y 
efi ciencia. 

A parti r de 1959 , cuando se puso en operación el ll amado Plan 
de Once Años, con el cua l se trató de universalizar la educac ión 
primaria, la matríc ula en és ta creció ele manera notab le. A me­
dida que la primaria se generali zó los beneficios económicos y 
sociales asoc iados fueron dec linando, como si empezara a operar 

9. Lo mis mo que si se estab lece que la educación para todos es un 
derec ho soc ial de las perso nas y un fin en sí mi smo. En este caso , se 
de ben espec ifi ca r los fun da mentos de dicho fin para no ve r la educa­
ción como un instrum ento para el desa rroll o. 
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Escolaridad Pri vadas Sociales 

2-4 2 1.1 17.3 
5-6 48.6 37.5 
7-8 36.5 23 .4 

9- 11 17.4 14.2 
12- 13 15 .8 12.4 
14- 16 36.7 29.5 

Fue nte: Ca rnoy. M. Th e Cost and Retum to Schooling in Mexico: A Case 
Studr , tes is doctoral inédita , Un iversidad de C hi cago, sep tiembre de 1964. 
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la ley de correlación cero. 10 En ésta se establece que, a medida 
que aumenta el logro escolar de la poblac ión de un determina­
do nive l, los valores socia les asociados al mismo declinan . 

A finales de los años ochenta, el patrón de rentabilidad de la 
inversión en educación formal se había invertido: los rendimien­
tos de la educación superior y media superior resultaron mayo­
res que los de educac ión primaria (véanse los cuadros 2 y 3) . 
Estos resultados se contraponen a los objetivos de equidad y 
eficiencia de la política ya que, en lo relativo a la primera, e l 
gobierno debe privilegiar los gastos en educac ión básica toda 
vez que los niños y jóvenes de las clases de menores ingresos 
componen la mayoría que asiste a este nivel; sin embargo, en aras 
de la eficiencia económica debiera canalizarlos a la educación 
medi a superior y superior, pues en éstas se obtienen los mayo­
res rendimientos de los recursos escasos de la soc iedad. 

EsTI\IACIO:\Es REl'IEi\TES DE LAS TASAS DE RETOH:\o 

DE L.-\. EllUL\CIÓi'\ Y LA C\PAlTL\L'IÚ~ 

e ada país tiene sus propias leyes, instituciones y normas que 
definen la di visión del trabajo entre los sectores público y 
privado en lo que respecta a la sati sfacc ión de las neces i­

dades educativas y de capacitac ión . En México, el grado en el 
que el gobierno mexicano responde al interés público ofreciendo 
los servicios educativos y de capacitación está definido en el ar­
tículo tercero de la Constitución, en la Ley General de Educa­
ción y en la Ley Federal del Trabajo . 

La capacitación en el trabajo 

Las empresas capac itan a los trabaj adores porque esperan au­
mentar su rentabilidad y competitividad en e l mercado por me­
dio del incremento de la produc tividad laboral derivado de la 

1 O. l. Fagerlind y L. J. Saha, Education and Nat ional Develop111 ent : 
A Co111parative Perspect ive, Pergamon Press, 1983, pp. 237-238 . 

in ve rs ión en capital huma no 

capac itac ión. El tipo de capac itac ión sue le depender de l tama­
ño de las empresas. Las pequeñas capac itan de manera informal 
en el trabajo, en competencias labora les que neces itan de acuerdo 
con sus tecnol og ías. En las grandes la capac itac ión se vuelve más 
formal y se rec urre a las prop ias insta lac iones, expertos ex ter­
nos y tec nologías espec iali zadas. 

En e l sec to r manufac turero, los g randes es tablecimientos 
represe ntan un porce ntaje mu y bajo de l total , pero proporcio­
nan la mitad de l empleo y capac itan a uno de cada dos trabaja­
dores . En 199 1, había 138 774 es tab lec imientos en el sec tor 
manufacturero, de los cuales 87 % eran micro , 9% pequeños, 2% 
med ianos y 2% grandes. El emp leo de 2.994 mill ones de traba­
jadores se di stribuyó de la siguiente manera por tamaño de es­
tab lec imien to: 15, 18, 16 y 51 por c iento, respec tivamente . Asi­
mi smo, e l porcentaje de es tab lec imi entos que capac ita a sus 
trabajadores era de 7, 52 , 76 y 90 por c iento, respect ivamente ; 
el coc iente entre trabaj adores capacitados y trabajadores ocu­
pados fue de 37 % para la manufac tura como un todo ; los por­
centajes co rres pondientes a cada tamaño de esta bl ec imiento 
fu eron: 14, 29 , 40y 46. 11 

La escasa capac itac ión en los es tablec imientos pequeños y 
medianos refleja la falta de cultura en este aspecto pero también 
la carencia de recursos. Durante e l largo período de bajo creci­
miento de la economía mex icana - 1982 a 1996-, al parecer 
los pequeños empleadore s es tuvie ron más preoc upados por 
mantener el empl eo que por capac itar a sus trabajadores. Ade­
más, la capac itac ión les cues ta y es probable que no convenga 
que Jos trabaj adores abandonen e l luga r de trabajo para capaci ­
tarse; también es probable que crean que el trabajador que ca­
paciten puede ex ig ir un mayor sa lario. 

La gran mayoría de los establecimientos manufactureros u ti­
li za sus instalac iones para capac itar a los trabajadores. En 1991 , 
de cada 100 trabajadores que se capac itaron , 79 lo hicieron en 
el Ju gar de trabajo y los 2 1 res tantes con un agente externo. Si 
se cons idera e l porcentaje de trabajadores capac itados por un 
compañero como criteri o de informalidad de la capac itación 
recibida , se aprec ia que és ta se vuelve más informa l a medida 
que di sminu ye el tamaño del establec imiento. Mientras que en 
los grandes sólo alrededor de un tercio de los trabaj adores es 
capacitado por un compañero, en los micro aumenta hasta dos 
terc ios. 

La informac ión estadíst ica disponib le señala dos hechos fun ­
damentales: a] el porcentaje de trabaj adores capacitados aumenta 
con e l tamaño del estab lec imiento , y b] el porcentaj e de capa­
citados es mayo r en las categorías ocupaciona les que requieren 
ma yor grado educativo o tienen mayores responsabilidades en 
el es tab lec imi ento. 12 

En términos de la re lac ión pri vada beneficio/costo, la inver­
sión en capac itac ión se justi fica si los cos tos son menores a los 
ingresos adic ionales que reciben las personas capac itadas más 
el incremento que se genera en la productividad de las empresas . 

11 . INEGI-STPS , Encuesta nacional de e111pleo. sa la rios. tecnolo­
gía r capacita ción en e l sectornw lllt{a cturero / 992. México , 1995. 

12. !bid. 



comercio exterior, abril de 1999 

La capacitación para el trabajo 

La intervenc ión de l gobie rno e n la capac itac ión para e l trabajo 
se justi fica por los s iguie ntes tres moti vos. 1) E l go bie rno ofre­
ce capac itac ión en las in stituc iones públi cas a mu y bajo cos to 
para que la soc iedad pueda obtene r los benefic ios soc iales que 
genera un a ofe rta laboral capac itada . 2) De bido a la fall a de l 
mercado para provee r una cantidad sufic ie nte de capacitac ión 
(es dec ir, en virtud de la presenc ia de be ne fi c ios ne tos ex te rnos 
de la capac itac ión), las empresas pri vadas no pueden cobrar a 
los que se capac itan todos los bene fi c ios que generan; además, 
s i se dej ara a las fu erzas de l mercado, sólo los que pueden pa­
gar e l se rvic io pri vado se benefi c iarían el e la capac itac ión . As í, 
las fu erzas de l mercado te nderían a gene rar una me nor cantidad 
del servi cio de lo que se considera soc ia lmente deseable. 3) Para 
evitar que la in ve rsión en capacitac ión se di stribu ya de ac uer­
do con la riqueza fa miliar, hecho que pe rpetuaría las des igual­
dades en los ing resos . 

Por lo ante ri or, la in versión en e l entre namiento y la capac ita­
c ión de l trabajo de un país no puede depender só lo el e las fu erzas 
de l mercado. La interve nc ión de l Estado debe concentrarse en 
e l apoyo a los grupos de trabaj ado res de menores ingresos, as í 
como e n sati sfacer las neces idades ele competenc ias laborales 
de los empleadores. Este último concepto ex presa las complej as 
neces idades de los procesos ele trabajo. Cada empleador particu­
lar tie ne neces idades especí fi cas de compete nc ias y las pl antea 
como demandas al sistema educati vo para que e l gobierno e labo­
re po líticas educati vas y de formac ión para e l trabajo que las sa­
ti sfagan. Además, los empleadores mani fiestan sus neces idades 
por medio de las demandas de trabajo e n e l me rcado labora l. 

La capac itac ión para el trabajo la rec iben los jóvenes, prev ia 
a su incorporac ión al me rcado laboral , y los adultos que desean 
aprende r un o fi c io o cambiar e l que ti ene n, e n insti luc iones pú­
blicas o pri vaclas espec iali zadas e n ofrece r e l se rvicio . Las ins­
tituc iones pueden estar espec iali zadas en capac itac ión u ofre­
cerl a adi c iona lmente a la educac ión medi a superio r o superio r 
tecno lóg icas. 

La capac itac ión para e l trabajo se ofrece e n su mayo ría e n 
instituciones pri vadas, las c ua les respond ie ron po r 70% ele la 
matr ícul a en 1985- 1986 y por 50% en 1 995- 1 996 . ~.' 

El número de escue las particul ares fu e, en todos los ciclos de l 
período 1985- 1996, cercana o superi or a 80% de l tota l, y su ta­
maño promedio fu e mucho menor que e l ele los pl ante les fede­
rales y estata les. Co mo la matrícul a parti c ul ar dec reció y e l nú ­
mero de escue las del sector aume ntó, de 1985- 1986 a 1995-1 996 
e l tamaño de l pl ante l parti c ul ar d isminu yó. Po r o tro lado , e l 
número de escuelas de l sector es tatal crec ió más, seguido ele cerca 
por e l sec to r pri vado. En cambio , los pl ante les fe de ra les redu ­
jeron su número durante e l período. 

En 1995 36% de la pobl ac ión con a lguna capac itac ión había 
tomado e l último curso en una instituc ión de l s istema eclucati -

13. Pode r Ejec uti vo Fede ral, Pri111er ln(o r/1/ e de Gobiem o. anexo, 
Méx ico . 1995 . y SE P. Estadís tica Básica del Siste111a Educati1•o Na ­
cional . Ini cio de cursos 1995- 1996 , to mos 1 y 2, 1995- 1996. 

l tipo de capacitación 

suele depender del 

tamaño de las 

empresas. Las 

pequeñas capacitan de 

manera informal en el 

trabajo, en 

competencias 

laborales que 

necesitan de acuerdo 

con sus tecnologías 

385 

vo nac iona l. 1
.¡ Sólo 12% fue capacitado por una institución pú­

blica ele educación; 48 % e n una privada o autónoma, y e l resto 
por alguna dependencia pública no eclucati va (32%) u otro tipo 
ele organi zac ión (8%). 

Estimación de las tasas de retorno de la capacitación 

Los cá lculos de las tasas ele retorno permiten afirmar que es eco­
nómi came nte rentable, tanto para los indi viduos como para la 
soc iedad , invertir en educación y e n capacitación ele los tra ba­
jado res (véanse los cuadros 2 y 3). 

La inversión más rentable en capital humano es la que se rea­
liza en capac itación en el trabajo (2 1.6% ). Esta reditúa tanto para 
el trabaj ado r como para e l empl eador. 15 El primero rec ibe un 
premio monetari o por su mayor producti vidad y e l segundo se 
benefi c ia de los aumentos e n la producti vidad de los trabajado­
res capac itados. 

14. INEG I-STPS, En cuesta Na ci01wl de E111pleo. Capac itación y 
Edu cación. 1995, Méx ico, 1996. 

15. Nora Garro 8 . e Ig nac io Ll amas H ., " El rendimi e nto de la es­
co larid ad , la capac itac ión y la ex perie nc ia laboral e n e l Área Me tro-
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Por otra parte, cuando los trabajadores cambian de em­
pleo, los empleadores no reconocen, en términos de 
mejores sa larios, los beneficios que pueden reportarles 
los conoc imientos que aqué llos adq uiri eron en la capa­
c itac ión obtenida con el empleador ante ri or. Esto es 
vá lido para Méx ico y pa ra países desarrollados, como 
Estados Unidos ; en ambos, la capac itac ión rec ibida en 
el empl eo anteri or no favorece el sa lari o del trabajado r 
en el empleo act ual. 16 Esto puede expli carse por vari as 
causas. Puede ser que la capacitación anterior haya sido 
mu y específica a la empresa y que por e llo se conside­
re como irrelevante para el nuevo empleador. Otra ex­
plicación puede ser que, al cambiar de empleo, las ex­
pectativas de mejorar por parte del trabajador sean ta­
les que es té dispuesto a aceptar un salario igual o más 
bajo que el ofrec ido por el empleador anterior con tal 
de adquirir nuevas competenc ias en su nuevo empleo . 

La capac itac ión para e l trabajo -escolari zada- se 
incluye en el concepto de capaci tació n previa al últi­
mo trabaj o, cuyo retorno monetari o no signifi cat ivo 
hace pensar que a los jóvenes no les red itúa capac itar­
se en las instituciones antes de incorporarse al merca­
do laboral. Lo anterior cuestionaría severamen te la per­
tinencia y la calidad de la capac itación recibida en las 
aulas y los talleres de las instituciones capacitadoras . 

En resumen, al igual que los resultados obtenidos en 
investigaciones internacionales, e l premio en los ingre­
sos debido a la capaci tac ión res ulta superio r al de la 
escolaridad .17 Asimismo, al igual que en esas investi­
gac iones, no es estadísticamente signi ficativo el pre­
mio a la capacitación previa al último empleo, sea esco­
larizada o en el trabajo . 

Un sis tema de competencias laborales , 18 como el 
que en la actualidad promueve el go bierno federal, en 
la med ida en que sea aceptado por los empleadores 
como proveedor veraz de información de competen­
cias, ocas ionará que desde el inic io de su contratac ión 

in ve rsión en cap it al humano 
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Prem ios en los ing resos debido 
a un año ad ic io na l de : 

Capacitación forma l e n e l trabajo 
Capacitación e n e l último trabaj o 
Capac itación previa a l último trabajo 
Educación media s upe ri o r técn ica 
Educación media s upe ri or ge ne ra l 

Bracho y 
Zamudio 1

•
2 

6.5 
9 .9 

Garroy 
Llamas u 

2 1. 6 

n. s. 

l . Las estimac iones corre sponden a trabajadores integ rantes de la PEA. 

Garro 
el al."' 

9.9 

2. T. Bracho y A. Zamudio ("Tasas de retorno de la educac ión ge nera l especiali zada del 
ni ve l medio superi o r. Ajuste por desempleo". Documento de Trabajo, núm. 4S , Centro 
de 1 nves ti gac ión y Docencia Económ icas, 199S) ca lcul aron tasas de retorno a la inversión 
en la educación med ia superior técnica-en sus dos modalidades, la educac ión termina l 
de subprofesiona l o profes ional medio y e l bachillerato tec nológ ico con la titul ac ión de 
técnico profes ional o bachi ll erato general-preparatoria. La base de da tos uti li zada es 
la Encues ta Nac ional de Ingreso Gas to de los Hogares de 1989. Los autore s ap lica ron 
la me todología conocida como "mé todo corto" en la lite ratura sobre e l tema . R. Willis . 
··wage Determinants: a Survey and Reinterpretation of Human Capi tal Earnin gs Fuc­
ti uns". en O. Ashenfe lt er y R. Layard. Handbook of Labor Economics, Elsevier Science 
Publishers B V, vo l. l . cap. 1 O, 1996. 
3. Nora Barro B. e Ignac io Ll amas H. ("E l rendimi ento de la esco laridad, la capaci tac ión 
y la experiencia laboral en e l Área Metropolitana de Monterrey", En .wyos, Facultad de 
Economía, Uni vers idad Autónoma de Nuevlo León , vo l. XIV, núm . 1, mayo de 1995) 
rea li za ron es tim ac iones del ingreso adic iona l deb ido a la esco laridad y la capac itación. 
Di chas est imaciones se basaron en una mue stra de aproxi madame nte 2 000 hogares o 
3 S3 1 trabaj adores integran tes de la PEA del área metropolitana de Monterrey. La encuesta 
se rea li zó en tre el 1 S de julio y el 1 S de agos to de 1993. 
4. Las esti mac iones corresponden a los hombres jefes de familia integ rantes de la PEA. 
S. Nora Barro B. , Vinic io Gómez M. y Jorge Meléndez B. (Situación ocupacional y 
nive les de ingreso de los trabajadores en relación con su educa c ión v capacitación, 
Cuaderno de Trabajo , núm . 12. STPS, Mé xico, 1997 .) ca lcularon los ingresos adicionales 
a la esco laridad , la ex peri enc ia laboral y la capacitac ión utilizando los dato s de la 
Encuesta Nac iona l de Empleo Urbano (E NECE), corre spo nd ientes al segundo trimestre 
de 1993. n. s. =estadís ti came nte no sig ni ficativo . 
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los trabaj adores contribuyan al incremento en la productividad 
de la empresa. Ello tendrá un efecto positivo en la equidad, ya 
que implicará una mejor di stribuc ión de los incrementos en la 
producti vidad entre el capital y el trabajo . 

Estimación de las tasas de retorno de la escolaridad: 
el nivel medio superior 

Algunas investigac iones han calculado e l premio monetario a 
la educac ión media superior en sus verti entes tecnológica y ge­
neral. Citaremos tres de e ll as, cuyos resultados parecen contra­
dictorios. En la primera, rea li zada por el Banco Mundial 19 con 
los datos de la Encuesta Nac ional de Empleo Urbano de 1991 , 

politana de Monterrey", Ensayos, Facultad d e Eco nomía , Univers i­

dad A utónoma de Nuevo León , vo l. XIV, núm. 1, mayo de 1995, p. 45 , 

y Nora Barro B., Yinicio Gómez M. y Jorge Meléndez B. , Situación 
ocupacional y niveles de ingreso de los trabajado res en relación con 
su educación y capacitación, C uad e rno de Trabajo, núm. 12, Secre­

taría de l Trabajo y Previ s ión Socia l , 1997, p. 19 . 

16. l. Ll a mas, "Econo mía y política de educac ió n tecnológica", 

/ztapalapa , núm. 39 , UAM- lztapa lapa, 1996, pp. 176- 179. 

17. J. A. Middleton y A. vonAda ms, Ski llsfo r Productivity. Voca­
tional Educat ion and Trainin g in Deve /oping Count ries, Oxford 

U nive rs ity Press , Banco Mundial , 1993, y R. Freeman , Working under 
Dijjerent Rules, Ru sse l Sage Fo und at ion, Nueva York , 1994. 

18. E n 1993 e n Méx ico se ini ció e l Proyecto de Moderni zac ión de 

la Educac ión T écnica y la Capac itación con e l propósito de reori e n tar 

la formación de la fuerza labora l y propiciar una v in c ul ación e fecti va 

e ntre los sectores producti vo y ed ucati vo. Como una co nsec uenc ia, se 

integraron e l Si stema Normali zado de Compe tencia Laboral y e l S iste­

m a ele Cert ificac ión de Competenc ia Labora l. Para orie ntar la operació n 

de los s istemas se ins ta ló e l Consejo de Norm a li zación y Certificac ión 

de Co mpe te nc ia L abora l e n agosto d e 1995, Sistemas No rm alizado v 
de Cert ifi cación de Competencia Laboral, Méx ico, 1997 . 

19. Ba nco Mundi a l, Mexico Technical Educat ion and Modemiza­
tion Project, informe núm . 134 16-ME, 1994, pp. 45-46. 
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se estableció en 9.1 % la tasa de retorno para cada año adicional 
de estudios técnicos de nivel profesional medio, mientras que 
la correspondiente a los estudios de bachillerato se estimó en sólo 
5.6% por año adicional de estudios. En la segunda investigación, 
realizada por Bracho y Zamudio, se señala que en el país los 
premios monetarios son mayores para la educación general que 
para la técnica. 2° Finalmente, en una investigación realizada por 
Meléndez para el área metropolitana de Monterrey en 1993, no 
se encontraron diferencias significativas entre los premios mo­
netarios a la educación general ( 12.57 para hombres jefes de 
familia) y a la educación técnica (12.77). 21 

Estudios rec ientes para otros países del orbe muestran que 
cuando hay oportunidades de empleo o que éstas están aumen­
tando y, además, se establece correspondencia entre las carre­
ras y especialidades con los puestos disponibles, la educación 
técnica tiene mayores rendimientos Y 

En México, en el pasado reciente, es muy probable que las 
tasas de rendimiento monetario de la educación técnica hayan 
sido inferiores a las de educación general debido al estancamien­
to de la economía y aliento crecimiento del sector formal, facto­
res que limitaron las oportunidades de empleo remunerado. En 
estas condiciones, que los egresados de instituciones de educa­
ción técnica se incorporen al mercado laboral con el certificado 
de una especialidad o carrera posiblemente limite sus oportu­
nidades de empleo, mientras que los egresados de educación 
medi a superior general tienen mayor flexibilidad para desem­
peñar diferentes tipos de puestos , con lo que amplían sus posi­
bilidades de empleo. Asimismo, es posible que el estancamiento 
en la demanda por educación técnica terminal, en los años re­
cientes, sea consecuencia de las escasas oportunidades de em­
pleo y de ingresos de sus egresados. 

Estimación de las tasas de retorno de la escolaridad: 
educación básica y superior 

La evidencia empírica muestra que en México no ha habido un 
patrón estable de tasas de retorno de la educación en los últimos 
30 años. A principios de los sesenta, el estudio de Carnoy ( 1964, 
cuadro 1) mostró un patrón de eficiencia marginal variable en 
la invers ión en los distintos ni veles de educación. 23 La mayor 
tasa de retorno correspondía a un nivel de escolaridad de 5-6 años 
seguido por los ni veles de educación superior de 14-16 años y 

20. T. Bracho y A. Zamudio, op. cit., cuadro 2. 
21. 8. J. Meléndez, "Rentabilidad de la inversión en educación 

técnica y medición del problema de 'se lf- se lection ' en la elección de 
un curriculum escolar en el Área Metropolitana de Monterrey", en J. 
A. Tij er ina y J . Meléndez B. (eds.), Cap ital humano, crecimien to, 
pobreza: problemática mexicana. Segundo Encuentro lntemacio­
llal . Un iversidad Autónoma de Nuevo León, 1995, p. 150. 

22. J. A. Middleton, A. Ziderman y A. von Adams, op. cit., p. 50. 
23. M. Carnoy, The Costand Retum toSchooling in Mexico: A Case 

Studr, tesis doctoral inéd ita , Universidad de Chicago, septiembre de 
1964. 
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por estudios de secundaria de 7-8 años. Los ni ve les equivalen­
tes a educación media mostraron las menores tasas de retorno . 
Para mediados de los años ochenta, las estimaciones mostraban 
un patrón general de eficiencia marginal decreciente en las inver­
siones en educación Y La tasa minceriana de retorno -premio 
monetario- era más alta para la educación primaria que para la 
secundaria y la de ésta mayor que la de educac ión superior; la ex­
cepción en el patrón es la tasa de retorno de la preparatoria, que 
es mayor que la secundaria y la superior. A partir de fines de los 
ochenta se ha observado un patrón de eficiencia marginal cre­
ciente en las inversiones en educación (véase el cuadro 3, años 
1989 y 1994 ). Los resultados contradicen dos ideas generalmente 
aceptadas: 1) que las tasas de retorno de los niveles más bajos 
de educación son mayores que las de educación superior, y 2) 

que este patrón de tasas decrecientes es estab le a lo largo del 
tiempo. 25 

Como se aprecia, los rendimientos monetarios de la educa­
ción difieren entre niveles de ésta y entre períodos de estudio. Las 
razones pueden conjeturarse de las diferencias del entorno eco­
nómico y social en los distintos años de estudio. La evolución de 
la economía y las condiciones del mercado laboral afectan los 
ingresos laborales y, por tanto, el rendimiento monetario de la 
educación. Esos factores han ocasionado que en los últimos años 
el valor monetario de la educación aumente con el nivel de es­
tudios. La información que proporcionan las TIR se relaciona con 
el funcionamiento de los mercados laborales. Las causas de las 
variaciones pueden relacionarse por lo menos con tres factores. 

Primero , a medida que el país se integra a una economía ba­
sada en el conocimiento, la demanda laboral de trabajadores con 
educación superior aumenta en relación con su oferta y en rela­
ción con la demanda de trabajadores con educación primaria. 
Durante la primera mitad de los noventa , en la economía mexi­
cana ocurrió un cambio tecnológico intensivo en capital humano 
(escolaridad). 26 

Segundo, el esfuerzo que ha hecho el país para que toda la 
población en edad escolar tenga acceso a la primaria ha ocasio­
nado que opere la ley de correlación cero Y Esta ley señala que 
a medida que un nivel educativo tiende a hacerse universal, los 
beneficios económicos y sociales que obtiene la población que 
cubre dicho nivel declinan (y para quienes no lo logran crece la 
desventaja). 

Tercero, se calcula que la demanda por empleo formal durante 
el período de 1988-1996 creció apenas 1.2%, mientras que la 
oferta laboral lo hizo a una tasa de alrededor de 3.3%. Lo ante­
rior ocasionó que el empleo se concentrara en el sector informal 

24. Ulrich Lachler, "Education and Earnings lnequality in Mexi­
co" , mimeo., Banco Mundial , 1998 , cuadro 3. 

25. G. Psacharopoulos, "Returns to Educat ion: a Further lntern a­
tional Update and lmplicati ons", Joumal of Human Resources. oto­
ño de 1985, y J.K. Ryoo, Y.S. Nam y M. Carnoy, op. cit ., p. 71. 

26. D.J. Snower, "What is the Doman in of the Welfare S tate?", en 
M. Baldassarri , J. Paganetto y E.S. Phelps (eds .), Equity, Efficiency and 
Growth: The Fu tu re ofthe We!fare Sta te, MacMillan Press Ltd., 1996. 

27. l. Fagerlind y L. J . Saha, op. cit .. pp. 237-238. 
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de la economía, que en la primera parte de los noventa se incre­
mentó 4.6% en promedio anu al y pasó de represe nt ar 48.3 % del 
empleo en 1988 a 54.3% en 1996. 28 Lo anterior ocas ionó que los 
trabajadores menos educados se empl earan con mayor fac ilidad 
en el sec tor inform al presionando a la baja a los in gresos y con 
ell o a laTIR. 

e u A D R o 

~~ · ,..., ' ' 1>1 1(1 : 1 (JI{ \Cl 1'1< 1 \ \11 ,..., lll l. \ 1 lll l \l [(1\ 111 1 11-.. \' \1 \ 1{1 \ 1111 ' 

1 \ i\ 11 \ lt 11 ( I'IJ I<t 1 \ 1 \ .11 ') 

3 

••••••••••••••••••••••••••••••• 
Bracho y Zamudio Lachler 

1989 1984 / 994 
Tasa media 11.6 15.2 16.7 
Primaria 10.1 16.9 13.8 
Secundaria 104 13.9 16.7 
Preparatoria 1 l. 1 15.5 18.2 
Superior 13.3 10.3 19.9 

Fue ntes: T. Bracho y A. Za mudi o "Rend imi enlOs económi cos de la esco la­
ridad en Méxi co , 1989''. Eco /lolllía Mt' xica /l a. nueva época. vo l. 3. núm . 2. 
Cen tro ele In ves tigac ión y Doce ncia Económicas. cuad ro 7. y Ul ri ch Lac hl er 
" Educa ti on and Ea rnin gs ln equalit y in Mex ico" . Méx ico. 1994. mimeo .. 
Banco Mundi al, 1998. cuadro 8. 

••••••••••••••••••••••••••••••• 

Eficiencia y equidad 

De acuerdo con el criterio de eficiencia , la invers ión en educa­
ción debe orientarse de manera prioritari a a la capac itac ión en 
el trabajo y a la educación superior. La primera la rea li zan los 
empleadores, por lo cual el papel del gobierno es formular po­
líticas que la impul sen, tal como se señal a en el punto siguien­
te. En cuanto a la conclusión de que la in ve rsión pública deba 
orientarse, en primer luga r, 29 a la educac ión superior, después 
a la media superior, luego a la secundaria y fin almente a la prima­
ria , entra en conflicto con el criterio de equidad 3 0 Ello se debe 
a que los alumnos de familias pobres representan una porción 
de la matrícula en primari a -y en general en ed ucación bás i­
ca- mucho mayor que en educación superior. 

28. E. Hernández Laos, N. Garro e l. Llamas, op. cit. 
29. El criteri o de eficiencia implica que primero se in vierta en la 

ac ti vidad de mayor rend imiento hasta el punto en el que la tasa mar­
ginal de retorno baje al ni vel de la sigui ente actividad con mayor tasa 
de retorno y as í suces ivamente, hasta que se logra la igualdad en las 
tasas de reto rn o de las di stint as ac tividades. 

30. Por lo menos en el corto plazo, aunque no necesari amente en 
términos ele sus consecuencias en el largo plazo. La canali zac ión ele 
la in vers ión a la educación superior, en el largo plazo , ocas ionaría un 
incremento relati vo en la oferta ele las personas más educadas , lo que 
deprimiría sus ingresos relativos y la tasa de retorno ele este grado 
educativo , lo cual podría cambi ar el patrón ele las TIR y la esca la de 
prioridades ele in ve rsión entre los ni ve les edu ca tivos. 

in versión en capita l humano 

En los últimos años, el gobierno ha distribuido e l gasto en 
educación en fo rm a cada vez más equitati va. Ello se refl ej a en 
la caída del gas to por es tudi ante en los ni ve les posprimarios en 
relación con el de primari a. Cuando se considera el financia­
mien to de la Secretaría de Educac ión Pública, en 1983 el gas to 
en un es tudi ante de li cenciatura tecnológ ica result ó 13.1 veces 
mayor que el de un estudiante de primari a; para 1992 había des­
cendido a 8.5 veces .' 1 En los años mencionados el gas to de un 
es tudi ante de li cenci atura en la universidad en relac ión con uno 
de prim ari a pasó de 8.5 veces a 4.2. Cuando se co nsidera el 
fi nanciamiento del gobierno federal , en 1983 el gasto de un es­
tudi ante de educación superior fue 9.1 veces mayor que el de un 
es tudiante de primari a y para 1996 fue de 7 veces. 32 Las tenden­
cias señaladas muestran que el go bi erno ha as ignado los recur­
sos públicos con un criterio de equidad sacrifi cando eficiencia. 

El hecho de que laTIR de la educación primaria de los traba­
jadores asa lari ados haya declinado mientras que la de la educa­
ción superior haya aumentado en el mi smo período se interpre­
ta, de acuerdo con el criterio de eficiencia, como una señal para 
cambiar el patrón de in versión pública en educación para favo­
recer a las personas que más tienen. Sin embargo, este conflic­
to entre eficiencia y equidad pude so luc ionarse buscando que 
las familias de los alumnos con mejor situación económica fi­
nancien , al menos de manera parci al, el costo de sus estudios ; 
con ello no se descuidaría el fin anciamiento público de la edu­
cación primaria ni se disminuirían los recursos que se orientan 
a la superior. 

Co,cu·sto:-.cs E t\II 'I.IC.\l'IOi\ES DE POLÍTIC.\ 

U na forma de evaluar las políticas de invers ión en capital hu­
mano es preguntarse si están incrementando la producti­
vidad y los ingresos netos de los indi viduos. La tasa interna 

de retorno es un indi cador de tales incrementos y, además, es 
uno de los criterios que utili zan los economistas para selecc ionar 
proyec tos o políti cas en función del rendimi ento es perado de 
los recursos que se in vierten. 33 La tasa es una rápida referenci a 
a la rentabilidad de la inversi ón que implica una determinada 
polític a. 3~ La evidencia empírica muestra que la in versión en 
capital humano, en general, ti ene altos rendimientos en térmi­
nos de ingresos y producti vidades labora les; también mues tra 
heterogeneidad en las tasas de retorno de las distintas clases de 
capital humano. 

31. R. López Zárate, El financiami ento de la educa ción supe rior 
1982 -1994, ANU lES , Méx ico, 1996, p. 105. 

32. Ulrich Lachler, op. cit. 
33. El criteri o para se lecc ionar o aceptar un proyecto o política es 

que su tasa interna de retorno sea mayor a la tasa de interés del mer­
cado o a cualquier otra tasa soc ialmente aceptada. En es te trabajo só lo 
se comparan las tasas ele retorn o ele las in vers iones en diferentes ti­
pos de capi tal humano. 

34. T. F. Nas, Cost-benefit Analysis. Th eo ryand Application. Sage 
Publicati ons lnc., Thousa ncl Oaks. Ca li fo rni a. 1996, p. 125. 



colllei"Cio extrrior. abri 1 de 1999 389 

--~e acuerdo co11 el criterio de eficiencia, la inversión en educación 

debe orientarse de manera prioritaria a la capacitación en el 

trabajo y a la educación superior. La primera la realizan los 

empleadores, por lo cual el papel del gobierno es formular 

políticas que la impulsen 

¿Se es tá in virtiendo de manera eficiente en la for mac ión el e 
capita l hum ano en Méx ico'l No, pues hay de fi ciencias signifi ­
cativas. Por un a parte, se subin viert e en capac itac ión en el tra­
bajo y en educac ión superi or; por otra parte, se in vierte en ex­
ceso en capacitación para el trabajo, por lo menos como se ofrece 
en la ac tualidad. 

De los resultados sobre el valor económico de la capacitac ión 
para el trabajo y de la educac ión med ia superi or tecnológ ica se 
in fie re que el gobierno no debe es tabl ecer especialidades y ca­
ITeras que requi eran inversiones cuanti osas porque los emplea­
dores modernos capacitan a sus trabajadores en e luso de las tec­
nologías espec íficas de la empresa y esta capaci rac ión es la que 
rea lmente influ ye en las productividades y los ingresos labora­
les de los trabajadores. 

La acumul ac ión de capital humano medi ante la capacitac ión 
en e l trabaj o es la que produce el mayor rendimiento, por lo que 
se le debi era co nsiderar un a in ve rsión de alta pri oridad. Por 
med io de la capac itac ión en el empleo se prepara a los trabaja­
dores para operar tecnologías específicas y a resol ver los pro­
blemas cotidi anos en la producción de bi enes y servic ios. Por 
ello, las políticas de capac itación gubernamentales deben ela­
borarse en estrec ha coordinac ión con los empleadores. En este 
sentido, se proponen dos po i íticas que pueden ser eficaces en el 
impul so a la fo rmac ión de competencias laborales por medio de 
la capac itac ión. 

a] Estab lecer un impues to de 1-2% sobre la nómina del tipo 
''juga r o pagar' ' ;35 ello no afec taría a las empresas modernas. las 
cuales va loran los frutos de la capac itación y moti va ría a las em­
presa trad icionales a reorgani zar los fluj os de trabajo. 

35. P. B. Doe rin ge r. .. Can the U.S. Sys tem ofWorkplaceTrainin g 
Survive Globa l Competiti on'' .. , en S. A se ra y Wci-Chiao Hu ang (eds. ), 
1-/unla/1 Copita / o11d Eco ll o lllic D el•i!lo¡nll elll . W.E. Up John lnsti tute 
for Empl oyment Research. Mic hi gan. 1994. p. 102 . 

b] La capac itac ión para e l trabajo debe reorgani za rse en dos 
direcc iones. La primera . orient arl a más a la formación para e l 
autoempleo y des taca r la for mac ión ele va lores - formac ión el e 
emprendedores- y las téc nicas de la admini stración el e mic ro­
negoc ios; la segunda, buscar, al mi smo tiempo. una vinculac ión 
efec ti va con las empresas de l entorno ele los planteles para que 
la formación téc ni ca la adq ui eran en las plantas productivas. 
al ternando e l trabajo en e l aul a con la experi encia labora l. 

Las dos políti cas esta rían ori entadas principalmente a las 
empresas medianas y pequeñas. que son las que menos in vier­
ten en capac itac ión y las que requieren personal preparado para 
incorporarse a las actividades prod ucti vas. Las polít icas plan­
teadas implicarían graneles ca mbi os en los mercados labora les 
internos ele las empresas: sistemas ele contratac ión, es tímu los, 
promoción y es tabi licl acl en el em pleo. Aclem~'ís, poi íticas co mo 
las mencionadas pueden apoya r la competiti viciad de las empre­
sas y su permanencia en e l mercado en el largo pl azo. 

Los rendimientos monetarios de la educación difieren entre 
los ni ve les de és ta, lo cua l tiene impli cac iones para la eficie nte 
as ignac ión de l presupuesto públi co destinado a la educac ión. El 
criteri o ele eficiencia señal a que deben dedicarse más recursos 
a la educación superior que a la pri maria, pero ello entra en con­
fli cto con el criterio el e equ idad -estab lec ido en las leyes del 
país- el e proveer educac ión básica gratuita a la pob lac ión. Por 
el criteri o de equidad no se pueden esca timar rec ursos a la edu­
cac ión primari a y por e l de efi c iencia es necesa rio dedicar más 
rec ursos a la educac ión superi or. El di lema no tiene so lución si 
só lo se cons ideran los recursos fi nancieros públicos, pues se ten­
drían que red ist ribuir en favor ele la educac ión super ior. Una 
for ma ele resol ver el conflicto e. elaborar y poner en prác ti ca un 
pl an el e financiam iento de la educac ión superi or en el quepa­
gue quien ti ene med ios para hace rlo y des tinar esos recursos a 
fi nanciarl a. Un plan ele es ta naturaleza sati sfaría los criterios 
soc iales de equidad y eficiencia . (9 
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En el marco de la discusión nacional en torno de una políti­
ca de Estado que reconozca la necesidad de una es tabilidad 
macroeconómica y condiciones de bienestar a largo plazo, 

la inversión en capital humano adquiere una importancia fun­
damental en lo relativo a reducir las desigualdades entre grupos 
soc iales y regiones en México. 1 Sin embargo, la popular visión 
de bienestar individual asociada a una mejor educación se em­
pieza a poner en tela de juicio, sobre todo cuando las habilida­
des y los valores de la educación superior no son suficientes para 
que los egresados se incorporen al mercado de trabajo sin que 
las empresas tengan que asumir el costo de completar su forma­
ción en el trabajo. 2 De la misma forma se ha empezado a cuestio­
nar la también popular visión de retribución de la educación su­
perior a la sociedad por medio del servicio soc ial obligatorio de 
los estudiantes, en virtud de su desvinculación con los urgen­
tes problemas soc iales y, en muchos casos, por su escaso alcan­
ce social y poca repercusión en la formación de hab ilidades y 
va lores en los profesioni stas. 

El servicio social ob li gatorio para los estudiantes de educa­
ción media superior y superior es una de las instituciones bási­
cas del desarrollo soc ial en México . Lo regula la ley reglamen­
taria del artículo quinto constitucional , relati va al ejercicio de 
las profes iones, que condiciona la expedi ción del título profe-

l . 1. A. Gurría , "Reflexiones en torno a una política económica de 
Estado", El Mercado de Valores, año LVIII, núm . 4, abri l de 1998, pp. 
3- 10. 

2. M. Carnoy, "The Great Work Dilemma: Educati on , Employ­
ment, and Wages in the New Global Economy", Economics and Educa­
tion Review, vo l. 16, núm. 3, 1997, pp. 247-254. 

sional al cumplimiento de un servicio social que debe contribuir 
a la formación académica y la capacitación profesional del es­
tudiante, así como a desarrollar en él la conciencia de solidari­
dad y de compromiso con la sociedad. 

Adicionalmente, y en virtud del principio de autonomía, las 
organizaciones de educación superior autónomas han sido facul­
tadas, en el artículo tercero , fracción séptima, de la Constitución, 
para que establezcan sus propios reglamentos para la organiza­
ción del servicio social, como parte de la formación académica 
de los estudiantes . De ello se exceptúan las profesiones de la 
salud, por convenios bil aterales entre las instituciones del sec­
tor salud y las de educación superior. 

Esto se debe a que todos los compromisos e ideales sociales 
emanados del movimiento revolucionario en México convergie­
ron en la convicción de que la educación debería servir como ele­
mento fundamental para el desarrollo nacional. Estaba muy lejana 
la idea de que se convirtiera en obligación por medio de las leyes, 
pues se actuaba más por la necesidad de vincular la universidad 
con su entorno social , para comprometerla en la satisfacción de 
las necesidades más apremiantes de los grupos más desprotegidos 
de la población , pero también para apoyar la modernización de 
la planta productiva. Se pensó alcanzar ambos objetivos con una 
sola acc ión que permitiera formar cuadros profesionalmente ca­
pac itados y sensibles a los problemas comunitarios. 

* Profeso res de carrera de la Facultad de Economía de la Un iversi­
dad Autónoma de Baja Ca lifornia, en Tijuana . Mun garay es In vesti­
gador Naciona l y Becario al Desempeño Académico de la UABC. Este 
trabajo ha sido realizado con el apoyo de/Instituto Mex icano de In ­
vestigación Educati va, A. C. , y la Secre taría de Desarrollo Social. 
Se agradecen/os valiosos aportes de FernandoArrllli y Sergio Gómez. 
así como la s orientaciones v comentarios de A lberto Navarrete, Ana 
Pi y Lourdes Ruiz. 
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No obstante, la evo lución del servic io soc ial li gada a un recur­
so fundamenta lmente académi co ha dado luga r a tantas formas 
de se rvic io soc ial como inst ituciones el e educac ión superio r. La 
proli ferac ión de ordenamientos -alrededor ele 70 di sposiciones 
constitucionales, reg lamentari as, federa les, estata les, de inst i­
tuciones educati vas y ac uerdos- no ha permitido una adec ua­
da coordinación en esca la naciona l y limita las posibi lidades de 
construir un sistema cohere nte y congruente ele serv icio soc ial 
en el país, pese a los enormes esfuerzos de concertación entre 
la autoridad federal, los gob iernos estata les y las instituciones 
ele educac ión superior. 

Un elemento importante que ex plica la deb ilidad del se rvi­
cio soc ial es que desde medi ados de los ochenta e l Estado dejó 
de ser e l gran demandante ele fue rza de trabajo profes iona l. Esto 
co rresponde a que la curri cu la uni versitaria se o ri enta a sati s­
facer neces idades de mercados ele trabajo cada vez más comple­
jos, mientras que la política soc ial como objeto ele conocimiento 
ti ende a pasa r a un segundo plano. Asimismo, las actividades 
relac ionadas con e l combate inmed iato con tra la pobreza pare­
cen haber perdido su sentido es tratég ico en los conten idos ele las 
formac iones profes iona les que se imparten en las in stituciones. 

Las complicac iones el e una coordinac ión medi ada por innu ­
merables ordenamientos de todo tipo y las inclefiniciones en tre 
e l conten ido académ ico y soc ial de l servic io en cues tión no han 
permitido atende r los problemas del desa rro llo con el potenc ia l 
que ofrece e l se rvi c io soc ial ante los retos presentes en algunas 
zonas ele ex trema pobreza de México. En e l pasado, la combi­
nación de recursos escasos ori entados con cri terios académicos, 
la fa lta de precisión en la orientación soc ial de di cho serv icio y 
la desarticul ada operac ión de éste de acuerdo con los perfiles pro­
fesio nales dio por resultado que -salvo en las carreras del sector 
sa lud- en 80% de los casos el perfil profesional no correspon­
diera a las actividades rea li zadas. Esto ha ori g in ado la idea de 
que la repercusión en la soc iedad del servic io soc ial está mu y 
lejos de los problemas de ext rema pobreza que persisten en e l 
país . 

Es mu y importante, sin embargo , precisar e l sentido de la 
distancia del serv ic io soc ial frente a los problemas de pobreza 
extrema que limitan e l desarro llo . Como puede parecer obvio, 
hay una di stanc ia legal entre e l sentido del servic io social y su 
instrumentación . Ello de pende del grado de organi zac ión de las 
in sti tuc iones ed ucativas para entablar las re lac iones que les 
permitan alcanza r, de manera equilibrada, sus objetivos de ins­
titución de desarro llo soc ial y formadora de profes ionales. Ade­
más , hay una di stancia disciplinari a para atende r los problemas 
de la pobreza ex trema, pues las neces idades de los sectores y las 
comunidades que la padecen es tán fuera ele los a lcances de al­
gunos de los perfi les disciplinarios que preva lecen en la mayo­
ría ele la matrícul a en los centros de educ ac ión superior y med ia 
superior. 

Se aprec ia también una d istanc ia geog ráfica entre las in sti­
tuciones educati vas y los munic ipios do nde se concentran los 
más pobres . Por último, la di stanc ia cul tura l entre quienes atien­
den los centros de educación superior y los más pobres del país 
es fundamenta l para replantear es ta importante institución de l 
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desarro ll o soc ial, pues que en México la cobertura sea ele alre­
dedor de 14 % indica que quienes as isten a las aul as uni versita­
rias no necesari amente pertenecen a las fa mili as de menores 
ingresos. Todas estas distancias impiden que el servicio soc ial 
contribu ya a una educación ele mayor calidad y más ac01·cle con 
las urgentes neces idades soc iales. 

Estas di stancias han ampliado la brecha entre la concepción 
original del servicio soc ial y la manera en que se aplica. Aquel 
concepto se consideraba de retribución a la soc iedad por lo que 
ésta aporta para una educac ión que permita mayor movilidad so­
cial; en la actualidad se ha convertido en un mero trámite para 
obtener un título uni versitario. E n consecuenc ia, e l se rvicio 
soc ial como institución requiere concebirse en el marco de una 
economía abierta que lo mantenga como un importante balu ar­
te de valores en la formación profesional. De hecho, e l espíritu 
de competiti vidad que se asocia al nuevo mundo de oportuni ­
dades acces ibles só lo a los mejores o a los más fuertes requiere 
más que nunca del contrapeso de un serv icio soc ial ori entado a 
compensar los desequilibrios que han resultado de las grandes 
y rápidas transformaciones económicas y sociales. 

En es ta nueva definición, como señala Rolando Cordera, e l 
primer interesado debe ser, sin duda, e l Estado, en virtud de que 
es e l responsable del desarrollo soc ial. 3 Las uni ve rsidades, por 
sus objetivos y misiones académicas tan específicos, difícilmen­
te podrían considerar como su obligac ión fundamental reso l ver 
los probl emas más sentidos y urgentes de la soc iedad en mate ri a 
de pobreza . Otro interesado de importanc ia lo constitu yen las 
instituc iones de educación superior, pues en ellas recae la enorme 
responsabilidad del manejo operati vo de l servicio soc ial, segú n 
lo estipul ado por la Constitución. Sólo por ello ti enen la ob li ga­
ción de convertirlo en un instrumento de gran valía para combatir 
las desigualdades en el país. Un tercer actor interesado lo fo rman 
los co leg ios de profes ioni stas, pues a pesar de las modificac iones 
en la Constituc ión, ha perdurado su obligac ión de rea li zar un 
servic io soc ial en beneficio de la soc iedad . De hecho, los co le­
gios de profesionistas deben elaborar li stas de sus miembros por 
especialidades para as ignar los turnos de prestación del serv i­
cio soc ia l, de ac uerdo con la Dirección General de Profes iones 
de la SEP y la sede , con la intención última de promover un ejer­
cicio profesional sujeto a prácticas de ét ica y solidaridad soc ial. 

e asi todos los actores relac ionados con la organización del 
servicio soc ial en Méx ico están de ac uerdo en que és te se 
efectúa con grandes as imetrías en virtud de la diversidad 

de los factores regionales, soc iales, académicos , políticos, eco­
nómicos y culturales en que operan las instituciones de educa­
c ión superior. S in embargo, también se conviene en que la he­
teroge neidad de las reglamentaciones en la materia no permite 

3 . R. Cordera, "Las in stitu c iones de educac ión superior y el se r­
vic io soc ial", Revista de la Educac ión Superio 1; vol. 23 , núm . 2 (90) , 
abril-junio de 1994, pp. 55-64. 
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la ap li cac ión de crit eri os y norm as bás icas que cuiden su orga­
ni zac ión en función de las neces idades soc iales:' 

En un ampli o estudio so bre las diez ce lebraciones de l Con­
greso Nac ional de Servicio Social Uni versitari o. organi zadas por 
la Comi sión Interuni versitari a de Servicio Soc ial, se destaca que 
las propues tas y los ac uerdos circulan en torno a la neces idad de 
definir al responsable de l se rvicio soc ial en Méx ico.; En la pers­
pec ti va de los responsables del servicio soc ial, muchos de los 
prob lemas se re lac ionan co n las limitac iones de rec ursos y es­
pacios para participar de manera directa en la definición y la 
se lecc ión de los proyec tos relevantes . Sin embargo, según las 
autoridades gubernamentales de desarrollo social , las in stitucio­
nes ele educac ión superi or y med ia superior deberían proponer 
y apoyar las iniciati vas para alcanzarlo. Es ta situación se refie­
re, en esencia, a la neces idad ele que se coordinen las institucio­
nes educati vas, las autoridades gubernamentales y los benefi­
ciarios de las acc iones , toda vez que la Constitución obli ga a los 
es tudi antes a presta r un se rvicio soc ial como condi ción para 
ob tener el títul o profes ional, pero a la vez confiere plena liber­
tad a las instituciones para organi za rlo. Es ta situación ha carac­
teri zado siempre la relac ión de la educación superior con el go­
bierno l'ederal, lo que ob li ga a entab lar un di álogo diferente. 

L .... DIST.\ "' C I ·\ DISl'II'LI' .\RI. \ 

D
e acuerdo con la informac ión di sponible, la pobl ac ión es­
tudiantil es tá di vid ida en se is grandes áreas de estudio que 
agrupan 84 carreras. De 1990 a 1995, la matrícula de educa­

ción superior se incrementó en 195 600 estudiantes (18% ), al pa­
sa rde 1.091 a 1. 286 mill ones. Por su parte, los egresados aumen­
taron de 11 8 000 a 174 000 ( 4 7% ), un ritmo promedio anual de 
8%. Así, los egresados crecieron el doble que la matrícula como 
res ultado ele la crec ien te aplicación de prác ti cas de evaluac ión. 

¿C uáles son los rasgos más relevantes de es ta matrícula na­
cional? El primero es que en un período relati vamente corto la 
demanda por las carreras de las áreas de ciencias ag ropecuarias, 
de la salud y natural es y exac tas descendió en la matrícul a total. 
Los casos de las ciencias naturales y exactas y de las agropecuari as 
son diferentes del de ciencias de la sa lud . En los dos primeros la 
matrícula descendi ó en términos abso lutos de 25 000 a 23 000 
en naturales y ex actas y de 45 000 a 32 000 en agropec uarias. En 
el caso de ciencias de la sa lud el peso cayó, pese a que la deman­
da atendida aumentó de 109 000 a 12 1 000. En todo caso. la pon­
derac ión relati va de las ciencias natural es y exac tas cayó de 2.3 
a 1.8 por ciento, la de las agropecuari as de 4 .1 a 2.5 y las de la 
sa lud de 10 a 9.4. Tambi én el peso del egreso anual de profesio­
ni stas ha descendido en las tres áreas en términos re lativos, de 
2.5 a 1.9 por ciento en las ciencias naturales y exactas, 5.7 a 3.2 

4. ANU lES. "El se rvicio soc ial en las instituciones de educación 
superior. Propuesta para su replanteamiento", Méx ico, mi meo., 1997, 
5 páginas. 

5. Y. Rodríguez el al .. Ca111inos .' ' m111bos del se rvicio social en 
Méx ico, SEP- IPN-U IA-U IC. México, 1997.205 páginas. 
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en las ag ropec uari as y de 10.9 a 9.4 en las de la salud . si bien en 
ciencias naturales y de la sa lud hubo aumentos abso lutos. 

El segundo rasgo es que la demanda de carreras de las úreas 
de in ge ni ería y tec nología y de ed ucac ión y humanid ades se 
in crementó en 18 y 14 por c iento, pe ro en la matrícula total 
mantuvo su peso constante en 32 y 3 por ciento. respecti vamente. 
En el caso de ingeniería y tecnología , pasó de 349 000 a 4 13 000, 
mientras que en el de educac ión y humanidades lo hi zo de 35 000 
a 40 000. Los egresados de es ta última área , si bi en se han incre­
mentado de 3 600 a 5 200 por año, han mantenido su peso rela­
tivo en 3%; los de ingeniería y tec nología pasaron de 25 .7 a 28.5 
por ciento del eg reso total de 1990 a 1995. 

Un terce r rasgo predominante es el del crec imiento de la de­
manda y la matríc ul a en las carreras de las ciencias soc iales y 
admini strati vas, que de significar 48.4% en 1990, con 528 000 
es tudi antes , pasó en 1995 a 5 1%, con 65 7 000. Por su parte , de 
un egreso de 62 000 en 1990, se pasó a uno el e 94 000 en 1995. 
Esto significa que 57% de los egresaclos de las instituciones de 
educación superi or en 1995 fueron profes ionistas de las cien­
cias soc iales y ad mini strati vas. Es ta situación, conocida como 
di storsión de la demanda, es la que ha orig inado la idea de que 
hay una considerable di stancia di sc iplinari a entre la educación 
superi or y el servicio soc ial, toda vez que los ámbitos tradicio­
nales del ejerc icio profes ional ele ca rreras co mo contabilidad, 
administración , derecho y economía, por citar sólo las ele ma­
yor peso, no se ubican del lado de los pobres. Si a éstas se les aúna 
las ingenierías y tecnologías , se ti ene que 83 % de la matrícula 
y 85.4% de la oferta de egresados se concentra en dos áreas de 
ejercicio profes ion al predominantemente urbano. 

El cuarto rasgo es que, si bien la matrícula se ha desconcen­
trado geográficamente, la importancia relati va del Di strito Fe­
deral y el Estado de Méx ico pasó ele 3 1. 6 a 30.7 por ciento de 1990 
a 1995, lo cual es indicador de que la concentrac ión de la matrí­
cula es todavía as unto pendi ente. 

Desde una perspectiva agregada , en ese período egresaron 
alrededor el e 865 000 ca ndidatos a profesioni stas de las in stitu­
ciones de ed ucac ión superior, de los cuales 468 000 obtu vieron 
su títul o profes ional por medi o de algunas de las múltipl es op­
ciones de titul ac ión di sponibl es en e l país. Es to implica que al 
menos 54% de los egresados ha tenido que rea li zar el se rvicio 
social para titularse. Del total de egresados en ese lapso, 458 000 
(53 %) sa lieron ele alguna de las carreras ele las ciencias socia­
les y ad mini strati vas , mi entras que 238 000 (28 %) lo hi cieron 
de alguna de las del área de ingeni ería y tec nología ; las ciencias 
de la salud contribuye ron con 87 000 egresados ( 10% ). La apor­
tac ión de egresados de las áreas res tantes fu e mucho menor: con 
38 000 (4%) en ciencias agropec uari as, 27 000 (3 %) en educa­
ción y humanidades y 18 000 (2 %) en naturales y exac tas . ¿De 
cuáles de ell as se ti ene la ce rteza ele que efectúa una mayor apor­
tación al desarrollo mediante e l servicio soc ial7 

Desde una perspecti va cuantitati va , se puede suponer que los 
egresados con mayor índice ele titulac ión habrán tenido que ser 
parte de una mejor organi zac ión del servicio soc ial, pues és te no 
obs truyó la titul ac ión. En es te sentido, se puede tener ce rteza de 
que el trámite del servicio soc ial lo cumpli ó 99.9% de los e gres a-
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bajo ca li ficado. Así, en amplias zonas del 
país hay poca di sponibilidad de pres ta ­
dore s soc ial es y nume rosas ca re ncias 
que, dada la escasez de recursos, ti enden 
a perpetuarse. A los c inco es tados con 
menor desarro ll o re lativo (G uerre ro, Oa­
xaca, C hi apas, Campeche y Tlax ca la) 
corresponde 4% de la titul ac ión. Las ins­
tituc iones de educac ión superi or se con­
centran en los grandes centros urbanos e 
indu stri a les para atender las c rec ientes 
de mandas de las grandes c iudades. E l 
desarrollo curri cul ar de las opciones pro-

• • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • 
Ciencias 1990 1991 1992 1993 1994 1995 

Ag ropec uaria s 45 15 1 39 17 1 
De la sa lud 1 os 689 11 3 378 
Nat ural es 25 347 22 85 1 
Sociales y ad mini strati vas 527 565 554 940 
Ed ucac ión y humanidades 35 143 36 007 
In ge ni er ía y te cno logía 349 172 360 458 

35 62 1 34 160 
110 411 11 3 183 
22 240 22 464 

566 8 16 59 1 415 
35 2 10 36 008 

37 1 26 1 385 92 1 

3 1 623 
11 6 570 

32 200 
12 1 467 

2 1 070 22 994 
61 8 705 656 797 

35 363 39 967 
394 200 41 3 208 

• • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • 

dos de c ie nc ias de la sa lud , 63. 1% de c iencias agropecuarias , 
57.6% de c iencias natura les y exac tas, 52% de inge niería y tecno­
log ía, 5 1.1 % de c ie nc ias soc ia les y ad mini strati vas y 38 .9% de 
educac ió n y humanidades. S in embargo, y en virtud de la ex pe­
ri encia cotidi ana. só lo hay ce rteza de qu e e l se rvic io soc ial se 
reali zó ele ac uerd o con e l perfil profes ional en e l caso de las c ien­
c ias de la sa lud. No obstante, la c rec iente di sputa por permanecer 
en los centros urbanos es indicati va de la debilidad de compromi ­
so con e l se rvic io soc ial co mo in stituc ión de desarro llo, aun en 
estas profes iones . En e l resto de éstas con toda certeza la di stancia 
d isc iplinari a es mayo r con form e di sminu ye la titul ac ión, si bien 
es seguro que e l qu e és ta se incremente (salvo e l caso de c ienc ias 
de la sa lud) no garanti za un rea l cumplimiento del servic io soc ia l. 

lA lltST.\'\U \ (;UJCR.i.FIC.\ 

E 1 di stanc ia mi ento geog ráfico entre instituc iones educati vas 
y regiones pobres ti ene varias mani fes tac iones. Por un lado , 
entraña un a menor di sponibi li dad potencial y rea l ele presta­

dores de se rvic io soci a l en los estados más pobres , debido a sus 
menores matríc ul as, efi c ienc ia te rminal y titul ac ión frente a las 
de los estados más desarro ll ados. Por o tro, también se refleja e n 
una di stribuc ión inequitati va de escuelas que dificulta e l acceso 
a la educac ió n para los hab itantes de las zonas más a lej adas de 
los centros urbanos, sobre todo en los ni veles medio superi or y 
superior. E llo limita las es trateg ias para atender prob le mas co­
munit ari os que implican e l desplazamiento ele persona l. 

En té rminos ge nerales e l crec imie nto de la matrícula se ha 
desacele rado en este decenio en relac ión con e l anterior : de una 
ta sa anual ele 3.9% a una de 2.4%. Esto ha reclunclaclo en la di s­
minuc ió n de la oferta potencia l de prestadores ele servic io social. 
No obstante, se ha compensado por e l aume nto signifi cativo del 
índice de titulac ió n (a lumnos titulados/a lumnos egresados) . De 
esta manera , los prestado res de servicio soc ia l, medidos por la 
cantidad de a lumnos titul ados, han aumentado a un a tasa de 12.2% 
en los últimos años, con lo que en e l período 1990- 1997 se alcanzó 
un a cifra ag regada aprox imada de 678 086. S in e mbargo , 56.7 % 
de és to s se ha concentrado en los cinco estados del país (Distri­
to Federal , Nuevo León, Estado de Méx ico, Jali sco y Puebla) con 
mayor desa rro llo económ ico y demanda ele pro fes ioni stas y tra-

fe s iona les , a l margen de su ca lidad, se ha 
ori entado más a sati sfacer las neces idades de mercados labo ra-
les eminentemente urbanos , con altas ex ige ncias ele efic ienc ia y 
es pec ia li zac ión, que a sati sfacer de manera equilibrada su fun­
ción ele proveedora de recursos humanos para impul sar e l cl esa­
n·o llo comunitario. 

La concentrac ió n de los pres tado res ele se rvic io social y su 
di stanciamiento ele las reg iones pobres puede medirse en referen­
cia a los datos estatal es sob re egresacl os y titul ados de institu c io­
nes de educac ión superior: los primeros constitu yen prestadores 
potenciales y los segundos , pres tadores efec ti vos. E n cuanto a 
és tos , de 1990 a 1997 los estados más pobres (C hiapas , Oaxaca, 
Guerrero, Hidalgo , More los, San Luis Potos í, Michoacán, N aya­
rit y Tlaxcala) re spondieron por só lo 8% del to tal nac iona l, con 
aproximadamente 54 285 pres tadores , co ntra 384 697 en los 
estados de mayo r desarrol lo econó mi co. Ll ama la atenc ión qu e 
Chiapas tenga e l índice ele titul ació n más a lto del país, 156 .9, que 
se deri varía del importante es fu erzo emprendido e n e l decenio 
en curso para titul ar a a l u m nos egresados en años ante ri ores. S in 
embargo , ya que e l índice de titul ac ión cons idera úni camente la 
razón a lumnos titulados/alumnos egresaclos no es sufi c ien te para 
medir e l crec imiento ele la oferta el e pres tado res ele se rvic io so­
cial. Se requiere un indicador ele la e fi c ienc ia te rminal (a lumnos 
egresaclos/a lumnos inscritos a nuevo ingreso cuatro años antes) 
que ilustre cómo está cambiando la oferta pote nc ia l que alimenta 
la oferta efec ti va. En ese sentido , se puede observar que Chi apas, 
con 24.6%, es e l estado con la menor efi c ienc ia te rmin al de todo 
e l país , por lo que aun con e l po s iti vo esfuerzo para que los 
egresacl os se titulen , su reperc us ió n en términos ele ampli ac ió n 
ele la oferta de pres tado res socia les es poco significati va. 

El aná li s is ele la matrícula permite aprec iar que e l grupo d e es­
tados con mayor desarrollo tu vo un a tasa ele c rec imiento ele 1.3% 
anu al e n 1990- 1995 , inferior a la medi a nac ional (2.4%); en 
contraste, e l grupo ele estados más pobres tu vo una ele 5.8 %, mu y 
por enc ima ele la media nacio na l. Esto signifi ca que la matrícu­
la ti ende a clesconcentrarse y que la expan s ión del s istema edu ­
cat ivo se da e n es tados di stintos de los más desa rroll ados , au n­
que la baja efi c ie nc ia te rmina l y de titul ac ión im pide que es to 
se reflej e e n una oferta abundante el e rec ursos humanos para 
servi c io soc ia l. En materia ele efi c iencia te rminal, todos los es­
tados del segundo grupo , excepto Hidalgo (79. 7) , se ubican por 
abajo ele la media nac iona l (62.3) , mientras que de l primer gru -
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po , con excepción de Puebla ( 4 7.3 ), todos se sitúan por enc ima 
de ésta, pero son Jali sco (97.4) y el Distrito Federal (76 .2) los 
más altos. Vale la pena seña lar que los casos de Yucatán ( 133.4 ), 
Chihuahua ( 124 .2) y Tabasco ( 128), con los índices de efic ien­
c ia terminal más e levados del país, reflej an un gran esfuerzo 
institucional por promover el egreso de alumnos rezagados. En 
e l extremo opues to , Chiapas (24.6), Tamaulipas (37.3) y Gue­
ITero (39.6) ilustran las pocas posibilidades institucionales para 
combatir la deserción escolar. 

En cuanto a la eficiencia en la titul ac ión, con excepc ión de 
Chiapas (156.9) y Michoacán (58.4), los estados de l segundo 
grupo se ubican por abajo de la media nac ional (54. 1 ), mientras 
que de los del primer grupo sólo Puebl a (42.9) está por abaj o de 
dicho parámetro . Al igual que en Chiapas , en Michoacán la efi­
ciencia en la titulación es alta, aunque la terminal es baj a por lo 
que, aun cuando gran parte de los egresados de instituciones de 
educación superior llegan a titularse, el bajo egreso en relación 
con la matrícula reduce el efecto en la di sponibilidad de pres­
tadores de servicio soc ial. En contraste, el Distrito Federal , e l 
Es tado de México, Jalisco y Nuevo León tienen altos índices de 
titulación (59.2, 77 .1 , 85.4 y 54.2) y también de egreso (76 .2, 
68.0, 69.5 y 97.4), lo que se traduce en una gran di sponibilidad 
de recursos humanos que cumplen con el servicio social. Esta 
situación determina grandes diferencias cuantitativas en la oferta 
de pres tadores que superan con mucho las diferencias entre la 
magnitud de sus poblaciones . Así, si se toma en cuenta el dato 
agregado de 1990- 1997, los diez estados del país con mayor nú­
mero de pres tadores de servicio fueron el Distrito Federal, con 
184 4 18 ; Nuevo León , con 64 816; el Estado de México, con 
63 755; Jali sco, con 43 834; Puebla, con 27 874; Veracruz , con 
25 514; Coahuila, con 2 1 671; Baj a California, con 19 302; 
Tamaulipas, con 18 468, y Sinaloa, con 18 184. Como se obser­
va , no aparecen los estados más pobres, aun cuando algunos de 
ellos son más populosos que los que se incluyen en la li sta . En 
contras te, los estados con menor cantidad de prestadores di spo­
nibles fueron Quintana Roo con 552, Baj a California Sur con 
1 472, Tlaxcala con 2 393, Nayarit con 3 448 , Campeche con 
3 951 , Colima con 4 435, Chiapas con4 879, Morelos con 5 989, 
Oaxaca con 6 681 y Guerrero con 6 707 . 

Al margen de las diferencias cuantitativas -que sin duda 
tienen un papel importante en la determinación de la oferta de 
prestadores de servicio social-, las cifras anteriores ilustran dos 
hechos: primero , los prestadores de serv icio soc ial no se ubican 
en los estados donde se concentra la pobreza, y segundo, con 
contadas excepciones los estados más pobres son los que tienen 
la educación superior de menor calidad si ésta se mide por la 
eficiencia terminal y por el índice de titulación. Esto signifi ca 
que las regiones económicamente más desarrolladas y las zo­
nas urbanas ostentan ve ntajas compara ti vas para atender las 
neces idades de sus grupos sociales más pobres. Por desgracia, 
la experiencia indica que en los estados con una oferta abundante 
de prestadores de servicio social se desaprovecha este potencial , 
al orientarlo a tareas burocráti cas y funciones desligadas del 
trabajo comunitario . En otro marco concep tual y organizativo 
que permitiera nuevas definiciones y mejor supervisión y segui -
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miento, tal es prestadores podrían dest in arse a a tender rezagos 
sociales y a modernizar el apa rato productivo . 

El hecho de que en Jos estados con alta dispon ibi Ji dad de pres­
tadores de servicio soc ial persistan grandes proble mas de pobreza 
y marg in alidad regional muest ra que la des vin cu lac ión de las 
instituciones de educac ión superior respecto de l desarrollo soc ial 
es un fenóme no estructural que se agudiza con la concentrac ión 
geog ráfica y se reproduce en todo e l país , entre estados pobres y 
ricos , pero también dentro de las regiones y las ciudades , entre 
municipios y co lonias con diferentes ni veles de ingreso. En e l 
ámbito reg ional, el distanciamiento geográfico entre las institu­
ciones educati vas y las zonas más pobres del país puede ilustrarse 
con un análi sis por munic ipios. De un total de 1 376, ubicados 
en 91 regiones que la Sedesol cons idera de atenc ión prioritaria 
por sus elevados índices de marginalidad y pobreza, únicamen­
te 247 cuentan con alguna institución educativa de ni vel medio 
superior en beneficio de una población de 14.1 millones de per­
sonas, mientras que en los 1 129 municipios restantes, que care­
cen de centros escolares con tal nivel educativo y que difícilmente 
pueden benefic iarse de una es trategia de serv icio soc ial comu­
nitario , viven 11.7 millones de hab itantes. En total , en los 1 376 
municipios hay 476 instituciones educati vas y 25.8 millones de 
habitantes, de lo que se obti ene un promedio de una in st itución 
educati va por cada 2 . 9 municipios pobres y por cada 54 200 ha­
bitantes. 

Si só lo se toman en cuenta los 688 municip ios más pobres 
ubicados en las reg iones que la Sedesol considera de ex trema 
pobreza, los resultados son aún más alarmantes, pues se tiene un 
total de 167 instituciones educa ti vas para atender a una población 
de 8. 7 millones de habitantes; es decir, una institución educativa 
por cada 4 . 1 municipios y por cada 52 300 habitantes. La región 
otomí-tepehua ubicada en el estado de Hidalgo, la Sierra de So­
teapan y la Sierra Zongolica en Veracruz, que concentra 24 muni­
cipios y 350 000 habitantes , no cuenta con un solo centro esco­
lar de educac ión media superior o superior. Otras regiones como 
el Valle Uxpanapa (Veracruz), con 4 municipios y 333 059 habi ­
tantes; Sierra Negra (Puebla) , con 23 municipios y 272 042 ha­
bitantes, y Las Quebradas (D urango), con 4 municipios y 45 407 
habitantes, sólo cuen tan con un centro escolar de los niveles seña­
lados. La selva, la sierra y el norte de Chiapas cuentan cada una 
con dos instituciones educativas para atender a 1 O, 8 y 22 munici­
pios y a 337 187, 153 789 y 29 1 663 habitantes . respec ti vamente. 

Los es tados con mayor inc idencia de pobreza medida por la 
cantidad de municipios que la Sedesol conside ra de atenc ión 
prioritaria por la cantidad de población que los habita son Chia­
pas , Oaxaca, Guerrero, Puebla , Veracruz, Yucatán , Hidalgo, San 
Luis Potosí, Sinaloa, Tabasco y el Estado de México. Si el criterio 
de medición del dista nciam iento geográfico entre el sec tor 
educati vo medio superior y superior y los grupos soc iales más 
pobres es e l número de instituciones por municipio pobre, los 
es tados con mayores problemas son Oaxaca, Veracruz y Puebla. 
El primero, con 425 municipios pobres y 45 centros educati vos, 
cuenta con una institución por cada 9.4 municipios; el segundo , 
con 93 municipios pobres y 13 instituciones educativas, cuenta 
con una institución por cada 7.2 municipios , y e l tercero, con 163 
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municipios pobres y 33 centros escolares cuenta con una insti­
tución por cada 4. 9 municipios . Si el criterio empleado es el del 
número de instituciones por habitantes de municipio pobre , 
Veracruz, Puebla, Chiapas e Hidalgo son los más afectados. El 
primero, con 1.8 millones de personas, tiene una institución 
educativa por cada 138 462 habitantes ; el segundo, con 2.3 mi­
llones de habitantes , una por cada 69 700; el tercero, con 2.6 
millones , una por cada 68 400 y el cuarto, con un millón de ha­
bitantes, una por cada 66 660 habitantes. 

Si se toma en cuenta la cantidad de personas que habita en 
municipios o regiones pobres y la cantidad de alumnos de ins­
tituciones de educación superior que se titularon de 1990 a 1997, 
se obtiene un cálculo de la infraestructura humana que se tuvo 
disponible para la instrumentación de programas contra lapo­
breza en el citado período. Este ejercicio indica que el Estado 
de México contó con un prestador de servicio social por cada 22 
habitantes pobres , si se considera el agregado de titulados de todo 
el período, y uno por cada l 02 si se consideran únicamente los 
alumnos titulados en 1997 ; Jalisco tuvo l por cada 5 y l por cada 
31, respectivamente; Nuevo León l por cada 2 y l por cada 17 ; 
y Puebla l por cada 82 y l por cada 823. En el caso de los esta­
dos pobres , Chiapas contó con un prestador de servicio social 
por cada 530 habitantes de municipio pobre, considerando la 
disponibilidad agregada del período 1990-1997 y uno por cada 
5 853 si se toma en cuenta únicamente la oferta de 1997; Gue­
rrero uno por cada 240 y uno por cada 2 776; Oaxaca, uno por 
cada 3 79 y uno por cada 6 603 ; Hidalgo uno por cada 116 y uno 
por cada 34 7; San Luis Potosí uno por cada 83 y uno por cada 
447; Quintana Roo uno por cada 606 y uno por cada 2 293; 
Michoacán , uno por cada 54 y uno por cada 527 , y Tabasco uno 
por cada 136 y uno por cada 570. 

Estas cifras ilustran al menos dos aspectos importantes. En 
primer lugar, algunos estados con infraestructura humana abun­
dante no la emplean para combatir problemas de pobreza y 
marginalidad . Tal es el caso del Estado de México, con l 404 
millones de personas habitando en municipios pobres, y Puebla, 
con 2 279 millones de habitantes en la misma situación. En se­
gundo lugar, en otros estados la pobreza es de tal envergadura 
y la deficiencia de recursos humanos es tal que se requieren 
medidas urgentes para fomentar la titulación y la prestación del 
servicio social orientado al trabajo comunitario. Ésta sería la 
situación de casi todos los estados clasificados como pobres , en 
especial Oaxaca, Chiapas y Guerrero . 

Un ejercicio útil para la planeación de acciones futuras que 
utilicen el servicio social en la lucha contra la pobreza consiste 
en calcular la oferta potencial de prestadores por entidad federa­
tiva, considerando todos los alumnos egresados desde 1990 que 
no se han titulado y agregando una estimación de los que egre­
sarán durante 1998 y 1999. Los resultados confirman que se dis­
pone de un gran potencial si se instrumentan las políticas adecua­
das para estimular la titulación y se reorientan las actividades del 
servicio social hacia actividades comunitarias. En 1998 se dis­
ponía de una oferta potencial de 788 119 prestadores de servicio 
social, que para 1999 se habrá incrementado a un millón , supo­
niendo que la eficiencia terminal nacional se mantenga en 62.3. 
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La distribución de esta oferta de recursos humanos permite de­
tectar grandes posibilidades en algunos es tados y grandes limi ­
tac iones en otros. El Distrito Federal es con mucho el que reúne 
la mayor cantidad, con 171 904 en 1998 y 222 611 para 1999, y 
representan 21.8 y 22 por ciento, respectivamente, del total na­
cional. Destacan también el Estado de México, con 64 499 y 
83 240; Yucatán , con 55 152 y 69 2 14; Chihuahua, con 51 533 y 
73 422; Jalisco , con 47 922 y 59 997; Puebla , con 44 639 y 5 1 520, 
y Baja California, con 43 570 y 50 745. En conjunto, los estados 
mencionados agrupan 60.8 % de la oferta potencial nacional cal­
culada en 1998 y 60.5 % para 1999. Contrasta la situación en en­
tidades donde se concentra la mayor cantidad de familias pobres 
de México: Chiapas cuenta con 31 O y 640; Oaxaca, con lO 986 
y 12 671 ; Guerrero, con 8 199 y 9 489; Veracruz , con 2 008 y 
8 608; Hidalgo, con 19 556 y 21 844 ; San Luis Potosí, con 20 19 1 
y 24 173, y Tabasco, con 26 155 y 32 762, si bien en conjunto sólo 
concentran 11.1 % para 1998 y 1 O. 9% para 1999. 

La permanencia de muchos pasantes en sus propios centros de 
estudio, su preferencia por los centros urbanos sede de las inst i­
tuciones educativas y la difi cultad para identificar la utilidad de 
muchas profesiones en tareas comunitarias son algunas de las 
restricciones más importantes para que el serv icio social se con­
vierta en un útil instrumento de política soc ial en la atención de 
las zonas más pobres y marginadas. Hay además una dificultad 
intrínseca para vincular el servicio soc ial con los proyectos lo­
cales de desarrollo soc ial , en virtud de que no se han jerarqui za­
do las necesidades por reso lver; no se tienen identificados los 
perfiles profesionales más idóneos para atender dichas necesida­
des, y no se tiene un conocimiento preciso de la oferta que las ins­
tituciones de educación superior tienen disponible para apoyar 
los programas de desarrollo soc ial municipal o comunitario. 

De la propuesta original formulada por Gustavo Baz sobre 
el servicio social y el espíritu de reciprocidad que inspirara su 
inclusión en la Constitución, para el fin de l milenio se observan 
disciplinas , regiones y reglamentaciones que de manera crec ien­
te la han convertido en una obligación burocrática. En conse­
cuencia, cualquier propuesta constructiva del uso que puede 
darse al servicio social implica una profunda revisión de su re­
glamentación que delimite responsabilidades, pero también que 
se avance en la definición regional y disciplinaria del sujeto be­
neficiario de la acción social. 

L.\ DIST.\1\{_'1.\ CULTURAL 

La información demográfica del INEGI indica que México es 
un país de jóvenes, aún en crec imiento , con una poblac ión 
en continua transformac ión y altos índices de migrac ión , 

ya que alrededor de 33 % de los jóvenes de entre 15 y 24 años 
res iden fuera de la entidad donde nacieron. 6 El retorno ele estos 
grupos a sus comunidades de origen es importante, en virtud de 
las capacidades de trabajo y práctica profes ional que traen con­
sigo, y puede emplearse para e l fo mento del desarrollo de sus 

6. INEG I, Los jó venes en México, Méx ico, 1993. 
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e u A D R o 2 comuni dades municipales. Sin embargo. 
para entender por qué la poblac ión es tu ­
diantil de l ni ve l supe ri or no está vo lca­
da de lleno a la rea lizac ión de un se rvi­
cio soc ial que le permita mejorar su edu ­
cación y a la vez retribuir a la comuni ­
dad con los conoc imientos rec ibidos. es 
importante observa r qué tipo de jóvenes 
ac ude a las in stituciones respec ti vas , a 
partir el e la proporc ión que signi fican 
respec to de la pobl ac ión total ele jóvenes 
en edad ele reali zar es tudi os superi ores. 
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• • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • 
Ciencias 1990 1991 1992 1993 1994 1995 T otal 

Ag ropec uari as 6 727 8 467 6 529 S 8 18 4 826 S 53 1 37 898 
De la sa lu d 12 962 1-+ 99 1 14 946 14 543 13 032 16 246 86 720 
Na turales 2 953 3 253 2 752 2 796 2 574 3 32 1 17 649 
Soc iales y ad mini strati va s 6 1 643 7 1 154 78 179 73 18 1 79 553 93 883 457 593 
Edu cac ión y hum ani dades 3 636 4 577 S 329 4 736 3 864 S 197 27 32 1 
In ge ni ería y tec no logía 30 484 36 589 39 894 39 182 42 57 1 49 S 1 S 238 235 

Es el e sobra conoc ido que la cobertu ­
ra educati va de Méx ico en es te ni ve l es 

• • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • 

muy in fe ri or a los es tándares intern ac ionales. Más aún , las di ­
fe rencias con países como Estados Unidos y Canadá, con los que 
se es tablec ió el TLCAN, son impres ionantes . Mi entras que en 
Méx ico es ele 16%, en Es tados Unidos es tá por arriba de 80% y 
en Canadá el e 95 por ciento. 

Sin embargo, en 1990 al menos nueve es tados tenían un a 
cobe rtura por enc ima del promedio ( 13.9%), mientras que en 
siete era 20%. En 1995, y de ac uerdo con la informac ión del 
conteo del lNEG l y ele matrícula ele la ANU lES, si bien la tasa ele 
cobertura promedio descendi ó levemente, a 13.7%, el número 
ele entidades federati vas que superó el promedi o fu e ele 17. 

Es ta situ ac ión amerita dos refl ex iones : en primer lugar, que 
los procesos cada vez más ex igentes ele evaluac ión institucional 
y de se lecc ión ele es tudi antes han mantenido es table el ni ve l de 
atención a este uni verso poblacional. En segundo, que los es fuer­
zos en algunas entidades por incrementar la matrícula no han sido 
suficientes para compensar los retrocesos en otros. Casos como 
el de la di sminución ele la cobertura de Chiapas parecería enten­
dible en el marco el e incertidumbre que prevalece entre las fa­
mili as del es tado; ele la mi sma forma, por razones hi stóri cas y 
ele mercado para la loca li zac ión ele instituciones parti cul ares ele 
educación superior, parecería natural el crec imiento ele la cober­
tura en el Di strito Federal. 

Confirmando las tendencias ele clesconcentración ele la matrí­
cula ele las entidades federati vas ele mayor desarrollo económi co 
en favor de aquellas con menores progresos en es te rubro , en los 
es tados más desarro ll ados descendió ele 1990 a 1995. Tal es el 
caso de Puebl a, Nuevo León , el Es tado ele Méx ico y Jali sco . Por 
el otro lado , en algunos es tados con un menor desarroll o y, por 
tanto, con más muni cipi os pobres , como Quintana Roo, Hidal­
go, Tabasco, San Lui s Potosí, Nayarit , O u rango y Campeche, se 
incrementó su cobertura ele atención a la educac ión superior en 
relac ión con el tamaño de l grupo de edad correspondiente, mien­
tras que en otros como Chi apas, Verac ru z, Guerrero y Oaxaca, 
descendió la atención de las instituciones a es te grupo ele edad. 

Las consec uenc ias en las cuatro situac iones planteadas di fie­
ren entre sí: en el caso ele las entidades con mayor desarro ll o 
económico, la ca ída ele la cobertura obedece a la aplicación más 
es tri cta de procesos ele selección y evaluac ión en apoyo a la ca­
li dad ele la formac ión que proporcionan las instituciones ele edu­
cación superi or. Es ta caída de la matrícul a y la cobertura afee-

tan los alcances cuantitati vos del se rvicio soc ial, pero también 
su alcance cualitati vo , en la medida en que quienes ingresan a 
las instituciones de educac ión superior, no necesari amente per­
tenecen a los grupos de menores ingresos. 

Las entidades con altas concentrac iones ele municipios pobres 
en los que ha crec ido la matrícul a. y con ell o la cobertura , han 
res pondido a las demandas pobl ac ionales ya sea incrementando 
el acceso a las instituciones es tablec idas o promov iendo la crea­
ción de in stituciones tecnológ icas o part ic ul ares. Esta situación 
merecerá la mayor atención, porque ciertos indicadores mues­
tran que la ca lidad es ya baj a y puede serlo más si es te crec imiento 
de la cobertura no se sustenta en recursos adicionales o prácti­
cas educa ti vas inno vadoras. Por último, en las entidades con 
menor desarrollo económico en las que di sminuyó su cobertu­
ra, como Chi apas, Veracru z. Guerrero y Oaxaca , es ev idente que 
se está generando un círculo perverso que desali enta la matrícula 
en la educac ión superior y, con e llo, el potencial de se rvicio so­
ci al en apoyo ele los es tratos soc iales más neces i taclos, o lo que 
resulta en atraso y que és te desa lienta el acceso a la educaci ón 
superior como vía ele progreso in di vi dual y bienestar soc ial. 

ÜPCIOi\ES PAR A ACORTA R DISTAi\CI.\S E:o-;TRE 

EL SER\I CIO SOCIAL \' EL DESARROLLO 

U na premi sa el e importancia general es que e l concepto, la 
fil osofía y la intención con las cuales se consignó el ser­
vicio soc ial han dejado ele tener vigencia en más de un senti ­

do. As í, las condiciones de su creac ión y evolución prác ticamente 
han desaparec ido: ya no es más un medi o para retribuir a la comu ­
nidad con la form ac ión profes ional adquirida; tampoco es más un 
medio para vincular a los estudiantes con mercados laborales tradi­
cionales, ni tampoco para que las instituciones cleeclucación supe­
ri or conozcan la pertinencia de sus planes y programas ele estudio. 

La di stancia legal se acrec ienta conforme la obligac ión consti ­
tucional ele real izar el servicio soc ial se relaja en el ámbito ele quie­
nes tienen la obligac ión constitucional de reglamentari o y operar­
lo, de tal forma que los estudiantes y las instituciones encuentran 
sa lidas para que es ta obligac ión no sea obstáculo para la titula­
ción. Si los resultados son el mejor juez ele las med idas , las fac i­
lidades que los estudiantes encuentran para eludir el cumplimiento 
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no interviene como parte , entonces és ta 
debería se r la pauta para organ izar e l ele 
todas las demás disciplinas. Lo que es 
definiti vo es la neces idad ele una pers­
pec tiva in stitucion al en favor del desa­
rrollo soc ial que supere la problemática 
de instituciones gubernamentales y edu­
c~Hi vas. Una política social de Estado 
que trasc ienda las diferencias partidis­
tas, las urgencias políticas y los plazos 
de la gestión administrat iva podría ser un 
buen marco en es tos momentos en que, 
como consecuencia de las enormes trans­
formaciones soc iales que se viven en e l 
país, lo que importa es e l desarrollo y la 
superac ión ele las desigualdades en fun­
ción ele las neces idades ele la gente, más 
que las razones ele las partes que debe­
rían part icipar en su solución .7 

• • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • 
Jóvenes 

de 20 a 24 años Matrícula Cobertura 
Entidad federativa 1990 1995 / 990 / 995 1990 1995 

Di strito Federal 898 11 4 946 075 254 628 288 766 28.4 30 .5 
Puebla 369 823 474 28 1 86 314 75 316 23.3 15.9 
Nuevo León 337 524 4 12 575 76 257 83 127 22.6 20. 1 
Tamaul i pas 23 1 171 274 90 1 38 175 12 062 16.5 4.4 
Jali sco 49 1 687 615 402 103 370 97 177 2 1.0 15.8 
Sonora 181 031 2 19 665 28 983 24 268 16.0 11.0 
Sinal oa 208 6 19 254 765 37 043 47 176 17.8 18.5 
Coahuil a 198 192 23 1 564 33 52 1 42 38 1 16.9 18.3 
Nayarit 70 005 86 384 6 746 27 975 9.6 32.4 
Co lima 40 023 50 183 5 794 8 97 1 14.5 17.9 
Tlaxcala 71 689 90 107 7 792 7 970 10.9 8.8 
Ca mpec he 49 953 64 693 5 055 11 679 10.1 18. 1 
Chihuahua 254 240 299 966 33 725 64 545 13.3 2 1. 5 
Queréta ro 100 487 130 819 11 842 10 613 11 .8 8. 1 
Baja Ca liforni a 184 182 240 052 22 385 46 173 12.2 19.2 
Aguasca lient es 69 577 89 90 1 7 578 15 570 10.9 17.3 
Durango 12 1 376 140 244 9 998 16 334 8.2 11.6 
San Lui s Potosí 176 897 206 873 20 634 35 09 1 11 .7 17.0 
Yucatán 12 1 572 !57 458 11 873 34 033 9.8 2 1. 6 
Yerac ru z 589 326 647 799 60 566 31 992 10.3 4.9 
Baja Ca li fornia Sur 32 187 39 23 1 2 427 11 377 7.5 29.0 
Gu errero 218 11 4 265 340 21 228 15 198 9.7 5.7 
More los 11 2 583 147 558 9 726 2 1 292 8.6 14.4 
Estado de Méx ico 1 010653 1 295 228 90 39 1 106 57 1 8.9 8.2 
Zaca tecas 11 4 990 126 86 1 9 335 21 948 8. 1 17.3 
Mi choacán 3 11 727 370 67 1 24 909 42 542 8.0 1 1.5 
Tabasco 144 409 180 648 11 457 23 275 7.9 12.9 
Hidalgo 160 396 20 16 202 9 007 11 653 5.6 5.8 
Oaxaca 245 537 81 574 16 2 14 13 435 6.6 4.5 
Guanaju ato 367 907 443 945 19 410 30 046 5.3 6.8 
Chiapas 290 946 339 774 13 186 4 067 4.5 1. 2 
Quintana Roo 54 226 81 267 1 737 4 0 10 3.2 4.9 
Tota l 7 829 163 9 407 424 1 091 324 1 286 633 13.9 13.7 

Fuentes: JNEG I para los elatos de pob lac ión y ANU lES para los de matrícul a. 
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Un enfoque trad icional ele los me rca­
dos laborales ha imbuido el concepto del 
se rvicio soc ial con ideas ele que la forma­
ción profesional en una economía con 
desarro llos sectoriales diferenciales ele­
be guiarse por la mejor opción laboral 
que sea posib le alcanzar. La aceptación 
de es te concep to, sin embargo, ha des­
virtu ado el alcance social ele disc iplinas 
y ca rreras ele las ciencias admini strati ­
vas, que hoy concentran poco más de la 
mitad de la ma tríc ul a de educación su­
peri or en el país.R De hecho, parecería 
una enorme contradicción - qui zás la 
más grande de todas- que siendo la es­
tructura industrial de l país predominan­
temente de microempresarios con menos 
de 15 empleados (92% ), sus neces idades 
de as istencia técnica, financiera , merca-

cabal de l se rvicio soc ial son indicador más que suficiente de las 
fa llas de los ordenamientos lega les y las reg lamen taciones. 

Sin embargo, esta situación , que a primera vi sta señalaría a las 
instituciones educat ivas como responsables , indica también la 
desconfian za ele éstas ante las entidades gubernamentales; a sa­
ber, las principales benefic iari as de los pres tadores, sa lvo del 
secto r sa lud, no son reconocidas como colaboradores respon sa­
bles en la fo rmac ión profes ional de l estudiante. ¿Cómo resolver 
desde una perspectiva lega l un mecani smo des tinado a so lucio­
narse al amparo de un marco de coordinac ión y concertac ión? Ob­
viamente no es un problema fác il , como tampoco lo es la so lución. 
La experi enc ia indica que no so lucionar esta ambi va lenc ia deja 
ab iert a la puert a para espec tac ul ares respues tas indi vidua les , si 
bien lo que se requiere son modestas respuestas colec ti vas. De 
manera fácil podría pensarse que si el servicio social en sa lud 
es la ex peri encia más ex itosa porque en su cumplimiento el juez 

dotéc ni ca y organi zati va no tengan el 
atracti vo suficiente pa ra 5 1% de los estudi antes de educación 
superior que pretende formarse en contabilidad, administrac ión, 
derecho o economía, por citar só lo las carreras más pobladas. 9 

De hecho, ésta es un área en la que convendría una redefinición 
de lo soc ial y lo público, con objeto de que el mundo de la micro­
empresa atraje ra la atención de las organizac iones del serv icio 
social y que la di stancia disc iplinaria se acortara . Una ubicac ión 

7. R. Cordera, "La políti ca soc ial como tarea civili zatori a", Etcé­
tera. núm. 254, 11 ele diciembre de 1997 . 

8. A. Mungaray, "Pertinencia del serv icio soc ial para el desarro­
ll o". en 2" Foro Nacio11a l de Ser l' ic io Soc ial . Ha c ia un Sistema Na­
ciollal de Servic io Soc ial , lPN, Méx ico, 1997, pp . 40-43. 

9. A. Mungaray y P. Moctezuma, "Vincul ac ión entre instituciones 
eclu cati vas y unidades productivas" , Revista Mexica11a de Sociología. 
vo l. 59, nú m. 3, julio-sept iembre de 1997 , p. 109-130. 
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curricular que otorgue al servicio social una importancia peda­
gógica de primer nivel , como ocurre en el área de la salud, le da­
ría un papel más dinámico a la extensión cultural y de los servi­
cios de las instituciones de educación superior, como espacio de 
formación profesional socialmente pertinente. Este tipo de solu­
ciones permitiría evitar la discusión sobre si el servicio social debe 
tener un contenido académico o social pero, sobre todo , que cual­
quier orientación se imponga sobre la otra; hacia extremos aca­
démicos de excelencia sin sentido social o extremos sociales sin 
contenido académico. La distinción definitiva entre los intereses 
académicos y los de la política social hace impostergable alguna 
definición respecto a quiénes deben ser los responsables de ad­
ministrar este recurso tan enorme y tan escaso a la vez. 

La distancia geográfica entre los prestadores potenciales de 
servicio social y las zonas más alejadas de los beneficios del 
progreso exige soluciones pragmáticas para acercarlos. Si bien 
el municipio podría ser una instancia fundamental para la pla­
neación y la ejecución de políticas que aprovecharan el servi­
cio social como instrumento para combatir la pobreza, la infra­
estructura educativa actual impone grandes restricciones a una 
estrategia de esta naturaleza, pues los municipios más necesi­
tados son también los más alejados de los centros escolares pro­
veedores de servidores sociales . Un plan integral de atención a 
la pobreza en las regiones marginadas del país por medio de la 
educación media superior y superior requiere que los propios 
pobres que conocen y han vivido la pobreza participen en su 
solución. Programas y proyectos de desarrollo comunitario sobre 
vivienda, alimentación y nutrición, empleo y capacitación, sa­
lud, apoyo a proyectos productivos , ecología, grupos vulnera­
bles, pueblos indígenas, seguridad social, derechos humanos, 
procuración de justicia así como la educación, el arte y la cul­
tura, requieren ser definidos desde los municipios, que es el ni­
vel de gobierno más cercano a los problemas de la población y 
donde los ciudadanos tienen el espacio más inmediato de expre­
sión y participación. Ha sido tradicional que los ámbitos hacia 
los cuales se ha dirigido el servicio social los eligen las institu­
ciones educativas o el gobierno federal que, como los datos ma­
nifiestan, se han ocupado de las zonas urbanas , en menor medi­
da de los municipios rurales y sólo marginalmente de las regiones 
con condiciones de pobreza extrema. 

Entre los grandes anhelos de la sociedad mexicana de cons­
truir un verdadero federalismo; descentralizar la vida económica, 
política y social del país; abatir la miseria extrema y las desigual­
dades económicas, e impulsar la democracia y la civilidad como 
parte medular de la política del Estado, el fortalecimiento del 
municipio es central. Sin embargo, la experiencia demuestra que 
una de las grandes limitaciones del municipio, con excepción 
de los más ricos, consiste en el diagnóstico de sus necesidades, 
debido a que no cuenta con los recursos materiales y humanos 
para definir sus prioridades. En estas condiciones se vuelve di­
fícil identificar las características de la ayuda que necesitan y 
el perfil de los profesionistas que requieren. Ésta es un área donde 
el apoyo institucional del gobierno estatal y federal y el de las 
universidades puede ser de gran utilidad, proporcionando recur­
sos financieros y humanos para el diagnóstico , la planeación , el 

el serl'icio soc ial en la educac ión superior 

registro , el seguimiento y la evaluación de programas de desa­
rrollo económico y social municipal. Así, el servi cio social 
municipal aparece como una opción viable en la es trateg ia de 
la política de desarrollo social , vinculándose con las acciones 
estipuladas en el Plan Nacional de Desarrollo y las que se ha­
brán de definir en cada plan de desarrollo municipal y estatal. 10 

No obstante, aun en municipios cercanos a instituciones edu­
cativas uno de los grandes problemas es la insuficiente oferta de 
profesionistas y cuadros técnicos, debido a la gran diversidad 
de perfiles profesionales requeridos para atender de modo in­
tegrallas demandas del desarrollo regional. Esto es especialmen­
te relevante en las regiones más pobres, donde el rezago social 
es añejo y las necesidades insatisfechas son muchas , por lo que 
los equipos multidisciplinarios requeridos no siempre son fáciles 
de formar para cada municipio o región. Por ello, reformular los 
criterios con que se presta el servicio social es importante para 
convertirlo en un instrumento dinámico de desarrollo comuni­
tario y, a la vez , en una oportunidad para relacionar los progra­
mas de estudio con la práctica profesional y ajustarlos a las ne­
cesidades de la sociedad. De igual modo, optimizar los recursos 
disponibles para la asignación de becas , con el objeto de movi ­
lizar el mayor número de recursos humanos de las zonas en que 
se formaron a donde se requieren sus servicios , es aún más im­
portante. Esto, como puede verse, es un dinámico mecanismo 
que incrementa los recursos disponibles para luchar contra la 
pobreza, alentar el desarrollo económico y promover oportuni­
da des de empleo en sectores y regiones con demanda insatisfe­
cha de profesionistas y cuadros técnicos. Lo anterior destaca la 
necesidad de una política educativa que ll eve la educación me­
dia superior y la superior a las regiones más pobres del país, 
reformulando los criterios de vinculación con la sociedad, para 
convertirlas en un pilar del desarrollo nacional , tal como las con­
diciones económicas y sociales actuales exigen y como el espí­
ritu original del servicio social fue concebido. 

En este sentido, el Programa de Servicio Social Municipal es 
una posibilidad que permite asignar los escasos recursos de las 
becas disponibles donde más se necesitan, como estímulo para 
que los jóvenes realicen un servicio soci al efectivo en apoyo de 
los sectores más necesitados. Sin embargo, aun suponiendo que 
todas las becas se asignan de manera eficiente, la brecha entre 
jóvenes disponibles y necesidades es aún enorme. Luego enton­
ces, la pobreza requiere, además de una definición municipal, 
una definición sectorial y estratificada, porque lo que geográ­
ficamente no es posible atender con becas, en el ámbito secto­
rial se puede atender en las zonas urbanas , donde las micro­
empresas y las zonas marginadas esperan todavía respuestas. 

Es innegable que cualquier cambio requiere de compromisos 
morales y legales entre las instituciones de educación superior 
y el gobierno federal, pues en muchos sentidos ambos han esta­
blecido una corresponsabilidad con el desarrollo social. (j 

1 O. A. de Gortari, "La experiencia del Programa del Servicio So­
cial Municipal en el Estado de Tlaxcala" , en 2° Foro Na cional de Servi­
cio Social. Hacia un Sistema Nacional de Servicio Social, IPN, México, 
1997 , pp. 66-74. 
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ASUNTOS GENERALES 

Censos Económicos 1999 

El 1 de febrero comenzó el levantamiento 
de los Censos Económicos 1999 para 
captar información sobre unos tres millo­
nes de establecimientos de la industri a; el 
comercio ; los servicios en general; el trans­
porte y las comunicac iones; la construc­
ción; la pesca, y la minería. Los trabajos , a 
cargo deiiNEGI, forman parte de la Ronda 
Censal 2000 , que incluye el XI I Censo de 
Pob lac ión y Vivienda del próximo año y el 
VIII Censo Ag ropecuario del año 200 1. 

Crec imiento económico 
de 4.8% en 1998 

La SHCP informó el 18 de febrero que en 
1998 el PIB global de la economía mexi­
cana crec ió 4.8% , con sendos avances 
de 6.6% del sector industrial, 4.5% de los 
se rvicios y apenas 0.5% de la actividad 
ag ropecuar ia, si lvíco la y pesquera. Con 
base en datos deiiNEGI, la dependenc ia 
destacó la expansión productiva de 51 de 
las 57 ramas industriales y el crecimiento 
de 10.1% de los servic ios de transporte, 
almacenaje y comunicac iones. 

Asimismo, señaló que el desempeño 
económico general de México fue uno de 
los más favo rables del orbe pues , según 
datos pre liminares , durante el año pasado 
el PIB mund ial aumentó apenas 1.9 por 
c iento . 

Continúa la baja de l desempleo 

El 19 de febrero el IN EGI divulgó que en 
enero la tasa de desempleo abierto en las 
áreas urbanas fue de 2.8% de la población 
económicamente activa, menor que la de 
3.6% registrada en igual mes de 1998. En 
la población masculina la desocupación 
bajó de 3.5 a 2.8 por ciento y en la femeni­
na , de 3. 7 a 2.9 por ciento, en términos 
anualizados. Entre las ciudades con me­
nores índ ices de desempleo figu raron Ciu­
dad Juárez, Tijuana, Morel ia y Mérida. 

Déficit en cuenta corr iente 
de 3.8% del PIB 

El Banco de México comunicó el9 de marzo 
que en 1998 la cuenta cor riente de la ba­
lanza de pagos regi stró un saldo negativo 
de 15 786 millones de dólares, equivalen­
tes a 3.8% del PIB global . En la cuenta de 
servic ios factor iales se tuvo un défi ci t 
de 13 497 mi llones , en la de no factoriales 
uno de 559 mil lones y en la balanza comer­
cial otro de 7 742 millones , mientras que 
por concepto de transferencias netas se 
logró un superávit de 6 01 2 mill ones de 
dólares (93 6% por las remesas de res iden­
tes en el exteri or) . 

Crecen inversión y consumo privado 

Merced al fuerte incremento del gas to pri­
vado en bienes de capital , duran te 19981a 

inversión fija bruta creció 1 O. 7% y se con­
solidó, junto con las exportaciones , como 
el componente más dinámico de la deman­
da final. Según los datos divulgados el 18 
de marzo por la SHCP, la inversión fija pri­
vada subió 16.9% y representó 88.1% de 
la total del país; la pública, en contraste, 
se redujo 20 .4% y su ponderación descen­
dió a 11.9 por ciento. 

Respecto al consumo , el gasto privado 
correspondiente aumentó 6.4% y el del 
gobierno disminuyó 1.3% a causa de los 
ajustes presupuestarios. 

Tasa de ahorro de 22 .5% del PIB 
en 1998 

Con base en datos preliminares, el 25 de 
marzo la SHCP indicó que en 1998 el aho­
rro total del país equivalió a 22.5% del PIB 
y se acercó a 2.5 puntos porcentuales de 
la meta prevista para el año 2000 en el Pro­
grama Nacional de Financiamiento del De­
sarrollo. De esa tasa, 18.8 puntos corres ­
pondieron al ahorro interno y 3.7 al de 
origen externo. 

Inflación trimestra l 
de 4.87% 

El Banco de México informó el 8 de abril 
que los prec ios al consumidor crecieron 
0.93% en marzo, con lo cual la inflación en 
el primer trimestre del año ascen d ió a 
4.87% y la anualizada a 18.26 por c iento. 
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En el índice nacional de precios al pro­
ductor, sin considerar el petróleo crudo de 
exportación , los incrementos respectivos 
fueron de 0.42 , 4.23 y 17.13 por ciento. 

ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 

Programa de austeridad 
presupuestaria 

En el o. o. del 22 de febre ro la SHCP dio a 
conocer el acuerdo que establece el pro­
grama de austeridad presupuestaria en la 
administración pública federal para el ejer­
cic io fiscal1999. Los rubros objeto de res­
tricción en el gasto son los servicios per­
sonales, telefónicos, de energía eléctrica, 
agua potab le, arrendamiento, asesoría, 
in formáticos y difusión e información , así 
como las adquisiciones de mobiliario y 
vehícu los, entre ot ros. 

Nuevo horario de labores 

La SHCPy la Secodam publicaron en el o.o. 
del 15 de marzo una norma que establece 
la jornada labo ral en la adm ini strac ión 
pública federal central izada en el lapso de 
las 7:00 a las 18 00 horas, con un máximo 
de ocho horas de trabajo en la semana 
laboral de cinco días. La medida busca 
mejorar la efic iencia en el uso de los recur­
sos públicos , ob tener ahorros presupues­
tarios en el gasto corri en te, estimular el 
desarrol lo personal y elevar la ca lidad de 
vida de los trabajadores. 

Compraventa de dos plantas 
siderúrgicas 

A cambio de 105 millones de dólares, el11 
de febrero el grupo siderúrg ico IMSA ad­
quirió los activos de las plantas galva­
nizadoras y de pin tado de Altos Hornos de 
México (AHMSA) en Monc lova, Coahui la. 
Con ello, la empresa filial IMSA Acero au­
mentará la capacidad de producción de 
lámina galvanizada y lámina pintada en 
220 000 y 65 000 toneladas anuales, res­
pectivamente , y cons truirá un centro de 
servicio para procesar acero. 

La operación incluye también un con­
trato ele abastecimiento de acero rolado 
en frío por parte de AHMSA, para asegurar 
el suministro de la principal materia pri­
ma en la elaboración de productos lami­
nados. 

Nuevo ordenamiento de la Ley Minera 

En el o. o. del 15 de febrero se publicó el 
Reglamento de la Ley Minera que abroga 
el de 1993. El nuevo ordenamiento , organi­
zado en ocho títulos , incl uye 22 capítulos, 
entre los que destacan los relativos al fomen­
to de la pequeña y mediana minería; las con­
cesiones, as ignaciones y expropiaciones 
mineras, y el beneficio de minerales. 

Crecimiento industrial de 6.6% 

Como resultado de los mayores volúmenes 
de producción alcanzados por los cuatro 
sectores que integran la actividad industrial, 
en 1998 ésta creció 6.6% respecto al año 
anterior , informó la SHCP el 16 de febrero. 
La producción manufacturera se elevó 7.4% 
(10.4% la de maquila y 7.2% la de transfor­
mación); la construcción avanzó 4.6%, 
mientras la generación de elect ri cidad, gas 
y agua, y la minería se incrementaron 4. 7 y 
3.4 por ciento, respectivamen te. 

Asociación estratégica de papeleras 

El 24 de febrero los accionistas mayorita­
ri os del Grupo Industrial Durango y del 
Grupo Pipsa-Mex aco rd aron c rea r una 
nueva empresa con troladora denominada 
Corporación Durango, integrada con 75% 
de las acciones del primero y 100% de las 
del segundo. La nueva empresa constitui ­
rá la principal productora de papel en el 
país, con una capacidad de producción de 
1.2 millones de toneladas al año. También 
será la empresa líder en la fabr icación de 
empaques de cartón, papel periódico, pa­
peles cafés y productos forestales. 

Datos de las maquiladoras 
en 1998 

De acuerdo con datos prelim inares del 
INEGI y el Banco de México divu lgados el 
25 de febrero, en 1998 1a prod ucción de la 
industria maquiladora de exportación au­
mentó 1 0.4%, se logró un superávit comer­
cia l de 1 O 307 mi llones de dólares y se 
crearon 109 245 puestos de trabajo, lo que 
significó un incremento anual del empleo 
de 12.2 por ciento. 

El 2 de marzo se informó que en abril 
próximo tres nuevas maquiladoras texti les 
de capi tal taiwanés iniciarán sus operacio­
nes en Ciudad Obregón , Sonora, con una 
inversión de 15 millones de dólares y con 
una oferta de 200 nuevos empleos. 
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Alianza de Tri basa con constructora 
estadounidense 

El grupo empresarial Tribasa y la compa­
ñía estadounidense Enron Engineering and 
Construction, fi lial de la Enron Corporat ion, 
formalizaron el 25 de marzo una alianza 
estratég ica para realizar proyectos conjun­
tos de infraestructura en América Latina. 
El pacto permite a Tri basa disponer de 
capital adicional y tecnologías de punta, 
así como obtener 27 mi llones de dólares a 
cambio de compartir proyectos de cons­
trucción en mercados lat inoameri canos. 

Criterios para clasificar empresas 

La Secofi publicó en el o. o. clel30 de mar­
zo un acuerdo de estrat ificac ión de em­
presas para homologar cri terios en la apli­
cación de políticas sectoriales. Conforme 
a las tendencias mundiales, se conside­
ran como microempresas los estab leci­
mientos industriales con hasta 30 trabaja­
dores, los comerciales con hasta 5 y los 
de servic ios con hasta 20; las empresas 
pequeñas son las industriales con 31 a 100 
trabajadores, las comerc iales con 6-20 y 
las de servic ios con 21 -50; se reconocen 
como empresas medianas las industriales 
que cuentan con 1 O 1-500 trabajadores, las 
comerc iales con 21-100 y las de servic ios 
con 51-100 y, por úl timo, se c lasif ican 
como empresas grandes las industriales 
que ocupan más de 500 trabajadores , las 
comerc iales con más de 100 y las de ser­
vicios con otro tanto. 

ENERGÉTICOS Y PETROQUfMICA 

Propuesta de reforma de la industria 
eléctrica 

El presidente Ernesto Zed illa presentó el 3 
de febrero al Congreso de la Unión una ini­
cia tiva de reforma a los artículos 27 y 28 de 
la Constitución para permitir la parti c ipa­
ción privada tanto en la generación como 
en la distribución y la comerc iali zación de 
electricidad. Ante los cuantiosos requeri­
mientos futuros de inversiones en la indus­
tria eléctrica, la reforma busca garantizar 
el sum inistro interno de la energía; mante­
ner un servicio efi ciente; ampliar la cober­
tura respectiva ; atraer inversión de los sec­
tores in teresados; apoyar con subsidios a 
quienes más lo necesitan; contar con más 
recursos públ icos para programas socia­
les básicos , y reafirmar la soberanía del 
Estado en el sector eléctrico . 
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Desplome de ventas externas 
de crudo 

Pemex informó el9 de febrero que en 1998 
exportó 1 718 000 barriles diarios de pe­
tróleo en promedio, 0.17% más que en el 
año anter ior. Los ingresos anuales, sin 
embargo, se redujeron 38.4% a 6 368 mi­
llones de dólares, pues el prec io medio de 
la mezcla respectiva descendió a 10.16 
dólares por barril (6.30 menos que en 1997 
y 1.34 inferior a la meta presupuestaria). 

Exportaciones petroleras en enero 

Pemex informó el 3 de marzo que el vo lu­
men promedio de las exportaciones de 
petróleo crudo ascendió a 1 605 000 barri­
les diarios durante enero último, lo que 
repr esentó ingresos por 428 millones 
de dólares. La paraestatal indicó que de 
los envíos 52% correspondió al crudo tipo 
Maya; 33.3% al Olmeca, y 14.7% al Istmo, 
cuyos precios promedio de exportación 
fueron de 7.31, 11 .13 y 1 O dólares por barril , 
respecti vamente. Por áreas principales de 
destino, 81.1% del va lor del crudo expor­
tado (34 7 millones de dólares) correspon­
dió a América, 12.6% (54 mil lones) a Euro­
pa y 6.3% (27 millones) al Lejano Ori en te 
y otras reg iones. 

Otro recorte en ventas 
de petróleo 

Representantes de Méx ico, Venezuela , 
Arabia Saud ita, Argelia e Irán acordaron 
el 13 de marzo en La Haya proponer una 
reducción adicional de dos millones de 
barri les diarios en la ofer ta mundial 
de crudo, a fin de agotar excedentes en 
los inventarios y estimular la recuperación 
de los precios . Cinco días después, la 
Secretaría de Energía anunció una dismi­
nuc ión de 125 000 barr iles diar ios en las 
exportaciones petroleras mexicanas. Asi­
mismo, el día 23 1a OPEP confirmó en Viena 
un recorte de 1.7 millones de barri les en 
su producción d iaria del hidrocarburo. 

Nuevos cálculos de reservas 
de hidrocarburos 

Según nuevas estimaciones realizadas con 
base en una metodología internac ional , 
auditadas por dos consultorías extranjeras, 
las reservas mexicanas de hidrocarburos 
suman 57 7 41 millones de barri les. De ellos, 
indicó Pemex el29 de marzo, 34 179mi llo-

nes corresponden a reservas probadas, 
12 105 mil lones a reservas probables y 
11 457 mi llones a reservas posibles . 

·coÑfERCIO .INTERIOR 

Aumento de las ventas al menudeo 

En 1998 las ventas al menudeo en 33 ciu­
dades del país crecieron 7.6% respecto al 
año anterior , informó el INEGI el 17 de fe­
brero . Las mayores ventas correspondie­
ron a vehícu los automotores , muebles, ju­
guetes, regalos , ropa y calzado, en tan to 
que los negocios más beneficiados fu eron 
las tiendas departamentales, los supermer­
cados y las farmacias. 

El personal ocupado en los estableci­
mientos al menudeo y al mayoreo registra­
ron sendos aumentos de 4.6 y 2.3 por cien­
to , mientras las remuneraciones med ias 
reales pagadas en ellos crecieron 4.3 y 3. 1 
por cien to, respectivamente . 

COMERCIO EXTERIOR 

Fa llos sobre controversias 
comerc iales 

Durante febrero la Secofi dío a conocer en 
el o.o. las siguientes resoluciones sobre 
presuntas prácticas de comerc io desleal : 

Día 1. Se mantiene la investigac ión so­
bre las importaciones de cerdo para abas­
to, provenientes de Estados Unidos , y se 
impone una cuota compensatoria provisio­
nal , cuyo monto será la diferenc ia entre el 
precio de exportación y el valor normal de 
1.08 dólares por kilo. 

Día 2. Se inician las revis iones de las 
cuotas compensatorias definitivas impues­
tas a las importaciones de los productos 
químicos orgán icos denominados ácido 
sulfámico y sulfato de gentam icina, proce­
dentes de China; se concluye la revisión 
en torno a la resoluc ión definit iva sobre las 
importaciones de placa en rollo, origina­
rias de Canadá. 

Día 10. Se termina la revisión de la reso­
lución definitiva del Departamento de Co­
mercio de Estados Unidos correspondiente 
a la investigac ión antidumping sobre las 
importaciones de tubo y tubería de acero 
con costura, de sección circular, sin alear , 
procedentes de México 

Oía 17. Se continúa la investigación , sin 
imponer cuotas compensatorias provisio­
na les , en torno a las importaciones de 
po liest ireno cristal, originari as de la Unión 
Europea. 
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Oía 19. Se mantiene la investigación por 
posibl e comerc io deslea l, sin imponer 
cuota compensator ia provisional, sobre las 
importaciones de óxidos de hierro e hidró­
xidos de hierro sintét icos, grado pigmen­
to, procedentes de Estados Unidos. 

Oía 22. Se inicia la investigación sobre 
las importaciones de paratión metí li co , 
ori ginarias de Dinamarca. 

En marzo la dependencia consignó en 
el mismo órgano otras cuatro resoluciones : 

Oía B. Se emprende una investigac ión 
en torno a las importac iones de hule sinté­
ti co polibutadieno-estireno , provenientes 
de Estados Unidos. 

Oía 10. Se inicia una investigación so­
bre las importaciones de poliestireno im­
pacto, originari as de Estados Unidos. 

Oía 11. Se ratifica la investigación admi­
ni strat iva acerca de las importaciones 
de aceros planos recubiertos provenientes 
de Estados Unidos, con una cuota compen­
satori a provisional de 5.85 a 29 por ciento. 

Oía 12. Se con firma la cuota compen­
satori a a las importaciones de vari lla co­
rrugada de refuerzo para comercio, pro­
cedentes de Estados Unidos (de 0.037 a 
0.097 dólares por kilogramo , según la 
empresa exportadora). 

Condiciones para importaciones 
fronterizas de vehículos usados 

En el o. o. deiS de febrero la Secofi publicó 
un decreto que establece las condiciones 
para importac ión definitiva de vehíc ulos 
automotores usados, por parte de comer­
cia lizadoras, destinados a permanecer en 
la franja fronteriza norte del país , en los 
estados de Baja California y Baja California 
Sur, y en algunos municipios de Sonora. 

Balanza comercial deficitaria en 1998 

El 9 de febrero la SHCP dio a conocer que 
la balanza comerc ial mexicana reg istró un 
déficit de 7 7 42 mi llones durante 1998, a 
diferencia del saldo favorable de 624 millo­
nes obtenido en 1997. Las exportaciones 
subieron 6.4%, a 11 7 500 millones, y las 
importaciones , 14.1 %, a 125 242 millones . 

Las ventas externas de manufacturas 
crecieron 11 . 7%, a 105 933 millones (con 
incrementos de 17% en los envíos de las 
maqui ladoras y de 6.9% en los de la in­
dustria de la transformación); las de bie­
nes ag ropecuarios aumentaron 3.3%, a 
3 954 mi llones , y las de productos petro­
leros se redujeron 36.9%, a 7 147 millo­
nes. Así , de las exportaciones totales de 
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mercancías 90.1% correspondió a las ma­
nufacturas; 6.1% a las petroleras; 3.4% a 
las agropecuarias, y 0.4% a las extractivas 
no petroleras. Respecto a las importacio­
nes. las de bienes intermedios sumaron 
96 805 millones de dólares, las de bienes 
de capital 17 329 millones y las de bienes 
de consumo 11 108 mi llones , con sendos 
aumentos de 13.4, 14.6 y 19.1 por ciento. 
Las importaciones a cargo de la industria 
maquiladoracrecieron 17.1 %, mientras las 
del resto de la economía lo hicieron 12.5 
por ciento. 

Cuantioso superávit en el comercio 
con Estados Unidos 

El Departamento de Comercio de Estados 
Un idos in formó el 19 de febrero en Wash­
ington que en 1998 el intercambio de ese 
país con México alcanzó un valor récord 
de 173 719 millones de dólares , 10.5% su­
perior al de 1997. 

Las exportaciones estadounidenses su­
maron 79 01 O millones de dólares y las im­
portaciones 94 709 millones, con lo que 
México obtuvo un superávit de 15 699 
millones con su principal socio económi­
co. Durante el año pasado el déficit comer­
cial total de Estados Unidos ascendió a un 
monto también sin precedente de 168 578 
millones de dólares. 

Ara nceles a productos de socios 
norteamericanos 

La Secofi publicó en las ediciones del 1 y 
el 23 de marzo del o. o. cuatro acuerdos 
relativos a la sa lvaguardia agropecuaria del 
TLC de América del Norte cuan do se reba­
sen los cupos de importación previstos, 
con base en la cual se fijan aranceles de 
20% a papas y manzanas provenientes 
de Estados Unidos y Can adá. Las medi ­
das estarán vigentes hasta el31 de diciem­
bre venidero. 

Nuevo sistema de información 
comercial 

La Secofi y la SRE presentaron el5 de marzo 
el Sistema de Promoción de Negocios con 
México para facilitar, por medio de internet, 
el intercambio de información comercia l, 
los contactos empresariales y la identifica­
c ión internacional de oportunidades de 
negocios. La base de datos respectiva 
incluye información sobre legislación eco­
nómica, acuerdos comerciales suscritos 

por el país y un vasto directorio de empre­
sas mexicanas, entre otros aspectos . 

Balance de cuotas compensatorias 

La Unidad de Prácti cas Comerciales Inter­
nacionales de la Secofi ha aplicado, en 13 
años de labores , 276 cuotas compensa­
tor ias provisionales ( 169) y definitivas ( 1 07) 
en defensa de empresas mexicanas tren­
te a competidoras desleales. El país de 
origen de éstas más castigado fue China, 
pero Estados Unidos ameritó el mayor 
número de investi gaciones. Según el infor­
me presentado el9 de marzo por la depen­
dencia, las industrias más afectadas por 
las prácticas de dumping fueron la metá­
li ca básica , la química . la text il y la de 
maquinaria y equipo. 

Tercera ronda de negociaciones 
con la Un ión Europea 

El 12 de marzo concluyó en Bruselas la 
tercera ronda de negociaciones de libre 
comercio en tre México y la Unión Europea. 
La SRE refirió que en los trabajos se abor­
daron los temas de acceso a los merca­
dos, reg las de ori gen y so lución de contro­
versias, en tre otros, y se intercambiaron 
listas de ofertas y demandas de desgrava­
ción arancela ria. La ronda siguiente se 
realizará en la cap ital mexicana. 

Déficit comercial a la baja 

Durante el primer b imestre de 1999 las 
exportac iones de mercancías ascendieron 
a 18 38 1 millones de dólares, 5% más que 
en igual lapso de 1998, y las importacio­
nes aumentaron 2.4% , a 19 208 millones. 
Como resultado, informó la SHCP el 9 de 
ab ri l, el dé fi cit de la balanza come rc ial 
mexicana se redu jo 34%, a 827 millones 
de dólares. 

FINANCIAMIENTO EXTERNO 

Colocac ión de bonos globa les 

A fin de obtener recursos para retinanciar 
obligaciones de deuda externa, el 5 de 
febrero el gobierno federa l co locó en los 
mercados de Estados Unidos y Europa un 
bono global por 1 000 millones de dólares, 
con un plazo de diez años y un interés anual 
de 10.375% , superior en 5.49 puntos al de 
los títu los del Tesoro estadounidense. 

recuento nac ional 

Los inversionistas tienen la opción de 
can jear , en lebrero del año 2000, bonos 
Brady de deuda mexicana por títulos con 
tasa tija y un plazo de 16 años, o bien , 
con interés variable y vencimiento en cin­
co años. La operación, cuyo agente prin ­
cipal fue Goldman Sachs , permite reducir 
el interés correspondiente al bono global, 
cancelar los títulos Brady recib idos, libe­
rar el colateral y ahorrar en el servic io de la 
deuda externa. 

Con igual propósito, el 25 de marzo se 
negoc ió en mercados financieros de Eu­
ropa y Estados Unidos otro bono global del 
gobierno mexicano por 1 000 millones de 
dólares. La oferta, coordinada por Margan 
Stanley, se colocó con un vencimiento de 
seis años y un interés anual de 9.75%, 
equ ivalente al rendimiento de los bonos del 
Tesoro estadounidense más 4.45 puntos 
porcentuales. 

Créditos del BID 

El1 5 de lebrero el BID otorgó a México dos 
préstamos ; el primero, por 2.26 millones de 
dólares, servirá para financiar varios pro­
gramas de asistencia social, entre ellos los 
destinados a una planta de beneficio de 
caté en Chiapas (425 000 dólares) , al de­
sarrollo de una red integral de servic io de 
salud (500 000 dólares), y al Instituto Mexi ­
cano de Investigación de la Fami lia y la 
Población (554 300 dólares). 

El segundo empréstito, por 31 O mi llo­
nes de dólares y negociado a 20 años de 
p lazo con cinco de grac ia y una tasa 
de interés variable, se destinará a mejorar 
el suministro del líquido vi tal en zonas ru­
ral es, por medio de las com isiones estata­
les de Agua Potable y Saneamiento. 

Bonos de Pemex en los mercados 
internacionales 

Para financiar proyec tos prioritarios de 
inversión en los campos de Cantarell y 
Burgos, el 18 de lebrero Pemex colocó en 
los mercados de Estados Unidos y Europa 
bonos por 1 000 mil lones de dólares, en 
cuatro tramos con una tasa de interés pon­
derada de 7.362%, equivalen te a 230 .5 
puntos base sobre los bonos del Tesoro 
estadounidense a plazo similar.EI primero 
de los tramos, por 300 millones de dóla­
res , tiene un plazo de tres años y una 
sobretasa de 11 5 puntos base; el segun­
do, por igual monto, uno de siete años y 
una sobretasa de 145 puntos, y los restan­
tes, por 200 mil lones de dólares cada uno, 



colll e rc io ex terior. abril de 1999 

vencen en diez años y ofrecen una sobre­
tasa de 400 puntos base. 

Datos de la deuda pública externa 

Al c ierre de 19981a deuda pública externa 
neta ascendió a 82 222 millones de dóla­
res, monto equivalente a 27.2% del PIB y 
3.7% mayor que un año antes. Los pagos 
del servicio respectivo sumaron 18 797 
mil lones de dólares , de los cuales 12 468 
mi llones correspondieron a amortizaciones 
y 6 329 millones a intereses. 

Conforme a datos de la SHCP difund i­
dos el1 9 de feb rero, los principales acree­
dores son el gob ierno y los inversionistas 
de Estados Unidos (25.4%}, los de Japón 
( 15.4%) y los organ ismos financieros in ter­
nacionales ( 18.8% ). 

Cuentas de la inversión extranjera 
directa 

El8 de marzo la Secofi informó que en 1998 
la invers ión extranjera directa en México 
sumó 1 O 238 millones de dólares, 19.7% 
menos que la registrada durante 1997. La 
dependencia precisó que 2 864 millones 
correspondieron a reinversiones de utilida­
des ; 2 360 millones a operaciones notifi­
cadas al Registro Nacional de Inversión 
Extranjera (RNIE); 2 111 millones a impor­
taciones de activos fijos por maquiladoras; 
1 724 millones a inversiones estimadas aún 
no registradas en el RNIE, y 1 179 millones 
a movimientos de cuentas entre empresas. 
En 1999 se espera rec ibir capitales por 
unos 9 000 millones de dólares . 

Refinanciamiento de pagos 
de la deuda 

José Ángel Gurría anunció el 14 de marzo 
en París el refinanc iamiento de pagos de 
la deuda pública externa por 1 876 millo­
nes de dólares correspondientes al año 
2000. Los bancos acreedores aceptaron 
canjear los vencimientos por instrumentos 
financieros de med iano plazo con valor de 
1 41 O millones , más un pago en efectivo 
de 466 millones financiado con un bono 
global que el gobierno mexicano co locó en 
los mercados internacionales en febrero 
último. 

La operación, explicó el titular de la 
SHCP, permite mejorar el perfi l de pagos al 
exterior, fortalecer los nexos del país con 
la comunidad financiera internacional y am­
pl iar la certidumbre económica. 

SECTOR FISCAL Y FINANCIERO 

Normas para algunas entidades 
financieras 

La SHCP presentó en el o. o del3 de febre­
ro una circular donde se definen los nue­
vos criterios del régimen de inversión de 
las bolsas de valores, y otra con los for­
matos para formular y presentar los esta­
dos financieros de las soc iedades de in­
versión de cap itales. 

Incremento de la deuda interna 

Durante 1998 el saldo de la deuda interna 
del gobierno fede ral ascend ió a unos 
366 000 mi llones pesos, 40 .3% más que 
en 1997 debido tanto a las nuevas emisio­
nes de valores cuanto al aumento de las 
tasas de interés . El Banco de México pre­
cisó el 4 de feb rero que alrededor de 46% 
del débito correspond ió a bonos de desa­
rrollo ; 34% a certifi cados de la Tesorería 
de la Federac ión; 19% a udibonos, y el 
restante 1% a bonos ajustables. 

Reglas para el SAR 

En el o. o. del 11 de febrero la SHCP divulgó 
dos c irculares de la Comis ión Nacional del 
Sistema de Ahorro para el Retiro (Cansar} , 
que modifican algunas reglas generales. 
La primera se refiere a las que se sujetan 
los agentes promotores de las administra­
doras de fondos para el retiro (afore) y la 
otra corresponde a las reg las para la apli­
cación de prog ramas de autorregulación 
en las afore respecto a infracciones a las 
normas del SAR. 

Déficit fiscal de 1.24% del PIB 

Con base en datos de la SHCP, el 14 de 
febrero se informó que en el ejerc ic io fi scal 
de 1998 el gob ierno federa l obtuvo un 
superávit pr imario de 69 720 millones de 
pesos y, descontados los pagos de obli­
gaciones financieras , un déficit de 47 420 
millones equivalente a 1.24% del PIB glo­
bal. 

Aprestos en favor de usuarios 
de servicios financieros 

El 2 de marzo el Secretario de Hacienda y 
Créd ito Público, José Ángel Gurría , desig­
nó a Ángel Aceves Sauceda presidente de 
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la Comis ión Nacional para la Protección y 
Defensa de los Usuarios de Servicios Fi­
nancieros . Esta nueva entidad, en func io­
nes desde el 19 de abri l, se encargará de 
salvaguardar los intereses de los clientes 
de instituciones financieras, procurar la 
equidad en las relaciones entre ellos y 
arbitrar los confl ictos respectivos. 

Intervención de sociedad de ahorro 
y crédito 

Por irregularidades operativas y problemas 
de liquidez , el 9 de marzo la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores intervino a 
Crédito y Ahorro del Noreste. Esta socie­
dad, con más de 36 000 partici pantes en 
cinco estados, es la vigésima entidad fi­
nanciera sujeta a una medida similar en los 
últimos seis años. 

Reglamento de la Ley de Tesorería 

El15 de marzo apareció en el o.o. el Re­
glamento de la Ley de Servicio de la Teso­
rería Federal de la Federac ión, que norma 
le recaudación , el manejo, la inversión y la 
custodia de los fondos y los valores fede­
rales. 

Más garantías crediticias de Nafin 

Para alentar el otorgamiento de créditos por 
la banca come rc ial , el 29 de marzo el 
Consejo Directivo de Nafin aprobó ampliar 
de 50 a 70 por ciento la garantía insti­
tu c ional para los fin anciam ientos a las 
empresas micro, pequeñas y medianas . 

Capitales mínimos de entidades 
financieras 

En el o. o. del31 de marzo aparecieron tres 
acuerdos de la SHCP co n los capitales 
mínimos pagados que deben cumplir las 
organi zac iones auxiliares de crédito y ca­
sas de cambio, las insti tuciones de fian­
zas y las operaciones de aseguradoras. 

Reglas fiscales para el comercio 
exterior 

El31 de marzo se dio a conocer en el o. o. 
la Resolución Miscelánea de Comercio Ex­
terior para 1999, que integra las disposi­
c iones sec toriale s correspond ientes al 
Código Fi scal de la Federación ; la Ley 
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Aduanera; el pago de derechos, y los im­
puestos al valor agregado, especial sobre 
producc ión y servic ios, sobre automóviles 
nuevos v sobre la renta. 

I NDICADORES FINANCIEROS EN MARZO DE 1999 

••••••••••••••••••••• 
Día 1 Día 31 

Tipo de cambio ' 9.9 1 9.65 
Reservas internacionales ' 30 478 30 102 
Costo porcentu al promedio 

de captación 26.90 22.84 
Tasa de interés interbanca-

ria de equilibrio a 28 días 29 .87 24.13 
Índice de precios cotiza-

ciones de la BMV 4 260.80 4930.16 

1. Promedio interbancario del precio de venta 
del dólar en pesos. 2. Millones de dólares. 

••••••••••••••••••••• 

RELACIONES CON EL EXTERIOR 

Decretos sobre compromisos 
internaciona les 

Se enl istan los princ ipales decretos de la 
SRE publicados durante febrero en el o. o. 
que formalizan diversos acuerdos interna­
cionales suscritos por México: 

• Decretos de promulgación: 
Oía 12. De las Actas Finales de la Con­

ferencia Mundial de Radiocomunicaciones 
(CMR-95) adoptadas en el marco de la 
Unión Internacional de Telecomunicacio­
nes (UIT) , Ginebra , 17 de noviembre de 
1995. 

Día 15. De cooperac ión técn ica con Ale­
mania (Bonn, 8 de octubre de 1997). 

De cooperac ión técnica y c ientífica con 
Indonesia (Jakarta , 2 de julio de 1996) 

Día 24. De la Convención Americana so­
bre Derechos Humanos "Pacto de San José 
de Costa Rica", adoptada en esa ciudad 
el 22 de noviembre de 1969. 

• Decretos de aprobación: 
Oía 10. De la Convención Internacional 

sobre la protecc ión de los Derechos de los 
Trabajadores Migratorios y sus Familiares , 
adoptada por la Asamblea de las Nacio­
nes Unidas el 18 de dic iembre de 1990. 

Oía 16. De cooperación educativa y cul­
tura l con Honduras (México , 7 de octubre 
de 1998). 

De cooperación técnica en materia de 
seguridad públ ica con Francia (México, 12 
de noviembre de 1998). 

De extradición y de asistencia jurídica 
mutua en materia penal con Portugal (Lis­
boa, 20 de octubre de 1998). 

De comercio con Rumania (México, 3 
de septiembre de 1998). 

De las modificaciones a los estatutos del 
Grupo de Países Latinoamericanos y 
del Caribe Exportadores de Azúcar , Gepla­
cea (Veracruz, México, 24 y 25 de octubre 
de 1997). 

Por el que se modifica el convenio de 
transporte aéreo con Cuba (La Habana, 24 
de junio de 1998) 

Sobre promoción y protección recípro­
ca de inversiones, suscr ito con los sigu ien­
tes países: Austria (Viena, 29 de junio de 
1998), Reino de los Países Bajos, Alema­
nia y Unión Económica Be lga-Luxem­
burguesa (suscritos en México los días 13 
de mayo, 25 y 27 de agosto de 1998, res­
pectivamente). 

Breve visita del gobernante 
estadoun idense 

William Cl inton , pres iden te de Estados 
Unidos, arri bó el14 de febrero a Méri da en 
una breve visi ta oficia l a México y se entre­
vistó , por séptima ocasión, con el presiden­
te Ernesto Zed illo. Los gobernantes reafir ­
maron la importancia de in tensificar los 
nexos bi laterales, destacaron los beneficios 
mutuos provenientes del TLC de América 
del Norte, reconocieron la al ta priori dad del 
problema migrator io y se compromet ieron 
a redoblar la lucha contra el narcotráfico y 
el lavado de dinero. Al día siguiente se fi r­
maron una línea credit ic ia del Eximbank de 
Estados Unidos por 4 000 mi llones de dó­
lares para financiar importaciones mexi­
canas de bienes y servicios de ese país; 
cinco memorandos de entendimiento so­
bre cuestiones fronterizas (con la creación 
de una fiscalía especia l contra la violencia) , 
cooperac ión internaciona l para el desarro­
llo, protecc ión de los delfines , prácticas 
legales y defensa de la familia, y cuatro 
acuerdos en materia de intercambio de in­
formación judicial, colaborac ión forestal, 
con trol sanitario y transporte aéreo. 

Encuentro ministeria l México-Canadá 

Del17 al 19 de febrero se rea lizó en Ottawa 
la XIII Reunión de la Comisión Ministerial 
México-Canadá , c reada en 1968. En el 
encuentro se revisaron los aspec tos prin­
cipales de la relación bilateral, se exami­
naron opciones para ampl iar la coopera­
ción y se suscrib ieron diversos acuerdos 
de colaboración en materia de comercio , 
inversión , tecnolog ía, ambiente, cultura y 
diplomacia . 

rccuen!o nac ional 

El presidente de Finlandia en México 

Del 21 al 26 de febrero el presidente de 
Fin landia , Martii Ahtissari , realizó una visi­
ta de Estado a México para forta lecer los 
vínculos políticos , económicos, comercia­
les y cultura les entre ambos países. El 
gobernante europeo dialogó con el pres i­
dente Ernesto Zedillo , leg isladores, diplo­
máticos, dirigentes empresariales y funcio­
narios estatales, a quienes reiteró el apoyo 
finlandés a las negociaciones comerciales 
de México con la Unión Europea (cuyo 
Consejo de Min istros presid irá en Finlan­
dia el segundo semestre del año). 

Zedil lo y Ahtissari atestiguaron la firma 
de un acuerdo bilatera l para el fomento y 
la protección de las inversiones recíprocas, 
así como de un memorando sobre co labo­
ración fo resta l y otro concerniente a la 
cooperación tri lateral entre México, Finlan­
dia y Guatemala. 

Vis ita del presidente Roman Herzog 

Al frente de una importante delegación de 
empresari os y funcionarios públicos, del 7 
al 11 de marzo el presidente de Aleman ia, 
Roman Herzog, visitó México por invitación 
del pres idente Ernesto Zecl illo. Los gober­
nantes examinaron diversos temas de in­
terés común, en tre los cua les sobresalen 
el avance de la cooperac ión bi lateral, el 
intercambio económico y las negociacio­
nes comerc iales del país con la Unión 
Europea. 

Herzog partic ipó en diversos foros de 
análisis y encuentros empresar iales, entre 
el los el organizado por la Cámara México­
Alemana de Comercio e Industria , y se 
reun ió con legis ladores, intelectuales y di­
rigentes políticos nacionales. 

Encuentro de cancilleres 
del Grupo de Río 

El19 de marzo se llevó a cabo en Veracruz 
la XVII I Reun ión Ordinaria de Ministros de 
Relaciones Exteriores del Grupo de Río , 
qu ienes intercambiaron ideas para for ta­
lecer el mecan ismo ele concertación polí­
tica como representante de América Lati­
na y el Caribe ante otras regiones y países. 
Los cancil leres también revisaron los per­
juicios de la cri sis financ iera internacional 
en los esfu erzos latinoamericanos de pro­
greso socioeconómico, acordaron reforzar 
la co laboración en casos de desastres 
natu rales e iniciaron los trabajos prepara­
torios del encuentro cumbre que se reali-
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Actividades del Bancomext 

Presencia de empresas mexicanas 
en Alemania 

Del 30 de enero al 1 O de feb re ro se ce­
lebró en Colonia, Aleman ia, la XXIX Feria 
Internacional de Confitería, que congre­
gó a 1 436 empresas de 72 países . El 
Bancomext apoyó la asistencia de 21 
compañías mexicanas fabricantes de 
chocolates rellenos, licor de café, chicles 
y dulces envasados en juguetes de plás­
tico, entre otros productos , las cuales 
lograron ventas inmediatas totales por 
4.4 millones de dólares , compromisos de 
compra por otros 11 millones y contac­
tos directos con 465 clientes potencia­
les de América Latina, Estados Unidos y 
Sudáfrica. 

Programa financiero de 1999 

Enrique Vilatela Riba, director general del 
Bancomext , presentó el 3 de feb rero el 
prog rama financiero institucional para 
1999, que prevé apoyos cred iticios por 
7 500 millones de dólares, 50% más que 
en 1998, en favor de una 3 500 empre­
sas. Se estima que 60% de los recursos 
se canal izará de manera directa , median­
te operaciones de primer piso, y el otro 
40% se colocará con el concurso de la 
banca comercial. 

Nuevo Centro de Negocios 
en Colombia 

Para impulsar el comercio y la inversión 
en el marco del TLC entre México, Co-

zará en la capita l mexicana a finales de 
mayo próximo. 

Posición ante el conflicto 
en los Balcanes 

Ante los ataques militares de la Organiza­
ción del Tratado del Atlántico Norte contra 
objetivos serbios, el 24 de marzo la SRE 
manifestó la preocupac ión de México por 
no haberse logrado un arreglo pacífico del 
confl icto en Kosovo y lamentó el uso de la 
fuerza si n consentimiento del Consejo de 
Seguridad de la ONU. 

lombia y Venezuela, el 17 de febrero el 1 

d irector general del Bancomext, Enrique 
1 

Vi late la Riba, inauguró el Centro de Ne­
goc ios de la Consejería Comerc ial en 
Bogotá. Con ello se brindarán servicios 
con más valor agregado tanto a expor­
tadores mexicanos cuanto a empresarios­
colombianos, además de información co­
merc ial , asesoría legal y espacios apro­
piados para exposic iones, conferencias 
y reun iones de negocios. 

Exposiciones de muebles 
y artesanías en Jalisco 

El 25 de febre ro se c lausuró en Guada­
lajara la Expo Mueb le 1999, la mayor 
exposic ión de muebles y artículos de 
decoración en América Latina. Con el 
respaldo del Bancomext. en ella part ic i­
paron más de 400 fabricantes naciona­
les y extranjeros que atendieron pedidos 
de compradores de Estados Unidos, Ca­
nadá, el Re ino Unido, Francia, España, 
Guatemala y Perú , entre otros países. 

Operaciones comerciales 
millonarias en Japón 

Merced al apoyo del Bancomext, las 33 
empresas mexicanas partic ipantes en la 
XXIV Feria Internacional de Al imentos y 
Bebidas , realizada en Tokio durante la 
segunda semana de marzo , log raron 
ventas por más de 30 millones de dóla­
res. La exposición anual, mejor conoci ­
da como Foodex Japan, es la princ ipal 
del ramo en la región asiática del Pacífi ­
co y la tercera en importancia del orbe . 

--------

La canc illería reiteró la importancia del 
diálogo y la negociación , por lo que llamó 
a reanudar los esfu erzos por alcanzar una 
paz. duradera , con respeto de los dere­
chos humanos de todos los grupos ét­
nicos y de la integridad territorial de los 
estados . 

COMUNICACIONES Y TRANSPORTES 

Alzas de tarifas telefónicas 

La Comisión Federal de Telecomunicacio­
nes aprobó el 9 de marzo un aumento in-
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mediato de 14.16% en las tari fas te lefóni­
cas de larga distancia nacional y de llama­
das a Estados Unidos y Canadá, así como 
un incremento gradual de 12% en la ca­
nasta de te lefonía local (instalación de lí­
neas residenc iales, servicio medido y ren ­
ta mensual básica) . El ajuste forma parte 
de un nuevo modelo tarifario para los próxi ­
mos cuatro años, con base en alzas meno­
res a la inflación . 

Avanza la privatización 
ferrocarri lera 

La SCT presentó el 24 de marzo la convo­
catoria para licitar los últimos tramos ferro­
viarios en manos de Ferrocarriles Nacio­
nales de México: las vías Tijuana-Tecate , 
Nacozari , Oaxaca y Chiapas-Mayab , con 
una longitud total de 1 090 kilómetros. La 
paraestatal sólo quedaría a cargo de los 
servicios de pasaje en comun idades mar­
ginadas, la operación de la ruta del istmo 
de Tehuantepec y los talleres de Aguas­
calientes , Empalme y Matías Romero. 

CUESTIONES SOCIALES 

Programa contra la pobreza 

Con el propósito de ampliar las oportuni­
dades y capac idades de las fami lias que 
viven en extrema pobreza y propic iar la 
elevación de sus condiciones de vida , en 
el o. o. del 26 de febrero la Sedesol publi ­
có el acuerdo que establece los linea­
mientos generales para la operación del 
Programa de Educación, Salud y Alimen­
tac ión (Progresa) . 

Alza de cuotas en la UNAM 

Con 98 votos a favor, tres en contra y la 
ausencia de unos 35 representantes, so­
bre todo estudianti les, el 15 de marzo el 
Consejo Universitario de la UNAM aprobó 
un nuevo Reg lamento General de Pagos. 

En él se estipulan cuotas semestrales 
equivalentes a 15 días de salario mínimo 
vigente en el Distrito Federal para los es­
tudios de bachi llerato y de 20 días para los 
de licenciatura ( 1 033 y 1 378 pesos , res­
pectivamente). Los alumnos con un ingre­
so familiar no mayor de cuatro salarios mí­
nimos quedan exentos del pago de cuotas, 
apl icab les desde agosto de 1999 a estu ­
diantes de nuevo ingreso. 

A.L.C. 1 R.G.R. 
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ASUNTOS GENERALES · ' 

Emisiones de bonos globales del BID 

El BID anunció el 11 de febrero una emisión 
de bonos globales por 1 000 millones de 
dólares, con venc imiento en dos años y un 
cupón semestral de 5.125%. Las compa­
ñías Goldman Sachs yWarburg Dillon Read 
participaron como agen tes principales ; 
alrededor de 40% de los títu los se colocó 
en diversos mercados fi nancieros ameri­
canos. 25% en asiáticos y 35% en euro­
peos y del Medio Oriente. 

Dos semanas antes . el BID real izó una 
operación similar que coordi naron el Deut­
sche Bank y la Goldman Sachs. Los fon­
dos provenientes de ambas emisiones se 
incorporaron al cap ital ordinari o de la ins­
titución, a fin de canalizarlos a proyectos 
regionales de desarrol lo socioeconómico. 

Avance de las privatizaciones 

La Cámara de Comercio de Santiago in­
formó el 8 de marzo que en 1998 las ven­
tas de empresas públicas en América 
Latina sumaron 41 626 mi llones de dóla­
res, 6.6% más que en el año anterior. Las 
operaciones más cuantiosas correspon­
dieron a Brasi l, con 29 493 millones (60% 
superiores a las de 1997), seguido de le­
jos por Argentina, con 6 476 millones, y 
Colombia, con 1 26 1 millones . Poco más 
de 51% de las enajenaciones se realizó en 
el sector de telecomunicaciones y 24.4% 

en el de energía, mientras las adjudicac io­
nes por empresas de países en desarrollo 
descendieron de 59% del monto total en 
1997 a 39% en 1998 y las de compañías 
de naciones industrializadas se elevó de 
41 a 61 por ciento. 

Acuerdos de cooperación del BID 

El1 3 de marzo el BID y la Agenc ia France­
sa de Desarrollo susc ribieron un acuerdo 
de cooperac ión para el financ iamien to de 
proyectos de desarrollo económico en 
América Latina, la evaluación de ellos y el 
intercambio de información . La institución 
regional también formalizó un acuerdo si­
milar con el Instituto Nacional para el Co­
mercio Exterior de Italia, aunque orientado 
al impulso de las empresas pequeñas y me­
dianas. 

Cuadragésimo aniversario del BID 

Con la parti cipación de representantes de 
46 países y diversos organismos financie­
ros internacionales, del 15 al 17 de marzo 
se ce lebró en París la cuadragés ima asam­
blea anual del BID. En el la se revisó el papel 
de la instituc ión en 40 años de existencia y 
se examinaron sus principales actividades 
en 1998 , sobre todo ante el ensombreci­
miento del panorama económico latinoame­
ricano por la cri sis financiera asiática , las 
dificultades brasileñas y los estragos del 
huracán Mitch. 

Al respecto, se resolvió crear un fondo 
de urgencia por 9 000 millones de dólares 
para miti gar los efec tos de las turbu lencias 
financieras internacionales , con lo cual los 
países solic itantes podrán fortalecer sus re­
servas monetarias y apoyar prog ramas 
sociales en favor de los sectores más vu l­
nerables de la población; los préstamos se 
desembolsarán más ráp idamente que los 
normales , pero con menores plazos de 
pago y mayores tasas de interés . También 
se aprobó un incremento de 500 millones 
de dólares en el cap ital de la Sociedad 
lnteramericana de Inversión, con el ingre­
so de nuevos miembros. y el uso de los 
recursos del Fondo de Operac iones Espe­
ciales en beneficio de los cinco países más 
pobres de la región (Haití, Bo li via, Guyana, 
Nicaragua y Honduras). 

Más fusiones y compras de empresas 

Según un estudio de la Cámara de Comer­
c io de Santiago, difundido el 29 de marzo, 
en 1998 las fu siones y compraventas de 
empresas en América Latina ascend ieron 
a 71 051 mi llones de dólares, 25% más que 
en 1997 . Las mayores transacciones se 
realizaron en Brasil (39 000 millones de 
dó lares); Argent ina ( 13 000 millones); 
México (5 910 mil lones); Colombia (4 435 
mil lones) , y Chile (3 884 mil lones). Por 
sec tores, 32% de las operaciones corres­
pondió al de telecomunicac iones (sobre 
todo por la venta de acciones de Telebrás), 
20. 1% al de energía y 13.6% a la industria 
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manufactu rera. Los principales países de 
origen de los recursos fueron Estados 
Unidos (174%) , Brasil (17 .3%) y España 
(11 6%). 

CENTROAMÉRICA 

Gira del presidente 
de Estados Unidos 

Con el objetivo de ampliar la colaboración 
de Estados Unidos con los países afecta­
dos por el huracán Mitch, el 8 al 11 de 
marzo el presidente William Cli nton rea li ­
zó una gira of icial por Nicaragua, El Sal­
vador , Honduras y Guatemala. El manda­
tario ofrec ió ayuda económica por 956 
millones de dólares, previa aprobación del 
Congreso estadounidense , de los cua les 
alrededor de un tercio se destinará a Hon­
duras. 

Como último acto de la misión diplomá­
ti ca , Clinton dialogó sobre mig ración , co­
mercio y cooperación con los presidentes 
de Guatemala, Alvaro Arzú ; El Salvador , 
Armando Calderón Sol; Hondu ras, Carlos 
Flores Facusé; Nicaragu a, Arnoldo Ale­
mán; Costa Rica, Miguel Ángel Rodríguez; 
la Repúbl ica Dominicana , Leonel Fernán­
dez Reya , y el primer ministro de Belice, 
Said Musa. 

En el encuentro cumbre , ce lebrado en 
la c iudad guatemalteca de Antigua, Clinton 
se comprometió a presentar un proyecto 
legislativo para brindar más preferencias 
comerc iales a las nac iones de l istmo en el 
marco de la In iciativa de la Cuenca del 
Caribe; en materia de migración, fracasa­
ron los esfu erzos por aplazar las deporta­
ciones de los trabajadores indocumen­
tados centroameri canos desde terri tori o 
estadounidense. 

ASUNTOS BILATERALES · 

Financiamiento para la frontera 
Perú-Ecuador 

Los presidentes de Perú, Alberto Fujimori, 
y Ecuador, Jamil Mahuad, se reunieron el 
5 de febrero en Washington para reafirmar 
los compromisos de paz suscritos en oc­
tubre pasado y so lic itar apoyo financiero 
internacional en favor del progreso socio­
económico en la frontera común. El BID y la 
CAF of recieron financiam ientos por 500 
millones de dólares cada uno, mientras la 
Agenc ia para el Desarrol lo Internacional , 
de Estados Unidos, anunció donaciones 
por 22 mi llones de dólares . 

Inauguración del gasoducto Bolivia­
Brasil 

El 9 de febrero los presidentes de Brasi l, 
Fernando Henrique Cardoso , y de Bolivia, 
Hugo Bánzer, inauguraron un gasoducto de 
1 970 ki lómetros para transportar hidrocar­
buro de la reg ión boliviana de Río Grande 
a la brasi leña de Campiñas; se prevé cul­
minar en oc tubre próximo los trabajos para 
prolongarlo 1 180 ki lómetros más hasta Por­
to Aleg re. El gasoducto, con un costo ini­
cial de unos 2 000 mi llones de dólares, será 
la obra energéti ca más larga de América 
Latina y transportará hasta 30 millones de 
metros cúb icos diarios en el año 2005. 

Arreglo argentino-brasileño 

Con el án imo de resolver algunas diferen­
cias comerciales surgidas tras la devalua­
ción reciente del real, el 12 de febrero se 
reunieron en Sao Paulo los presidentes de 
Brasil , Fernando Henrique Cardoso, y de 
Argentina , Carlos Menem. Como resu lta­
do, se sig nó un acue rdo interguberna­
mental para conso lidar el Mercosur; instau­
rar en éste una comisión de segu imiento 
comercial; alentar el intercambio con ot ros 
b loques económicos; el iminar los subsi­
dios en exportaciones brasileñas de bie­
nes de consumo, y suprimir las barreras 
argentinas a los productos amazónicos. 

ARGENTINA 

Compra acc ionaria por banco francés 

Para ampliar su presencia en el mercado 
financiero argentino, el1 O de febrero la fili al 
del banco francés Créd it Agricole compró 
19% de las acciones del Banco Bisel a la 
Cooperativa Integ ral Coinag. La operación 
se pactó en 44.3 mil lones de dólares. 

Incremento del déficit comercial 

El Min isterio de Economía informó el10 de 
febrero que en 1998 la balanza comercial 
argentina registró un déficit de 5 58 1 millo­
nes de dólares, 38.8% más que en el año 
an terior, como resultado de una baja de 
3.1 % en las exportaciones a 25 856 mil lo­
nes y un aumento de 3.2% en las importa­
ciones a 31 437 mil lones. La dependencia 
manifestó preocupación ante "la tendencia 
decrecien te de las ven tas externas por la 
desaceleración de la actividad económica" , 
pero destacó que el déf icit comercial fu e 
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inferior al monto máximo acordado con el 
FMI (6 000 mi llones de dólares , aunque la 
meta original era de 1 000 millones menos) . 

Menos ganancias petroleras 
y compraventa de petroquímica 

Yacimien tos Petrolíferos Fiscales indicó el 
14 de febrero que en el cuarto trimestre de 
1998 obtuvo ganancias netas por 11 5 mi­
llones de dólares , 42.5% menos que en 
igual lapso de 1997 , a causa del desplo­
me de los precios internacionales del pe­
tróleo. El mismo día la empresa comp ró la 
petroquímica Maleic por 20 millones de 
dólares , a fin de "partic ipar más en los 
nuevos mercados petroquímicos internos". 

Deuda pública en aumento 

Durante 1998 la deuda pública argentina 
se inc rementó 6.9% a 11 2 357 mil lones de 
dólares (62.6% nominada en moneda ex­
tranjera). De ese monto , informó el 16 de 
febrero el Ministeri o de Economía , 69.6% 
corresponde a títu los de va lores , 17% se 
contrató con organismos mu ltilaterales , 
6.6% con acreedores bi laterales y el res­
tante 6.8% con la banca comercial. 

Emisiones internac ionales de valores 
gubernamenta les 

El Ministerio de Economía realizó el 16 de 
marzo una emisión internacional de paga­
rés por 300 millones de dólares , con cinco 
años de plazo y un rendimiento variable 
equivalente a la Libor más se is pun tos 
porcen tu ales y un precio de oferta de 
99.04%. Una semana después, se nego­
ciaron en el mercado de eu robonos títulos 
gubernamenta les por 272 mill ones de 
dólares, con vencimien to en diez años y 
un in terés anual de 575 puntos por enc ima 
del correspondiente a valores alemanes 
similares (3.75%). 

Con el concurso de los agentes finan­
c ieros Chase Securities y Goldman Sachs , 
por último, el 29 de marzo se colocaron 
bonos globales del gobierno argentino por 
1 000 mil lones de dólares. 

Financ iamiento del BID para la sa lud 

El1 O de febrero el BID aprobó un préstamo 
de 45 mi llones de dólares en apoyo de un 
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programa de salud , cuyo costo se estima 
en 53.7 millones, que prevé reforzar el 
control epidemiológico, mejorar los meca­
nismos para la transfusión sanguínea y 
fortalecer la capacitac ión del personal. El 
créd ito se otorgó con un plazo de 40 años 
y un interés anual de 1% durante el perío­
do de gracia de 1 O años, y de 2% en los 30 
años restantes . 

Nuevo relevo en el Banco Central 

Por resolución presidencial, el 2 de febre­
ro Armin io Fraga Neto fue designado go­
bernador del Banco Central en lugar de 
Francisco Lopes , quien apenas duró 20 
días en el cargo. Con el relevo, aprobado 
unas semanas después por el Senado, se 
busca "operar de manera más adecuada" 
el régimen de tipo de camb io flotante 
instaurado a med iados de enero último. 

Asociación de empresas petroleras 

Petrobras se asoció el 7 de febrero con la 
petrolera estadoun iden se Amerada y 
la británica British Borneo para formar una 
compañía de búsqueda y producción de 
hidrocarburos en la cuenca de Campos, al 
sureste del país. En la nueva sociedad, 
cuya inversión conjunta suma unos 72 
millones de dólares , parti cipa la farmacéu­
tica brasileña Odebrecht. 

Conflicto de pagos con gobierno 
estatal 

Para salvaguardar la credib ilidad económi­
ca brasi leña entre la comunidad financie­
ra internac ional, el 10 de febrero el presi­
dente Fernando Henrique Cardoso autorizó 
desembolsar 58 mil lones de dólares del 
Tesoro Nacional para liquidar un venci­
miento de euro bonos por 108 millones a 
cargo del estado de Minas Gerais, cuyo 
gobierno asignó sólo 50 millones al pago 
respec tivo y decretó una moratoria tempo­
ral en débitos con el gobierno federal por 
unos 12 700 millones de dólares. 

Al día siguiente el Tesoro Nacional de­
bió cubrir otro adeudo de Minas Gerais, por 
1 934 millones de reales con el BID, y el 
Banco Central ordenó el bloqueo de las 
cuenta de la entidad "hasta la recupera­
c ión de los fondos federales". 

Casi tres semanas después, el presi­
dente Cardoso pactó con 26 de los 27 

gobernadores estatales, con excepción del 
de Minas Gerais, llamar Franco, diversos 
apoyos federales para atemperar los cos­
tos de las medidas de ajuste económico y 
las reformas como la del sistema de pen­
siones; sin embargo, rechazó la petición 
de renegociar las deudas de los gobier­
nos estatales con el federal. 

Sube el desempleo 

El 2 de marzo el Instituto Brasileño de 
Geografía y Estadísti ca anunció que en 
enero pasado el desempleo afectó a 7. 73% 
de la población económicamente activa, 
la tasa más alta en el pr imer mes del año 
durante los últimos tres lustros y cas i 1.5 
puntos superior a la de diciembre de 1998. 

Acuerdo de desembolso con el FMI 

Para obtener un segundo desembolso por 
4 900 millones de dólares correspondien­
te al paquete de asistencia económica 
negociado en noviembre último, el 8 de 
marzo el gobierno de Brasil suscribió con 
el FMI un acuerdo con varios compromisos 
de austeridad económica y ajuste fiscal. 
Entre ellos figuran los de obtener un supe­
rávit primario en el gasto público equiva­
lente a 0.5% del PIS en 1999, 3.25% duran­
te el próximo año y 3.35% en el año 2001; 
limitar las ventas de divisas del Banco 
Central en el mercado financiero interno, y 
revisar en mayo próximo el cumplimiento 
de las metas previstas. 

Paquete financiero del BID 

Como parte del paquete crediticio de 4 500 
millones de dólares por cuenta del BID para 
contribuir a so lucionar la cris is económica 
brasileña, el8 de marzo la institución apro­
bó un préstamo de 2 200 millones de dó­
lares en favor de programas sociales y otro 
por 1 200 millones para el financiamiento 
de empresas pequeñas. Seis días después 
se formalizó un crédito por 1 100 mi llones 
de dólares destinado a otro programa de 
apoyos a esas unidades productivas, así 
como a promover inversiones en los servi­
cios de salud y educación. 

Crece la deuda externa 

El Banco Central informó el 15 de marzo 
que al cierre de 19981a deuda externa total 
de Brasil ascendió a 235 082 millones de 

rec uento latinoa mericano 

dólares, 17.6% más que el año anterior. 
Este incremento se debió a la contratación 
de débitos de mediano y largo plazos , cuyo 
saldo aumentó 28 .9% a 21 O 400 mi llones 
de dólares . 

Mayor impuesto a transacciones 
financieras 

Por 35 7 votos a favor y 125 en contra, el 18 
de marzo la Cámara de Diputados aprobó 
el proyecto de ley para aumentar el impues­
to sobre transacciones financieras de 0.2 a 
0.38 por ciento. La medida, en vigor 90 días 
después, completó el paquete económico 
propuesto por el presidente Fernando 
Henrique Cardoso en noviembre pasado. 

Capital extranjero en Petrobrás 

El Consejo de Administración de Petrobrás 
aprobó el24 de marzo una históri ca refor­
ma estatutaria para permitir la libre adquisi­
ción de acciones comu nes de la empresa 
por inversioni stas extranjeros. El gobierno, 
propietari o de 83% del capital social, pre­
tende quedarse sólo con 50% más una 
acción y mantener así el control de la pe­
trolera . 

Aumento de la inversión extranjera 

El Ministerio de Economía informó el 1 de 
febrero que la inversión extranjera realiza­
da durante 1998 ascendió a 6 549.2 millo­
nes de dólares , 6.4% más que en el año 
anterior; 91% de ella ingresó en el marco 
del estatuto para operac iones por más de 
un millón de dólares en actividades pro­
ductivas, y el resto conforme al compen­
dio del Banco Central para operaciones 
mínimas de 10 000 dólares destinadas 
principalmente al ámbito financiero. Los 
sectores que atrajeron mayores capi tales 
por la primera vía fueron la minería (39.9%) 
y los servicios; respecto al origen de los 
fondos, destacaron los provenientes de 
Estados Unidos (22%) , Canadá (15.8%) y 
España (14.9%). 

Menores ganancias de empresa 
eléctrica 

La empresa eléctri ca Enersis manifestó el 
28 de febrero ganancias líquidas por 190.6 
mi llones de dólares en 1998, 22% menos 
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que en el año anterior a causa de los pro­
blemas asociados con la sequía y el uso 
crec iente del gas natural. 

Pérdida de dinamismo económico 

El 23 de marzo el Banco Central informó 
que el PIB global de la economía ch ilena 
creció 3.4% durante 1998,3.7 puntos por­
centuales menos que en 1997 . Tras un 
aumento de 8% en los nueve primeros 
meses del año pasado , tal ind icador des­
cendió 2.8% en el cuarto trimestre por el 
alza de las tasas de interés, la baja de la 
demanda en el mercado nacional , la caída 
de los precios mund iales del cobre y los 
efectos de la cris is financiera internacio­
nal, entre otros factores. La Cámara Na­
cional de Comercio reveló el mismo día que 
las ventas del comerc io minorista descen­
dieron 5.8% en el primer bimestre de 1999 
respecto a igual lapso de 1998. 

Hacia la extradición de Pinochet 

La Cámara de los Lores del Reino Unido 
ratif icó el 24 de marzo el arresto de Augus­
to Pinochet al determinar que no goza de 
inmunidad procesal por ser ex jefe de Es­
tado; sin embargo, só lo se le podrá juzgar 
por violaciones de los derechos humanos 
cometidas después de 1988, cuando el 
país eu ropeo suscrib ió la Convenc ión In­
ternacional sobre la Tortura. Dos días des­
pués, el juez Baltazar Garzón incorporó en 
la so lic itud de extradición de Pinochet a 
España 32 nuevos casos de tortura perpe­
trados de septiembre de 1988 a marzo de 
1990. Mientras la justicia británica resuel­
ve sobre esa pet ición, Pinochet permane­
cerá bajo arresto domiciliario en Londres . 

Inversión pública en el agro 

En el marco del Compromiso con la Agri­
cu ltu ra , el 26 de marzo se anunciaron in­
versiones públicas en el campo por 219.5 
mi llones de dólares en 1999. Los recursos 
previstos en el programa gubernamental, 
instau rado luego de una rebaja arancela­
ria para importaciones sectoriales, se des­
tinarán a restaurar suelos degradados y 
ampl iar la superficie de riego y el drenaje. 

Menos ingresos por el cobre 

Voceros de las compañías productoras de 
cobre informaron el 30 de marzo que en 

1998 exportaron 3.6 mil lones de toneladas, 
8.6% más que en 1997. Sin embargo, a cau­
sa de los bajos prec ios de l metal rojo , 
los ingresos respectivos se redujeron 23% 
a 5 290 millones de dólares. 

COLOMBIA 

Crecimiento de la deuda externa 

Funcionarios del Banco Central informaron 
el 8 de febrero que la deuda externa total 
colombiana sumó 33 753 millones de dó­
lares al cierre de septiembre último, monto 
7.4% super ior al del mismo mes de 1997 y 
equivalente a 37.3% del PIB global. 

Austeridad por la baja de ingresos 
petroleros 

Aun cuando en 1998 obtuvo un superávit 
de operación equivalente a 215.3 mil lones 
de dólares, el 10 de feb rero la Empresa 
Colombiana de Petróleo anunció un pro­
grama de austeridad , que prevé un recor­
te de 5% del personal en cada uno de los 
próximos siete años , a causa de los meno­
res ingresos externos por el desplome de 
los prec ios internacionales del hidrocarbu­
ro . Durante el año pasado el valor de las 
exportaciones petroleras colombianas se 
redujo 6.3% respecto a 1997. 

Financiamientos del Banco 
Interamericano de Desarrollo 

El 19 de febrero el Banco 1 nteramericano 
de Desarrollo (B ID) otorgó un préstamo de 
500 mil lones de dólares en apoyo de la re­
forma del sector público colombiano , so­
bre todo para la modernización de los sis­
temas fiscal y de seguridad social. 

Además, concedió un crédito de 20 
millones de dólares para respaldar la re­
construcción de infraestructura y vivien­
das dañadas por el sismo del25 de enero 
último. 

Préstamo para el Fogafin 

La Corporación Andina de Fomento apro­
bó el 23 de febrero un préstamo de 100 
millones de dólares para fortalecer el sis­
tema financiero colombiano. La adminis­
tración de los recursos estará a cargo del 
Fondo de Garantías de Instituciones Finan­
cieras (Fogafin) , responsable del rescate 
sectorial. 
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Préstamo en favor de la participación 
laboral femenina 

Para promover la partic ipación de las 
mujeres en el mercado laboral , el 13 de 
marzo el BID conced ió un préstamo de 6.5 
millones de dólares al gobierno colombia­
no. El programa incluye acciones de capa­
citación, asesoría vocacional y formac ión 
empresarial, así como el establecimien to 
de un centro de investigación sobre la 
participación femenina en el trabajo. 

COSTA RICA 

Dinamismo económico en 1998 

El Banco Central informó el 17 de feb rero 
que en 1998 la economía costarricense 
registró un crecimiento de 6.2%, sólo infe­
rior en América Latina al de la Repúb lica 
Dominicana (7.7%) . Según la institución, 
el desempeño de Costa Rica quizá no sea 
tan favorable en 1999 por algunos proble­
mas macroeconómicos. 

Endurecimiento legal 
contra subversión y delincuencia 

La Asamblea Nacional del Poder Popular 
aprobó el 16 de febrero la Ley de Protec­
ción de la Independencia Nacional y de la 
Economía de Cuba, que establece seve­
ras penas carce larias contra quienes faci­
liten la ap licación de la ley Helms-Burton, 
con tribuyan a la injerencia externa y ali en­
ten activ idades subvers ivas. 

El órgano leg islativo también aprobó va­
rias reformas al Código Penal que endure­
cen las sanc iones contra delitos como el 
narcotráfico (castigable hasta con pena de 
muerte), la corrupción de menores, la pros­
tituc ión y el robo con violencia . 

Suspensión de enlace telefónico 
con Estados Unidos 

El 25 de febrero la telefónica Etecsa, con 
participación de cap ital italiano, suspen­
dió los servic ios de enlace a compañías 
de Estados Unidos con adeudos de pago 
pend ientes desde diciembre último, esti­
mados en unos 19 millones de dólares. 
Estas empresas acataron la orden de un 
juez federal estadounidense de retener las 
liquidaciones para asegurar que el gobier­
no de La Habana indemnice, con 185 mi-
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!Iones de dólares , a los familiares de los 
pi lotos en misión de propaganda contra la 
isla que fueron derribados por la fuerza 
aérea cubana en febrero de 1996. 

Fa llo contra disidentes 

El15 de marzo el Tribunal Provincial de La 
Habana dictó a cuatro dis identes penas 
carcelarias de hasta cinco años por "inci ­
tar a la sedición y a la desobediencia civil ". 
Los acusados , presos desde hace 19 
meses, firmaron en julio de 1997 un docu­
mento contra el gobierno y a favor de la 
libera li zación política de la isla. La senten­
c ia judic ial susc itó protestas internac iona­
les, entre el las las de dip lomáticos de 
Canadá , España y otros países europeos. 

ECUADOR 

Crisis monetaria, ajuste y paros 

Luego de var ias semanas de intensas pre­
siones cambiarías, asociadas al ahonda­
miento de las tendencias inflacionarias y 
del desequilibrio fiscal (6% del PIB), el 11 
de febrero el Banco Centra l decretó la li­
bre flotación del sucre en lugar del regímen 
de bandas. El tipo de cambio aumentó de 
7 305 a 9 000 unidades por dólar y en el 
primer bimestre del año se acumuló una 
devaluación de 37%, apenas 17 puntos 
menos que durante 1998. 

En medio del descontrol cambiaría ali­
mentado por la especulación, en la prime­
ra semana de marzo la divisa verde se 
cotizó hasta en 17 500 sucres y sobrevi no 
un retiro masivo de los depósitos en los 
bancos. El día 10 se decretó la suspen­
sión de las actividades cambiarí as y el 
estado de urgencia para evitar suspensio­
nes de servicios básicos, mantener el or­
den público y resguardar la seguridad 
nacional , sobre todo ante una huelga ge­
neral de 48 horas que convocó el Frente 
Patriótico constituido por trabajadores , es­
tudiantes e indígenas. 

A l día sigu iente el pres idente Jamil 
Mahuad presentó un plan de ajuste eco­
nómico, con alzas de hasta 174% en los 
combustibles; el congelamiento parc ial de 
las cuentas bancarias; un recorte equiva­
lente a 300 millones de dólares en el pre­
supuesto público para 1999 , y las propues­
tas de un incremento del impuesto al valor 
agregado de 1 O a 15 por c iento y de una 
serie de reformas legales con miras a pri­
vatizar empresas públicas energéticas y 
de telecomunicaciones, entre otras accio-

nes . Como respu esta. el Frente Patriótico 
llamó a una nueva huelga general quepa­
ra lizó al país el 16 y el 17 de marzo. Al otro 
día voceros gubernamentales anunciaron 
un acuerdo con los huelguistas y la oposi­
c ión en el Congreso , que incluyó la cance­
lación d e algu nas med1das d el plan de 
ajuste, entre ellas el alza de los combusti­
bles y la del impues to al va lor ag reg ado, y 
el levantamiento del estado de urgencia. 

Cierra el Banco del Progreso 

Debido a problemas de liquidez agravados 
por "la encrucijada económica, fin anciera 
y política ecuatoriana", el 22 de marzo ce­
rró el Banco del Progreso. Días después, el 
Banco Central aprobó financiamientos equi­
valentes a 55.5 mi llones de dólares para 
cubrir ob ligaciones de d icha institución. 

Baja de las exportaciones 
de petróleo 

El Banco Central informó el 26 de marzo 
que en 1998 los ing resos de Ecuador por 
exportaciones de crud o sumaron 791 .2 
millones de dólares , 56% menos que el año 
anterior. La participación del petróleo en 
las ventas externas totales del país se tor­
nó inferior a la de los envíos de banano y 
camarón. 

El SALVADOR 

Remesas de trabajadores 
migratorios 

El Banco Central de Reserva d io a cono­
ce r e l 18 de febrero que durante enero 
pasado los trabajadores sa lvadoreños re­
sidentes en el extranjero, sobre todo en 
Estados Unidos, enviaron cas i 107 mi llo­
nes de dólares a sus famili ares en el país. 
Esta remesa de divisas fue 8% superior a 
la registrada en igual mes de 1998. 

Préstamo para el sector financiero 

El 4 de marzo el BID aprobó un c rédito de 
3.8 millones de dólares para fortalecer la 
supervisión del sector financie ro , formular 
un plan de inversiones y definir una estra­
tegia tecnológ ica. El préstamo se otorgó a 
20 años de plazo , con cuatro de gracia y 
una tasa de interés anual de 6.98% ; e l 
gobierno aportará recursos complementa­
rios por casi 3.2 mi llones de dólares . 

recu ento lati noamericano 

Además. el Fondo Multilateral de In­
versiones d el organ ismo regional donó 
2.9mi llones de dólares para que la Super­
intendencia del Sistema Financiero asu­
ma principios internacionales de gestión , 
es tab lezca un Instituto de Garantía de 
Depósitos y capacite a espec ialistas en 
aspectos jurídicos del comercio inter­
nacional. 

Triunfo electoral de Francisco Flores 

Con un abstencionismo de 65% en un 
padrón de unos tres millones de electores, 
e l 7 de marzo se celebraron elecc iones 
presidenciales, en las que triunfó el candi­
dato de la Alianza Republicana Nac iona­
lista, Francisco Flores , con cas i 52% de los 
votos. En segundo lugar quedó el postu­
lante del Frente Farabundo Martí de Li be­
ración Nacional , Facundo Guardado, con 
29% , y en tercero el de la Alianza Centro 
Democráti co Unido, Rubén Zamora, con 
7.4% de los sufragi os. 

Financiamiento para educación 
y salud 

A fin de contribuir al mejoramiento de la 
educac ión básica con e l uso de nuevas 
tecnologías, el 13 de marzo el BID otorgó al 
gobierno salvadoreño un préstamo de 73.2 
millones de dólares. También aprobó un 
financ iamiento de 20.7 mi llones de dóla­
res para modernizar los servicios de sa­
lud , med iante la compra de equipo y la 
preparación técnica del personal. 

GUATEMALA 

Créditos del BCIE 

Con el objeto de financ iar diversas activida­
des productivas, el 17 de marzo el Banco 
Centroamericano de Integración Económi­
ca (BCIE) conced ió créditos a Guatemala 
por 83 millones de dólares. Los recursos 
se canalizarán por medio de bancos , otras 
instituciones fi nancieras y organizaciones 
no gubernamentales. 

GUYANA 

Fondos del BID para obras urbanas 

El 13 de marzo el BID autorizó un préstamo 
preferencial de 20 mi llones de dólares para 
mejorar la infraest ructura urbana y los ser-
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